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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 4 de agosto de 2017 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 8 de agosto, a las 09:30, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

Orden del día 


1.9) Elección de miembros de la Comisión Permanente 
del Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitución de 
la república). 


2.) Informe de la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les relacionado con la solicitud remitida por el Poder Eje- 
cutivo a fin de designar como representante permanente 
de la república ante la Organización Mundial del Comer- 
cio al señor José Luis Cancela Gómez. 

Carp. n.* 870/2017 - rep. n.* 488/17 


3.) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de designar a varios fiscales letrados ads- 
criptos, escalafón N. 

Carp. n.* 838/2017 - rep. n. 481/17 y anexos L, II, Il 
y IV 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


4.>) por el que se establecen las Directrices Nacionales 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible; 
Carp. n.* 710/2016 - rep. n.? 478/17 


52) por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República de Finlandia 
sobre asistencia mutua y cooperación en materia aduane- 
ra, suscrito en Helsinki, República de Finlandia, el 13 de 
febrero de 2017; 

Carp. n.* 842/2017 - rep. n.* 482/17 
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— Proyecto de ley por el que se desafectan de la 
órbita del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas varios padrones ubicados en la loca- 
lidad catastral de la ciudad de Salto y se los 
afecta a la Intendencia de ese departamento. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


22) Levantamiento de la sesióN.........oooomommsmoms 563 


6.) por el que se aprueba el 4cuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Árabe de Egipto sobre cooperación y asis- 
tencia mutua en asuntos aduaneros, suscrito en El Cairo, 
República Árabe de Egipto, el 28 de noviembre de 2016; 

Carp. n* 861/2017 - rep. n.? 486/17 


7.2) por el que se aprueba el Acuerdo de cooperación y 
asistencia mutua en asuntos aduaneros entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Corea, suscrito 
en Seúl, República de Corea, el 15 de noviembre de 2016; 

Carp. n- 863/2017 - rep. n.* 487/17 


8.) por el que se aprueba el Convenio sobre transpor- 
te aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, República Oriental 
del Uruguay, el 14 de agosto de 2009; 

Carp. n.* 859/2017 - rep. n.* 483/17 


9.) por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Popular China sobre cooperación y asisten- 
cia administrativa mutua en materia aduanera, suscrito 
en Beijing, República Popular China, el 18 de octubre de 
2016; 

Carp. n.-* 860/2017 - rep. n.* 485/17 


10) por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
del Estado de Israel sobre asistencia mutua en cuestiones 
aduaneras, suscrito en Jerusalén, Estado de Israel, el 1.* de 
diciembre de 2016; 

Carp. n. 862/2017 - rep. n.* 484/17 


11) por el que se dispone transferir a título gratuito, 
del dominio de la Intendencia de Durazno al Ministerio 
de Defensa Nacional-Comando General del Ejército, el 
inmueble padrón n.* 12979 de la localidad catastral de Du- 
razno, con la finalidad de construir viviendas militares; 

Carp. n.-* 827/2017 - rep. n.* 479/17 
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12) por el que se desafectan de la órbita del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas varios padrones ubicados 
en la localidad catastral de la ciudad de Salto, departa- 
mento de Salto, y se afectan a la Intendencia de Salto con 
la finalidad de dar cumplimiento al PIAI-Barrio Artigas. 

Carp. n* 847/2017 - rep. n.* 480/17 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Aviaga, 
Ayala, Besozzi, Bianchi, Bordaberry, Camy, Cardoso, 
Coutinho, De León, Delgado, Gallicchio, García, Garín, 
Heber, Lacalle Pou, Larrañaga, Lorier, Martínez 
Huelmo, Mieres, Mujica, Otheguy, Passada, Paternain, 
Payssé, Pintado, Topolansky, Tourné y Viera. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Amorín, 
Carámbula, Michelini y Moreira. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:43). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «El Poder 
Ejecutivo remite un mensaje por el que se solicita la venia 
correspondiente para destituir de su cargo, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el inciso 10 del artículo 168 de la 
Constitución de la república, a dos funcionarios del Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 

—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un pro- 
yecto de ley por el que se aprueba la Rendición de Cuentas 
y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al 
ejercicio 2016. 

—A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO INTEGRA- 
DA CON HACIENDA. 


Asimismo, remite una exposición escrita presentada 
por el señor representante nacional Gastón Cossia, rela- 
cionada con la formación de veterinarios que operan en el 
sector apícola. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA. 
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La Oficina Nacional del Servicio Civil remite respuesta 
a un pedido de informes solicitado por los señores senado- 
res Patricia Ayala, Carmen Beramendi, Marcos Carámbu- 
la, Daniel Garín, Rafael Michelini, Marcos Otheguy, Da- 
niela Payssé, Enrique Pintado, Lucía Topolansky, Daisy 
Tourné y Mónica Xavier, relacionado con las posibles 
incompatibilidades o impedimentos de un funcionario 
de la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas para asumir el cargo de intendente por el depar- 
tamento de Treinta y Tres. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LOS 
SEÑORES SENADORES AYALA, BERAMENDI, CA- 
RÁMBULA, GARÍN, MICHELINI, OTHEGUY, PAYS- 
SÉ, PINTADO, TOPOLANSKY, TOURNÉ Y XAVIER. 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
eleva informados los siguientes proyectos de ley: 


e por el que se establecen las Directrices Nacionales 
de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible; 


e por el que se transfiere a título gratuito el inmueble 
padrón n.” 12979 del dominio de la Intendencia de Duraz- 
no al Ministerio de Defensa Nacional-Comando General 
del Ejército, con la finalidad de construir viviendas milita- 
res; 


e por el que se desafectan del patrimonio del Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas varios padrones 
ubicados en la localidad catastral de la ciudad de Salto, 
departamento de Salto, y se afectan a la Intendencia de 
dicho departamento con la finalidad de dar cumplimiento 
al PIAI-Barrio Artigas. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
mada una solicitud de venia remitida por el Poder Ejecu- 
tivo a los efectos de designar en el cargo de fiscal letrado 
adscripto, escalafón N a varios doctores. 

-HAN SIDO REPARTIDOS. ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


* por el que se aprueba el Acuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Finlandia sobre 
asistencia mutua y cooperación en materia aduanera, 
suscrito en Helsinki, República de Finlandia, el 13 de fe- 
brero de 2017; 


e por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Popular China sobre cooperación y asisten- 
cia administrativa mutua en materia aduanera, suscrito 
en Beijing, República Popular China, el 18 de octubre de 
2016; 


e por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
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del Estado de Israel sobre asistencia mutua en cuestiones 
aduaneras, suscrito en Jerusalén, Estado de Israel, el 1.* de 
diciembre de 2016; 


* por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Árabe de Egipto sobre cooperación y asis- 
tencia mutua en asuntos aduaneros, suscrito en El Cairo, 
República Árabe de Egipto, el 28 de noviembre de 2016; 


* por el que se aprueba el Acuerdo de cooperación y 
asistencia mutua en asuntos aduaneros entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Corea, suscrito en 
Seúl, República de Corea, el 15 de noviembre de 2016; 


* por el que se aprueba el Convenio sobre transpor- 
te aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, República Oriental 
del Uruguay, el 14 de agosto de 2009, 


Asimismo, eleva informada una solicitud de venia re- 
mitida por el Poder Ejecutivo a los efectos de designar en 
calidad de representante permanente de la república ante 
la Organización Mundial del Comercio, al señor José Luis 
Cancela Gómez. 

-HAN SIDO REPARTIDOS. ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión especial con fines legislativos a partir de 
los llamados Papeles de Panamá y jurisdicciones simila- 
res para la prevención del fraude financiero, la defrauda- 
ción y elusión fiscal, el lavado de activos y la transparen- 
cia global eleva informado un proyecto de ley por el que 
se ordena, sistematiza y actualiza la normativa vigente en 
materia de lavado de activos. 

—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE UNA PRÓXIMA SESIÓN. 
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La señora senadora Carol Aviaga solicita, de conformi- 
dad con lo dispuesto por el artículo 3.* de la Ley n.* 17673, 
de 21 de julio de 2003, la reiteración de un pedido de in- 
formes, a los efectos de que el Cuerpo lo haga suyo, con 
destino al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
relacionado con la devolución de carne exportada a Esta- 
dos Unidos. 

SE VA A VOTAR UNA VEZ FINALIZADA LA 
LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Flores remite copia de la 
versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor edil Hugo Dayuto, relacionadas con el accionar de 
policías del departamento en dos hechos puntuales ocurri- 
dos recientemente en la ciudad de Trinidad, departamento 
de Flores. 

—TÉNGASE PRESENTE». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de dos pedidos 
de informes. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «La señora 
senadora Walkiria Olano solicita, con fecha 3 de agosto del 
corriente, de conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución de la república, se cursen dos pedi- 
dos de informes: con destino al Ministerio de Desarrollo 
Social y, por su intermedio, a las oficinas territoriales de 
Cerro Largo y Río Branco, y al Ministerio de Salud Públi- 
ca y, por su intermedio, a la Dirección Departamental de 
Salud de Cerro Largo, relacionados con el relevamiento 
de los residenciales, casas de salud y hogares de ancianos 
con internos con patologías psiquiátricas, realizado entre 
los años 2011 y 2017 en las ciudades de Cerro Largo y Río 
Branco. 

—OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 3 de agosto de 2017 


Sr. Presidente del Senado.- 


Don Raúl Sendic 


La suscrita viene a solicitar informe, al amparo de lo dispuesto por el articulo 118 de la 


Constitución de la República, al Ministerio de Desarrollo Social y por su intermedio a la Oficina 
Territorial de MIDES de Cerro Largo y Oficina Territorial de MIDES Río Branco. Desarrollo la referida 
solicitud de informes en el cuestionario siguiente: 


Informe la MIDES de Cerro Largo, el relevamiento de los residenciales, casas de Salud, hogares 
de ancianos, casas de salud con internos con patologías siquiátricas etc., realizado en los años, 
2011 a 2017.- 


. De ese relevamiento y en los mismos años cuales han sido las recomendaciones de MIDES a 


los efectos de coordinar el cumplimiento de la ley desde que se le establederon 
competencias.- 


. Cuáles son las recomendaciones más frecuentes en los años 2011 a 2017.- 


. Cuantas de estas residencias tienen observaciones de tal magnitud que peligren su 


continuidad de servicio y el listado del personal médico o de enfermería que asesora a las 
mismas.- 


. Enel caso en particular de la ciudad de Río Branco cuantos residenciales, hogares, casas etc. 


que se dediquen al cuidado de ancianos y /o incapaces o con patologías siquiátricas se 
encuentran relevadas.- 


. De las mismas cuales no han cumplido con recomendaciones de MIDES y si la problemática 


ha sido trasladada a la MESA INSTERINSTITUCIONAL, proporcionar copia del Acta donde se 
trató el tema.- 


. Cual es el contenido y los conceptos de la Resolución de cierre de algún establecimiento de 


las características reseñadas en el pedido de informe en la ciudad de Rio Branco si la hubiera.- 


. Sihubiera resolución de cierre del Residencial de Marcelo López en Río Branco , que actividad 


ya sea de salud o social se dispuso a los efectos del destino de los residentes de dicha casa.- 
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9. Cual es la actividad que ha desarrollado MIDES al amparo o en cumplimiento del Decreto 
444/2016.- 


10. Cuales son las coordinaciones que ha realizado MIDES con DIGESA en consonancia con el 
cumplimiento del Decreto 444/2016 y la Ley.- 


11. Copia de cómo se documentó denuncia por parte de personal médico de Rio Branco con 
respecto al Sr. JOSÉ NUBEL GARCÍA, quien fuera trasladado a la Asociación Española.- 


12. Cual es la actividad que ha desarrollado MIDES con respecto a los residentes del Residencial 
del Sr. Marcelo López en Río Branco, luego del día 13 de julio de 2017 y si de dicha actividad 
surge qué personal médico atendía a los residentes y quien les proporcionaba receta médica.- 


13. Como ha intervenido en el realojo de las personas que se encontraban en dicho residencial y 
su seguimiento , mencione entrevista con las familia de los residentes y profesional o técnico 
social que realiza la tarea, y se proporcione documentación del trabajo social efectuado.- 


Por lo expuesto, solicito se remita al Ministerio de Desarrollo Social.- 


Saluda a usted atentamente. 


166-C.S. 
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Montevideo, 3 de agosto de 2017. 


Sr. Presidente del Senado.- 


Don Raúl Sendic 


La suscrita viene a solicitar informe, al amparo de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, al Ministerio de Salud Pública y por su intermedio a la Dirección 
Departamental de Salud de Cerro Largo. Desarrollo la referida solicitud de informes en el 
cuestionario siguiente: 


L 


2. 


10. 


Informe la DIGESA de Cerro Largo, el relevamiento de los residenciales, casas de Salud, 
hogares de ancianos, casas de salud con internos con patologías siquiátricas etc., 
realizado en los años, 2011 a 2017.- 


De ese relevamiento y en los mismos años cuales han sido las recomendaciones de 
DIGESA a los efectos de coordinar el cumplimiento de la ley.- 


Cuáles son las recomendaciones más frecuentes en los años 2011 a 2017.- 


Cuántas de estas residendas tienen observaciones de tal magnitud que peligren su 
continuidad de servicio.- 


En el caso en particular de la ciudad de Río Branco cuantos residenciales, hogares, 
casas etc. que se dediquen al cuidado de ancianos y Jo incapaces o con patologías 
siquiátricas se encuentran relevadas.- 


De las mismas cuales no han cumplido con recomendaciones de DIGESA.- 


Cuál es el contenido y los conceptos de la Resolución de cierre de algún 
establecimiento de las características reseñadas en el pedido de informe en la ciudad 
de Río Branco si la hubiera.- 


Si hubiera resolución de cierre del Residencial de Marcelo López en Río Branco , que 
actividad ya sea de salud o social se dispuso a los efectos del destino de los residentes 
de dicha casa.- 


Cuál es la actividad que ha desarrollado DIGESA al amparo o en cumplimiento del 
Decreto 444/2016.- 


Cuáles son las coordinaciones que ha realizado DIGESA con el MIDES en consonancia 
con el cumplimiento del Decreto 444/2016 y la Ley.- 


8 de agosto de 2017 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 167-C.S. 


11. Cuál es la actividad que ha desarrollado DIGESA con respecto al Residencial del Sr. 
Marcelo López en Río Branco, luego del día 13 de julio de 2017.- 


12. Como ha intervenido en el realojo de las personas que se encontraban en dicho 
residencial y su segulmiento.- 


Por lo expuesto, solicito se remita al Ministerio de Salud Pública.- 


Saluda a usted atentamente. 


Dra. WalkiriajOláno 
Senadora de blica 


168-C.S. 


5) REITERACIÓN DE PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar si el Se- 
nado hace suyo y reitera el pedido solicitado por la señora 
senadora Aviaga, del que se diera cuenta durante la lectura 
de los asuntos entrados. 


(Se vota). 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de lo siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión ordinaria del 2 de agosto no se registraron inasis- 
tencias. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 7 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, durante 
el día 8 del corriente. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 


José Amorín Batlle. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 


—17 en 19. Afirmativa. 
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Queda convocado el señor Tabaré Viera, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 8 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi mayor consideración. 


Por la presente solicito licencia el jueves 10 de agosto 
de 2017, por motivos personales. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atentamente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 18. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rafael Paternain, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 8 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, desde el 
22 hasta el 29 de agosto inclusive. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Carlos Camy. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—17 en 20. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Pablo Iturralde, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 8 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo que usted 
preside me conceda licencia al amparo del literal D) del 
artículo 1.* de la Ley n.” 17827, desde el 14 hasta el 21 de 
agosto de 2017 inclusive. 

Motiva dicha solicitud la invitación para participar en 
el Ciclo de Charlas del Baker Institute en Houston, Texas, 
Estados Unidos de América. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carlos Camy. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Pablo Iturralde, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


8) POSTERGACIÓN DE LOS NUMERALES 
PRIMERO Y UNDÉCIMO DEL ORDEN DEL 
DÍA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día. 


Correspondería considerar el asunto que figura en 
primer término, relativo a la elección de miembros de la 
Comisión Permanente del Poder Legislativo, pero una vez 
más se posterga su tratamiento dado que no hemos recibi- 
do propuestas. 


9) JOSÉ LUIS CANCELA GÓMEZ. DESIGNACIÓN 
COMO REPRESENTANTE PERMANENTE DE 
LA REPÚBLICA ANTE LA OMC 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales re- 
lacionado con la solicitud remitida por el Poder Ejecuti- 
vo a fin de designar como representante permanente de la 
república ante la Organización Mundial del Comercio al 
señor José Luis Cancela Gómez. (Carp. n.* 870/2017 - rep. 
n.* 488/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 870/2017 - rep. n.* 488/17 
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COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Representante Permanente de la República ante la 
Organización Mundial del Comercio al señor José Luis Cancela Gómez. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 1 h JUL 2017 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


PRESENTE 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el fin 
de solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajador de la 
República. al señor José Luis Cancela Gómez. 


La capacidad y eficiencia que el señor José Luis Cancela Gómez ha 
puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional. según se manifiesta en el currículum vitae que se adjunta. constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se propone asignarle como Representante Permanente 
de la República ante la Organización Mundial del Comercio. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor presidente: la Comisión de 
Asuntos Internacionales recibió en su última sesión al em- 
bajador Cancela, quien está propuesto como representante 
permanente de la república ante la Organización Mundial 
del Comercio. 


Si bien todos los senadores disponemos de la informa- 
ción relativa al currículum del embajador Cancela, quiero 
destacar algunos aspectos que tienen que ver no solo con 
las diversas representaciones que asumió ante diferentes 
Estados en nombre de la república, sino también con el 
importante desempeño que ha tenido en organismos mul- 
tilaterales a lo largo de su fecunda carrera. 


José Luis Cancela fue designado por el Poder Ejecu- 
tivo como representante permanente de Uruguay ante la 
Organización de Naciones Unidas. Ocupó una de las vice- 
presidencias de la Conferencia de revisión del tratado de 
no proliferación de armas nucleares en Nueva York y fue 
electo presidente de la Comisión de desarme y seguridad 
internacional de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. Es decir que tuvo un desempeño en múltiples áreas 
vinculadas con la no proliferación de armas, el desarme y 
la seguridad, y con las misiones de paz. Además, ha tenido 
un importante desempeño en otros ámbitos multilaterales 
y, como es sabido, desde el 2015 es subsecretario del Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores de nuestro país. 


Así como valoramos la importancia del destino que se 
le conferirá al embajador Cancela en los próximos minu- 
tos, queremos resaltar lo significativa que fue su actuación 
en la Subsecretaría del Ministerio de Relaciones Exterio- 
res durante todos estos años, ministerio en el que ya había 
tenido importantes representaciones como la de secretario 
general en el año 2005. 


Creemos recomendable el informe que sobre el sistema 
multilateral de comercio, amenazas y desafíos, le brinda 
a la Comisión de Asuntos Internacionales, en el que se 
remonta a la creación de la Organización Mundial del Co- 
mercio “OMC- en 1995 y llega hasta los tiempos actuales 
en los que transcurrieron cuestiones muy trascendentes en 
el comercio multilateral, como la incorporación de la agri- 
cultura, las disciplinas comerciales y el órgano de solución 
de diferencias. A la fecha, son 143 los países miembros 
de la OMC, lo que supone una enorme diversidad de in- 
tereses. Sin duda que la de los países emergentes es una 
incorporación muy importante a destacar y un impacto 
significativo en el comercio mundial, así como también el 
surgimiento de enorme cantidad de acuerdos bilaterales y 
plurilaterales, y las tendencias proteccionistas que fueron 
surgiendo en forma simultánea. 
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A través de este análisis, el señor embajador nos tras- 
mitía la importancia de la próxima conferencia ministerial 
a celebrarse en Buenos Aires, en diciembre de este año, 
donde se esperan resultados en la reducción de la ayuda in- 
terna a la agricultura, la eliminación de subvenciones a la 
pesca y el comercio electrónico, y las mejoras en las condi- 
ciones de acceso a las pymes en el comercio internacional. 


Sin duda que en este marco que rápidamente describía- 
mos del comercio, el fortalecimiento del sistema multila- 
teral es hoy un desafío muy importante para la comunidad 
internacional. Tener reglas consensuadas resulta esencial 
para impulsar un crecimiento robusto de la economía, re- 
ducir la desigualdad entre los países y reforzar la coopera- 
ción internacional. 


El embajador Cancela destacaba la vocación multila- 
teral de nuestro país a lo largo de su historia y, por tanto, 
se comprometía a seguir trabajando por la afirmación del 
multilateralismo en materia comercial, la búsqueda de un 
comercio justo a nivel mundial, la mayor integración de 
cadenas de valor, el logro de avances en la agricultura y el 
acceso a mercados. 


Por lo expuesto y por los enormes desafíos que se pue- 
den ver en esta área en particular del comercio mundial, 
así como también por la competencia que ha mostrado el 
embajador Cancela en todas las responsabilidades a las 
que debió responder a lo largo de su fecunda carrera, la 
comisión —en la que hubo expresiones elogiosas hacia su 
carrera desde los diferentes sectores y partidos políticos— 
y quien habla traen hoy la propuesta de ratificar en el pleno 
esta designación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: nos sumamos con- 
vencidos al informe que acaba de realizar la señora senado- 
ra Xavier, pero no queríamos dejar pasar la oportunidad de 
hacer uso de la palabra, porque con el embajador Cancela 
nos une un vínculo de muchos años. Lo conocí cuando él 
estaba en primer año de liceo y yo en cuarto año. Desde 
entonces y a lo largo de la vida nos ha unido un vínculo 
de amistad en el que hemos coincidido en todo momento. 
Es extremadamente valioso el juicio que uno debe hacer, 
tanto de su competencia —se ha destacado por su brillantez 
ya desde adolescente— como de sus cualidades personales. 


Creo que el Gobierno hace muy bien en designar a José 
Luis Cancela para ocupar ese cargo en un lugar clave como 
es la Organización Mundial del Comercio, un ámbito deci- 
sivo para el desarrollo de las oportunidades del país, en el 
que la participación de Uruguay ha sido tradicionalmente 
muy importante —no por su peso cuantitativo sino cuali- 
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tativo—, al punto de que la Ronda Uruguay, que fue muy 
relevante en el desarrollo del comercio internacional, tiene 
justamente el nombre de nuestro país. 


Entonces, de todo el personal diplomático de Uruguay, 
José Luis Cancela es de los más capacitados para ocupar 
ese cargo. Tiene, además, una trayectoria profesional y po- 
lítica muy relevante. Ha ocupado cargos profesionales en 
su carrera como diplomático, pero también —como hasta 
ahora— cargos políticos, y en ambas funciones le fue muy 
bien porque tiene las aptitudes y las cualidades para ejer- 
cerlos en los dos planos —el político y el profesional— de 
manera brillante. 


La otra cara del asunto es que perdemos en el rol de 
subsecretario del Ministerio de Relaciones Exteriores a 
una persona muy calificada, y eso nos apena. La posibili- 
dad de que una persona esté en dos lugares a la vez es una 
asignatura que, obviamente, el Gobierno deberá resolver 
en los próximos tiempos y espero que sea con acierto. 


Debo destacar que el embajador Cancela ha integrado 
en la Cancillería un equipo que ha trabajado denodada- 
mente en la búsqueda de la apertura comercial del país, 
de nuevos acuerdos de participación en distintos ámbitos, 
mirando al mundo como una oportunidad. Creo que, en 
ese sentido, la orientación de la política exterior del país en 
el plano comercial ha sido totalmente compartible, y si no 
ha avanzado más es porque insólitamente muchas veces 
ha tenido más dificultades internas en su propio partido 
que las que pudieran surgir desde la oposición. 


Lo que quiero referir es que vamos a votar con total 
convicción la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para 
designar al embajador Cancela en el cargo que pasará a 
ocupar sabiendo, desde ya, que seguramente va a ser muy 
exitoso, como lo fue cuando le tocó representar al país 
ante la Organización de las Naciones Unidas en su ante- 
rior destino diplomático y como lo ha sido en sus roles 
en la Dirección General de la Cancillería en el período 
anterior y también en la Subsecretaría de Relaciones Exte- 
riores en este periodo. 


Muchas gracias. 
SEÑORA ALONSO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ALONSO.- Señor presidente: de la misma 
manera, reafirmando el informe que hizo la miembro in- 
formante, señora senadora Xavier, y las palabras que aca- 
ba de pronunciar el señor senador Mieres, adelanto que 
vamos a votar con muchísimo gusto la venia para designar 
al hasta ahora vicecanciller José Luis Cancela en su nue- 
vo destino, porque es un diplomático de carrera —quiero 
reafirmar este concepto: un diplomático de carrera— que 
nos ha representado, como bien se decía aquí, con gran 
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idoneidad y profesionalismo. Para mí es un orgullo, como 
uruguaya, tener representantes como Cancela —mucho 
más allá de banderas políticas—, un hombre de diálogo y 
de vasta trayectoria —pese a ser joven— en el mundo diplo- 
mático, como se puede ver en su currículo. 


Tiene un enorme desafío por delante en un tiempo de 
gran incertidumbre, en el que se dan cambios de paradig- 
mas, en el que parece que el proteccionismo hoy gana la 
carrera del comercio mundial y en el que la crisis del mul- 
tilateralismo sigue presente y firme. Así que seguramente 
el embajador Cancela tendrá un gran reto porque, a pe- 
sar de la crisis, igualmente nuestro país tiene que apostar 
siempre a estos ámbitos para lograr mejoras en el acceso a 
mercados y en el tema de los subsidios. 


Le decía, señor presidente, al futuro representante ante 
la Organización Mundial del Comercio, que va a arrancar 
en esta nueva etapa con un rezongo de parte de esa organi- 
zación a raíz de la implementación de la tasa consular por 
parte de nuestro país. Entonces, ¡vaya si tiene grandes de- 
safíos! Estos empiezan por este tema, que no le hace bien 
a nuestro país porque le quita credibilidad. Pero más allá 
de la situación coyuntural, estamos seguros de que llevará 
adelante la tarea con gran idoneidad, y le deseamos éxito 
al frente de la Organización Mundial del Comercio porque 
eso va a implicar, también, el éxito del país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo único del 
proyecto de resolución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuer- 
do solicitado para acreditar en calidad de Representante 
Permanente de la República ante la Organización Mundial 
del Comercio al señor José Luis Cancela Gómez». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


10) DESIGNACIÓN DE FISCALES ADSCRIPTOS 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en tercer término del orden del día: «Informe 
de la Comisión de Asuntos Administrativos relacionado 
con la solicitud remitida por el Poder Ejecutivo a fin de 
designar fiscales letrados adscriptos, escalafón N. (Carp. 
n.> 838/2017 - rep. n.* 481/17 y anexos 1, Il, III y IV)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 838/2017 - rep. n.* 481/17 


PODER EJECUTIVO 


Presidente de la Cámara de Senadores 
Señor Raúl Sendic 
Presente 


Mensaje 12/0177 


2017-11-0019-0194 Montevideo, — 2 [ JUN 2017 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar 
la venia requerida por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la República, 
para una vez obtenida, proceder a la provisión de veintiocho (28) cargos vacantes de 
Fiscal Adscripto, Escalafón *N". 

Los cargos vacantes son propuestos por el señor Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, Doctor Jorge Díaz, en el marco de la competencia que le asigna 
el literal |, del artículo 5 de la Ley 19.334 de 14 de agosto de 2015, cumpliendo a su vez 
con las resultancias del Concurso de Oposición y Méritos dispuesto por Resolución 
A/136/14 de 5 de junio de 2014, de la entonces "Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación” hoy "Fiscalía General de la Nación" y de acuerdo a la Ley 18.794 
de 16 de agosto de 2011. 

Así, el Director General de la Fiscalia General de la Nación, propone al Poder 
Ejecutivo por Oficio 094/2017 de 6 de marzo de 2017 las designaciones de los Letrados 
que ocuparon del trigésimo primero (31) al cuadragésimo tercero (43), del 
cuadragésimo quinto (45) al cuadragésimo noveno (49), del quincuagésimo primero (51) 
al quincuagésimo quinto (55) y del quincuagésimo octavo (58) al sexagésimo segundo 
(62) lugar de prelación del Concurso mencionado, dispuesto en Resolución 77/15 de 9 
de marzo de 2015, para los cargos de Fiscales Adscriptos, a saber. Doctores Corbo 
Figueroa Fabiana Leticia, Gonzalez Petroccelli Alexandra Paula, Manganello Umpierrez 
Maria Fernanda, Pritsch Arcieri Sonia Maria, Pión Pareja Federico Nicolas, Silveira 
Isoardi Diego Manuel, Buceta Correa de Borba Carla Venecia, Alvarez Botello Norma 
Elizabet, Pereira del Puerto Jéssica Fablana, Alvez Sierra Luis Alberto, Pereira Floritti 
Adela Maria, de Thy Huby Sofa Ana, Figueredo Fuentes Valeria, Altez Pereira Claudia 
Natalia, Ledesma Fernandez Carolina Elizabeth, Pugliese Ferrou Analhia Maria, Olmos 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 175-C.S. 


Irabedra Maria Rosina Remedios, Lopez Sosa Veronica Beatriz, Lema Crócamo Ana 
Claudia, González Galván Nelly Beatriz, Carrancio Silva Gabriela Rosana, Amaya 
Cayafa Verónica Daniela, Buffa Zin Ana Carina, Gonzalez Gravier Maria Soledad, Prato 
Donazar Rossana, Martinez Falcioni Ana Karen, Brites Clavijo Gladys Mabel, Mattos 
Curbelo Matilde Pilar . 

Por el Oficio referido ut supra, se informa a su vez del desistimiento de 3 (tres) de 
los concursantes propuestos: Gonzalez Sebastian, Silvestre Maria y Machado Andrea, 
que ocuparon los cargos números cuadragésimo cuarto (44), quincuagésimo (50) y 
quincuagésimo séptimo (57) en el orden de prelación quienes no aceptaron la propuesta 
de designación. Por Oficio 184/2017 de 24 de abril de 2017 se informa desistimiento de 
la Doctora María Andrea Zeni (puesto quincuagésimo sexto - 56) al cual recayó 
Resolución de aceptación de renuncia 202/2017 de 20 de abril de 2017. 

A continuación, se detallan los antecedentes de las designaciones realizadas 
según el orden de prelación: 

Por Oficio 243/15 de 10 de abril de 2015 (Expediente 2014-11-0019-0207) el 
señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, propuso la designación de los 
postulantes que ocupan hoy 9 (nueve) cargos de Fiscal Adscripto (posiciones uno, dos 
cuarto, cinco, siete, diez, once, doce, trece del orden de prelación), doctoras Maria 
Cecilia Irigoyen, Amalia de la Riva Lopez, Claudia Rodriguez, Cecilia Legnani, Andrea 
Mastroianni, Maria Cecilia Gutiérrez, Maria Acevedo, Guillermina Arcaus y Ana Pandolfi. 

Surge del Oficio recién mencionado que los concursantes Maximiliano Cal 
Laggiardi, Carina Ascheri Bene, Maria Elliot Cardozo y Lorena Acevedo Pereyra 
(posiciones tres, seis, ocho, nueve del orden prelación) no aceptaron la propuesta de 
designación realizada, por lo que no fueron incluidos en la presente propuesta, 
teniéndoselos por desistidos y excluidos del orden de prelación por Resoluciones 
188/2015, 189/2015, 190/2015, 187/2015 de 21 de abril de 2015, respectivamente, de la 
Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, hoy Fiscalía General de la 
Nación. 

Por Oficio 273/15 de 20 de abril de 2015 (Expediente 2015-11-0019-0087) el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, eleva modificación del Oficio 243 ya 
referido, informando del desistimiento de una de las concursantes, el cual fue aceptado 
por Resolución 181/2015 de 20 de abril de 2015 de la Fiscalia de Corte y Procuraduría 
General de la Nación, hoy Fiscalía General de la Nación. En su lugar se propuso la 
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designación de la concursante que quedara en el lugar número décimo cuarto (14) de la 
lista de prelación, Doctora Yhoyse Delgado Ramos. 

Por Oficio 046 de 18 de setiembre de 2015 (Expediente 2015-11-0019-0319) el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la -Nación, propuso la designación de los 
postulantes para ocupar los cargos de Fiscales Adscriptos, Doctores Paola Liliana Nebot 
Brufao, Jorge Fabio Vaz González, Angela Yanina Bohnke Lorenzo y Gissela Catherine 
Dalmas González. 

Por Oficio 106/2018 de 25 de abril de 2016 (Expediente 2016-11-0019-0376) el 
Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, propuso la designación de los 
postulantes que ocuparan de los puestos décimo noveno (19) al vigésimo primer (21) 
lugar del orden de prelación para ocupar los cargos de Fiscales Adscriptos, Rosario 
Isabel Silveira Retamar, Ricardo Marcelo Bregani Rosano y Cecilia Maria Manassi Corts. 

Por Resolución del Poder Ejecutivo 510/016 de 15 de agosto de 2016, se 
designaron a los doctores mencionados anteriormente para ocupar los cargos vacantes 
de Fiscales Adscriptos. Por Oficio 397/2016 de 12 de setiembre de 2016 (Expediente 
2016-11-0019-0893) la Fiscalia General de la Nación informa que los Doctores 
designados por Resolución del Poder Ejecutivo 510/016 de 15 de agosto de 2016 
presentaron renuncia al cargo al cual fueron designados, renuncia realizada antes de 
haber tomado posesión del cargo. Por Resoluciones 568/2016, 569/2016 y 570/2016 de 
24 de agosto de 2016 el Director General de la Fiscalía General de la Nación, aceptó las 
renuncias presentadas. 

Mediante Resolución 905/016 de 14 de noviembre de 2016 (Expediente 2016-11- 
0001-2918) se dejan sin efecto las designaciones mencionadas. 

Por Oficio 386/2016 de 5 de setiembre de 2016 (Expediente 2016-11-0001-0205) 
el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, propuso la designación de los 
postulantes que ocuparan de los puestos vigésimo segundo (22) al vigésimo séptimo 
(27) y del vigésimo noveno (29) al trigésimo (30), Doctores Gloria María Nicolini Acosta, 
Raquel María Castellaro Fleitas, Valentina Sanchez Osorio, Silvia Fablana Monzón 
Gutierrez, Delia Iris Peirán Ortega, Karen Loreley Escobar Silva, María Magela Urse 
Fernández, Pamela Rosario Meirelles Parodi. Por Resolución del Poder Ejecutivo de 13 
de marzo de 2017, se designaron a los Doctores mencionados anteriormente para 
ocupar los cargos vacantes de Fiscales Adscriptos. 

El Poder Ejecutivo tiene la responsabilidad de analizar la correspondencia legal 
de la norma, así como la oportunidad y mérito de la misma. Efectuado el análisis de 
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rigor, se cumple con enviar las solicitudes de venia al cuerpo legislativo que habilite la 
designación de los Doctores: Corbo Figueroa Fabiana Leticia, Gonzalez Petroccelli 
Alexandra Paula, Manganello Umpierrez Maria Fernanda, Pritsch Arcieri Sonia Mana, 
Pión Pareja Federico Nicolás, Silveira Isoardi Diego Manuel, Buceta Correa de Borba 
Carla Venecia, Álvarez Botello Norma Elizabet, Pereira del Puerto Jéssica Fabiana, 
Alvez Sierra Luis Alberto, Pereira Fioritti Adela María, de Thy Huby Sofia Ana, Figueredo 
Fuentes Valeria, Altez Pereira Claudia Natalia, Ledesma Fernandez Carolina Elizabeth, 
Pugliese Ferrou Analhía Maria, Olmos lrabedra Maria Rosina, López Sosa Verónica 
Beatriz, Lema Crocamo Ana Claudia, González Galván Nelly Beatriz, Carrancio Silva 
Gabriela Rosana, Amaya Cayafa Verónica Daniela, Buffa Zin Ana Carina, González 
Gravier Maria Soledad, Prato Donazar Rossana, Martínez Falcioni Ana Karen, Brites 
Clavijo Gladys Mabel, Mattos Curbelo Matilde Pilar, para ocupar los cargos de Fiscales 
Adscriptos. 

El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la Cámara de Senadores con su 
más alta consideración. 


Fo, 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: trataremos de 
ser muy breves. 


El Poder Ejecutivo solicita la venia correspondiente 
para la provisión de veintiocho cargos vacantes de fiscal 
letrado adscripto. Como es de público conocimiento, en la 
Fiscalía General de la Nación estos cargos se proveen por 
concurso y, por lo tanto, nuestra labor tiene que ver con 
analizar si en esa instancia se respetaron todas las normas 
que se autoimpusieron en la fiscalía y si se cumplieron to- 
dos los pasos y las formalidades de estilo. 


Cumplidas esas instancias, controlada la documenta- 
ción y los méritos de los postulantes, se dio por concluido 
este concurso en octubre de 2014, que es avalado por la 
documentación que está en los expedientes que tuvimos 
a consideración. 


Por resolución del fiscal de corte y procurador gene- 
ral de la nación, se aprueba lo actuado por el tribunal del 
concurso respectivo y la lista de prelación confeccionada 
con los participantes, que fueron notificados, tal como se 
establece en el expediente. 


Concluimos que lo actuado se ajusta cabalmente a la 
normativa vigente y al marco jurídico imperante y que, 
por lo tanto, los ciudadanos propuestos reúnen aptitudes 
suficientes y necesarias a efectos de cumplir con los ob- 
jetivos y los cometidos funcionales inherentes al cargo al 
que fueron destinados. 


También corresponde decir que la propuesta se ajusta 
adecuadamente a la normativa legal respecto a la provi- 
sión de cargos en un órgano jerárquico máximo en materia 
administrativa, que tiene la responsabilidad de analizar la 
correspondencia legal de los designados, así como la opor- 
tunidad y el mérito, a fin de enviar la solicitud de venia 
correspondiente. 


Por lo tanto, solicitamos al Cuerpo que se apruebe esta 
solicitud de venia para la provisión de veintiocho cargos 
vacantes de fiscal letrado adscripto, que corresponderían 
a las doctoras Fabiana Leticia Corbo Figueroa, Alexandra 
Paula González Petroccelli, María Fernanda Manganello 
Umpiérrez, Sonia María Pritsch Arcieri, Carla Venecia 
Buceta Correa de Borba, Norma Elizabet Álvarez Botello, 
Jéssica Fabiana Pereira del Puerto, Adela María Pereira 
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Fioritti, Sofía Ana de Thy Huby, Valeria Figueredo 
Fuentes, Claudia Natalia Altez Pereira, Carolina 
Elizabeth Ledesma Fernández, Analhía María Pugliese 
Ferrou, María Rosina Olmos Irabedra, Verónica Beatriz 
López Sosa, Ana Claudia Lema Crócamo, Nelly Beatriz 
González Galván, Gabriela Rosana Carrancio Silva, 
Verónica Daniela Amaya Cayafa, Ana Carina Buffa 
Zin, María Soledad González Gravier, Rossana Prato 
Donazar, Ana Karen Martínez Falcioni, Gladys Mabel 
Brites Clavijo y Matilde Pilar Mattos Curbelo, y a los 
doctores Federico Nicolás Pión Pareja, Diego Manuel 
Silveira Isoardi y Luis Alberto Álvez Sierra. 


Reitero que estas son las 28 designaciones que figuran 
en el expediente y que aconsejamos al Cuerpo aprobar. 


Esto era cuanto teníamos para decir. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y la cuota de género? 
(Hilaridaa). 


SEÑOR PINTADO.- Las mujeres han sido más inteli- 
gentes que los caballeros y han ganado mayoritariamente 
el concurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de resolu- 


ción. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Con- 
cédense al Poder Ejecutivo las venias solicitadas para ocu- 
par los cargos de Fiscales Adscriptos (Escalafón “N”) a 
las doctoras Fabiana Leticia Corbo Figueroa, Alexandra 
Paula González Petroccelli, María Fernanda Manganello 
Umpiérrez, Sonia María Pritsch Arcieri, Carla Venecia 
Buceta Correa de Borba, Norma Elizabet Álvarez Bote- 
llo, Jéssica Fabiana Pereira del Puerto, Adela María Pe- 
reira Fioritti, Sofía Ana de Thy Huby, Valeria Figueredo 
Fuentes, Claudia Natalia Altez Pereira, Carolina Elizabeth 
Ledesma Fernández, Analhía María Pugliese Ferrou, Ma- 
ría Rosina Olmos Irabedra, Verónica Beatriz López Sosa, 
Ana Claudia Lema Crócamo, Nelly Beatriz González Gal- 
ván, Gabriela Rosana Carrancio Silva, Verónica Daniela 
Amaya Cayafa, Ana Carina Buffa Zin, María Soledad 
González Gravier, Rossana Prato Donazar, Ana Karen 
Martínez Falcioni, Gladys Mabel Brites Clavijo y Matil- 
de Pilar Mattos Curbelo y a los doctores Federico Nicolás 
Pión Pareja, Diego Manuel Silveira Isoardi y Luis Alberto 


Alvez Sierra». 
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SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pala- 11) DIRECTRICES NACIONALES DE 
ás ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 


DESARROLLO SOSTENIBLE 
(Se vota). > ] 
SENOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en cuarto término del orden del día: «Proyecto 
de ley por el que se establecen las Directrices Nacionales 


de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. (Carp. n* 710/2016 - rep. n.-* 478/17». 


27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 710/2016 - rep. n.* 478/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


DIRECTRICES NACIONALES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
DESARROLLO SOSTENIBLE 


CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”. (Descripción).- La presente ley contiene las Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, previstas como instrumento de 
planificación territorial del ámbito nacional, en el Título lIl de la Ley N* 18.308, de 18 de 
junio de 2008. 


Artículo 2”. (Alcance).- Las mismas son formuladas para servir de instrumento 
general de la política pública en materia de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, 
con alcance al territorio nacional y zonas sobre las que la República ejerce su soberania y 
jurisdicción. 


Artículo 3”. (Obligatoriedad).- Sus disposiciones constituyen orientaciones 
vinculantes para las instituciones públicas, entes y servicios del Estado que ejerzan 
competencias con incidencia territorial. Dichas entidades deberán establecer y aplicar 
medidas concretas para su consecución, las que serán a su vez vinculantes para todas 
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las personas públicas y privadas en el marco de los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible. 


Las orientaciones dispuestas al amparo de la presente ley, en ningún caso 
supondrán transgredir el ámbito de las autonomías de los gobiernos departamentales y 
locales. 


CAPÍTULO Il 
BASES Y OBJETIVOS ESTRATÉGICOS NACIONALES 


Articulo 4”. (Bases del ordenamiento territorial y desarrollo sostenible).- Conforme al 
concepto, finalidad y principios rectores del ordenamiento territorial, definidos en los 
artículos 3* y 5” de la Ley N* 18,308, de 18 de junio de 2008, se consideran bases de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible a escala nacional, las siguientes: 


A) La utilización del territorio conforme a la finalidad de mantenimiento y mejora 
de la calidad de vida de la población, la integración social, el uso y 
aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de los recursos 
naturales y culturales, vinculando a personas públicas y privadas. 


B) El ejercicio del ordenamiento territorial como función pública a través de un 
sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones de las 
instituciones del Estado con competencia a fin de organizar el uso del 
territorio de acuerdo con los principios rectores enumerados en el artículo 5% 
de la citada ley 


Artículo 5*. (Objetivos estratégicos integrales).- Son objetivos estratégicos integrales 
de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible alcanzables a través de instrumentos de 
ordenamiento territorial y políticas públicas los siguientes: 


A) Promover y consolidar el desarrollo de las actividades de todos los sectores 
de la economía, orientando y regulando su localización ordenada, su 
articulación consistente y sustentable, de manera tal que contribuyan a la 
integración y cohesión social en el territorio, 
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B) Coordinar los planes de inversión pública definiendo su ubicación en el 
territorio y orientando la localización complementaria de la inversión privada 
asociada. 


C) Potenciar la ubicación estratégica del pais, posicionándolo como centro 
logístico regional, identificando y localizando las actuaciones específicas 
apropiadas para tal fin, disponiendo las infraestructuras tales como carreteras, 
vías ferroviarias y puertos; servicios tales como suministro de agua, energía 
eléctrica, saneamiento y telecomunicaciones, así como la institucionalidad 
necesaria para ello. 


D) Fomentar el desarrollo de los mencionados equipamientos, servicios e 
infraestructuras, ordenando y orientando su localización de modo de favorecer 
la integración social en el territorio, garantizar el servicio universal y la 
equidad de acceso. 


E) Proteger el ambiente, promoviendo la conservación y uso sustentable de la 
biodiversidad y de los recursos naturales y culturales, según lo que 
establecen las disposiciones en la materia. 


F) Las políticas orientadas a la observancia de los objetivos integrales de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible serán definidas y desarrolladas 
en acuerdo con las entidades públicas estatales y no estatales competentes. 


Artículo 6”. (Objetivos estratégicos  sectoriales).-Son objetivos estratégicos 
sectoriales de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible alcanzables a travás de 
instrumentos de ordenamiento territorial y políticas públicas los siguientes: 


A) Promover el desarrollo de la producción primaria, agropecuaria, minera, y 
pesquera y su cadena de valor, articulando acciones para asegurar el uso y 
manejo sustentable y democrático de los recursos naturales atenciendo a su 
aptitud, capacidad y a su importancia estratégica para el desarrollo local y 
nacional, como criterio de ordenación y localización; siguiendo los criterios de 
desarrollo sostenible y protección del medio ambiente y la producción 
nacional. 
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B) Fortalecer el desarrollo de la actividad industrial, promoviendo y regulando su 
localización en áreas de uso preferente, de acuerdo con los criterios, 
lineamientos y orientaciones generales definidos en el Capitulo IV de esta ley, 
potenciando sinergias y complementariedades locales y regionales, 
reconocienao la diversidad de escalas y privilegiando los procesos de 
descentralización de dichas actividades. 


C) Fomentar el desarrollo de la infraestructura de transporte de personas y 
blenes y su conectividad transversal para permitir una ágil movilidad de la 
población, y el acceso a terminales logísticas y puertos de la producción, 
interconectando las distintas regiones del territorio nacional y con los países 
limitrofes. 


D 


— 


Promover la diversificación de la matriz energética orientando y regulando la 
localización de los usos e infraestructuras derivadas, universalizando el 
acceso y atendiendo a su compatibilidad con actividades productivas y 
culturales. 

E) Potenciar el desarrollo turístico integrado a nivel nacional y regional, 
promoviendo la imagen "Uruguay Natural" mediante el uso responsable y 
equilibrado de los recursos naturales y culturales, beneficiando a los 
residentes locales, contemplando las demandas de los visitantes. 


o” 


F) Impulsar y facilitar el acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación en todo el país, ampliando y mejorando la infraestructura 
existente y promoviendo el desarrollo de contenidos y aplicaciones a nivel 
nacional. 

G) Las políticas orientadas a la observancia de los objetivos sectoriales de 

ordenamiento territorial y desarrollo sostenible serán definidas y desarrolladas 

en acuerdo con las entidades públicas estatales y no estatales competentes. 


ké 


Artículo 7*. (Áreas de uso preferente).- A los efectos de la presente ley, se entiende 
por áreas de uso preferente, no excluyente, aquellas que posean aptitudes capacidades y 
valor estratégico para localizar preferentemente una actividad. 
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CAPÍTULO lll 
ESTRUCTURA Y ACTUACIONES TERRITORIALES ESTRATÉGICAS 


Artículo 8”. (Estructura territorial).- A estos efectos, se entiende por estructura 
territorial, la expresión física y espacial de los vínculos y relaciones sociales, económicas 
y productivas de una sociedad. Sus componentes básicos son el sistema urbano, la 
estructura vial, los grandes equipamientos y los principales usos del suelo a escala 
nacional. 


Artículo 9”. (Actuaciones territoriales estratégicas). Constituyen actuaciones 
territoriales estratégicas aquellas relacionadas con componentes básicos de la estructura 
territorial, que buscan promover o pueden generar procesos de desarrollo social y 
económico en el mismo. 


Artículo 10, (Identificación de actuaciones territoriales estratégicas).- Los instrumentos 
de ordenamiento territorial del ámbito nacional y regional, previstos en la Ley N” 18,308, 
de 18 de junio de 2008, deberán identificar aquellas actuaciones estratégicas que 
fomenten la integración social y geográfica, norte-sur, este-oeste, procurando una más 
eficiente inserción de la República en el contexto regional 


Artículo 11. (Orientación de políticas sectoriales).- Los organismos nacionales 
responsables de la protección de derechos humanos, entre otros, educativos y sanitarios, 
y la prestación de distintos servicios, entre ellos turísticos, de la dotación de 
infraestructura de conectividades y de la determinación de usos preferentes, de acuerdo a 
sus alcances y cometidos, deberán orientar sus políticas sectoriales a: 


A) Promover el desarrollo nacional integral con vocación descentralizadora 
territorial y funcional desarrollando servicios, equipamientos e 
infraestructuras, con criterios de complementariedad, que garanticen la 
cobertura y acceso universal a la población, implementando medidas de 
compensación ante los desequilibrios existentes. 


B) Definir una estructura vial jerarquizada para el transporte de cargas, 
vinculante entre rutas nacionales, vías departamentales, principales nodos, 


8 de agosto de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


equipamientos (puertos y aeropuertos) y conexiones internacionales y 
establecer los criterios para la localización coordinada de proyectos 
estratégicos y obras de grandes equipamientos, en el marco de sus 
relaciones con las actividades productivas y el sistema urbano-territorial 
nacional e internacional. 


Artículo 12. (Actuaciones territoriales específicas). Las actuaciones territoriales 
específicas se orientarán a: 


A) Favorecer la conformación de los subsistemas urbanos de todo el país, 


== 


facilitando el transporte de bienes y el acceso universal de la población a los 
servicios y áreas de actividad, generando corredores y circuitos que integren 
los grandes equipamientos y servicios sociales, culturales, recreativos y 
turísticos, a nivel nacional e internacional. 


Delimitar áreas de uso preferente para las distintas actividades productivas y 
los grandes equipamientos, de acuerdo a los lineamientos y orientaciones 
generales establecidas en el Capítulo IV, con criterios de compatibilidad, de 
manera de ordenar las distintas actividades en el territorio y orientar las 
actuaciones territoriales estratégicas en el aprovechamiento ambientalmente 
sustentable y democrático de los recursos naturales y culturales. 


CAPÍTULO IV 


CRITERIOS, LINEAMIENTOS Y ORIENTACIONES GENERALES PARA 


INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL, POLÍTICAS 
SECTORIALES Y PROYECTOS DE INVERSIÓN PÚBLICA CON 
INCIDENCIA TERRITORIAL 
SECCIÓN | 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 13. (Enunciado).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible definidos en la Ley N” 18.308, de 18 de junio de 2008, las políticas sectoriales 
y los proyectos de inversión pública con incidencia territorial deberán considerar y 
desarrollar los criterios, lineamientos y orientaciones generales que se expresan en el 
presente capitulo. 


Artículo 14. (Figuras de planificación pretéritas).- Los planes departamentales y 
demás instrumentos de planificación territorial departamental, aprobados antes de la 
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vigencia de la Ley N* 18,308, de 18 de junio de 2008, y que la mantuvieran a la fecha de 
promulgación de la presente ley, deberán considerar los criterios, lineamientos y 
orientaciones generales que se disponen en este capitulo, en oportunidad de procederse 
a su modificación, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley 
mientras no fueren revisados. 


Artículo 15. (Instrumentos anteriores a esta ley).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial aprobados con posterioridad a la vigencia de la Ley N* 18,308, de 18 de junio de 
2008, y con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse en su próxima 
revisión a lo dispuesto en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las 
disposiciones aquí contenidas, mientras no fueren revisados. 


Artículo 16. (Proyectos de inversión).- Se establece como lineamiento de carácter 
general para los instrumentos de ordenamiento territorial, la promoción de los proyectos 
de inversión acordes con las políticas nacionales, privilegiando aquellos que prioricen el 
desarrollo socio-económico y la sustentabilidad ambiental 


Artículo 17. (Vinculación y fomento de planes y proyectos).- Los instrumentos 
promoverán asimismo la vinculación de los distintos planes y proyectos de inversión 
pública a nivel departamental, fomentado aquellos con mayores niveles de articulación y 
complementación interdepartamental, regional y nacional. 


Artículo 18. (Normas de protección del ambiente).- Las disposiciones de la presente 
ley no podrán entenderse como derogatorias de normas de protección del ambiente o 
interpretarse en contra de éstas. Cualquier conflicto entre una y otras se resolverá según 
se establece en el artículo 6” de la Ley N” 17.283, de 28 de noviembre de 2000 (Ley 
General de Protección del Ambiente). 


SECCIÓN Il 


DE LOS CRITERIOS, LINEAMIENTOS Y ORIENTACIONES GENERALES 
PARA EL SUELO URBANO Y SUBURBANO 


Artículo 19. (Heterogeneidad residencial y densificación de centralidades).- Los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, promoverán la 
conformación de tejidos residenciales socialmente heterogéneos, impulsando políticas de 
rehabilitación, revitalización o mejoramiento constante de los espacios públicos urbanos, 
tanto centrales como perifericos, en términos urbano-arquitectónicos y de integración 
social. 
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Asimismo, deberán promover la recuperación y adecuada densificación de las áreas 
urbanas con capacidades instaladas de infraestructura, equipamientos sociales y 
comunitarios, particularmente aquellas que se encuentran en proceso de vaciamiento, 


Artículo 20. (Áreas con infraestructura vacante).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial departamentales deberán identificar y delimitar las áreas mencionadas en el 
articulo anterior, con la finalidad de: 


A) Promover la localización de planes y programas de vivienda. 


B) Recalificar las centralidades urbanas considerando criterios de conservación 
urbano-arquitectónicos. 


C) Orientar la adquisición de terrenos e inmuebles para la conformación de las 
carteras de tierras, tanto a nivel nacional como departamental. 


Artículo 21. (Consolidación urbana).- Los instrumentos de ordenamiento territorial 
departamentales que establecieren áreas de expansión urbana deberán atender a los 
siguientes criterios para dichas áreas de expansión: 


A) Deberán contar con las infraestructuras y servicios urbanos básicos previo a 
su ocupación. 


B) Promoverán la diversidad de las características tipo-morfológicas y la 
integración social, en el diseño de los tejidos residenciales. 


C) Diseñarán los espacios públicos y los equipamientos colectivos, acorde a las 
densidades previstas, y su localización deberá asegurar la accesibilidad 
urbana, particularmente a la población con capacidades diferentes. 


Artículo 22. (Aguas pluviales, áreas contaminadas e inundables).- Los instrumentos 
de ordenamiento terntorial departamentales referidos al suelo urbano y suburbano 
deberán incluir planes y disposiciones sobre el manejo de las aguas pluviales, con los 
criterios establecidos por la autoridad nacional competente, quedando prohibida la 
urbanización de las áreas contaminadas y de aquellas que se determinen como 
inundables con períodos de retorno menor a cien años. 
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Artículo 23. (Movilidad urbana).- Se promoverá un sistema de transporte colectivo 
acorde a las dinámicas urbanas. así como también sistemas complementarios de 
movilidad ciudadana (ciclovias, peatonales, etcétera), asegurando sistemas de 
conectividad ágiles, como instrumento básico para lograr el adecuado uso del suelo y la 
accesibilidad urbana. 


Artículo 24. (Usos industriales).- Los instrumentos de ordenamiento territorial 
departamentales definirán zonas para la ubicación de actividades y usos industriales en 
suelo categoria urbana y suburbana, orientadas a conciliar el desarrollo económico, la 
sustentabilidad ambiental y la integración social, considerando los siguientes criterios: 


A) Impulsar la localización industrial en regiones vinculadas a la cadena 
productiva y de valor, potenciando la ubicación estratégica regional, 
fomentando el desarrollo local. 


B) Impulsar la localización de actividades productivas, de servicios y de 
investigación interrelacionadas y complementarias, en zonas con 
disponibilidad de servicios básicos (energía, telecomunicaciones, agua y 
saneamiento, entre otros) y específicos, vinculadas a las infraestructuras de 
transporte y logísticas, de modo de potenciar las ventajas y favorecer su 
desarrollo, 

C) Identificar y delimitar áreas de uso preferente para industrias no compatibles 

con el tejido residencial y para áreas de actividades productivas, de servicios 

y de investigación, previendo espacio para su ampliación y estableciendo 

medidas de protección que eviten la expansión urbana-residencial en dichas 

áreas. 


— 


D) Promover la localización de la actividad industrial en parques industriales. 


Artículo 25. (Energías renovables).- Se jerarquizará el aprovechamiento de energías 
renovables en suelo categoría urbana y suelo categoría suburbana, mediante generación 
eléctrica en pequeña y mediana escala y aprovechamiento térmico, entre otras. 


Artículo 26. (Equipamientos, infraestructuras y servicios públicos).- Los instrumentos 
de ordenamiento territorial deberán facilitar la localización de infraestructuras, servicios y 
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equipamientos públicos en suelo categoría urbana y suburbana, que permitan la 
universalidad de acceso, 


Artículo 27. (Usos logísticos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial deberán 
definir la localización de usos y servicios logísticos en suelo categoría urbana y 
suburbana, en áreas de uso preferente, que prevean los usos complementarios, 
orientadas a conciliar la sustentabilidad ambiental, económica y socia!. Para ello: 


A) Delimitarán aquellas áreas de uso preferente que estarán vinculadas a la 
infraestructura vial (red primaria) y ferroviaria, las que deberán disponer de 
servicios básicos y específicos y posibilidades para su expansión. 


B) Delimitarán cuando corresponda, el área de interfase ciudad-puerto, donde la 
localización de actividades logísticas y de transporte deberá ser compatible 
con otros usos urbanos, contando con los equipamientos necesarios que 
permitan su buen funcionamiento. 


SECCIÓN Il 


DE LOS CRITERIOS, LINEAMIENTOS Y ORIENTACIONES 
GENERALES PARA EL SUELO RURAL 


Artículo 28. (Desarrollo rural, agropecuario y no agropecuario).- Sin perjuicio de las 
disposiciones específicas en la materia, los organismos nacionales de acuerdo con sus 
cometidos y competencias, definirán en forma coordinada las políticas sectoriales en 
suelo rural, delimitando a través de la reglamentación de la presente ley, las áreas de uso 
preferente y los lineamientos para su ocupación y uso de conformidad con las 
disposiciones aquí contenidas. A tales efectos, en el marco del Comité Nacional de 
Ordenamiento Territorial se definirán los Programas Nacionales en la materia, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 11 de la Ley N” 18.308, de 18 de junio de 
2008. 


Artículo 29. (Uso productivo agropecuario sustentable).- Se establecen como 
lineamientos para el uso productivo agropecuario, en suelo categoría rural, los siguientes: 


A) Planificar el uso del suelo y del agua con la finalidad de favorecer su 
sustentabilidad y la equidad en el uso de los recursos naturales, según lo 
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establecido por el Decreto-Ley N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, y la 
Ley N* 18.564, de 11 de setiembre de 2009, y sus decretos reglamentarios. 


B) Promover el uso eficiente y acceso al agua con fines de riego mediante la 
regulación hídrica, preferentemente en base a soluciones multi-prediales y 
colectivas. 


C) Proteger la producción familiar en sus diferentes realidades socio productivas 
localizadas en el ámbito rural. 


D) Establecer como áreas de uso preferente forestal aquellas que se hayan 
definido como Áreas de Prioridad Forestal en la Ley N” 15.939, de 28 de 
diciembre de 1987, y sus decretos reglamentarios vigentes, así como aquellas 
que a futuro se definan en el ámbito de dicha ley. 


E) Promover la coexistencia regulada entre vegetales genéticamente 
modificados y no modificados, definiendo su localización en el ámbito del 
Gabinete Nacional de Bioseguridad creado por Decreto N* 353/008, cuando 
corresponda. 


Artículo 30.- Se establece como lineamiento para la protección de los principales 
cursos y cuerpos de agua, la delimitación de zonas de amortiguación para reducir el 
escurrimiento superficial de contaminantes, mitigar los procesos de erosión y recomponer 
las márgenes, en la forma que establezca la reglamentación. 


Artículo 31. (Uso productivo no agropecuario).- Los lineamientos para el uso no 
agropecuario en suelo categoría rural, son los siguientes; 


A) Promover el uso de las energías autóctonas, especialmente las renovables y 
la generación de energias con mínimo impacto ambiental, A tales efectos se 
deberá promover la localización ordenada de las actividades productivas y de 
las de generación de energía en áreas de uso preferente, considerando la 
compatibilidad con otras actividades, 


B) Reconocer los distritos o ámbitos de prioridad minera, teniendo en cuenta que 
la geología del área posea condiciones favorables para el desarrollo de la 
minería. La explotación de los recursos naturales no renovables del subsuelo 
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se deberá realizar racionalmente, en función de sus características 
estratégicas para el desarrollo económico local y regional con responsabilidad 
social y ambiental. 


C) Reconocer y promover distritos o áreas prioritarias para obras hidráulicas a 
distintas escalas, con fines de riego u otros (como generación de energía) que 
por tener características favorables de localización, calidad de suelos, 
eficiencia hidrológica, posición topográfica, resulten estratégicos para el 
desarrollo de emprendimientos productivos. 


D) Integrar la imagen "Uruguay Natural", en la concepción que se tenga sobre el 
desarrollo de las actividades productivas y turísticas. 


E) Crear espacios recreativos y turísticos que complementen e interactúen con 
otras actividades productivas locales. 


F) Promover la localización ordenada de las infraestructuras, equipamientos y 
servicios públicos necesarios para garantizar la cobertura y el acceso 
universal de la población. 


SECCIÓN IV 
OTROS CRITERIOS, LINEAMIENTOS Y ORIENTACIONES GENERALES 


Artículo 32. (Integración socio territorial).- Constituyen orientaciones generales la 
promoción de: 


A) La localización de los conjuntos de vivienda para la población rural en los 
centros poblados y ciudades existentes, privilegiando aquellas que operen 
como centralidades del entorno productivo, donde se deberá completar el 
equipamiento socio comunitario. 


B) La localización con la característica de enclave suburbano de la vivienda rural 
nucleada, asociada al equipamiento existente en el ámbito rural (escuelas, 
policlínicas, entre otros) y que cuenten con posibilidades de conectividad, en 
aquellas áreas que por distancia no puedan ubicarse en centros poblados o 
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ciudades preexistentes. A tales efectos los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible del ámbito departamental, deberán 
considerar la planificación necesaria para ello. 


C) La dotación de servicios básicos a la población rural, el acceso adecuado al 
agua, la energía y las comunicaciones para todos los sectores sociales. 


D) La integración física de las zonas aisladas, mediante la planificación del 
transporte local y/o departamental y el abastecimiento de bienes y servicios. 


E) La integración de la población que vive o trabaja en las áreas rurales, 
mediante la mejora de los aspectos productivos y los servicios. 


Artículo 33. (Disposiciones comunes para los suelos urbano, suburbano y rural).- Los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible departamentales, 
previstos en la Ley N* 18,308, de 18 de junio de 2008, en los suelos urbano, suburbano y 
rural deberán: 


A) Delimitar los suelos de uso rural productivo y natural, en particular en los 
planes locales de centros urbanos y zona de influencia, adoptando las 
medidas necesarias para su protección y estableciendo otros usos que 
pudieran ser admisibles acorde a lo dispuesto por el artículo 39 de la Ley 
N* 18.308, de 18 de junio de 2008. 

B) Privilegiar las actividades de bajo impacto, en las áreas de enclave suburbano 

lindero a las rurales, para proteger los usos agropecuarios acorde con las 

caracteristicas productivas. 


pa 


C) Establecer distancias mínimas a los centros poblados del entorno para las 
actividades productivas rurales de impacto significativo que puedan afectar a 
los mismos. 


D) Promover la ubicación de los sitios de disposición final de residuos en suelo 
categoría rural, que posibiliten atender regionalmente las necesidades de más 
de un centro poblado, con la menor afectación de las áreas rurales contiguas 
a las zonas urbanas y aplicando los criterios establecidos por la autoridad 
competente. 
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E) Delimitar áreas de exclusión de actividades incompatibles con las actividades 
productivas y de generación de energía localizadas en áreas de uso 
preferente. 


F) Delimitar áreas de protección para las infraestructuras de transmisión y 
distribución de energía, de telecomunicaciones, de transporte y logísticas de 
alcance regional y nacional. 


CAPÍTULO V 


ESPACIOS SUJETOS A RÉGIMEN ESPECIAL 
DE PROTECCIÓN AMBIENTAL 


Artículo 34. (Determinación).- Los espacios sujetos a un régimen especial de 
protección ambiental, se determinarán de conformidad con lo previsto en los regimenes y 
disposiciones aplicables, sin perjuicio de lo que se establece en el artículo 35 de la 
presente ley. 


Artículo 35. (Áreas de protección ambiental).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible previstos en la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008, 
deberán considerar las áreas sujetas a regímenes especiales de protección ambiental o 
patrimonial, dispuestos por la normativa correspondiente, sin perjuicio de determinar 
otras, que por sus valores naturales o culturales así lo ameriten, a los efectos de contribuir 
a su protección. 


Artículo 36. (Uso y gestión de los recursos naturales).- El aprovechamiento de los 
recursos naturales se hará a través de una gestión integrada y planificada, regulada y 
monitoreada por las autoridades competentes, que aseguren su uso ambientalmente 
sustentable. 

CAPÍTULO VI 
PROPUESTA DE INCENTIVOS Y SANCIONES 


Artículo 37. (Incentivos).- El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales a 
través de los mecanismos que correspondan, de acuerdo con sus cometidos y 
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competencias, podrán establecer los incentivos adecuados que estimen pertinentes, a 
efectos de impulsar las acciones y determinaciones de los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible. 


Las disposiciones que otorguen incentivos deberán considerar en su adjudicación, el 
ajuste de las actuaciones proyectadas a la normativa de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible vigente. 


Artículo 38. (Concreción de actuaciones territoriales).- Los proyectos de inversión 
diseñados para concretar actuaciones previstas en los instrumentos de ordenamiento 
territorial departamentales, podrán obtener incentivos, en tanto consideren la normativa de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible vigente. 


Artículo 39. (Localización de actividades productivas).- Los incentivos para la 
localización de actividades productivas, sólo podrán concederse cuando éstas se ubiquen 
en los perímetros o áreas de uso preferente definidas en los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 


Artículo 40. (Sanciones).- El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, sin 
perjuicio de las disposiciones contenidas en el inciso segundo del artículo 71 de la Ley 
N* 18.308, de 18 de junio de 2008, revocarán los incentivos otorgados cuando se 
constaten incumplimientos al fin perseguido de acuerdo a lo establecido en el artículo 37 
de la presente ley. 


CAPÍTULO VII 
FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL 


Artículo 41. (Fortalecimiento  institucional).- Los organismos nacionales y 
departamentales promoverán la instalación de sistemas, articulados e integrados, de 
información territorial que posibiliten la planificación, ejecución y monitoreo de las 
dinámicas territoriales, que colaboren en la definición y cuantificación de indicadores 
necesarios para su seguimiento, que garanticen la interoperabilidad en el marco de lo 
dispuesto por el artículo 79 de la Ley N” 18,308, de 18 de junio de 2008. 
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Artículo 42. (Consejo Agropecuario Nacional y Consejos. Agropecuarios 
Departamentales).- El Consejo Agropecuario Nacional y los Consejos Agropecuarios 
Departamentales, considerarán en sus análisis y decisiones los criterios establecidos en 
la presente ley, para definir la localización de actividades agropecuarias en áreas de uso 
preferente, promoviendo la regulación y el uso del suelo en función de su aptitud y 
capacidad. 


Artículo 43. (Comisión Sectorial de Descentralización).- La Comisión Sectorial de 
Descentralización deberá considerar en los procedimientos y criterios para la toma de 
decisiones, en relación a proyectos e inversiones en los departamentos, las disposiciones 
contenidas en los instrumentos de ordenamiento territorial vigentes, promoviendo la 
localización de aquellos que concilien con las finalidades del ordenamiento territorial, 
dispuesto en el artículo 3? de la Ley N” 18.308, de 18 de junio de 2008. 


Artículo 44. (Coordinación de sistemas de descentralización) - El Poder Ejecutivo, a 
través de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto deberá coordinar los sistemas de 
descentralización institucionalizados, para impulsar una gestión planificada e integrada de 
las políticas sociales y productivas en el territorio. 


Artículo 45. (Participación de los Municipios).- En los procesos de elaboración de los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible departamentales y 
regionales, se comunicará preceptivamente a los Municipios involucrados del avance 
dispuesto en el artículo 24 de la Ley N* 18,308, de 18 de junio de 2008, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 8 de 
noviembre de 2016, 


FELIPE CARBALLO 
1er. Vicepresidente 
GINI IZ 
Se ria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA | 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 


AMBIENTE 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, (18 MAY 2013 
SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a los efectos de 
someter a su consideración el proyecto de Ley de Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


=l presente proyecto de ley de Directrices Nacionales, se elabora en 
sumplimiento de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible 
yO 18.308, de 18 de junio de 2008 (artículo 9). 


La Ley 18. 308, de 18 de junio de 2008, Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible, ha introducido interesantes transformaciones en el 
marco jurídico nacional en la materia o bien reafirmado conceptos y 
determinaciones ya existentes en relación al ordenamiento territorial, de las 


cuales se pueden destacar: 


+ que es el conjunto de acciones transversales del Estado que ejercen las 
instituciones con competencia en organizar el uso del territorio a través 
de un sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones, 
es un cometido esencial del Estado, y como tal se compadece con el 


interés general; 
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. que el ordenamiento territorial tiene como objetivo el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población, la integración social en el territorio, y el 
uso sustentable de los recursos naturales y culturales; 

+ que se reconoce la concurrencia de competencias e intereses y se crean 
instrumentos de promoción y regulación del Ordenamiento Territorial; 

+ que incorpora el conjunto del territorio -urbano, rural y marítimo- en los 
procesos de planificación territorial. 


La Ley citada, por tanto, fomenta un cambio en la manera de concebir el 
territorio y su ordenamiento, proponiendo una visión a la vez integral y 
democrática de su sentido (definición) descartando las habituales 
concepciones urbano-centristas del mismo (ámbito) y estableciendo una 
escala proyectual nacional imprescindible para hacer viable su 
transformación mediante las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial. 


En definitiva, se introduce un nuevo instrumento de planificación territorial a 
escala nacional, capaz de potenciar una lógica proyectual desconocida en 
nuestra cultura territorial tradicional, adquiriendo el gobierno nacional, en 
forma más directa, competencias en materia de planificación y ordenación 
territorial. 


Estas Directrices constituyen el instrumento general de la política pública en 
la materia, que implica desarrollar una reflexión y elaboración transversal 
que alcanza al conjunto del Poder Ejecutivo, asumiendo la concurrencia de 
competencias e intereses. 


Proceso de elaboración 


El Comité Nacional de Ordenamiento Territorial (CNAOT), en sesión de fecha 
29 de junio de 2010, resuelve dar inicio al proceso de elaboración de las 
Directrices Nacionales, previstas en el artículo 9 de la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible NO 18. 308, de 18 de junio de 2008, 
cometiéndole el mismo a la Comisión de Coordinación y Seguimiento, 
(artículo 13 Decreto 400/2009 de 26 de agosto de 2009), tomando como 
base conceptual y metodológica el documento "Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible: Aproximación Básica”, 
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elaborado por la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial en abril de 
2010. 


A tales efectos el citado Comité consideró necesario que cada ministerio 
formulará una exposición sobre sus políticas y planes sectoriales y sus 
implicancias territoriales, para alimentar el proceso de elaboración colectiva 
de las Directrices Nacionales. 


Durante el año 2010 se realizaron las presentaciones de las políticas, planes 
y programas de los Ministerios integrantes de la Comisión: Ministerios de 
Ganadería Agricultura y Pesca, Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, Turismo y Deportes, Industria, Energía y Minería, Economía y 
Finanzas, Transporte y Obras Públicas, Defensa Nacional y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. En febrero de 2011, con las líneas de acción 
fijadas por el Comité, se incorporaron las presentaciones del Ministerio de 
Desarrollo Social y de Educación y Cultura. Por último, se mantuvieron 
instancias de análisis con los titulares de las Direcciones Nacionales de 
Desarrollo Rural y Forestal, con los Presidentes del Instituto Nacional de la 
Leche y de Colonización, así como con Ancap y Antel, con la finalidad de 
considerar aspectos que fueron entendidos como necesarios por la Comisión 
de Coordinación y Seguimiento. 


El 7de abril de 2011 se presenta el documento, remitido con anterioridad, en 
el Congreso de Intendentes. Posteriormente, durante una jornada de trabajo 
realizada el 12 de abril, se analizó y discutió el avance con Directores de las 
Intendencias de todo el país, incorporándose nuevos aportes al documento. 


En el mes de mayo de 2011 se convocó, a la Comisión Asesora de 
Ordenamiento Territorial creada por el artículo 73 de la ley NO 18. 308, de 
18 de junio de 2008, integrada por delegados de instituciones públicas y 
privadas y representantes de la sociedad civil, de la que resultaron nuevos 
aportes. 


Finalmente, en diciembre de 2011 el Comité Nacional de Ordenamiento 
Territorial aprueba el documento y se acuerda que en la próxima reunión se 
discutirá el articulado. En este marco la Comisión de Coordinación y 
Seguimiento, realiza la convocatoria a delegados de las áreas jurídicas de los 
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Ministerios integrantes de la misma, para realizar la redacción del 
“Anteproyecto de Ley de las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial”, 


Las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible. 


En el documento "Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible: Aproximación Básica”, se define como concepto de 
territorio, al resultado de la vinculación de tres ingredientes decisivos: el 
soporte material, sus habitantes y las relaciones que los une y los legitima 
en un lugar preciso de la superficie terrestre. Estas relaciones son políticas, 
de dominio y control territorial, y son también relaciones sociales y 
económicas, que hacen al usufructo del territorio, 


En la definición misma de su materialidad y más allá de la variedad de 
factores que intervienen en ella, el territorio es a la vez un producto 
terminado y una construcción sin fin. En esta dialéctica pautada por la 
herencia y la novedad, por la permanencia y el cambio, su característica 
genética fundamental radica su potencialidad para ser lo que aún no es. O, 
dicho de otra manera, para ser transformado. Para ser, por tanto, proyecto. 


El análisis del territorio nacional realizado en este documento, evidencia que 
su conformación, a partir de la "herencia colonial”, se caracterizó por la 
consolidación de una matriz o modelo territorial fuertemente centralista, que 
aun hoy mantiene sus elementos básicos. 


Los aspectos más relevantes de dicho modelo, además de su centralismo, 
son los profundos desequilibrios entre el norte y el sur del Río Negro, la 
ocupación perimetral del territorio, el vaciamiento sostenido de sus áreas 
centrales y una expansión irracional, hasta hoy “imparable”, de su área 
metropolitana. 


Paralelamente las diversas localidades urbanas de nuestro territorio pueden 
clasificarse en tres categorías claramente diferenciadas y afines al modelo 
territorial centralista: el conglomerado metropolitano (centro de escala 
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nacional), las ciudades intermedias y el amplio universo de los pequeños y 
dispersos poblados. 


Las ciudades intermedias más pobladas, generalmente capitales 
departamentales, se ubican sobre todo en la periferia del territorio nacional 
y establecen así una colonización básica de sus bordes. El grueso de la 
población nacional reside en las ciudades que se ubican en dicho territorio, 
particularmente en sus bordes fluviales. El “vacío” interior (rural) es y ha 
sido siempre su contrapunto histórico. 


De modo que el modelo territorial heredado se caracteriza estructuralmente 
por la crítica relación centro - periferia, donde se verifican procesos 
preocupantes de uso y ocupación que tienen importantes consecuencias e 
impactos territoriales: 


+. acelerada fragmentación social de los territorios urbanos y crisis 
sostenida de sus espacios públicos (calidades, privatización, deterioro), 

+ expansión irracional de las áreas urbanas periféricas, carentes en 
servicios y equipamientos básicos, y vaciamiento de las áreas urbanas 
consolidadas, generalmente equipadas y adecuadamente servidas 

+ asimetrías pronunciadas entre distintas áreas del territorio (en población, 
recursos, accesos a servicios, dotación de actividades, movilidad, etc.) 

+ procesos de sobre y sub utilización de los recursos disponibles, a menudo 
asociados a un mal manejo de los mismos (suelos productivos, agua, 
áreas turísticas, áreas protegidas, etc.) 

+ procesos de concentración en la propiedad de la tierra que profundizan el 
vaciamiento de las áreas rurales y su transformación productiva. 

e organización político-administrativa indiferente al territorio real y su 
funcionamiento (el mejor ejemplo es el área metropolitana de 
Montevideo) 


Considerando los conceptos y el análisis territorial anteriormente expuesto, 
las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible pretenden dar respuesta y grandes orientaciones para la 
construcción de un proyecto territorial de largo aliento, basado en la 
transformación crítica del modelo territorial presente. 
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Estructura del proyecto de ley 


El presente proyecto de ley, se compone de siete capítulos que contemplan 
lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley N0 18. 308, de 18 de junio de 2008. 


Es así que se establecen los siguientes capítulos: 1) Disposiciones Generales, 
II) Bases y objetivos estratégicos nacionales, 111) Estructura y actuaciones 
territoriales estratégicas, IV) Criterios, lineamientos y orientaciones 
generales para instrumentos de ordenamiento territorial, políticas sectoriales 
y proyectos de inversión pública con incidencia territorial, W) Espacios 
sujetos a régimen especial de protección ambiental, WI) Propuesta de 
Incentivos y sanciones y VII) Fortalecimiento institucional. 


Asimismo, el capítulo IV) contiene cuatro Secciones: ¡i) Disposiciones 
generales; li) De los criterios, lineamientos y orientaciones generales para el 
ámbito urbano; 11) De los criterios, lineamientos y orientaciones generales 
para el ámbito rural; iv) Otros criterios, lineamientos y orientaciones 


generales, 


El capítulo I, contiene disposiciones generales, como la descripción, alcance 
y obligatoriedad de las mismas para las instituciones públicas, entes y 
servicios del Estado que ejerzan competencias con incidencia territorial, a los 
efectos que éstos en cumplimiento de las presentes directrices establezcan 
las medidas necesarias para su concreción las que serán a su vez 
vinculantes para las personas públicas y privadas involucradas. 


El capítulo 11, define las bases y objetivos estratégicos nacionales para el 


Ordenamiento del Territorio Nacional, elaborados a partir de considerar su 
materia, la integración de las mismas con los objetivos y lineamientos 
sectoriales planteados por las políticas públicas de desarrollo, analizados 
desde la perspectiva del artículo 30 de la ley: "e/ ordenamiento territorial es 
el conjunto de acciones transversales del Estado que tienen por finalidad 
mantener y mejorar la calidad de vida de la población, la integración social 
en el territorio y el uso y aprovechamiento ambientalmente sustentable y 
democrático de los recursos naturales y culturales.” 
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De modo que, el principal objetivo de las Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial es el de promover el desarrollo social y económico 
del país, de manera tal que se conserven los recursos naturales atendiendo 
a su carácter social, que garanticen el acceso de la población a los servicios 
sociales y orientando la localización de las actividades. En otras palabras, se 
trata de ordenar el territorio para lograr el desarrollo sostenible. 


Para ello se asume que las principales definiciones de localización en el 
territorio de las políticas públicas sectoriales de desarrollo social y 
económico, se adoptan en el mismo ámbito institucional de aquellas. De esta 
manera se cumple con la responsabilidad del Estado, que le confiere la Ley, 
en el ordenamiento del uso y transformación del territorio nacional. 


Desde esta perspectiva se establecieron objetivos integrales y sectoriales. 
Los integrales se refieren a aquellos aspectos aenerales que involucran 
diferentes componentes del ordenamiento del territorio, entre otras las 
actividades, las infraestructuras, los servicios. Los sectoriales se definen 
como aquellos que se orientan a abordar temáticas específicas. 


El capítulo III contiene la estructura y actuaciones territoriales estratégicas 


abordadas a partir de concebir la estructura territorial como la expresión 
física y espacial de los vínculos y relaciones sociales, económicas y 
productivas de una sociedad. Este concepto se complementa con la 
definición e identificación de actuaciones estratégicas, siendo un 
componente fundamental, ya que a través de ellas se tratará de obtener un 
logro más eficaz de las potencialidades del territorio, un acceso más justo a 
sus bienes y servicios y una administración más adecuada de sus dinámicas 
de cambios y permanencias. 


El abordaje de los aspectos estructurantes y la promoción de procesos de 
desarrollo social y económico transformadores del territorio, que plantean 
las Directrices Nacionales, configuran el marco para su organización 
espacial, ya que inciden en los otros instrumentos, políticas y actuaciones 
que impactan en dichas transformaciones. 


La elaboración de estos componentes se basa en la transformación crítica 
del modelo territorial existente, al impulsar estrateglas que mitigan el 
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centralismo estructural de nuestro territorio, fomentando la integración 
social y geográfica, tanto norte / sur como este / oeste, que se traduce en el 
desarrollo de alternativas a la red carretera existente con el objetivo de 
mejorar la sustentabilidad social del conjunto. 


El pon 1) contiene E A 


provatinl de inversión olblica cán Ibcifanciá taeriinital, que deberán tener 


en cuenta los instrumentos de ordenamiento territorial, y demás planes, 
programas y actuaciones públicas con incidencia territorial, para una mayor 
racionalización de los usos, la ocupación y la transformación de los ámbitos 
urbanos y rurales. 


Es así que se incorpora como criterio general de ordenamiento, tanto en los 
ámbitos urbanos como rurales, las áreas de uso preferente, que son aquellas 
que poseen aptitudes, capacidades y valor estratégico para localizar 
preferentemente una actividad, no excluyendo otras complementarias y/o 
compatibles. En otras palabras, se constituye como una estrategia 
sustantiva del ordenamiento territorial el aprovechamiento de la capacidad 
instalada, de todo tipo, y la aptitud y la capacidad de uso de los recursos 
naturales. 


En los proyectos de inversión pública, los criterios establecidos refieren a 
que deben ser consistentes con los lineamientos estratégicos del gobierno 
nacional y deben estar vinculados a nivel departamental, priorizando 
aquellos con mayores niveles de articulación y complementación 
interdepartamental, regional y nacional. 


En lo referente al ámbito urbano, se establecen criterios precisos de 
desarrollo urbano, donde el eje de las propuestas en los distintos artículos 
atiende a potenciar la capacidad de servicios e infraestructura instalados. 
Estos criterios se complementan con los de movilidad urbana y 
particularmente con los problemas de evacuación de aguas pluviales que 
involucran a la mayoría de las ciudades del país. Se abordan, como casos 
especiales, las áreas contaminadas e inundables. 


204-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de agosto de 2017 


En lo referente al ámbito rural, es donde se hace más énfasis en las áreas de 
uso preferente buscando un uso productivo sustentable, tanto para las 
producciones agropecuarias como para las no agropecuarias. En el uso 
productivo agropecuario se hace hincapié en el uso eficiente del agua, en el 
cuidado del suelo, la promoción de la producción familiar y la coexistencia de 
cultivos. En el uso no agropecuario se promueven la localización de los 
emprendimientos de energías autóctonas, especialmente las renovables, los 
distritos mineros, y el turismo. En otro orden se le confiere una especial 
atención al hábitat rural, estableciendo criterios precisos sobre la localización 
de los conjuntos habitacionales, el acceso a los servicios básicos, la 
integración física a través del transporte y la mejora de los aspectos 
productivos. En otras palabras la problemática de la población rural se 
aborda desde una perspectiva integral. 


Por último, se establecen disposiciones sobre aspectos que involucran tanto 
a los ámbitos urbanos como rurales. Se centran básicamente en las áreas de 
interfase urbano - rural, ya que se tratan de espacios tensionados por usos 
urbanos, que pueden impactar negativamente en la actividad rural. De modo 
que el eje de las propuestas es el de proteger los usos rurales y definir con 
claridad las actividades urbanas que pueden ser localizada en estas áreas, 


El capítulo V) contiene los espacios sujetos a régimen especial de 


protección ambiental, procurando reforzar los sistemas de protección 
existentes, incorporando una visión ecosistémica y la conectividad entre los 


mismos, lo que resulta esencial para su conservación. Es así que se deberán 
consideran en los instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la 
ley 18.308, de 18 de junio de 2008, las áreas sujetas a regímenes especiales 
de protección ambiental o patrimonial dispuestos en la normativa 
correspondiente, sin perjuicio de la posibilidad de determinar otras áreas 
que por sus características ameriten ser protegidas. 

Asimismo, refiere al uso y gestión de los recursos naturales en su conjunto 
el que deberán realizarse en forma integrada, planificada, regulada y 
monitoreada, a los efectos de asegurar la sustentabilidad de los mismos. 


El capítulo VI refiere a las propuestas de Incentivos y sanciones. Pretende 


viabilizar el concepto de áreas de uso preferente definidas en los 
instrumentos de ordenamiento territorial, en el entendido de que es a través 
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de mecanismos económicos y de gestión que se podrá orientar la 
localización de las actuaciones proyectadas ajustadas a la normativa de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible vigente. De esta forma se 
establece la posibilidad de otorgar incentivos a las actividades productivas 
que se localicen en dichas áreas. Asimismo se establece en las sanciones la 
revocación de dichos incentivos ante el incumplimiento de las obligaciones 
asumidas en el marco de la normativa de ordenamiento territorial, por parte 
del beneficiario al momento de su otorgamiento. 


Finalmente el Capítulo VII contiene medidas de fortalecimiento 
institucional, que pretende no crear nueva institucionalidad, sino potenciar y 
articular los espacios institucionales existentes, particularmente los 
descentralizados (Consejo Agropecuario Nacional, Consejos Agropecuarios 
Departamentales, Comisión Sectorial de Descentralización), estableciendo la 
debida coordinación entre los mismos a través de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, para impulsar una gestión planificada de las políticas sociales 
y productivas en el territorio. 


Asimismo, se promueve la instalación de sistemas de información territorial 
a los efectos de posibilitar un mejor conocimiento de las dinámicas 
territoriales, para su planificación, garantizando la interoperabilidad en el 
marco del sistema nacional de infraestructura de datos espaciales e 
información geográfica y literal asociada, según lo dispuesto en el artículo 79 
de la ley 18. 308, de 18 de junio de 2008. 


Por otra parte, se establece la obligatoriedad de comunicar a los Municipios 
involucrados del avance de los instrumentos de ordenamiento territorial 
departamentales y regionales que se estuvieren elaborando desde el 
comienzo del procedimiento, a los efectos de posibilitar su participación en 
dicho proceso. 


EMUJICA 
de la República 
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PROYECTO DE LEY DE DIRECTRICES NACIONALES DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 


CAPÍTULO 1 
Disposiciones generales 


Artículo 1. (Descripción). La presente Ley contiene las Directrices 
Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, previstas 
como Instrumento de planificación territorial del ámbito nacional, en el Título 
TI de la Ley NO 18.308, de 18 de junio de 2008. 


Artículo 2. (Alcance). Las mismas son formuladas para servir de 
instrumento general de la política pública en materia de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible, con alcance al territorio nacional y zonas 
sobre las que la República ejerce su soberanía y jurisdicción, 


Artículo 3. (Obligatoriedad). Sus disposiciones constituyen orientaciones 
vinculantes para las instituciones públicas, entes y servicios del Estado que 
ejerzan competencias con incidencia territorial. Dichas entidades deberán 
establecer y aplicar medidas concretas para su consecución, las que serán a 
su vez vinculantes para todas las personas públicas y privadas en el marco 
de los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 


CAPÍTULO 11 


6 bjeti tratáol . 


Artículo 4. (Bases del ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible). Conforme al concepto, finalidad y principios rectores del 
ordenamiento territorial, definidos en los artículos 30 y 5% de la Ley NO 
18.308, de 18 de junio de 2008, se consideran bases de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible a escala nacional, las siguientes: 


a) la utilización del territorio conforme a la finalidad de mantenimiento y 
mejora de la calidad de vida de la población, la integración social, el uso y 
aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de los 


208-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de agosto de 2017 


recursos naturales y culturales, vinculando a personas públicas y 
privadas; 


b) el ejercicio del ordenamiento territorial como función pública a través de 
un sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones de 
las Instituciones del Estado con competencia a fin de organizar el uso del 
territorio de acuerdo con los principios rectores enumerados en el artículo 
59 de la citada Ley. 


Artículo 5. (Objetivos estratégicos integrales). Son objetivos 
estratégicos integrales de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible los 
siguientes: 


a) promover y consolidar el desarrollo de las actividades de todos los 
sectores de la economía orientando y regulando, su localización 
ordenada, su articulación consistente y sustentable, de manera tal que 
contribuyan a la integración y cohesión social en el territorio; 


b) coordinar los planes de inversión pública definiendo su ubicación en el 
territorio y orientando la localización complementaria de la inversión 
privada asociada; 


Cc) potenciar la ubicación estratégica del país, posicionándolo como centro 
logístico nacional, identificando y localizando las actuaciones específicas 
apropiadas para tal fin, disponiendo las infraestructuras tales como 
carreteras, vías ferroviarias y puertos; servicios tales como suministro de 
agua, energía eléctrica, saneamiento y telecomunicaciones así como la 
institucionalidad necesaria para ello; 


d) fomentar el desarrollo de los mencionados equipamientos, servicios e 
infraestructuras, ordenando y orientando su localización de modo de 
favorecer la integración social en el territorio, garantizar el servicio 
universal y la equidad de acceso; 


e) proteger el ambiente, promoviendo la conservación y uso sustentable de 
la biodiversidad y de los recursos naturales y culturales, según lo que 
establecen las disposiciones en la materia. 
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Artículo 6. (Objetivos estratégicos sectoriales). Son objetivos 
estratégicos sectoriales de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible 
los siguientes: 


a) promover el desarrollo de la producción primaria, agropecuaria, minera, y 
pesquera y sus cadenas de valor, articulando acciones para asegurar el 
uso y manejo sustentable y democrático de los recursos naturales 
atendiendo a su aptitud, capacidad y a su importancia estratégica para el 
desarrollo local y nacional, como criterio de ordenación y localización; 


b) fortalecer el desarrollo de la actividad industrial, promoviendo y 
regulando su localización en áreas de uso preferente, de acuerdo con los 
criterios, lineamientos y orientaciones generales definidos en el Capítulo 
IV de esta ley, potenciando sinergias y complementariedades locales y 
regionales, reconociendo la diversidad de escalas y privilegiando los 
procesos de descentralización de dichas actividades; 


c) fomentar el desarrollo de la infraestructura de transporte de personas y 
bienes y su conectividad transversal, para permitir una ágil movilidad de 
la población y el acceso a terminales logísticas y puertos de la 
producción, interconectando las distintas regiones del territorio nacional y 
con los países limítrofes; 


d) promover la diversificación de la matriz energética orientando y 
regulando la localización de los usos e infraestructuras derivadas, 
universalizando el acceso y atendiendo a su compatibilidad con 
actividades productivas y culturales; 


e) potenciar el desarrollo turístico integrado a nivel nacional y regional, 
promoviendo la imagen “Uruguay Natural” mediante el uso responsable y 
equilibrado de los recursos naturales y culturales, beneficiando a los 
residentes locales, contemplando las demandas de los visitantes; 


f) impulsar y facilitar el acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación en todo el país, ampliando y mejorando la infraestructura 
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existente y promoviendo el desarrollo de contenidos y aplicaciones a nh 
nacional. 


Artículo 7, (Áreas de uso preferente). A los efectos de la presente ley, 
se entiende por áreas de uso preferente, no excluyente, aquellas que posean 
aptitudes, capacidades y valor estratégico para localizar preferentemente 
una actividad. 


CAPÍTULO 111 


Estructura y actuaciones territoriales estratégicas 


Artículo 8. (Estructura territorial). A estos efectos, se entiende por 
estructura territorial, la expresión física y espacial de los vínculos y 
relaciones sociales, económicas y productivas de una sociedad. Sus 
componentes básicos son el sistema urbano, la estructura vial, los grandes 
equipamientos y los principales usos del suelo a escala nacional. 


Artículo 39. (Actuaciones territoriales estratégicas). Constituyen 
actuaciones territoriales estratégicas aquellas relacionadas con componentes 
básicos de la estructura territorial, que buscan promover o pueden generar 
procesos de desarrollo social y económico en el mismo. 


Artículo 10. (Identificación de actuaciones territoriales 
estratégicas). Los instrumentos de ordenamiento territorial del ámbito 
nacional y regional, previstos en la ley NY“ 18.308, de 18 de junio de 2008, 
deberán identificar aquellas actuaciones estratégicas que fomenten la 
integración social y geográfica, norte-sur, este-oeste, procurando una más 
eficiente inserción de la República en el contexto regional. 


Artículo 11. (Orientación de políticas sectoriales). Los organismos 
nacionales responsables de la prestación de servicios, entre otros, 
educativos, sanitarios y turísticos, de la dotación de infraestructuras de 
conectividades y de la determinación de usos preferentes, de acuerdo a sus 
alcances y cometidos, deberán orientar sus políticas sectoriales a: 


a) fortalecer el sistema urbano nacional, considerando la capitalidad de 
Montevideo, la relevancia del Área Metropolitana como conjunto 
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b) 


multifuncional a escala nacional y de los grupos de ciudades con potencial 
nivel de definición y conformación como subsistemas, a los efectos de 
desarrollar servicios, equipamientos e infraestructuras, con criterios de 
complementariedad, que garanticen la cobertura y acceso universal de la 
población; 


impulsar la consolidación y el posicionamiento del Área Metropolitana, en 
el sistema urbano de la región del Cono Sur y sus relaciones con los otros 
centros urbanos componentes del sistema urbano nacional. Para ello se 
definirá una estructura vial jerarquizada para el transporte de cargas, 
vinculante entre rutas nacionales, vías departamentales, principales 
nodos, equipamientos (puertos y aeropuertos) y conexiones 
Internacionales y se establecerán los criterios para la localización 
coordinada de proyectos estratégicos y obras de grandes equipamientos, 
en el marco de sus relaciones con el sistema urbano - territorial nacional 
e internacional. 


Artículo 12. (Actuaciones territoriales específicas). Las actuaciones 
territoriales específicas se orientarán a: 


a) favorecer la conformación de los subsistemas urbanos, facilitando el 


transporte de bienes y el acceso universal de la población a los servicios 
y áreas de actividad, generando corredores y circuitos que integren los 
grandes equipamientos y servicios sociales, culturales, recreativos y 
turísticos, a nivel nacional e internacional; 


b) delimitar, áreas de uso preferente, para las distintas actividades 


productivas y los grandes equipamientos, de acuerdo a los lineamientos 
y orientaciones generales establecidas en el Capítulo IV, con criterios de 
compatibilidad, de manera de ordenar las distintas actividades en el 
territorio y orientar las actuaciones territoriales estratégicas en el 
aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de los 
recursos naturales y culturales. 


211-C.S. 
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Sección 1 
Disposiciones generales 


Artículo 13. (Enunciado). Los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible definidos en la Ley N% 18,308, de 18 de junio de 2008, 
las políticas sectoriales y los proyectos de inversión pública con incidencia 
territorial deberán considerar y desarrollar los criterios, lineamientos y 
orientaciones generales que se expresan en el presente capítulo. 


Artículo 14. (Figuras de planificación pretéritas). Los planes 
departamentales y demás instrumentos de planificación territorial 
departamental, aprobados antes de la vigencia de la Ley N” 18.308, de 18 
de junio de 2008 y que la mantuvieran a la fecha de promulgación de la 
presente ley, deberán considerar los criterios, lineamientos y orientaciones 
generales que se disponen en este capítulo, en oportunidad de procederse a 
su modificación, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones de la 
presente ley mientras no fueren revisados. 


Artículo 15. (Instrumentos anteriores a esta ley). Los instrumentos de 
ordenamiento territorial aprobados con posterioridad a la vigencia de la Ley 
N% 18.308, de 18 de junio de 2008 y con anterioridad a la vigencia de la 
presente ley deberán ajustarse en su próxima revisión a lo dispuesto en la 
presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones aquí 
contenidas, mientras no fueren revisados. 


Artículo 16. (Proyectos de inversión). Se establece como lineamiento de 
carácter general para los instrumentos de ordenamiento territorial, la 
promoción de los proyectos de inversión acordes con las políticas nacionales, 
privilegiando aquellos que prioricen el desarrollo socio-económico y la 
sustentabilidad ambiental. 
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Artículo 17. (Vinculación y fomento de planes y proyectos). Los 
instrumentos promoverán asimismo, la vinculación de los distintos planes y 
proyectos de inversión pública a nivel departamental, fomentado aquellos 
con mayores niveles de articulación y complementación interdepartamental, 
regional y nacional. 


Artículo 18. (Normas de protección del ambiente). Las disposiciones de 
la presente Ley no podrán entenderse como derogatorias de normas de 
protección del ambiente o interpretarse en contra de éstas. Cualquier 
conflicto entre una y otras se resolverá según se establece en el artículo 69 
de la ley 17.283 de 28 de noviembre de 2000 (Ley General de Protección del 


Ambiente. 
Sección 11 
De los criterios, lineamientos y orientaciones generales 
para el suelo urbano y sub urbano 


Artículo 19. (Heterogeneidad residencial y densificación de 
centralidades). Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible, promoverán la conformación de tejidos residenciales socialmente 
heterogéneos, impulsando políticas de rehabilitación, revitalización o 
mejoramiento constante de los espacios públicos urbanos, tanto centrales 
como periféricos, en términos urbano-arquitectónicos y de integración social. 


Asimismo, deberán promover la recuperación y adecuada densificación de 
las áreas urbanas con capacidades instaladas de infraestructura, 
equipamientos sociales y comunitarios, particularmente aquellas que se 
encuentran en proceso de vaciamiento. 


Artículo 20. (Áreas con infraestructura vacante). Los instrumentos de 
ordenamiento territorial departamentales deberán identificar y delimitar las 
áreas mencionadas en el artículo anterior, con la finalidad de: 


a) promover la localización de Planes y Programas de Vivienda; 


b) recalificar las  centralidades urbanas considerando criterios de 
conservación urbano-arquitectónicos; 
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c) orientar la adquisición de terrenos e Inmuebles para la conformación de 
las carteras de tierras, tanto a nivel nacional como departamental. 


Artículo 21. (Desestímulo a la expansión urbana). Los instrumentos de 
ordenamiento territorial departamentales deberán desestimular la expansión 
de las áreas urbanas. Sin perjuicio de ello, los instrumentos de 
ordenamiento territorial que excepcionalmente establecieren áreas de 
crecimiento atenderán a los siguientes criterios: 


a) deberán contar con las infraestructuras y servicios urbanos básicos; 


b) promoverán la diversidad de las características tipo-morfológicas y la 
Integración social, en el diseño de los tejidos residenciales; 


c) diseñarán los espacios públicos y los equipamientos colectivos, acorde a 
las densidades previstas y su localización deberá asegurar la accesibilidad 
urbana, particularmente a la población con capacidades diferentes. 


Artículo 22. (Aguas pluviales, áreas contaminadas e inundables). Los 
instrumentos de ordenamiento territorial departamentales referidos al suelo 
urbano y suburbano deberán incluir planes y disposiciones sobre el manejo 
de las aguas pluviales, con los criterios establecidos por la autoridad 
nacional competente, quedando prohibido la urbanización de las áreas 
contaminadas y de aquellas que se determinen como inundables con 
periodos de retorno menor a 100 años. 


Artículo 23. (Movilidad urbana). Se promoverá un sistema de transporte 
colectivo acorde a las dinámicas urbanas, así como también sistemas 
complementarios de movilidad ciudadana (ciclovías, peatonales, etc.), 
asegurando sistemas de conectividad ágiles, como instrumento básico para 
lograr el adecuado uso del suelo y la accesibilidad urbana. 


Artículo 24. (Usos industriales). Los instrumentos de ordenamiento 
territorial departamentales definirán zonas para la ubicación de actividades y 
usos industriales en suelo categoría urbana y suburbana, orientadas a 
conciliar el desarrollo económico, la sustentabilidad ambiental y la 
integración social, considerando los siguientes criterios: 
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a) impulsar la localización industrial en regiones vinculadas a la cadena 
productiva y de valor, potenciando la ubicación estratégica regional, 
fomentando el desarrollo local; 


b) impulsar la localización de actividades productivas, de servicios y de 
investigación interrelacionadas y complementarias, en zonas con 
disponibilidad de servicios básicos (energía, telecomunicaciones, agua y 
saneamiento, entre otros) y específicos, vinculadas a las infraestructuras 
de transporte y logísticas, de modo de potenciar las ventajas y favorecer 
su desarrollo; 


c) identificar y delimitar áreas de uso preferente para industrias no 
compatibles con el tejido residencial y para áreas de actividades 
productivas, de servicios y de investigación, previendo espacio para su 
ampliación y estableciendo medidas de protección que eviten la 
expansión urbana-residencial en dichas áreas; 


d) promover la localización de la actividad industrial en parques industriales. 


Artículo 25. (Energías renovables). Se jerarquizará el aprovechamiento 
de energías renovables en suelo categoría urbana y suelo categoría 
suburbana, mediante generación eléctrica en pequeña y mediana escala y 
aprovechamiento térmico, entre otras. 


Artículo 26. (Equipamientos, Infraestructuras y Servicios públicos). 
Los instrumentos de ordenamiento territorial deberán facilitar la localización 
de infraestructuras, servicios y equipamientos públicos en suelo categoría 
urbana y suburbana, que permitan la universalidad de acceso. 


Artículo 27. (Usos logísticos). Los instrumentos de ordenamiento 
territorial deberán definir la localización de usos y servicios logísticos en 
suelo categoría urbana y suburbana, en áreas de uso preferente, que 
prevean los usos complementarios, orientadas a conciliar la sustentabilidad 
ambiental, económica y social. Para ello: 
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a) delimitarán aquellas áreas de uso preferente que estarán vinculadas a la 
infraestructura vial (red primaria) y ferroviaria, las que deberán disponer 
de servicios, básicos y específicos y posibilidades para su expansión; 


b) delimitarán cuando corresponda, el área de interfase ciudad-puerto, 
donde la localización de actividades logísticas y de transporte deberá ser 
compatible con otros usos urbanos, contando con los equipamientos 
necesarios que permitan su buen funcionamiento. 


Sección 111 


De los criterios, lineamientos y orientaciones generales 
para el suelo rural 


Artículo 28. (Desarrollo rural, agropecuario y no-agropecuario). Sin 
perjuicio de las disposiciones especificas en la materia, los organismos 
nacionales de acuerdo con sus cometidos y competencias, definirán en forma 
coordinada las políticas sectoriales en suelo rural, delimitando a través de la 
reglamentación de la presente ley, las áreas de uso preferente y los 
lineamientos para su ocupación y uso de conformidad con las disposiciones 
aquí contenidas. A tales efectos, en el marco del Comité Nacional de 
Ordenamiento Territorial se definirán los Programas Nacionales en la 
materia, de conformidad con lo establecido por el artículo 11 de la Ley NO 
18.308, de 18 de junio de 2008, 


Artículo 29. (Uso productivo agropecuario sustentable). Se establecen 
como lineamientos para el uso productivo agropecuario, en suelo categoría 
rural, los siguientes: 


a) planificar el uso del suelo y del agua con la finalidad de favorecer su 
sustentabilidad y la equidad en el uso de los recursos naturales, según lo 
establecido por las leyes NO 15.239 de 23 de diciembre de 1981 y 18.564 
de 11 de setiembre de 2009 y sus decretos reglamentarios; 


b) promover el uso eficiente y acceso al agua con fines de riego mediante la 
regulación hídrica, preferentemente en base a soluciones multi-predlales 
y colectivas; 
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c) proteger la producción familiar en sus diferentes realidades socio- 
productivas localizadas en el ámbito rural; 


d) promover la coexistencia regulada entre vegetales genéticamente 
modificados y no modificados, definiendo su localización en el ámbito del 
Gabinete Nacional de Bioseguridad creado por Decreto NO 353/008, 
cuando corresponda; 


e) Establecer como áreas de uso preferente forestal aquellas que se hayan 
definido como Áreas de Prioridad Forestal en la ley 15.939 de 28 de 
diciembre de 1987 y sus decretos reglamentarios vigentes así como 
aquellas que a futuro se definan en el ámbito de dicha ley. 


Artículo 30. (Uso productivo no agropecuario). Los lineamientos para el 
uso no agropecuario en suelo categoría rural, son los siguientes: 


a) promover el uso de las energías autóctonas, especialmente las renovables 
y la generación de energías con mínimo impacto ambiental. A tales 
efectos se deberá promover la localización ordenada de las actividades 
productivas y de las de generación de energía en áreas de uso 
preferente, considerando la compatibilidad con otras actividades; 


b) reconocer los distritos o ámbitos de prioridad minera, teniendo en cuenta 
que la geología del área posea condiciones favorables para el desarrollo 
de la minería. La explotación de los recursos naturales no renovables del 
subsuelo se deberá realizar racionalmente, en función de sus 
características estratégicas para el desarrollo económico local y regional 
con responsabilidad social y ambiental; 


c) reconocer y promover distritos o áreas prioritarias para obras hidráulicas 
a distintas escalas, con fines de riego u otros (como generación de 
energía) que por tener características favorables de localización, calidad 
de suelos, eficiencia hidrológica, posición topográfica resulten 
estratégicos para el desarrollo de emprendimientos productivos; 


d) integrar la imagen “Uruguay Natural”, en la concepción que se tenga 
sobre el desarrollo de las actividades productivas y turísticas. 
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e) crear espacios recreativos y turísticos que complementen e interactúen 
con otras actividades productivas locales; 


f) promover la localización ordenada de las infraestructuras, equipamientos 
y servicios públicos necesarios para garantizar la cobertura y el acceso 
universal de la población. 


Sección 1V 


Otros criterios, lineamientos y orientaciones generales 


Artículo 31. (Integración socio-territorial). Constituyen orientaciones 
generales la promoción de: 


a) la localización de los conjuntos de vivienda para la población rural en los 
centros poblados y ciudades existentes, privilegiando aquellas que operen 
como centralidades del entorno productivo, donde se deberá completar el 
equipamiento socio-comunitario; 


b) la localización con la característica de enclave suburbano de la vivienda 
rural nucieada, asociada al equipamiento existente en el ámbito rural 
(escuelas, policlínicas, entre otros) y que cuenten con posibilidades de 
conectividad, en aquellas áreas que por distancia no puedan ubicarse en 
centros poblados o ciudades preexistentes. A tales efectos los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible del 
ámbito departamental, deberán considerar en la planificación necesaria 
para ello; 


c) la dotación de servicios básicos a la población rural, el acceso adecuado al 
agua, la energía y las comunicaciones para todos los sectores sociales; 


d) la integración física de las zonas aisladas, mediante la planificación del 
transporte local y/o departamental y el abastecimiento de bienes y 
servicios; 


e) la integración de la población que vive o trabaja en las áreas rurales, 
mediante la mejora de los aspectos productivos y los servicios. 
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Artículo 32. (Disposiciones comunes para los suelos urbano, 
suburbano y rural). Los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible departamentales, previstos en la Ley NO 18.308, de 18 
de junio de 2008, en los suelos urbano, suburbano y rural deberán: 


a)delimitar los suelos de uso rural productivo y natural, en particular en los 
Planes Locales de centros urbanos y zona de influencia, adoptando las 
medidas necesarias para su protección y estableciendo otros usos que 
pudieran ser admisibles acorde a lo dispuesto por el artículo 39 de la Ley 
N” 18,308, de 18 de junio de 2008; 


b)privilegiar las actividades de bajo impacto, en las áreas de enclave 
suburbano lindero a las rurales, para proteger los usos agropecuarios 
acorde con las características productivas; 


c) establecer distancias mínimas a los centros poblados del entorno para las 
actividades productivas rurales de impacto significativo que puedan 
afectar a los mismos; 


d)promover la ubicación de los sitios de disposición final de residuos en 
suelo categoría rural, que posibiliten atender regionalmente las 
necesidades de más de un centro poblado, con la menor afectación de las 
áreas rurales contiguas a las zonas urbanas y aplicando los criterios 
establecidos por la autoridad competente; 


e)delimitar áreas de exclusión de actividades incompatibles con las 
actividades productivas y de generación de energía localizadas en áreas 
de uso preferente; 


f) delimitar áreas de protección para las infraestructuras de transmisión y 
distribución de energía, de telecomunicaciones, de transporte y logísticas 
de alcance regional y nacional. 
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CAPÍTULO V 


aspecia 


Artículo 33, (Determinación). Los espacios sujetos a un régimen especial 
de protección ambiental, se determinarán, de conformidad con lo previsto en 
los regímenes y disposiciones aplicables sin perjuicio de lo que se establece 
en el artículo 34 de la presente ley. 


Artículo 34. (Áreas de protección ambiental). Los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible previstos en la Ley NO 
18.308, de 18 de junio de 2008, deberán considerar las áreas sujetas a 
regimenes especiales de protección ambiental o patrimonial, dispuestos por 
la normativa correspondiente, sin perjuicio de determinar otras, que por sus 
valores naturales o culturales así lo ameriten, a los efectos de contribuir a su 
protección. 


Artículo 35. (Uso y gestión de los recursos naturales). El 
aprovechamiento de los recursos naturales se hará a través de una gestión 
integrada y planificada, regulada y monitoreada, por las autoridades 
competentes, que aseguren su uso ambientalmente sustentable. 


CAPÍTULO VI 
Propuesta de Incentivos y sanciones 


Artículo 36. (Incentivos). El Poder Ejecutivo y los Gobiernos 
Departamentales a través de los mecanismos que correspondan, de acuerdo 
con sus cometidos y competencias, podrán establecer los incentivos 
adecuados que estimen pertinentes, a efectos de impulsar las acciones y 
determinaciones de los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible, 


Las disposiciones que otorguen incentivos deberán considerar en su 
adjudicación, el ajuste de las actuaciones proyectadas, a la normativa de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible vigente, 


Artículo 37. (Concreción de actuaciones territoriales). Los proyectos 
de inversión diseñados para concretar actuaciones previstas en los 
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instrumentos de ordenamiento territorial departamentales, podrán obtener 
incentivos, en tanto consideren la normativa de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible vigente. 


Artículo 38. (Localización de actividades productivas). Los incentivos 
para la localización de actividades productivas, solo podrán concederse 
cuando éstas se ubiquen en los perímetros o áreas de uso preferente 
definidas en los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 


sostenible. 


Artículo 39. (Sanciones). El Poder Ejecutivo y los Gobiernos 
Departamentales sin perjuicio de las disposiciones contenidas en el inciso 20 
del artículo 71 de la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008, revocarán los 
incentivos otorgados, cuando se constaten incumplimientos al fin perseguido 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 36 de la presente ley. 


CAPÍTULO VII 
Fortalecimiento institucional 


Artículo 40. (Fortalecimiento institucional). Los organismos nacionales 
y departamentales promoverán la instalación de sistemas, articulados e 
integrados, de información territorial que posibiliten la planificación, 
ejecución y monitoreo de las dinámicas territoriales, que colaboren en la 
definición y cuantificación de indicadores necesarios para su seguimiento que 
garanticen, la interoperabilidad en el marco de los dispuesto por el artículo 
79 de la ley NY 18. 308, de 18 de junio de 2008. 


Artículo 41. (Consejo Agropecuario Nacional y Consejos 
Agropecuarios Departamentales). El Consejo Agropecuario Nacional y los 
Consejos Agropecuarios Departamentales, considerarán en sus análisis y 
decisiones los criterios establecidos en la presente ley, para definir la 
localización de actividades agropecuarias en áreas de uso preferente, 
promoviendo la regulación y el uso del suelo en función de su aptitud y 
capacidad. 


Artículo 42. (Comisión Sectorial de Descentralización). La Comisión 
Sectorial de Descentralización deberá considerar en los procedimientos y 
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criterios para la toma de decisiones, en relación a proyectos e inversiones 
en los departamentos, las disposiciones contenidas en los instrumentos de 
ordenamiento territorial vigentes, promoviendo la localización de aquellos 
que concilien con las finalidades del ordenamiento territorial, dispuesto en el 
artículo 30 de la Ley 18. 308, de 18 de junio de 2008. 


Artículo 43. (Coordinación de sistemas de descentralización). El 
Poder Ejecutivo, a través de Oficina de Planeamiento y Presupuesto deberá 
coordinar los sistemas de descentralización institucionalizados, para impulsar 
una gestión planificada e integrada de las políticas sociales y productivas en 


el territorio. 


Artículo 44. (Participación de los municipios). En los procesos de 
elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible departamentales y regionales, se comunicará preceptivamente a 
los municipios involucrados del avance dispuesto en el artículo 24 de la ley 
NO 18, 308, de 18 de junio de 2008. 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 


COMISIÓN DE VIVIENDA, TERRITORIO 
Y MEDIO AMBIENTE 


INFORME EN MAYORÍA 


Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 
pone a consideración del Cuerpo el proyecto de ley sobre Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, previstas como instrumento de 
planificación territorial en el Título 11! de la Ley N” 18,308, de 18 de junio de 2008. 


El principal objetivo de las Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible es la promoción del desarrollo social y 
económico en todas sus dimensiones, pero de forma responsable con los recursos 
naturales, de forma tal que se garantice el disfrute de éstos a las futuras generaciones. 


Las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible son un instrumento de planificación territorial de forma 
transversal y a escala nacional. Procuran generar cambios en la manera de captar y 
concebir el territorio, e intentan promover una perspectiva integral y democrática; intentan 
ir más allá de las concepciones territoriales urbano - centralistas. Son expresión de una 
realidad material en relación a los habitantes, los cuales se unen y apropian del lugar 
físico, estableciendo así relaciones políticas, sociales y económicas que se vinculan a 
través del territorio, 


Capítulo | - Disposiciones generales, Descripción, alcance y obligatoriedad, 


En el artículo 1? se hace referencia a cumplir con lo previsto en el Título III de la Ley 
N* 18,308, de 18 de junio de 2008. El artículo 2” indica el alcance , siendo éste todo el 
territorio nacional, y todas las zonas donde ”..la República ejerce su soberania y 
jurisdicción." El artículo 3% establece que todas las disposiciones son de carácter 
vinculante para toda la institucionalidad que tenga competencia sobre territorialidad. 


Capitulo Il - Bases y objetivos estratégicos nacionales. 


En el artículo 4” se explicitan las bases del ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible, en referencia a los artículos 3% y 5” de la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 
2008. El uso del territorio para una mejor calidad de vida de la población en acuerdo a un 
uso del ambiente en forma sustentable y democrática; realizar : ".el ejercicio del 
ordenamiento territorial como función pública...”. El articulo 5* refiere a los Objetivos 
Estratégicos Integrales, tales como regular la localización de las actividades económicas, 
coordinar las inversiones públicas definiendo la ubicación, además de orientar la inversión 
privada, potenciar la ubicación estratégica de nuestro país como centro logístico regional, 
favorecer la interacción social del territorio, proteger la biodiversidad y los recursos 
naturales, estimulando la producción responsable y sustentable. 
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El artículo 6* refiere a los Objetivos Estratégicos Sectoriales. Es decir: promover el 
desarrollo de la actividad primaria, el desarrollo de la actividad industrial, regular la 
localización de emprendimientos en áreas de uso preferente, Se busca desarrollar la 
infraestructura del transporte para lograr una mayor y más ágil conectividad transversal; 
promover la diversificación energética atendiendo a las compatibilidades productivas y 
culturales; potenciar la actividad turística coordinando el uso responsable de los recursos 
naturales y culturales. 


En el artículo 7* se define lo que es un área de uso preferente, sobre el entendido 
que son las que poseen las: "aptitudes, capacidades y valor estratégico para localizar 
preferentemente una actividad.” 


Capitulo 11! - Estructura y actuaciones territoriales estratégicas. 


En el artículo 8” se define la estructura territorial como: "el sistema urbano, la 
estructura vial, los grandes equipamientos y los principales usos del suelo a escala 
nacional”. En el artículo 9” se definen las actuaciones territoriales sobre la estructura 
definida en el artículo anterior, 


En el artículo 10, los instrumentos de ordenamiento territorial, tanto en el ámbito 
nacional como regional, deben identificar acciones que fomenten la integración 
geográfica, asi como buscar la inserción en el contexto regional, 


Según el artículo 11, las organizaciones responsables de la protección de los 
derechos humanos, deberán orientar sus políticas sectoriales hacia el desarrollo integral 
con vocación descentralizadora, definir una estructura vial de jerarquía que vincule las 
principales rutas y nodos (aeropuertos y puertos), etc. 

En el artículo 12 se especifica la orientación que las actuaciones territoriales deben 
tener: fomentar la creación de subsistemas urbanos en todo el territorio, precisar las áreas 
de uso preferente para las actividades en acuerdo a los lineamientos generales 
dispuestos en el Capítulo IV del proyecto. 


Capítulo IV - Criterios, lineamientos y orientaciones generales para instrumentos de 
ordenamiento territorial, políticas sectoriales y proyectos de inversión pública con 
incidencia territorial. 


Sección 1. Disposiciones Generales. 


El artículo 13 enuncia que todos los proyectos de inversión pública que tengan 
influencia sobre lo territorial, así como todas las políticas sectoriales, están sujetas a los 
lineamientos del Capítulo IV del presente proyecto. 


El artículo 14 explica que los instrumentos desarrollados por los Gobiernos 
Departamentales deberán ajustarse a los lineamientos y generalidades dispuestos en este 
proyecto, también en el artículo 15; en relación a los instrumentos de ordenamiento 
territorial que se hayan aprobado antes de la Ley N” 18,308, de 18 de junio de 2008, 
deberán actualizarse según el presente proyecto. 
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En el articulo 16, en relación a los Proyectos de Inversión, se establece como 
prioridad aquellos que promuevan el desarrollo de forma responsable y sustentable en 
acuerdo con el medio ambiente. En el articulo 17 se explicita que debe darse mayor 
prioridad a los instrumentos con mayor nivel de articulación y de complementación 
nacional e interdepartamental. En el articulo 18 se aclara que ninguna disposición de la 
presente ley derogará ninguna norma de protección al medio ambiente. 


Sección Il. De los criterios, lineamiantos y orientaciones para el suelo urbano y 
suburbano. 


Según el artículo 19, los instrumentos de ordenamiento promoverán la formación de 
tejidos sociales heterogéneos, en una constante búsqueda de políticas de rehabilitación y 
revitalización de hábitat, en todas las áreas tanto periféricas como urbanas, desde lo 
arquitectónico a lo social. El artículo 20 establece que se deberán delimitar las áreas 
mencionadas en el artículo anterior con la finalidad de recalificar centralidades urbanas, 
así como orientar sobre las adquisiciones de terrenos e inmuebles, entre otros. En 
relación a los instrumentos territoriales departamentales, en el artículo 21 se establece 
que estos deberán: promover la diversidad tipo-morfológica, además del diseño incluyente 
del tejido residencial: según las densidades deberán diseñar espacios públicos y 
equipamientos comunitarios. 


Se establece en el artículo 22 que los instrumentos departamentales deberán tener 
presente el manejo de aguas pluviales, además de quedar prohibida la urbanización en 
áreas contaminadas y en las zonas calificadas como inundables. En el artículo 23 se 
busca promover sistemas de conectividad acordes a la dinámica urbana. El artículo 24 
define los criterios para la ubicación de actividades industriales. Tener en cuenta la 
potencialidad estratégica de la ubicación en función de la cadena productiva y de valor; 
tener presente la interrelación de las actividades productivas, además de los servicios 
básicos para su funcionamiento. 


En el artículo 25 se jerarquiza el uso de energías renovables en los suelos categoría 
urbana y suburbana. Los instrumentos de ordenamiento deberán, según el artículo 26, 
facilitar la ubicación de infraestructuras y equipamientos públicos, así como también 
servicios, en los suelos urbanos y suburbanos de forma que se garantice la universalidad 
de acceso. También deben delimitar la Ubicación de los servicios logísticos 
(Infraestructura Vial - Red Primaria e Interfase: Ciudad - Puerto) en relación a las áreas de 
uso preferente a las cuales estarán vinculados, según el artículo 27. 


Sección III, De los criterios, lineamientos y orientaciones generales para el suelo 
rural. 


En el artículo 28 se establecen lineamientos para el uso productivo en categoría 
rural: se deberá planificar el uso de suelo y agua en pos de la sustentabilidad y equidad 
en el acceso y uso de los recursos. Buscar el uso eficiente del agua, en base a soluciones 
multi-prediales. Se establecen zonas libres de laboreo en el articulo 29, las cuales son 
una "franja contigua a la margen de los espejos de agua y cursos de agua", comúnmente 
denominadas "zonas buffer”. 
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El artículo 30 da lineamientos al uso productivo no agropecuario en suelo rural; éstos 
son: promoción del uso de energías renovables; reconocimiento de los lugares de posible 
prioridad minera e hidráulica; integración de la imagen "Uruguay Natural”. 


Sección IV. Otros criterios, lineamientos y orientaciones generales. 


En relación a la integración socio - territorial, en el artículo 31 se establecen las 
orientaciones generales que se deberán promocionar; la localización de la vivienda rural 
nucleada en conexión al equipamiento existente, que tenga conectividad. Servicios 
básicos a la población rural, agua y energía, integración fisica de todas las zonas. Buscar 
la integración y mejora de la calidad de vida de las poblaciones y trabajadores de las 
zonas rurales, mediante la mejora de la producción y servicios. 


En el artículo 32 se ubican las disposiciones que los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible deberán cumplir sobre los suelos categorías urbano, 
suburbano y rural: a) delimitar los suelos de uso rural productivo y natural, adoptando las 
medidas necesarias para la protección de éstos; b) privilegiar las actividades de bajo 
impacto en los enclaves suburbanos linderos a los rurales, así como proteger los usos 
agropecuarios; c) estipular las distancias entre los centros poblados y las actividades de 
impacto significativo; d) delimitar áreas de protección para la logística (transporte, 
telecomunicaciones, energía); e) establecer las áreas de exclusión e incompatibilidad 
productiva. 


Capítulo V - Espacios sujetos a régimen especial de protección ambiental 


Estos espacios, según el artículo 33, se determinarán en conformidad con el artículo 
34 del proyecto. Las Áreas de Protección Ambiental serán consideradas por los 
instrumentos de ordenamiento como tales, según lo dispuesto por la normativa, sin 
perjuicio de determinar otras dado el valor patrimonial, cultural o ambiental que tengan. En 
el artículo 35 se establece que la gestión y uso de los recursos se realizará desde una 
gestión integrada, de forma que se pueda asegurar un uso adecuado y sustentable, 


Capítulo Vi - Propuesta de incentivos y sanciones. 


En el artículo 35 se establece que los incentivos, sean desde el Poder Ejecutivo o de 
los Gobiemos Departamentales, tendrán sus características según los cometidos y 
competencias de cada quien. Serán incentivos que busquen promover las acciones y 
determinaciones de los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 
También, según el artículo 37, los proyectos de inversión, al concretar especificaciones 
previstas en los instrumentos de ordenamiento territorial departamentales, podrían 
obtener incentivos, siempre que consideren la normativa de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible vigente. Se podrán conceder incentivos para la localización de las 
actividades productivas, según el artículo 38, si éstas se ubicaran en las áreas definidas 
como de uso preferente. En el artículo 39 (Sanciones), tanto el Poder Ejecutivo como los 
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Gobiernos Departamentales podrán revocar los incentivos si se constatan incumplimientos 
a lo establecido en el artículo 36 del proyecto. 


Capítulo VI! - Fortalecimiento institucional. 


El articulo 40 prevé que los organismos nacionales y departamentales promuevan la 
instalación de la logística (instalación de sistemas, monitoreo, cuantificación de 
indicadores, etc) que permita y garantice la interoperabilidad en el marco del artículo 79 
de la Ley N* 18,308, de 18 de junio de 2008. El artículo 41 trata del Consejo Agropecuario 
y de los Consejos Agropecuarios Departamentales, los cuales considerarán en sus 
análisis los criterios del presente proyecto para la definición de las localizaciones de las 
actividades productivas. 

En el artículo 42 se establece que la Comisión Sectorial de Descentralización, debe 
tener presente en los procedimientos y criterios para la toma de decisiones, la relación 
entre los proyectos y las disposiciones que emergen de los Instrumentos de ordenamiento 
territorial. Según el artículo 43, el Poder Ejecutivo, desde la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, coordinará los sistemas de descentralización para obtener una gestión 
integrada y planificada. Se prevé, en el artículo 44, la participación de los Municipios en la 
elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible: "se 
comunicará preceptivamente a los municipios involucrados”, 


Por todo lo expuesto, vuestra Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 
aconseja al Cuerpo la aprobación del siguiente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 17 de agosto de 2016 


SUSANA PEREYRA 
MIEMBRO INFORMANTE 
CARLOS CACHÓN 
ZULIMAR FERREIRA 
DARÍO PÉREZ BRITO 
JOSÉ YURRAMENDI, CON SALVEDADES 
QUE EXPONDRÁ EN SALA 
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COMISIÓN DE VIVIENDA, TERRITORIO 
Y MEDIO AMBIENTE 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 

La Comisión ha analizado el proyecto de ley "Directrices 
Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible" (Repartido 87, de abril de 
2015, Carpeta N* 2326 de 2013) remitido por el Poder Ejecutivo. En atención a las 
consideraciones que a continuación se exponen, el Partido Asamblea Popular rechaza en 
forma general el presente proyecto. 


Valoración general 


Todo instrumento de planificación referente al so del territorio tiene una 
intencionalidad, es la expresión de un proyecto de país determinado, una visión 
estratégica. Del proyecto de directrices original llegado del Poder Ejecutivo (PE) surgen 
dos elementos fundamentales: posicionar a Uruguay como centro logístico regional y 
transferir las potestades de los Gobiernos Departamentales de decidir sobre el uso del 
suelo rural al Gobierno Central, que lo podrá hacer a través de Programas Nacionales de 
Ordenamiento Territorial, es decir, se pretende que el PE, por decreto, pueda decidir 
sobre el uso del suelo rural, 


Se trata entonces de asumir el rol que los paises centrales, principalmente el 
imperialismo norteamericano, adjudica a nuestro país. Este proyecto de ley es un jalón 
más en la transformación de Uruguay en un país de servicios y de agronegocio; en 
definitiva, un país al servicio de las corporaciones multinacionales. 


Antecedentes 


Ley N* 18.308 Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


La Ley N* 18.308 del año 2008 es el antecedente más directo del presente proyecto 
que como instrumento más general de ordenamiento territorial preveía y daba marco 
jurídico al desarrollo de nuevos instrumentos, entre otros, a estas Directrices. 


El artículo 8? en su literal a) define los instrumentos del ámbito nacional: las 
Directrices Nacionales y los Programas Nacionales. 


"Artículo 8*. (Tipos de instrumentos).- La planificación y éjecución se ejercerá a 
través de los siguientes instrumentos de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible: 


A) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas Nacionales. 


B) En el ámbito regional: Estrategias Regionales. 
C) En el ámbito departamental: Directrices Departamentales, Ordenanzas 
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Departamentales, Planes Locales. 
D) En el ámbito interdepartamental: Planes Interdepartamentales. 
E) Instrumentos especiales. 


En la elaboración de los diferentes insttumentos se observarán los principios de 
información, participación, cooperación y coordinación entre las entidades públicas, sin 
perjuicio del respeto de la competencia atribuida a cada una de ellas, 


Los instrumentos de planificación territorial referidos son complementarios y no 
excluyentes de otros planes y demás instrumentos destinados a la regulación de 
actividades con incidencia en el territorio dispuestos en la legislación específica 
correspondiente, excepto los que la presente ley anula, modifica o sustituye." 


El artículo 9? de la Ley N* 18.308 define el objeto de las Directrices y establece su 
contenido. Las mismas deben contener las bases y principales objetivos estratégicos 
nacionales; la definición básica de la estructura territorial y la identificación de actuaciones 
estratégicas, es decir, deben contener el mapeo de la estructura territorial y las obras 
previstas que por su dimensión sean de carácter estratégico; las orientaciones para los 
demás instrumentos, el mapeo de los espacios sujetos a régimen especial; la propuesta 
de incentivos y sanciones a aplicar, es decir, el PE debía enviar la propuesta ya elaborada 
al parlamento, todo esto con fines de poder ser discutido por los legisladores, la academia 
y la sociedad en su conjunto ya que se trata de decisiones estratégicas en relación a la 
construcción de un modelo de país. 

"Artículo $*. (Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituyen el instrumento general de la política pública en la materia y tendrán 
por objeto: 

A) El establecimiento de las bases y principales objetivos estratégicos nacionales en 
la materia. 

B) La definición básica de la estructura territorial y la identificación de las 
actuaciones territoriales estratégicas. 

C) La formulación de criterios, lineamientos y orientaciones generales para los 
demás instrumentos de ordenamiento territorial, para las políticas sectoriales con 
incidencia territorial y para los proyectos de inversión pública con impacto en el territorio 
nacional. 

D) La determinación de los espacios sujetos a un régimen especial de protección del 
medio ambiente y sus áreas adyacentes y las modalidades de aprovechamiento, uso y 
gestión de los recursos naturales. 

E) La propuesta de los incentivos y sanciones a aplicar por los organismos 
correspondientes que contribuyan a la concreción de los planes. 

F) La proposición de medidas de fortalecimiento institucional y el apoyo a la 
coordinación y cooperación para la gestión planificada del territorio", 

Como veremos, el presente proyecto no tiene los contenidos mínimos exigidos por la 
Ley N* 18.308, no mapea la estructura territorial, no identifica las obras estratégicas y no 
contiene la propuesta de estímulos y sanciones. 


El siguiente artículo, el 10 establece el procedimiento de elaboración de las 
Directrices. 
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"Artículo 10, (Elaboración y aprobación de las Directrices Nacionales).- El Poder 
Ejecutivo elaborará y someterá las Directrices Nacionales al Poder Legislativo para su 
aprobación, sin perjuicio de la iniciativa legislativa que a éste corresponde. 


En el proceso de elaboración de las Directrices Nacionales se fomentará la 
participación directa de las entidades públicas con competencia relevante en la materia y 
de los Gobiernos Departamentales”. 


Queremos destacar que la participación de los Gobiernos Departamentales en el 
proceso de elaboración, que debía ser directa, se limitó a la presencia de la mesa del 
Congreso de Intendentes en la Comisión de Vivienda de la Cámara de Representantes, 
sin postura institucional, en la que los Intendentes Botana (Cerro Largo PN), Osorio 
(Rivera PC) y Pereira (Rocha FA) manifestaron sus opiniones personales. 


El artículo 11 establece el objetivo fundamental de los Programas Nacionales como 
instrumentos del ámbito nacional que se limitaría a establecer las bases y acciones para 
la coordinación entre las entidades públicas. 


"Artículo 11. (Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible los instrumentos cuyo objetivo fundamental será establecer las bases 
estratégicas y las acciones para la coordinación y cooperación entre las instituciones 
públicas en ámbitos territoriales concretos o en el marco de sectores específicos de 
interés territorial nacional". 


Veremos más adelante en qué se transforman los Programas con el presente 
proyecto de Directrices desbordando ampliamente su objeto, 


Muy importante tener presente en todo momento de la discusión del presente 
proyecto el articulo 14 de la Ley del 2008 que establece las competencias de los 
Gobiernos Departamentales. 


"Articulo 14. (Competencias departamentales de ordenamiento territorial).- Los 
Gobiernos Departamentales tendrán la competencia para categorizar el suelo, así como 
para establecer y aplicar regulaciones territoriales sobre usos, fraccionamientos, 
urbanización, edificación, demolición, conservación, protección del suelo y policia 
territorial, en todo el territorio departamental mediante la elaboración, aprobación e 
implementación de los instrumentos establecidos por esta ley, en el marco de la 
legislación aplicable". 

Por lo tanto, es competencia de los Gobiernos Departamentales categorizar el suelo, 
regular su uso y de policía territorial; con previa solicitud de informe al MVOTMA sobre la 
correspondencia con otros instrumentos como se establece más adelante en la misma ley. 


Dentro de los antecedentes al presente proyecto merece un capítulo aparte lo 
relacionado a la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) artículo 47 de la Ley N” 18,308 
del 2008 que fuera derogado por la ley de presupuesto de diciembre de 2015, 


"Artículo 47. (Garantía de sostenibilidad, Procedimiento ambiental de los 
instrumentos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial establecerán una regulación 
ambientalmente sustentable, asumiendo como objetivo prioritario la conservación del 
ambiente, comprendiendo los recursos naturales y la biodiversidad, adoptando soluciones 
que garanticen la sostenibilidad, 


Los Instrumentos de Ordenamiento Territorial deberán contar con una Evaluación 
Ambiental Estratégica aprobada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 


232-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de agosto de 2017 


Medio Ambiente (MVOTMA) a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente en la 
forma que establezca la reglamentación. 


Los Instrumentos Especiales que tengan por objeto una superficie de terrenos 
superior a 10 (diez) hectáreas requerirán Autorización Ambiental Previa, sin perjuicio de la 
legislación vigente. 


Estos procedimientos ambientales se integrarán en la elaboración del 
correspondiente instrumento", 

La EAE no debe ser confundida con la evaluación de impacto ambiental requerida 
para un proyecto concreto sino que es una evaluación estratégica de un instrumento de 
ordenamiento territorial y necesariamente supone discusión en términos estratégicos; si 
sigo un modelo tal tendré determinado impacto y si sigo otro modelo tal tendré este otro 
impacto. 


La EAE del presente Instrumento de Directrices supone entonces una discusión 
estratégica de por lo menos dos proyectos de país. Supondría la EAE del modelo de país 
logístico y del agronegocio exportador al servicio de las multinacionales con otro como 
puede ser un país productivo, productor de alimentos sanos y de calidad, agroindustrial, 
hacia la soberanía alimentaria, política y económica. 


No nos resulta extraño que esta discusión se pretenda evitar cuando ni siquiera se 
concibe la posibilidad de otro modelo que no sea el modelo neoliberal impuesto por el 
imperialismo dentro del cual se nos adjudica brindar servicios logísticos, la más de las 
veces poco o nada rentables, a las multinacionales que vienen por las materias primas y 
los mercados. 


Por último, la ley general de ordenamiento territorial de 2008 preveía un mecanismo 
de solución de divergencias entre los ámbitos departamentales, regionales y nacionales 
en caso que los hubiere ya que establece la concurrencia entre estos ámbitos. 


"Artículo 80. (Solución de divergencias).- Las instituciones públicas, ante 
divergencias sobre criterios de ordenamiento, en zonas concretas o asuntos sectoriales, 
podrán iniciar procesos de negociación o mediación de conflictos, de forma voluntaria y de 
común acuerdo. A estos efectos podrán requerir la colaboración de la Dirección Nacional 
de Ordenamiento Territorial. 


En caso de que una de las partes o ambas, no acuerden con el resultado de la 
conciliación o resultare infructuosa ésta, serán resueltas por el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. El proceso no tendrá efecto suspensivo, salvo que medie resolución 
expresa fundada del Tribunal al efecto”. 


El espíritu de la Ley N” 18.308, es entonces, en relación al ordenamiento del 
territorio, de descentralización hacia competencias departamentales y locales y de 
participación en audiencias públicas aunque nosotros seamos críticos con participaciones 
no vinculantes. 

El presente proyecto de directrices cambia dicha lógica y vira hacia una 
antidemocrática y de discrecionalidad del Poder Ejecutivo, trasfiiendo competencias tanto 
del Poder Legislativo (PL) hacia el PE como de los Gobiernos Departamentales al PE. 

Mencionaremos sumariamente otros antecedentes importantes pero que su 
desarrollo exceden los cometidos del presente informe. 
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Las Directrices Departamentales han avanzado orientadas a la protección de la 
producción familiar y de alimentos y vienen limitando al modelo forestal, principalmente las 
directrices de Canelones y San José. 


Los departamentos de Tacuarembó, Lavalleja y Paysandú se han declarado libres 
de Megaminería y/o Fracking. 


En Montevideo sé dio el hecho con un emprendimiento minero en que el TCA 
declaró la concurrencia del gobierno nacional con el departamental y la actividad minera 
no pudo desarrollarse. 


Contenido del proyecto de Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible original 


El presente proyecto se presenta como un instrumento de planificación del territorio. 
Debemos decir que no nos oponemos sino que por el contrario entendemos 
absolutamente necesaria la planificación en relación a esta temática pero lo que se 
presenta como un instrumento de ordenamiento territorial es en realidad su antítesis. 


Como ya mencionamos más arriba hay algún elemento de planificación en cuanto a 
establecer a la zona metropolitana y principalmente a la zona del puerto de Montevideo 
como polo logístico. 


El verdadero contenido del presente proyecto es: 


» Establecer la obligatoriedad (Artículo 3% de los instrumentos nacionales de 
ordenamiento territorial para todas las instituciones públicas. Este término "instituciones 
públicas" es jurídicamente impreciso. ¿Se pretende incluir a los Gobiernos 
Departamentales sin nombrarlos? Dentro de los instrumentos nacionales se encuentran 
los Programas Nacionales. Los mismos son decretos del P.E, Por lo tanto, se pasa de un 
espiritu descentralizador a uno concentrador en manos del PE y se pone seriamente en 
riesgo la autonomía departamental. 


» Transferir competencias del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo. Este proyecto 
debía contener una propuesta de definición y delimitación de la estructura territorial en 
áreas de uso preferente, mapeadas, con las actuaciones estratégicas en obras y 
equipamientos como, por ejemplo, el puerto de aguas profundas o el corredor Ruta 
Nacional 1- Ruta Nacional 9 Buenos Aires - Chuy. Su aprobación es competencia del PL. 
De igual forma pasa con la propuesta de estímulos y sanciones fiscales. El artículo 28, del 
proyecto original enviado del ejecutivo, transfiere las competencias del PL al PE que 
identificará y delimitará las áreas de uso preferente por decreto a través de los Programas 
Nacionales. Se argumentará que es debido a la generalidad que debe tener la ley. En 
realidad la ley general es la Ley N” 18.308 y la Ley de Directrices debe ser general en su 
alcance pero específica geográficamente y su objeto principal debe ser, justamente, el 
mapeo del proyecto estratégico de país propuesto. De esta manera se posibilitaria la 
amplia discusión democrática del modelo estratégico propuesto por el Gobierno. Por estos 
argumentos es que caracterizamos al presente proyecto de antidemocrático, El arquitecto 
Pablo Ligrone hace constar en la versión taquigráfica del 9 de abril de 2014 que la Ley 
N* 18,308 es inespecífica, es decir, que es para todo el territorio nacional estableciendo 
reglas generales para todo el territorio; pero las Directrices Nacionales deben ser 
geográficamente específicas, debe hacer propuestas concretas que puedan ser 
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discutidas; por consiguiente, contradice al artículo 9” de la Ley N* 18.308 no teniendo los 
contenidos mínimos que requiere; por ejemplo, mapear aéreas consideradas 
preferenciales, obras de infraestructura estratégica (puentes, puertos). 


De esta manera, combinando los elementos anteriores, el PE podrá definir y 
delimitar discrecionalmente un área de uso preferente en suelo rural en cualquier parte del 
país y viabilizar cualquier emprendimiento, ya se trate de fracking, megaminería, soja 
transgénica, etc. 


Omisiones del proyecto 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Ya mencionamos anteriormente la omisión del mapeo de la estructura territorial y de 
la identificación de las actuaciones estratégicas. Es así que se omite cualquier tipo de 
orientación al MTOP en cuanto a las grandes obras estratégicas. 


AGUA 


El presente proyecto no prevé mecanismo alguno de articulación entre la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial (DINOT) con la Dirección Nacional de Agua 
(DINAGUA). 


Es un elemento notoriamente muy importante que se omita todo lo actuado hasta 
hoy sobre las cuencas hídricas, que no se parta de estudios profundos con respecto al 
estado actual del agua, que se hayan omitido las evaluaciones que permitan tener una 
línea de base para el control y seguimiento del impacto que un modelo como el propuesto 
(megaminero, sojero, forestal, del agronegocio) tiene o va a tener sobre recursos 
imprescindibles como el agua o el suelo, 


Omitir el tema "AGUA", pretender obviar esta perspectiva, saca de la discusión un 
elemento urticante y cercena antidemocráticamente las posibilidades de participación de 
innumerables actores muy comprometidos con la causa ambiental. Nos animamos a 
arriesgar la opinión que se intenta evitar más oposición al presente proyecto 
presentándolo como inocuo. Según informe de la Facultad de Ciencias otorgado por la 
doctora Ana Dominguez y el doctor Marcel Achkar: "Nuevamente, en el artículo 22 se nota 
la ausencia de la referencia a la Ley N* 18,610 en lo que tiene que ver con las aguas 
pluviales y las áreas contaminadas e inundables. Hay grupos con representación de las 
instituciones y de los usuarios que están trabajando a nivel de los Consejos Regionales en 
las cuencas del río Uruguay, Santa Lucía, Laguna Merín, Río de la Plata y frente marítimo, 
concretamente en las materias vinculadas con lo establecido en el artículo 22. Sería 
necesario hacer esa articulación". 


Con respecto al agua, la decisión de carácter estralégico a tomar es en relación a su 
uso prioritario: agua para consumo humano o agua para riego. Este proyecto parece 
definirse por el agua para riego. Esta decisión es antagónica con el artículo 47 de la 
Constitución. 

"Artículo 47.- La protección del medio ambiente es de interés general. Las personas 
deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o 
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contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición y podrá 
prever sanciones para los transgresores. 


El agua es un recurso natural esencial para la vida. 


El acceso al agua potable y el acceso al saneamiento, constituyen derechos 
humanos fundamentales, 


1) La política nacional de aguas y saneamiento estará basada en: 


a) el ordenamiento del territorio, conservación y protección del Medio Ambiente y la 
restauración de la naturaleza. 


b) la gestión sustentable, solidaria con las generaciones futuras, de los recursos 
hídricos y la preservación del ciclo hidrológico que constituyen asuntos de interés general. 
Los usuarios y la sociedad civil, participarán en todas las instancias de planificación, 
gestión y control de recursos hídricos; estableciéndose las cuencas hidrográficas como 
unidades básicas. 


c) el establecimiento de prioridades para el uso del agua por regiones, cuencas o 
partes de ellas, siendo la primera prioridad el abastecimiento de agua potable a 
poblaciones. 


d) el principio por el cual la prestación del servicio de agua potable y saneamiento, 
deberá hacerse anteponiendo las razones de orden social a las de orden económico. 


Toda autorización, concesión o permiso que de cualquier manera vulnere las 
disposiciones anteriores deberá ser dejada sin efecto. 


2) Las aguas superficiales, así como las subterráneas, con excepción de las 
pluviales, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, subordinado 
al interés general, que forma parte del dominio público estatal, como dominio público 
hidráulico. 


3) El servicio público de saneamiento y el servicio público de abastecimiento de agua 
para el consumo humano serán prestados exclusiva y directamente por personas jurídicas 
estatales. 

4) La ley, por los tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, 
podrá autorizar el suministro de agua, a otro país, cuando éste se encuentre 
desabastecido y por motivos de solidaridad”. 


TIERRA 


En el área rural no se da ninguna directriz en relación al proceso de pérdida de 
unidades productivas menores de cien hectáreas que según el último dato censal 
proporcionado por la Dirección Nacional de Estadística fueron aproximadamente doce mil. 
Es un dato alarmante para cualquier país del mundo, 


El proyecto no se expresa con respecto a la concentración y extranjerización de la 
tierra, no considera poner límites a la extensión de las propiedades rurales, no se expresa 
con respecto a la tenencia de tierra en la frontera por parte de extranjeros ni a la tenencia 
de la tierra en mano de las SA. La Unidad Popular ha presentado un proyecto de ley para 
parar la concentración y la extranjerización de la tierra que alcanza al 50% (cincuenta por 
ciento) del territorio nacional productivo. ¿Qué proyecto serio de ordenamiento del 
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territorio puede evitar esta discusión? Según los doctores citados: "En el literal c) del 
artículo 29 se plantea proteger la producción familiar. Entonces, si la protección de la 
producción familiar es un objetivo del ordenamiento territorial, deberian aportarse los 
mecanismos para lograr cumplir el objetivo. Ya que la orientación de la gestión del 
territorio rural, es un mecanismo especialmente idóneo para asegurar las condiciones de 
viabilidad de la agricultura familiar. Entonces, ya que por primera vez en el pais se 
empieza a orientar el uso del suelo rural, las directrices de ordenamiento territorial deben 
avanzar sobre qué escenario queremos: si vamos hacia un escenario de gran 
concentración de la tierra, o si vamos hacia un escenario de eliminación de la población 
dispersa y concentración en áreas urbanas. Son definiciones estratégicas totalmente 
distintas que deberían estar explícitas en las directrices porque los criterios de 
ordenamiento territorial son totalmente distintos si vamos en un sentido o en el otro" 


TRANSGÉNICOS 


Con respecto a la producción agrícola el artículo 29 sostiene la coexistencia 
regulada entre organismos genéticamente modificados y orgánicos. Al respecto hay 
evidencia científica nacional, de que en la práctica no siempre es posible, como por 
ejemplo en el caso del maíz, demostrándose contaminación genética en los cultivos 
orgánicos en distancia de hasta trescientos metros. 


El uso de cultivos transgénicos está asociado al uso de agrotóxicos y químicos de 
gran impacto ambiental y a la pérdida de soberanía alimentaria ya que las semillas 
transgénicas deben ser adquiridas a las empresas trasnacionales que tienen el control de 
las patentes, tiene alto impacto en los ecosistemas, promueve el acaparamiento y 
extranjerización de la tierra y exige la importación de un paquete tecnológico que impulsa 
la intensificación agrícola con la erosión del suelo impactando sobre la sostenibilidad de 
los agro ecosistemas. 


Sesión de la Comisión de Vivienda del día 17 de agosto de 2016 


Unidad Popular retiró un sustitutivo presentado para el artículo 3% y acompañó uno 
del PN que iba en la misma dirección de quitarle el carácter vinculante sustituyendo la 
expresión "orientaciones vinculantes" por "orientaciones” y corrigiendo la terminología 
“instituciones públicas” por "Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, 
Gobiernos Departamentales y Personas Públicas no Estatales" lo cual fue rechazado por 
la Comisión aunque se logró aprobar un aditivo del PN en el intento de preservar las 
autonomías departamentales: "Las orientaciones dispuestas al amparo de la presente ley, 
en ningún caso supondrán transgredir el ámbito de las autonomías de los gobiernos 
departamentales y locales." 

La Unidad Popular propone introducir en el artículo 6* la prohibición de la pesca ae 
arrastre, el Fracking y la minería de gran porte. Después de haber sido rechazado por la 
Comisión la prohibición de la minería de gran porte y vuelto a presentar por el diputado del 
FA doctor Darío Pérez, fue aprobada por la Comisión la prohibición de la pesca de 
arrastre y el fracking lo que tendrá que ser resuelto en Cámara. 


En sucesivos artículos se intentó sustituir la palabra "deberán" por "procurarán" en el 
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mismo sentido del artículo 3? y en las ocasiones que se hace mención a los instrumentos 
del "ámbito nacional" se intentó que a continuación se agregara la frase "con excepción de 
los Programas Nacionales" para evitar la discrecionalidad del PE lo que no fue 
acompañado por la Comisión. 


Unidad Popular realizó esfuerzos por un cambio de conceptos en el articulo 11, no 
se limita a un simple cambio de terminología. En el proyecto enviado por el ejecutivo se 
consideraban a la Educación y la Salud como servicios, esto quiere decir, como 
mercancías del sector económico nacional considerado servicios. La propuesta fue que 
este articulo y, por lo tanto, la ley de Directrices, consideren a la Educación y a la Salud 
como D.D.H.H. La propuesta fue afirmativa en la Comisión. 


El artículo 21 fue mejorado. Proponia que en todo el país se desestimulara la 
expansión urbana. Por un lado no se demostró que en todos los centros urbanos del país 
sea necesario desestimular la expansión, cosa que es muy poco probable, y por otro nos 
preocupaba mucho que la limitación legal a la expansión presionara al alza los precios de 
las tierras aptas para viviendas. 


El artículo 28 del proyecto original fue eliminado por la Comisión. Éste le da 
competencias al PE a decretar los usos del suelo rural violando las autonomías 
departamentales y sus competencias establecidas en la Ley N” 18,308. Se intentará 
introducirlo nuevamente en Cámara. Como ya explicamos, el artículo al que hacemos 
referencia le otorga discrecionalidad al PE para decretar, a través de definir áreas de uso 
preferente, los usos del suelo rural. Entendemos dicha discrecionalidad por lo menos 
peligrosa. Podrán, si se quiere, aumentar las tierras de prioridad forestal, se podrá 
decretar distritos mineros o áreas de fracking, por ejemplo, en las zonas que han sido 
concesionadas a la empresa Schuebach Energy. 


El artículo 29 promueve la coexistencia pacífica de los transgénicos con la 
producción orgánica lo que se ha demostrado que no en todos los casos es posible como 
el caso del maíz y que tiene relación directa con el agronegocio, la pérdida de soberanía 
alimentaria, los agroquímicos y la eutrofización de las aguas. 

En el mismo artículo establece declarar de uso preferente forestal las tierras de 
prioridad forestal en el marco de la ley forestal y todas aquellas que así se consideren en 
adelante. Toda una promesa para el sector forestal que se veía amenazado por las 
directrices departamentales y que en adelante por el articulo 15 del presente proyecto, se 
establece su retroactividad por lo cual los departamentos deberán aceptar el avance del 
modelo, 

Por último, Unidad Popular propuso prohibir los megabasureros en el articulo 32, la 
prohibición de importar residuos nucleares o químicos. Lamentablemente fue rechazado. 


Sala de la Comisión, 17 de agosto de 2016 


CARLOS HUGO PÉREZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
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COMISIÓN DE VIVIENDA, TERRITORIO 
Y MEDIO AMBIENTE 


INFORME EN MINORÍA 


Señores Representantes: 


La iniciativa remitida por el Poder Ejecutivo lamentablemente 
presenta un cúmulo de irregularidades que a lo largo del proceso de discusión han sido 
puestas de manifiesto por la academia y especialistas de diferentes ramas. 


Dichas irregularidades determinan que aconsejemos a la 
Cámara de Representantes su no aprobación, en mérito a las siguientes consideraciones 
que paso a exponer. 


Desde un inicio, el proyecto de ley parte de una premisa errónea 
pretendiendo dar cumplimiento al arlículo 9* de la Ley N” 18,308, de 18 de junio de 2008, 
denominando la iniciativa como "Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial”, 
cuando en los hechos la descripción contenida en el documento, al decir del propio doctor 
arquitecto Pablo Ligrone "no corresponde en los tipos ni en los contenidos concretos” para 
las Directrices, "repitiendo inútilmente contenidos de la legislación nacional vigente". 


La falta de rigurosidad técnica, y la carencia de documentos 
analíticos, permite concluir que se ha perdido una oportunidad histórica de dotar al marco 
jurídico nacional de una herramienta legislativa que efectivamente definiera Ja 
planificación territorial conforme el marco previsto en la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 
2008. 


El proyecto aprobado en mayoría por la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente, de ser acompañado por el Plenario, supondrá sancionar una 
iniciativa que no sólo carece de todos los elementos esenciales para considerarse una 
planificación, sino que además se contrapone directamente con los principios que dan 
base a la autonomía departamental. Estos aspectos, entre otros, determinaron que el 
profesor doctor Daniel Hugo Martins sostuviera desde el inicio su inconstitucionalidad, 
reafirmando que el proyecto se contrapone a la propia Ley de Ordenamiento. Dentro del 
cúmulo de observaciones, ha sido un aspecto recurrente la crítica a la estipulación 
vinculante que la iniciativa contiene en su artículo 3”, El Poder Ejecutivo, ha remitido una 
iniciativa con orientaciones de carácter vinculante, cuando en realidad esto supone en sí 
misma una contradicción con el propio nomen iuris de la ley, ya que si el proyecto 
pretende establecer directrices, estas deberían ser no vinculantes. 


En la discusión en Comisión, supeditamos nuestro voto a que 
estas disposiciones no tuvieran esa vinculación preceptiva, aportando en tal sentido 
redacciones tentativas con el fin de enriquecer la iniciativa, como lo han sido incorporar 
prohibiciones expresas en materia de la utilización de la fractura hidráulica "fracking", o 
atenuar la visión con vocación centralizadora presentada por el Poder Ejecutivo. 


Sobre este punto, en más de una oportunidad realizamos 


planteos concretos para salvar estas objeciones, de las cuales la propia delegación del 
Congreso de Intendentes se hizo eco en Comisión, por entender que la propuesta remitida 
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se presenta en forma contrapuesta a los postulados que enmarcan la autonomía 
departamental, 


Estas Directrices se han presentado como un instrumento general de la política 
pública, cuando, en realidad, paradójicamente, en un sesenta o setenta por ciento de sus 
disposiciones reiteran normas preexistentes. 


La relevancia de los aspectos expuestos, valdrian por si mismos para no acompañar 
esta iniciativa, a lo cual deberíamos agregar la consumación de un nuevo episodio de 
vaciamiento de la competencia del Poder Legislativo, que dejará en manos del Poder 
Ejecutivo la definición de aspectos sustanciales en esta materia, que conforme al régimen 
general, deberían ser regulados exclusivamente por ley. 


En este sentido y con una claridad meridiana, se ha puesto de manifiesto en la 
propia Comisión, que las disposiciones proyectadas suponen otorgarle un "cheque en 
blanco" al Gobierno Nacional, para que por medio de actos administrativos, de contenido 
a los aspectos que la ley debe regular. Lamentablemente, de aprobarse este proyecto, 
estariamos nuevamente en presencia de una especie de delegación, que en forma 
inconstitucional, culminaría por atribuirle al Poder Ejecutivo la potestad de legislar. 


En el proceso de discusión en el seno de la Comisión, por cantidad y calidad, podrá 
apreciarse sin mayores esfuerzos, que los argumentos huelgan a la hora de fundamentar 
una posición contraria a una iniciativa plagada de conceptos jurídicos indeterminados, que 
no tiene otra finalidad que dejar en manos del Gobierno de turno aspectos centrales en la 
planificación nacional, departamental y local. 


Esta iniciativa adopta una posición de supremacia respecto del régimen nacional y 
departamental, anteponiendo sus soluciones frente al marco juridico actual, provocando 
-como claramente lo señaló el profesor doctor Martins- que los Gobiemos 
Departamentales deban ajustar su legislación a las directivas nacionales, en ámbitos de 
su exclusiva competencia departamental. 

Otro aspecto que ha resultado relevado a lo largo del proceso de discusión, recae en 
una clara intención de priorizar lo capitalino, lo metropolitano y lo urbano por ante lo rural, 
afectando tangencialmente los principios rectores que han sustentado un proyecto modelo 
fincado en la idea del doctor Alberto Gallinal Heber, como lo es MEVIR, 


En síntesis y por lo expresado, no podemos acompañar un proyecto de ley carente 
de toda planificación, y aconsejamos a la Cámara su rechazo. 
Sála de la Comisión, 17 de agosto de 2016 


NICOLÁS OLIVERA 
MIEMBRO INFORMANTE 
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Disposiciones citadas 


Ley N” 15.239, 
de 23 de diciembre de 1981 


CAPITULO | 


Principios Generales 


Artículo 1*.- Declárase de Interés Nacional promover y regular el uso y la conservación 
de los suelos y de las aguas superficiales destinadas a fines agropecuarios, 


Es deber del Estado velar por prevenir y controlar la erosión y degradación de los 
suelos, las inundaciones y la sedimentación en cursos de agua y en los lagos y lagunas 
naturales y artificiales, así como detener y fijar las dunas. 


Artículo 2*.- Todas las personas tienen la obligación de colaborar con el Estado en la 
conservación, el uso y el manejo adecuado de los suelos y de las aguas. 


Los titulares de explotaciones agropecuarias, cualquiera sea su vinculación jurídica de 
los mismos con el inmueble que les sirve de asiento, o tenedores de tierras a cualquier 
título, quedan obligados a aplicar las técnicas que señale el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca para evitar la erosión y la degradación del suelo o lograr su 
recuperación y asegurar la conservación de las aguas pluviales. 


De constatarse el incumplimiento en la aplicación de las técnicas aludidas en el inciso 
anterior, erosión o degradación del suelo, esa Secretaría de Estado, a través de la 
División Servicios Jurídicos, aplicará las sanciones establecidas en la normativa vigente 
y en todos los casos será solidariamente responsable el propietario del predio 


Fuente: Artículo 1” de la Ley 18.564, de 11 de setiembre de 2009. 


CAPITULO Il 
Competencia 


Artículo 3*.- El Ministerio de Agricultura y Pesca coordinará y dirigirá todas las 
actividades tendientes a lograr un uso y manejo adecuado del suelo y del agua con fines 
agropecuarios, encomendándose a tales efectos: 


1) Realizar un programa nacional de investigación y promoción en materia de uso, 
manejo y conservación de suelos y aguas. 
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2) Realizar estudios e Investigaciones conducentes a determinar las causas 
naturales, sociales y económicas del proceso erosivo en las diferentes zonas del 
pais. 


3) Conducir investigaciones relacionadas con la clasificación de las tierras según 
su uso y manejo adecuado, los métodos más eficientes para el manejo y 
conservación de suelos y aguas, publicar los resultados de estos trabajos y difundr 
la información relacionada con los métodos más apropiados para el uso de las tierras 
y la conservación de suelos y aguas. 


4) Promover, desarrollar y coordinar programas educacionales en relación con los 
principios y prácticas de conservación de suelos y aguas, pudiendo, para esos 
efectos, realizar acuerdos con otros Ministerios, Universidad de la República, 
Universidad del Trabajo, Consejos de Enseñanza, Intendencias Municipales, Instituto 
Nacional de Colonización y demás instituciones públicas y privadas. 


5) Determinar las normas técnicas básicas que deberán aplicarse en el manejo y 
conservación de suelos y aguas y recuperación de suelos. 


6) Fiscalizar el cumplimiento de las normas técnicas básicas a que se refiere el 
numeral anterior. 


7) Programar y realizar proyectos demostrativos de manejo y conservación de 
suelos y aguas. 


8) Prohibir la realización de determinados cultivos o prácticas de manejo de suelos 
y aguas en las zonas que corresponda. 


9) Exigir la presentación de planes de uso y manejo de suelos, que determinen la 
erosión tolerable, teniendo en cuenta los suelos del predio, la secuencia de cultivos 
y prácticas de manejo, en la forma y oportunidad que determine la reglamentación. 


Fuente: Numeral 9 agregado por artículo 317 de la Ley N* 19.355. 
CAPITULO lll 


Conservación y Recuperación de Suelos 


Artículo 4”.- Los proyectos de riego o drenaje que se realicen por instituciones públicas 
o a iniciativa privada, deberán adecuarse a la aptitud de uso de las tierras afectadas y 
en el caso de proyectos de riego a la disponibilidad del recurso agua, otorgada para 
dicho fin por la autoridad competente. 


Dichos proyectos deberán incluir la siguiente información suscrita por ingeniero 
agrónomo: 


1) Estudio de suelos que comprenda carta básica y cartas interpretativas por 
capacidad de uso. 


2) Sistema de producción de las tierras afectadas. 
3) Caudal ficticio de diseño, en el caso de proyectos de riego. 
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La ejecución de estos proyectos estará supeditada a la Autorización del Ministerio de 
Agricultura y Pesca, sin perjuicio de las atribuciones que competen al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, de conformidad con el Capítulo 1! del Título V, del Código 
de Aguas. 


Artículo 5”.- Cualquier fraccionamiento de bienes inmuebles rurales deberá realizarse 
de modo que los predios independientes que resultaron, permitan el uso del suelo y 
agua de conformidad con las normas técnicas básicas a que alude el numeral 5) dal 
artículo 3? de la presente ley. 


Si como consecuencia del fraccionamiento resultaren uno o más predios menores de 
50 Hás., el ingeniero agrimensor encargado de levantar el plano deberá solicitar, 
previamente, como requisito para la inscripción, una fundamentación técnico- 
agronómica a la Oficina Agronómica Regional, la que dispondrá de un plazo de treinta 
dias hábiles para expedirse. Transcurrido plazo sin que la Oficina Agronómica Regional 
se expidiera, el ingeniero agrimensor actuante podrá inscribir el plano de 
fraccionamiento en la Dirección General del Catastro Nacional, sin otro trámite. 


Artículo 6”.- Las nuevas obras de infraestructura vial ubicadas en zonas rurales, así 
como la conservación y mantenimiento de las actuales, deberán ajustarse a lo que 
establezca la reglamentación en lo referente a los aspectos que afecten el uso y 
conservación de los recursos suelo y agua. 


Artículo 7*.- El Instituto Nacional de Colonización, en el desarrollo de sus proyectos 
deberá aplicar las normas que dicte el Ministerio de Agricultura y Pesca en cumplimiento 
de esta ley y los principios establecidos en ella, de manera que la conservación del suelo 
sea considerada al determinar el tamaño de las parcelas. Deberá establecer, además, 
en cada caso, la capacidad de uso de los suelos y las medidas de manejo y 
conservación de suelos y aguas. 


Artículo 8”.- En todos los casos de extracción de materiales para obras, una vez 
concluida la actividad extractiva, el ejecutor deberá proceder a reintegrar estas áreas al 
paisaje, bajo las condiciones que determine la reglamentación. 


Artículo 9”.- En las situaciones en que exista un grado de erosión o degradación severa 
de los suelos, deberán encararse medidas de manejo tendientes a su recuperación de 
acuerdo a lo que la reglamentación establezca. 


Artículo 10.- Las competencias que esta ley otorga al Ministerio de Agricultura y Pesca 
en cuanto al manejo, conservación y aprovechamiento de las aguas para usos 
agropecuarios, serán ejercidas sin menoscabo de las facultades que, sobre dicho 
recurso, otorga el Código de Aguas al Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
(artículo 201 de la ley 14,859, de 15 de diciembre de 1978). 


El manejo, conservación y aprovechamiento de las aguas a que se refiere la presente 
ley se limitan a las aguas pluviales para usos agropecuarios. 
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CAPITULO IV 


Sanciones 


Artículo 11.- Los titulares de explotaciones agropecuarias, cualquiera fuere la 
vinculación jurídica de los mismos con el inmueble que les sirve de asiento, o tenedores 
de tierras, a cualquier título, serán responsables del cumplimiento de las normas que 
dictará el Ministerio de Agricultura y Pesca, a través de sus organismos especializados, 
según lo establecido en los numerales 5%) y 8%) del artículo 3* de la presente ley. 


Artículo 12.- En caso de comprobarse incumplimiento en la aplicación de lo 
establecido en los numerales 5*) y 8*) del artículo 3? de la presente ley, el Ministerio de 
Agricultura y Pesca podrá aplicar, indistinta o conjuntamente y previa reglamentación, 
las siguientes sanciones: 


1) No permitir la deducción impositiva por reinversiones ni el otorgamiento de otros 
beneficios fiscales. 


2) Multa de hasta, el equivalente al doble, del impuesto de Contribución Inmobiliaria 
del o de los padrones afectados. 


CAPITULO V 
Crédito 


Artículo 13.- El Banco de la República Oriental del Uruguay, al establecer sus 
programas anuales de crédito, concederá prioridad al financiamiento de las prácticas de 
conservación recuperación de suelos y aguas. 


CAPITULO VI 
Disposiciones generales 


Artículo 14.- Derogase el Título | de la ley 13.667, de 18 de junio de 1968. 
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Ley N? 15.939, 
de 28 de diciembre de 1987 


TITULO 1 
Disposiciones generales 


2 - Decláranse de interés nacional la defensa, el mejoramiento, la ampliación, 
la creación de los recursos forestales, el desarrollo de las industrias forestales y, en 
general, de la economía forestal. 


.- La política forestal nacional será formulada y ejecutada por el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y deberá estar fundamentalmente orientada hacia el 
cumplimiento de los fines de interés nacional mencionados en el artículo anterior. 


Articulo 3”.- Las disposiciones de la presente ley regularán lo concerniente a los 
bosques, parques y terrenos forestales existentes dentro del territorio nacional. 


* -Son bosques las asociaciones vegetales en las que predomina el 
arbolado de cualquier tamaño, explotado o no, y que estén en condiciones de producir 
madera u otros productos forestales o de ejercer alguna influencia en la conservación 
del suelo, en el régimen hidrológico o en el clima, o que proporcionen abrigo u otros 
beneficios de interés nacional. 


Artículo 5*.- Son terrenos forestales aquellos que, arbolados o no: 


A) Por sus condiciones de suelo, aptitud, clima, ubicación y demás características, 
sean inadecuados para cualquier otra explotación o destino de carácter 
permanente y provechoso, 


B) Sean calificados como de prioridad forestal mediante resolución del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, en función de la aptitud forestal del suelo, o 
razones de utilidad pública. En este último caso, se comunicará a la Asamblea 
General. 


Artículo 6*.- La Dirección Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
será el órgano ejecutor de la política forestal, 


Artículo 7*.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección Forestal 
tendrá los siguientes cometidos especiales: 


A) Promover el desarrollo forestal en todas sus etapas productivas mediante 
actividades de investigación, extensión, propaganda y divulgación. 


B) Estudiar y planificar el desarrollo de la economía forestal nacional, analizar sus 
costos de producción, precios y mercados y censar los medios productivos 
silvicolas e industriales. 
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Fomentar y planificar la forestación en tierras privadas o públicas y desarrollar 
todas las actividades que, con este fin, se prevén en esta ley. 


Incrementar y mejorar la producción y distribución de plantas y semillas para 
forestación. 


Asistir a las instituciones públicas y a los particulares propietarios de bosques, en 
el manejo de formaciones naturales o artificiales y su explotación racional. 


Administrar, conservar y utilizar el Patrimonio Forestal del Estado, de acuerdo con 
las disposiciones de esta ley. 


Organizar la protección de los bosques contra enfermedades, parásitos y otras 
causas de destrucción. 


Coordinar con la Dirección Nacional de Bomberos la protección contra incendios. 


Desarrollar tareas de experimentación en el campo de la ecología forestal, la 
explotación y las industrias forestales, en coordinación con las actividades que en 
este campo desarrollen otras instituciones. 


Colaborar con la Junta Honoraria Forestal. 


Coordinar con los organismos correspondientes del Estado el contralor de la 
transferencia de dominio y el transporte de los productos forestales, que podrá 
realizarse mediante la utilización de guías de propiedad y tránsito en las 
condiciones que determine la reglamentación. 

Asimismo estará facultada para exigir la formulación de declaraciones juradas a 


quienes sean tenedores de productos forestales, en las condiciones que determine 
la reglamentación. 


Coordinar con los Gobiernos Departamentales interesados, las acciones 
conducentes a la promoción forestal en el departamento. 
TITULO Il 
BOSQUES PARTICULARES 
CAPITULO | 


Calificación y deslinde 


Artículo 8*.- Los bosques particulares se calificarán según sus fines en la siguiente 
forma: 
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A) Protectores, cuando tengan fundamentalmente el fin de conservar el suelo, el agua 
y otros recursos naturales renovables. 


B) De rendimiento, cuando tengan por fin principal la producción de materias leñosas 
o aleñosas y resullen de especial interés nacional por su ubicación o por la clase 
de madera u otros productos forestales que de ellos puedan obtenerse. 


C) Generales, cuando no tengan las características de protectores ni de rendimiento, 


La calificación de los bosques protectores y de rendimiento será hecha por la Dirección 
Forestal, a su iniciativa o por solicitud de los interesados. En este segundo caso, éstos 
deberán presentar: 


A) Un informe circunstanciado, cuando se trate de calificar un bosque ya existente. 


B) Un proyecto de forestación, cuando se trate de crear un bosque protector o de 
rendimiento. 


Artículo 9*.- La Dirección Forestal llevará los registros en que se inscribirán los 
bosques que se califiquen como protectores o de rendimiento. 


El Registro de la Propiedad Inmueble llevará asimismo, un registro público de los 
contratos de arrendamiento con destino a forestación, asi como de contratos de 
enajenación de bosques, actos declarativos, modificativos y extintivos que se inscriban, 
los que serán oponibles a terceros desde la fecha de su inscripción 


Inciso 2” agregado por artículo 77 de la Ley N* 17.555, de 18 de setiembre de 2002. 


-La Dirección Forestal determinará los procedimientos técnicos que 
habiliten para efectuar las operaciones de calificaciones de bosques, de acuerdo con 
el artículo 8”. 


Artículo 11.- La Dirección Forestal queda facultada para efectuar las inspecciones 
necesarias con el fin de asegurar el cumplimiento de la presente ley, 


CAPITULO 11 
Forestación obligatoria 


Artículo 12.- Es obligatoria la plantación de bosques protectores en aquellos terrenos 
que lo requieran para una adecuada conservación o recuperación de los recursos 
naturales renovables, sean dichos terrenos de propiedad privada o pública. La 
designación de los terrenos declarados de forestación obligatoria, se hará por el Poder 
Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, dando cuenta 
a la Asamblea General. 


Artículo 13.- La resolución mencionada en el artículo anterior determinará las 
condiciones y los plazos dentro de los cuales se ejecutará la forestación, la cual será 
amparada por todos los beneficios tributarios y de financiamiento previstos en esta ley. 
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El propietario que comprendido en la situación del artículo 12, no quiera realizar el 
trabajo, podrá optar por la venta del terreno a terceros o al Estado; en el primer caso, lo 
ofrecerá con preferencia al ocupante. Si se trata de predios arrendados o en aparceria, 
el ocupante queda obligado a permitir al propietario la ejecución de los trabajos de 
forestación. Cuando la superficie forestada sobrepase el 5% (cinco por ciento) del área 
total del predio se rebajará proporcionalmente el precio del arrendamiento, en tanto la 
superficie ocupada por el bosque no sea aprovechable para el ocupante. 


Artículo 14.- Declárase de utilidad pública la expropiación de los predios cuyos 
propietarios, vencidos los plazos a que refiere el artículo anterior, no hubieren realizado 
la plantación. En tal caso, previo cumplimiento de los requisitos establecidos por 
el artículo 32 de la Constitución, el Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca podrá expropiar total o parcialmente el predio. La 
superficie expropiada ingresará al Patrimonio Forestal del Estado. 


Artículo 15.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, mientras no se 
realicen las plantaciones o el Poder Ejecutivo no designe la totalidad o parte del 
inmueble a expropiar, vencidos los plazos referidos en el inciso primero del artículo 13, 
el propietario pagará una multa del 1%» (uno por mil) mensual sobre el valor real de la 
totalidad o de la parte expropiable del inmueble, según el caso, fijado por la Dirección 
General del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Estado. 


Artículo 16.- El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, previo informe de la Dirección Forestal, podrá modificar la resolución que 
establece la forestación obligatoria, cuando el propietario presente soluciones 
sustitutivas, totales o parciales, que permitan cumplir la misma finalidad dentro de las 
condiciones y plazos que se establecen. 


TITULO Ill 
Patrimonio Forestal del Estado 


Artículo 17.- Todos los bosques y terrenos forestales definidos en los artículos 4? y 
5” que sean propiedad del Estado a la fecha de promulgación de la presente ley, y los 
que adquiera en el futuro, integran el Patrimonio Forestal del Estado, quedando bajo la 
defensa y protección del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con excepción 
cel arbolado existente en las franjas de dominio público de las rutas nacionales e 
inmuebles propiedad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que quedarán bajo 
custodia de este Ministerio. Los bosques y terrenos municipales permanecerán en la 
órbita de éstos. 


Fuente: artículo 213 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, 


Artículo 18.- La Dirección Forestal proveerá su conservación, protección, ampliación, 
mejoramiento y utilización racional. 


Quedan exceptuados los Parques Nacionales de Santa Teresa y San Miguel, que 
continuarán dirigidos y administrados por la Comisión Honoraria de Restauración y 
Conservación de la Fortaleza de Santa Teresa y Fuerte San Miguel (Ley N” 8.172, de 
26 de diciembre de 1927 y artículo 12 de la Ley N” 12.802, de 30 de noviembre de 1960). 


Por razones de conveniencia, el Poder Ejecutivo podrá conceder a entidades públicas 
O privadas sin fines de lucro, la dirección y administración de otros sectores del 
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Patrimonio Forestal del Estado. En el caso de los parques nacionales, se deberá permitir 
el uso por el público en general, 


Artículo 19.-Los parques nacionales serán así declarados por resolución del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a propuesta de la Dirección Forestal. Los 
parques nacionales serán destinados a fines turísticos, recreativos, científicos y 
culturales y no podrán ser sometidos a explotación, salvo la necasaria para preservar el 
destino de interés general que motivó su creación. 


Los demás bosques fiscales estarán constituidos, sin declaración expresa, por la 
porción del Patrimonio Forestal del Estado que no se encuentre en la situación prevista 
en el inciso anterior. Podrán explotarse solamente bajo un plan de manejo, ordenación 
y mejoras propuesto por la Dirección Forestal, aprobado por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y que ejecutará dicha dirección, ya sea directamente o por medio 
de convenios con otros organismos públicos o paraestatales, empresas particulares o 
cooperativas. 


Artículo 20.- Los proventos emergentes de la utilización de los bosques administrados 
por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca serán vertidos directamente al Fondo 
Forestal. A su vez, con cargo al mismo Fondo se financiarán los trabajos de forestación, 
mejora, manejo y explotación que la Dirección Forestal realice en el Patrimonio Forestal 
del Estado. 


Dicha financiación tendrá prioridad sobre los préstamos a particulares. 

Artículo 21.- La Dirección Forestal calificará los bosques que integren el Patrimonio 
Forestal del Estado, aunque no sean protectores o de rendimiento y llevará registros 
especiales para todos ellos. 

El Patrimonio Forestal del Estado será clasificado por la Dirección Forestal, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 10, dentro del plazo de un año desde la fecha 
de promulgación de esta ley, y dentro de un plazo de treinta días a partir de su 
inscripción en el Registro, cuando ingresen otras porciones en el futuro. 

TITULO IV 
PROTECCION DE LOS BOSQUES 
CAPITULO 1 
Protección de los bosques particulares 

Artículo 22.- Queda prohibida la destrucción de los bosques protectores. 

Será considerada destrucción de bosques cualquier operación que no se ajuste al plan 
mencionado en el artículo 49 y que atente, intencionalmente o no, contra el desarrollo o 
permanencia del bosque. Su eliminación sólo podrá efectuarse previa autorización y con 
las cautelas que fijará la Dirección Forestal en cada caso. 

Quien haya destruido un bosque violando lo preceptuado en los incisos anteriores, 


será obligado a la reforestación de acuerdo a las normas delos artículos 12, 13, 14 y 15, 
no gozando para tales efectos de los beneficios de financiamiento que confiere la ley. 
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Artículo 23.- El Poder Ejecutivo, previo asesoramiento del Ministerio de Ganaderia, 
Agricultura y Pesca y de los Gobiernos Departamentales competentes, delimitará las 
zonas en las que quedará prohibida la corta y destrucción de los bosques protectores 
implantados en los predios urbanos y suburbanos. 


Los Gobiernos Departamentales podrán autorizar en forma fundada la corta parcial o 
total de los bosques referidos, con las cautelas que estimen pertinentes para cada caso 
y exigir la reforestación del predio en cuanto correspondiere. 


Artículo 24.- Prohíbese la corta y cualquier operación que atente contra la 
supervivencia del monte indígena, con excepción de los siguientes casos: 


A) Cuando el producto de la explotación se destine al uso doméstico y alambrado del 
establecimiento rural al que pertenece. 


8) Cuando medie autorización de la Dirección Forestal basada en un informe técnico 
donde se detallen tanto las causas que justifiquen la corta como los planes de 
explotación a efectuarse en cada caso. 


Artículo 25.- Queda prohibida la destrucción de los palmares naturales y cualquier 
operación que atente contra su supervivencia, 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a propuesta de la Dirección Forestal, 
por razones científicas o de interés general, podrá reglamentar la corta o la explotación 
de determinadas especies o ejemplares forestales, así como la utilización de resinas, 
cortezas, semillas, hojas u otras partes de árboles forestales nativos o exóticos. 


Artículo 26.- Los Gobiernos Departamentales no podrán autorizar fraccionamientos en 
terrenos declarados de forestación obligatoria por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, sin previa autorización del mismo, la cual no será acordada 
mientras no sean forestados. 


.- Los bosques protectores o de rendimiento sólo podrán ser expropiados 
por el Instituto Nacional de Colonización en casos excepcionales, previa autorización 
del Poder Ejecutivo, cuando ello convenga al interés general. 


Artículo 28.- Cuando en un bosque aparezcan enfermedades o se desarrollen 
parásitos, que amenacen su conservación o la de los bosques vecinos, quienes tengan 
conocimiento de ello deberán enviar aviso inmediato a la Dirección Forestal. El dueño 
del bosque deberá ajustarse a las directivas que sobre el particular le imponga dicha 
Dirección. 


Todo propietario de bosques estará obligado a adoptar las medidas de lucha contra 
las plagas, alimañas y predadores que causen daño a los plantios, a las aves de corral 
y a los animales domésticos de predios vecinos, ajustándose a las directivas que sobre 
el particular fije el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a través de sus servicios 
especializados. 


Los propietarios de cualquier bosque podrán beneficiarse de los financiamientos 
previstos en el artículo 44 para efectuar los tratamientos fitosanitarios que se requieran. 


Artículo 29.- El Poder Ejecutivo establecerá las normes obligatorias de prevención de 
incendios y otras formas de protección de los bosques. 
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Artículo 30.- Todo proyecto de forestación, manejo u ordenación de bosques, 
redactado en base a los artículos 8* y 49, deberá prever una red de calles anti-incendio, 
las que deberán conservarse libres de vegetación según las previsiones de esta ley y 
de la reglamentación a que se refiere el artículo anterior. 


Los propietarios de bosques colindantes con vías férreas o carreteras públicas, 
deberán mantener libres de vegetación las fajas cuyas dimensiones determinará la 
reglamentación. 


En caso de incumplimiento de dichas obligaciones, la Dirección Forestal podrá 
proponer la supresión de los beneficios otorgados por los artículos 39 a 51 de esta ley. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, los Gobiernos Departamentales y la 
Administración de Ferrocarriles del Estado, quedan facultados a realizar por sí o 
contratar con terceros la limpieza de la maleza y realización de contrafuegos en los 
espacios ocupados por carreteras o líneas férreas próximas a bosques. 


Fuente inciso 4”: artículo 60 de la Ley N” 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


- Los financiamientos para trabajos de protección forestal a que se refiere 
el artículo 44, se extenderán a las obras y los elementos que se necesiten para la 
protección de los bosques contra los incendios, como ser: torres de control, calle anti- 
incendios, equipos de comunicación, medios técnicos de señalamiento a distancia y 
para determinar Índices de peligrosidad, así como útiles y máquinas para la intervención 
contra el fuego en los bosques. 


Los financiamientos también podrán ser otorgados a los grupos asociados de 
interesados, previstos por el artículo 32. 


Las importaciones de elementos destinados a estos fines realizadas por los 
interesados gozarán del régimen de liberación que establece el artículo 66. 


Artículo 32.- La Dirección Forestal ayudará a la constitución y el funcionamiento de 
asociaciones civiles de propistarios de bosques, que tengan por finalidad la prevención 
y la lucha contra los incendios y plagas forestales, en forma asociada. 


El Estado, a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, podrá participar 
en dichas asociaciones cuando los bosques de los miembros de una de ellas se 
encuentren próximos a bosques o terrenos forestales pertenecientes al Patrimonio 
Forestal del Estado. 


Artículo 33.- Toda persona está obligada a denunciar de inmediato a la autoridad más 
próxima la existencia de fuego en un bosque o sus proximidades, o cualquier infracción 
a las normas de protección establecidas en los artículos anteriores. 


Las autoridades gubernamentales adoptarán todas las iniciativas más rápidas y 
adecuadas en medios y personal, para organizar la extinción de los incendios forestales. 


Artículo 34.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 12 del Código Rural, por el 
siguiente: 


"La distancia entre los postes no excederá de quince metros y se colocarán los 
piques suficientes para que entre unos y otros no haya separación mayor de dos 
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metros. Los postes deberán ser de madera u otros materiales que ofrezcan 
razonable durabilidad, natural o adquirida y los piques y alambres de buena calidad. 
El Poder Ejecutivo determinará, oyendo previamente a la Dirección Forestal, las 
maderas u otros materiales que puedan ser utilizados como postes". 


Artículo 35.- Sustitúyese el artículo 20 del Código Rural, por el siguiente: 


"ARTICULO 20. - No podrán ponerse plantas o árboles sobre el cerco divisorio, sino 
de común acuerdo entre los linderos 


Cuando la divisoria sea una pared medianera, se podrán hacer plantaciones para 
formar espalderas, que no podrán sobrepasar la altura de la pared. 


Podrán plantarse setos vivos a una distancia mínima de un metro cincuenta 
centimetros de la línea divisoria, con una altura máxima de dos metros y sin que las 
ramas laterales pasen el limite de la propiedad. Los árboles frutales deberán estar 
a una distancia mínima de cinco metros de la línea divisoria. 


Las cortinas protectoras o de reparo no podrán tener más de slete metros de altura; 
regirá a su respecto la distancia mínima del inciso anterior, salvo las ubicadas en el 
límite sur de los predios, en cuyo caso dicha distancia será de diez metros. 


Los montes forestales de cualquier naturaleza, públicos o privados, estarán 
situados a una distancia mínima de doce metros de la linea divisoria. Sobre el lado 
sur, la distancia mínima será de veinticinco metros. 


En los casos establecidos en el inciso anterior, si el vecino entiende que las 
plantaciones, aun en las condiciones indicadas, pueden perjudicar la propiedad, 
someterá la cuestión a resolución de la Dirección Forestal, la que determinará si 
existe o no daño y, si existiere, fijará la distancia mínima a que deberá quedar la 
plantación 


Tratándose de divisorias con caminos públicos, las plantaciones, cualquiera sea su 
clase, estarán ubicadas hasta una distancia mínima de cinco metros de la divisoria”. 


CAPITULO Il 
Protección del Patrimonio Forestal del Estado 
Artículo 36.- Los bosques y terrenos forestales pertenecientes al Patrimonio Forestal 
del Estado serán sometidos a las normas de protección mencionadas en el capítulo 
anterior, en lo aplicable. 


Sin perjuicio de lo establecido por dichas normas, en los bosques y terrenos forestales 
pertenecientes al Patrimonio Forestal del Estado, la Dirección Forestal podrá: 


A) Prohibir temporalmente el tránsito cuando factores climáticos o de otra naturaleza 
pongan en riesgo su conservación. 


B) Prohibir la ocupación o instalación permanente de particulares. 
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C) Prohibir la explotación y la corta parcial o total de árboles y arbustos aislados de 
cualquier tamaño y edad. 


D) Prohibir, total o parcialmente, la utilización de la cosecha de todo producto además 
de la madera, cuando razones de conservación y protección de los recursos 
naturales así lo aconsejen. 


E) Prohibir el pastoreo de animales domésticos, fijando cuando lo autorice, las 
condiciones de pago, el número y especie de animales que podrán ser 
introducidos, la superficie y los deslindes de la zona objeto de la concesión. 


Las entradas que deriven de cualquier concesión a particulares en terrenos 
pertenecientes al Patrimonio Forestal del Estado ingresarán al Fondo Forestal. 


.- El que incumpliere las normas protectoras previstas en el artículo 
anterior, indemnizará al Fisco el daño directo o indirecto que hubiere causado al 
Patrimonio Forestal del Estado. 


El monto de dicha indemnización se verterá en el Fondo Forestal. 


El pago de la indemnización no exime al responsable de las otras sanciones previstas 
en esta ley ni de las previstas por el Código Civil y el Código Rural. 


Artículo 38.- El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca podrá destinar hasta un 
5% (cinco por ciento) de las recaudaciones anuales del Fondo Forestal en inversiones 
para la prevención de incendios y en la organización y sostenimiento de un servicio de 
guardería forestal que mantendrá la vigilancia permanente del Patrimonio Forestal del 
Estado. 


TITULO V 
FOMENTO DE LA FORESTACION 
CAPITULO 1 


Beneficios tributarios 


Artículo 39.- Los bosques artificiales existentes o que se planten en el futuro, 
declarados protectores según el artículo 8% o los de rendimiento en las zonas declaradas 
de prioridad forestal y los bosques naturales declarados protectores de acuerdo al 
mencionado artículo, así como los terrenos ocupados o afectados directamente a los 
mismos, gozarán de los siguientes beneficios tributarios: 


1) Estarán exentos de todo tributo nacional sobre la propiedad inmueble rural y de la 
contribución inmobiliaria rural. 


2) Sus respectivos valores o extensiones no se computarán para la determinación 
de: a) ingresos a los efectos de la liquidación de los impuestos que gravan la renta 
ficta de las explotaciones agropecuarias (IMAGRO u otros que se establezcan en 
el futuro y tengan similares hechos generadores), y b) el monto imponible del 


impuesto al patrimonio. 
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3) Los ingresos derivados de la explotación de los bosques no se computarán a los 
efectos de la determinación del ingreso gravado en el impuesto a las rentas 
agropecuarias (IRA u otros que se establezcan en el futuro y tengan similares 
hechos generadores). 


4) Las rentas derivadas de su explotación no se computarán a efectos de la 
hiquidación del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio (IRIC) o de otros 
impuestos que se establezcan en el futuro y tengan similares hechos generadores, 
por los sujetos pasivos de actividades agropecuarias e industriales cuando el 
producto total o parcial de la actividad agropecuaria, constituye insumo de su 
actividad industrial”. 


Inciso 4* agregado por artículo 90 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


Artículo 40.- Los beneficios fiscales previstos en el artículo anterior cesarán desde el 
momento en que el bosque sea destruido por cualquier causa. 


Si la destrucción fuera parcial los beneficios mencionados subsistirán sobre la porción 
del bosque que quedare. 


Cuando la destrucción total o parcial del bosque fuere causada intencionalmente o por 
culpa grave y la responsabilidad correspondiere al propietario, la administración exigirá 
el pago de los recargos por mora desde el momento que el impuesto hubiere sido 
diferido por aplicación del articulo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 22 y 
en el Título VII. 


Artículo 41.- Para la fijación de aforos y tasaciones se determinará por separado el 
valor de la tierra y el de las plantaciones. 


Artículo 42.- El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a propuesta de la 
Dirección Forestal, establecerá anualmente los costos fictos de forestación y 
mantenimiento, 


Artículo 43.- Las exoneraciones y demás beneficios tributarios establecidos en la 
presente ley, alcanzan a todos los tributos que en el futuro graven genéricamente a las 
explotaciones agropecuarias, a sus titulares en cuanto tales, o a sus rentas. Ellos regirán 
por el plazo de doce años, a partir de la implantación de los bosques calficados según 
el artículo 39 de la presente ley. 


CAPITULO |! 
Financiamiento 


Artículo 44.- El financiamiento establecido en el presente capítulo se atenderá con el 
Fondo Forestal de que trata el Capítulo 11! de este título. 


Dicho financiamiento será concedido por la administración del Fondo para trabajos de 
forestación, regeneración natural del bosque, manejo y protección forestal. 


Entre los trabajos de forestación estarán comprendidos la instalación y el desarrollo 
de viveros forestales. 
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Los financiamientos para forestaciones existentes se acordarán de acuerdo con su 
grado de desarrollo. Los proyectos de forestación tendrán dichos financiamientos 
siempre que hayan sido aprobados y calificados como protectores o de rendimiento. 


La implantación de bosques en los terrenos a que se refiere el artículo 5* de la 
presente ley, podrá recibir financiamiento por el monto de la inversión directa, calculado 
según el costo ficto de cada una de las etapas de implantación, excluido el valor del 
terreno, con cargo a las disponibilidades cel Fondo Forestal, en las condiciones que 
determine la reglamentación. 


Artículo 45.- La Dirección Forestal ejercerá el control técnico de los viveros forestales 
beneficiados por el financiamiento previsto en el artículo anterior, ya sean de uso propio 
o con finalidad comercial. 


Artículo 46.- En el caso de bosques creados con los financiamientos establecidos en 
la legislación forestal, serán solidariamente responsables del cumplimiento del proyecto 
de forestación y plan de manejo y explotación respectivos, el beneficiario y los sucesivos 
titulares del bosque. En consecuencia quedarán sujetos a la aplicación de las sanciones 
previstas en la presente ley, así como las que establece la legislación vigente en materia 
de infracciones tributarias. 


Los beneficiarios y sucesivos titulares de los bosques podrán eximirse de dicha 
responsabilidad, cuando previamente a la toma de posesión del bosque por el nuevo 
titular, se constate por la Dirección Forestal el correcto cumplimiento del plan de 
forestación y manejo del mismo. 


7.- Cuando la destrucción total o parcial de un bosque beneficiado con los 
financiamientos previstos en el presente capítulo fuera causada intencionalmente o por 
culpa grave y la responsabilidad corresponda al beneficiario, la Administración exigirá la 
restitución del monto de la financiación otorgada incluyendo su actualización, según el 
costo ficto fijado por el Poder Ejecutivo, quedando facultada para aplicar las sanciones 
previstas en el Título VII de la presente ley. 


La restitución deberá ser realizada dentro del año de producida la destrucción y en 
relación con la superficie afectada. 


Cuando la Dirección Forestal determinare que la destrucción no se puede imputar 
directa o indirectamente al beneficiario de la financiación, podrá conceder un plazo 
razonable para su nueva plantación o, en su defecto, para la devolución de los 
beneficios recibidos, actualizados según el costo fijado por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 48.- En el otorgamiento de los financiamientos tendrán prioridad aquellos que 
se solicitaren para plantar en terrenos forestales que reúnan conjuntamente las 
condiciones previstas en los literales A) y B) del artículo 5". 


Artículo 49.- Para gozar de los beneficios tributarios y de financiamiento establecidos 
en este titulo, los interesados deberán presentar un plan de manejo y ordenación para 
las labores de explotación y regeneración de bosques. Dicho plan deberá ser aprobado 
por la Dirección Forestal, la que deberá requerir que sea acompañado por la firma de 
ingeniero agrónomo, técnico o experto forestal de la Escuela de Silvicultura del Consejo 
de Educación Técnico-Profesional. 


Artículo 50.- Los sujelos pasivos del Impuesto a las Actividades Agropecuarias 
(IMAGRO), del Impuesto a las Rentas Agropecuarias (IRA), del Impuesto a las Rentas 
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de la Industria y Comercio (IRIC), mencionados en el numeral 4) del artículo 39, o de 
otros impuestos que se establezcan en el futuro y tengan similares hechos generadores, 
podrán deducir del monto a pagar por dichos impuestos, un porcentaje del costo de 
plantación de los bosques artificiales que sean declarados protectores o de rendimiento, 
en las zonas declaradas de prioridad forestal, conforme al artículo 8” de la presente ley. 


El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones a que deberá ajustarse el 
otorgamiento de dicho beneficio. A esos efectos, atenderá al valor que se establezca 
para el costo ficto de forestación y mantenimiento. 


Fuente Inciso 1*: Articulo 91 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 

Artículo 51.- El Poder Ejecutivo, por vía reglamentaria, determinará el régimen de 

otorgamiento de los financiamientos previstos en esta ley, de acuerdo a las etapas de 

realización de los proyectos. Se podrá exigir a los beneficiarios de los financiamientos 

la contratación de seguros y el otorgamiento de las garantías que se consideren 
necesarios. 

CAPITULO Ill 
Del Fondo Forestal 


Artículo 52.- Créase el Fondo Forestal con el fin de atender las erogaciones que 
demande la aplicación de la presente ley. 


Este Fondo se integrará con los siguientes recursos: 


A) Las sumas que le asigne el Poder Ejecutivo de acuerdo con las leyes de 
presupuesto. 


B) El reintegro de los créditos otorgados por el Fondo Forestal así como los intereses 
cobrados por los mismos. 


C) El producto de toda clase de entradas por utilización, concesiones o proventos que 
deriven de la gestión del Patrimonio Forestal del Estado. 


D) El monto de las indemnizaciones que reciba el Patrimonio Forestal del Estado de 
acuerdo al artículo 37. 


E) El importe de las multas aplicadas por infracciones a las disposiciones de esta ley 
y sus reglamentaciones. 


F) Los fondos procedentes de préstamo y demás financiamientos que se concierten 
de acuerdo a la ley. 


G) Los legados y donaciones que reciba. 


Artículo 53.- El Fondo Forestal será administrado por una Comisión Honoraria 
denominada "Comisión Administradora del Fondo Forestal" que dependerá del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el que brindará todo el apoyo necesario 
para su funcionamiento. 
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La Comisión está integrada por tres miembros: 


1) El Director de la Dirección Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca que la presidirá. 


2) Otro delegado del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
3) Un delegado del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Los organismos representados designarán además un miembro alterno para cada 
titular. Sin perjuicio de los cometidos que le asigne la reglamentación, la Comisión 
Administradora que se crea tendrá por cometido básico y fundamental la administración, 
dirección, contralor y superintendencia de los aspectos económico-financieros de los 
planes y proyectos forestales que se desarrollen con asistencia del Fondo Forestal. 


Artículo 54.- Las cantidades que se integren al Fondo Forestal serán depositadas en 
una cuenta especial en el Banco de la República Oriental del Uruguay, denominada 
"Fondo Forestal", cuyas disponibilidades se destinarán a atender los requerimientos del 
desarrollo forestal mediante financiamientos, según las disposiciones de la presente ley 
y las que el Poder Ejecutivo establezca por vía reglamentaria a propuesta del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Artículo 55.- El Poder Ejecutivo destinará para el desarrollo forestal una partida anual 
mínima equivalente al costo ficto de forestación de diez mil hectáreas la que se 
distribuirá de la siguiente manera: 


1) El 95% (noventa y cinco por ciento) para integrar el Fondo Forestal previsto en 
el artículo 52 de la presente ley. Con dicho fondo podrán atenderse además de los 
financiamientos previstos en el Capítulo ll de este título, las erogaciones que 
demanden las expropiaciones, adquisiciones y forestaciones de predios previstas 
en el Título 11! de la presente ley. 


2) El 5% (cinco por ciento) restante para atender gastos de contratación de personal, 
contratación de servicios y gastos de la unidad ejecutora 107, "Dirección General 
de Recursos Naturales Renovables" y la unidad ejecutora 119, "Dirección 
Forestal”. 


Fuente inciso 2": artículo 269 de la Loy N” 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Artículo 56.- El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, dentro del plazo de noventa días contados a partir de la promulgación de esta 
ley, establecerá el Plan Nacional de Forestación por un lapso de cinco años, el que será 
actualizado anualmente al 30 noviembre introduciéndose las modificaciones de acuerdo 
a la experiencia recogida en años anteriores. Dicho documento contendrá las metas a 
alcanzar por año, entre las cuales se incluirá la cantidad de hectáreas a forestar. 


7.- Anualmente y dentro de los treinta días siguientes a la aprobación o 
Mo del Plan Nacional de Forestación, la Dirección Forestal del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca elaborará y publicará un programa de promoción a las 
actividades forestales. 
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CAPITULO IV 
Prenda de Bosques 


Artículo 58.- Inclúyense a las plantaciones forestales y a los bosques, dentro de los 
bienes sobre los que puede recaer al contrato de prenda rural o agraria dispuesto por la 
Ley N* 5.649, de 21 de marzo de 1918. 


Fuente: artículo 195 de la Ley N” 16.320, de 1” de noviembre de 1992. 


Artículo 59.- Para la constitución de prenda sobre bosques por el propietario del bien 
a que están adheridos en caso de existir hipoteca sobre éste, será necesario el 
consentimiento del acreedor hipotecario. 


Artículo 60.- El contrato de prenda establecido en los artículos precedentes además 
de dar cumplimiento a lo establecido en la Ley N*5.649, de 21 de marzo de 1918, 
deberá inscribirse en el Registro General de Bosques de la Dirección Forestal en la 
forma y condiciones que establezca la reglamentación que se dicte. 


Artículo 61.- La venta de madera y demás productos forestales extraídos de un 
bosque afectado por el derecho real de prenda, podrá ser realizada previa aprobación 
de la Dirección Forestal (artículos 62 y 63), cuando se cumplan las etapas y tumos 
previstos en el plan de manejo respectivo, por quien tenga el derecho a la explotación 
del bosque, pero éste no podrá hacer tradición de tales productos, sin el pago previo al 
titular del derecho real de prenda de los valores a cuyo reembolso se encuentran 
aquellos afectados, o mediando su consentimiento, el cual deberá hacerse constar al 
margen de las inscripciones en los Registros respectivos. 


Artículo 62.- En caso de ejecución de la prenda que afecta a un bosque, el adquirente 
deberá respetar el plan de explotación y manejo establecido para el mismo y aprobado 
por la Dirección Forestal. 


Artículo 63.- Cuando se produjere la ejecución de la prenda que afecta un bosque el 
títular del predio en que se encuentra implantado el mismo, deberá permitir al adquirente 
el acceso al inmueble en forma que posibilite el cumplimiento del plan de explotación y 
manejo aprobado por la Dirección Forestal, constituyéndose las servidumbres de paso 
necesarias para ello. 


Esta obligación del titular del predio, y las servidumbres que se constituyan se 
extinguirán a los dos años de finalización del turno de explotación establecido en el plan 
de explotación y manejo aprobado por la Dirección Forestal. 


Artículo 64.- No regirá a los efectos de esta ley el inciso segundo del artículo 4? de la 
Ley N” 5.649, de 21 de marzo de 1918. 


TITULO Vi 
Fomento a las empresas forestales 
Artículo 65.- Los productores y empresas rurales, industriales o agroindustriales 
dedicados a la forestación, explotación o industrialización de maderas de producción 


nacional gozarán durante quince años, desde la promulgación de esta ley, de las 
facilidades establecidas en el artículo 66, para las siguientes actividades: 
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A) Producción de plantas forestales, plantaciones y manejos de bosques. 
B) Explotaciones de madera o utilización de otros productos del bosque. 


C) Elaboración de la madera para la producción de celulosa pasta, papeles y 
cartones, madera aserrada, madera terciada y chapas de madera, tableros de fibra 
de madera y de madera aglomerada, destilación de la madera. 


D) Preservación y secamiento de la madera. 


E) Utilización de productos forestales como materia prima en la industria química o 
generación de energía. 


Artículo 66.- El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, podrá exonerar la importación de materias primas necesarias para el 
procesamiento de madera de producción nacional, equipos, maquinarias, vehículos 
utilitarios e implementos que se requieran para la instalación y funcionamiento de estas 
empresas, de todos o parte de los siguientes tributos y tasas: derechos adicionales y 
demás gravámenes aduaneros, incluso el impuesto a las importaciones; proventos y 
tasas portuarias: recargos, depósitos previos y consignaciones, así como cualquier otro 
gravamen a la importación o aplicado en ocasión de la misma. Será condición 
indispensable para el otorgamiento de la franquicia: 


A) Quelas materias primas, equipos, maquinarias, vehículos utilitarios e implementos 
a importar no sean producidos normalmente en el país, en condiciones adecuadas 
de calidad y precio. 


B) Que la actividad realizada por la empresa beneficiada sea compatible con los fines 
generales de la política forestal, 


Artículo 67.- Agrégase alos cometidos que corresponden a la Administración Nacional 
de Combustibles, Alcohol y Portland de acuerdo con la Ley N* 8.764, de 15 de octubre 
de 1931, y sus modificativas, el siguiente: 


La investigación sobre el mejor aprovechamiento de la madera producida en el país 
como fuente de energía. 


TITULO VII 
Procedimientos, controles y sanciones 


Artículo 68.- Los recursos administrativos que se interpongan contra las resoluciones 
que denieguen o eliminen los beneficios tributarios o de financiamiento establecidos en 
los Capítulos | y 11 del Título V de esta ley, tendrán efecto suspensivo. 


Artículo 69.- Las violaciones o infracciones a las disposiciones legales y 
reglamentarias en materia forestal serán sancionadas con multas que se graduarán 
atendiendo a la importancia de la infracción entre un décimo y cincuenta veces el monto 
ficto de forestación por hectárea vigente al momento de consumarse la infracción, sin 
perjuicio de las acciones civiles y penales a que el hecho dé lugar. La Dirección Forestal 
tendrá a su cargo la comprobación de las infracciones. 


8 de agosto de 2017 


8 de agosto de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


La Dirección General y Contralor Agropecuario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca tendrá a su cargo la determinación, imposición y ejecución de las 
sanciones correspondientes, de conformidad con los procedimientos previstos en la Ley 
N? 10.940, de 19 de setiembre de 1947. 


Fuente inciso 1”: artículo 271 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 
Artículo 70.- El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a propuesta de la 
Dirección Forestal, podrá implementar los mecanismos que se requieran a efectos de 
recabar la información necesaria para realizar los controles que el cumplimiento de la 
aplicación de las disposiciones de la presente ley requiera, pudiendo exigir para ello la 
formulación de declaraciones juradas. 
TITULO VIII 


Disposiciones finales 


Artículo 71.- Sustitúyasa el numeral 2) del artículo 85 del Decreto-Ley N? 14,189, de 
30 de abril de 1974, por el siguiente: 


“2) Cuando la sociedad tenga por objeto la forestación, la fruticultura y la citricultura y 
sus derivados". 


Artículo 72 - Todos los peritajes o tasaciones de carácter judicial o administrativo en 
la materia regulada por esta ley, serán de competencia exclusiva de ingenieros 
agrónomos o ingenieros agrimensores, en sus materias. 


Artículo 73.- La presente ley es de orden público. 


Artículo 74.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los ciento 
veinte días a partir de su promulgación. 


Artículo 75.- Derógase la Ley N* 13.723, de 16 de diciembre de 1968, así como toda 
otra norma que se oponga a lo dispuesto en la presente ley. 
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Ley N* 17.283, 
de 28 de noviembre de 2000 


6*. (Principios de política ambiental).- La política nacional 


ambiental que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes principios: 


A) La distinción de la República en el contexto de las naciones como "País 
Natural", desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo 
sostenible, 


B) La prevención y previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro 
en la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o 
irreversible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta 
como razón para no adoptar medidas preventivas. 


C) Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión 
ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y 
progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello deba reconocerse la 
consolidación de situaciones preexistentes. 


D) La protección del ambiente constituye un compromiso que atañe al 
conjunto de la sociedad, por lo que las personas y las organizaciones 
representativas tienen el derecho-deber de participar en ese proceso, 


E) La gestión ambiental debe partir del reconocimiento de su 
transectorialidad, por lo que requiere la integración y coordinación de los 
distintos sectores públicos y privados involucrados, asegurando el alcance 
nacional de la instrumentación de la política ambiental y la descentralización 
en el ejercicio de los cometidos de protección ambiental. 


F) La gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la 
información ambiental, con la finalidad de asegurar su disponibilidad y 
accesibilidad por parte de cualquier interesado. 


G) El incremento y el fortalecimiento de la cooperación internacional en 
materia ambiental promoviendo la elaboración de criterios ambientales 
comunes. 


Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo 


para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las 
normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras 
normas y competencias. 
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Ley N' 18.308, 
de 18 de junio de 2008 


TÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


Artículo 1%, (Objeto).- La presente ley establece el marco regulador general para el 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, sin perjuicio de las demás normas 
aplicables y de las regulaciones, que por remisión de ésta, establezcan el Poder 
Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales. A tal fin: 


a) Define las competencias e instrumentos de planificación, participación y 
actuación en la materia. 


b) Orienta el proceso de ordenamiento del territorio hacia la consecución de 
objetivos de interés nacional y general, 


c) Diseña los instrumentos de ejecución de los planes y de actuación territorial. 


Artículo 2”. (Declaración de interés general, naturaleza y alcance).- Declárase de 
interés general el ordenamiento del territorio y de las zonas sobre las que la República 
ejerce su soberanía y jurisdicción. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial son de orden público y obligatorios en los 
términos establecidos en la presente ley. Sus determinaciones serán vinculantes para 
los planes, proyectos y actuaciones de las instituciones públicas, entes y servicios del 
Estado y de los particulares. 


El ordenamiento territorial es cometido esencial del Estado y sus disposiciones son de 
orden público. 


Artículo 3*. (Concepto y finalidad).- A los efectos de la presente ley, el ordenamiento 
territorial es el conjunto de acciones transversales del Estado que tienen por finalidad 
mantener y mejorar la calidad de vida de la población, la integración social en el territorio 
y el uso y aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de los recursos 
naturales y culturales. 
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El ordenamiento territorial es una función pública que se ejeroe a través de un sistema 
integrado de directrices, programas, planes y actuaciones de las instituciones del Estado 
con competencia a fin de organizar el uso del territorio. 


Para ello, reconoce la concurrencia de competencias e intereses, genera instrumentos 
de promoción y regulación de las actuaciones y procesos de ocupación, transformación 
y uso del territorio. 


Artículo 4%, (Materia del ordenamiento territorial).- El ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible comprende: 


a) La definición de estrategias de desarrollo sostenible, uso y manejo del territorio 
en función de objetivos sociales, económicos, urbanísticos y ecológicos, a través de 
la planificación. 


b) El establecimiento de criterios para la localización de las actividades económicas 
y sociales. 


c) La identificación y definición de áreas bajo régimen de Administración especial 
de protección, por su interés ecológico, patrimonial, paisajístico, cultural y de 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales. 


d) La identificación de zonas de riesgo por la existencia de fenómenos naturales o 
de instalaciones peligrosas para asentamientos humanos. 


e) La definición de equipamiento e infraestructuras y de estrategias de 
consolidación del sistema de asentamientos humanos. 


f) La previsión de territorio a los fines y usos previstos en los planes. 


9) El diseño y adopción de instrumentos y procedimientos de gestión que 
promuevan la planificación del territorio. 


h) La elaboración e instrumentación de programas, proyectos y actuaciones con 
incidencia territorial. 


1) La promoción de estudios para la identificación y análisis de los procesos 
políticos, sociales y económicos de los que derivan las modalidades de 
ocupación y ordenamiento del territorio. 
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Artículo 5*. (Principios rectores del ordenamiento territorial).- Son principios rectores 
del ordenamiento territorial y desarrollo sostenible: 


a) La adopción de las decisiones y las actuaciones sobre el territorio a través de la 
planificación ambientalmente sustentable, con equidad social y cohesión territorial. 


b) La coordinación y cooperación entre sí, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas a cada una, de las entidades públicas que intervienen en los procesos de 
ordenamiento del territorio y el fomento de la concertación entre el sector público, el 
privado y el social. 


c) La descentralización de la actividad de ordenamiento territorial y la promoción 
del desarrollo local y regional, poniendo en valor los recursos naturales, construidos y 
sociales presentes en el territorio, 


d) La promoción de la participación ciudadana en los procesos de elaboración, 
implementación, seguimiento, evaluación y revisión de los instrumentos de 
ordenamiento territorial. 


e) La distribución equitativa de las cargas y beneficios del proceso urbanizador 
entre los actores públicos y privados. 


f La recuperación de los mayores valores inmobiliarios generados por el 
ordenamiento del territorio. 


g) La conciliación del desarrollo económico, la sustentabilidad ambiental y la 
equidad social, con objetivos de desarrollo integral, sostenible y cohesionado del 
territorio, compatibilizando una equilibrada distribución espacial de los usos y 
actividades y el máximo aprovechamiento de las infraestructuras y servicios existentes. 


h) El desarrollo de objetivos estratégicos y de contenido social y económico 
solidarios, que resulten compatibles con la conservación de los recursos naturales y el 
patrimonio cultural y la protección de los espacios de interés productivo rural. 


i) La creación de condiciones para el acceso igualitario de todos los habitantes a 
una calidad de vida digna, garantizando la accesibilidad a equipamientos y a los 
servicios públicos necesarios, así como el acceso equitativo a un hábitat adecuado. 
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j) La tutela y valorización del patrimonio cultural, constituido por el conjunto de 
bienes en el territorio a los que se atribuyen valores de interés ambiental, científico, 
educativo, histórico, arqueológico, arquitectónico o turístico, referidos al medio natural 
y la diversidad biológica, unidades de paisaje, conjuntos urbanos y monumentos. 


K) La prevención de los conflictos con incidencia territorial. 


I) El carácter público de la información territorial producida por las instituciones del 
Estado. 


TÍTULO 1 


DERECHOS Y DEBERES TERRITORIALES DE LAS PERSONAS 


Artículo 6*. (Derechos territoriales de las personas).- 


a) Toda persona tiene derecho a que los poderes públicos establezcan un 
ordenamiento territorial adecuado al interés general, en el marco de los derechos y 
garantias establecidos en la Constitución de la República. 


b) Toda persona tiene derecho a la participación en los procedimientos de 
elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


c) Toda persona podrá demandar ante la sede judicial correspondiente la 
observancia de la legislación territorial y de los instrumentos de ordenamiento en 
todos los acuerdos, actos y resoluciones que adopten las instituciones públicas. 


d) Toda persona tendrá derecho al acceso a la información sobre el terrtorio que 
posean las instituciones públicas. 


e) Toda persona tiene derecho al uso común y general de las redes viales, 
circulaciones peatonales, ribera de los cursos de agua, zonas libres y de recreo - 
todas ellas públicas- y a acceder en condiciones no discriminatorias a equipamientos 
y servicios de uso público, de acuerdo con las normas existentes, garantizándolo a 
aquelías personas con capacidades diferentes, 


Artículo 7”. (Deberes territoriales de las personas).- Todas las personas tienen el debor 
de respetar las disposiciones del ordenamiento territorial y colaborar con las 
instituciones públicas en la defensa de su integridad a través del ejercicio racional y 
adecuado de sus derechos. 
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Asimismo las personas tienen el deber de proteger el medio ambiente, los recursos 
naturales y el patrimonio cultural y de conservar y usar cuidadosamente los espacios y 
bienes públicos territoriales. 


TÍTULO IM 
INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL 
CAPÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 8*. (Tipos de instrumentos).- La planificación y ejecución se ejercerá a través 
de los siguientes instrumentos de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible: 


a) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas Nacionales. 
b) En el ámbito regional: Estrategias Regionales. 


c) En el ámbito departamental: Directrices Departamentales, Ordenanzas 
Departamentales, Planes Locales. 


d) En el ámbito interdepartamental: Planes Interdepartamentales. 
e) Instrumentos especiales. 


En la elaboración de los diferentes instrumentos se observarán los principios de 
información, participación, cooperación y coordinación entre las entidades públicas, sin 
perjuicio del respeto de la competencia atribuida a cada una de ellas. 


Los instrumentos de planificación territorial referidos son complementarios y no 
excluyentes de otros planes y demás instrumentos destinados a la regulación de 
actividades con incidencia en el territorio dispuestos en la legislación específica 
correspondiente, excepto los que la presente ley anula, modifica o sustituye. 
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CAPÍTULO Il 


INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE 


DE ÁMBITO NACIONAL Y REGIONAL 


Artículo 9”. (Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituyen el instrumento general de la política pública en la materia y 
tendrán por objeto: 


a) El establecimiento de las bases y principales objetivos estratégicos nacionales 
en la materia. 


b) La definición básica de la estructura territorial y la identificación de las 
actuaciones territoriales estratégicas. 


c) La formulación de criterios, lineamientos y orientaciones generales para los 
demás instrumentos de ordenamiento territorial, para las políticas sectoriales con 
incidencia territorial y para los proyectos de inversión pública con impacto en el 
territorio nacional. 


d) La determinación de los espacios sujetos a un régimen especial de protección 
del medio ambiente y sus áreas adyacentes y las modalidades de aprovechamiento, 
uso y gestión de los recursos naturales, 


e) La propuesta de los incentivos y sanciones a aplicar por los organismos 
correspondientes que contribuyan a la concreción de los planes. 


f La proposición de medidas de fortalecimiento institucional y el apoyo a la 
coordinación y cooperación para la gestión planificada del territorio. 


Artículo 10. (Elaboración y aprobación de las Directrices Nacionales).- El Poder 
Ejecutivo elaborará y someterá las Directrices Nacionales al Poder Legislativo para su 
aprobación, sin perjuicio de la iniciativa legislativa que a éste corresponde. 


En el proceso de elaboración de las Directrices Nacionales se fomentará la 
participación directa de las entidades públicas con competencia relevante en la materia 
y de los Gobiernos Departamentales. 
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Artículo 11. (Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible los instrumentos cuyo objetivo fundamental será establecer las 
bases estratégicas y las acciones para la coordinación y cooperación entre las 
instituciones públicas en ámbitos territoriales concretos o en el marco de sectores 
específicos de interés territorial nacional. 


La elaboración de los Programas Nacionales corresponde al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), a través de la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial, por sí o mediante la elaboración conjunta de éste 
con otros organismos públicos, en el marco del Comité Nacional de Ordenamiento 
Territorial y con el asesoramiento de la Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial. 


Los Programas Nacionales serán elevados al Poder Ejecutivo para su aprobación. 
Tendrán la vigencia y mecanismos de revisión que establezcan. 


Artículo 12. (Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible los instrumentos de carácter estructural referidos al territorio 
nacional que, abarcando en todo o en parte áreas de dos o más departamentos que 
compartan problemas y oportunidades en materia de desarrollo y gestión territorial, 
precisan de coordinación supradepartamental para su óptima y eficaz planificación. 


Las Estrategias Regionales contendrán al menos las siguientes determinaciones: 


a) Objetivos regionales de mediano y largo plazo para el ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, 


b) Lineamientos de estrategia territorial contemplando la acción coordinada del 
Gobierno Nacional, los Gobiernos Departamentales y los actores privados. 


c) La planificación de servicios e infraestructuras territoriales. 
d) Propuestas de desarrollo regional y fortalecimiento institucional. 


Artículo 13. (Elaboración y aprobación de las Estrategias Regionales).- Las Estrategias 
Regionales serán elaboradas mediante un procedimiento de concertación formal entre 
el Gobierno Nacional, representado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) y los Gobiernos Departamentales involucrados. 


Las Estrategias Regionales deberán ser aprobadas por el Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales interesados. 
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CAPÍTULO Il 


INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE 


DE LOS ÁMBITOS DEPARTAMENTAL E INTERDEPARTAMENTAL 


Artículo 14. (Competencias departamentales de ordenamiento territorial).- Los 
Gobiernos Departamentales tendrán la competencia para categorizar el suelo, así como 
para establecer y aplicar regulaciones territoriales sobre usos, fraccionamientos, 
urbanización, edificación, demolición, conservación, protección del suelo y policía 
territorial, en todo el territorio departamental mediante la elaboración, aprobación e 
implementación de los instrumentos establecidos por esta ley, en el marco de la 
legislación aplicable. 


Artículo 15. (Ordenanza Departamental de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- La Ordenanza Departamental de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituye el instrumento con las determinaciones generales respecto a la 
gestión, planificación y actuación territorial en toda la jurisdicción del departamento. 


Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la elaboración y 
aprobación de las Ordenanzas Departamentales. 


Artículo 16. (Directrices Departamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Las Directrices Departamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituyen el instrumento que establece el ordenamiento estructural del 
territorio departamental, determinando las principales decisiones sobre el proceso de 
ocupación, desarrollo y uso del mismo. 


Tienen como objeto fundamental planificar el desarrollo integrado y ambientalmente 
sostenible del territorio departamental, mediante el ordenamiento del suelo y la previsión 
de los procesos de transformación del mismo. 


Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la elaboración y 
aprobación de las Directrices Departamentales. 


Artículo 17. (Planes Locales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible).- Los 
Planes Locales de Ordenamiento del Territorio son los instrumentos para el 
ordenamiento de ámbitos geográficos locales dentro de un departamento, 


Se realizarán a iniciativa del Gobierno Departamental con la participación de las 
autoridades locales, las que definirán en cada caso su contenido, salvo cuando los 
contenidos del Plan Local estén indicados en un instrumento de ordenamiento territorial 
del ámbito departamental. Su tramitación y aprobación se hará en los términos 
establecidos en la presente ley. 
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Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la elaboración y 
aprobación de los presentes instrumentos, así como la definición del ámbito de cada 
Plan Local. 


Artículo 18. (Planes Interdepartamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Los Planes Interdepartamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituyen el instrumento que establece el ordenamiento estructural y 
detallado, formulado por acuerdo de partes, en los casos de micro regiones compartidas. 


Tendrán la naturaleza de los Planes Locales de Ordenamiento Territorial y serán 
elaborados y aprobados por los Gobiernos Departamentales involucrados. 


CAPÍTULO IV 


INSTRUMENTOS ESPECIALES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
DESARROLLO SOSTENIBLE 


Arlículo 19. (Instrumentos Especiales). Son los instrumentos complementarios o 
derivados de los anteriores: Planes Parciales, Planes Sectoriales, Programas de 
Actuación integrada y los Inventarios, Catálogos y otros instrumentos de protección de 
bienes y espacios. 


Los Instrumentos Especiales deberán ser aprobados por los respectivos Gobiernos 
Departamentales y tendrán efecto vinculante sobre los derechos y deberes de las 
personas y de la propiedad inmueble. 


Fuente: Artículo 607 de la Loy N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 


Artículo 20. (Planes Parciales y Planes Sectoriales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sosterible)- Los Planes Parciales constituyen instrumentos para el 
ordenamiento detallado de áreas identificadas por el Plan Local o por otro instrumento, 
con el objeto de ejecutar actuaciones territoriales especificas de: protección o fomento 
productivo rural; renovación, rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento 
o expansión urbana; conservación ambiental y de los recursos naturales o el palsaje; 
entre otras. 


Los Planes Sectoriales constituyen instrumentos para la regulación detallada de temas 
específicos en el marco del Plan Local o de otro instrumento y en particular para el 
ordenamiento de los aspectos territoriales de las políticas y proyectos sectoriales con 
impacto estructurante, 


Los Planes Parciales y los Planes Sectoriales serán aprobados por los respectivos 
Gobiernos Departamentales y se formalizarán en los documentos adecuados conforme 
a la Ordenanza Departamental. 


Artículo 21. (Programas de Actuación Integrada).- Los Programas de Actuación 
Integrada constituyen el instrumento para la transformación de sectores de suelo 
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categoría urbana, suelo categoría suburbana y con el atributo de potencialmente 
transformable e incluirán, al menos: 


a) La delimitación del ámbito de actuación en una parte de suelo con capacidad de 
constituir una unidad territorial a efectos de su ordenamiento y actuación 


b) La programación de la efectiva transformación y ejecución, 


c) Las determinaciones estructurantes, la planificación pormenorizada y las normas 
de regulación y protección detalladas aplicables a! ámbito, 


Tienen por finalidad el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, 
equidistribución de cargas y beneficios, retorno de las valoraciones, urbanización, 
construcción o desarrollo entre otros. 


El acuerdo para autorizar la formulación de un Programa de Actuación Integrada se 
adoptará por la Intendencia Municipal de oficio o a instancia de parte, la que deberá 
presentar la propuesta del ámbito sugerido y justificación de la viabilidad de la actuación. 


La Intendencia Municipal podrá autorizar la elaboración del Programa de Actuación 
Integrada y la posterior ejecución por gestión pública, privada o mixta, según los criterios 
establecidos en la Ordenanza Departamental. 


La elaboración por iniciativa privada únicamente podrá autorizarse cuando cuente con 
la conformidad de la mayoría de los propietarios de suelo en el ámbito propuesto y se 
ofrezcan garantías suficientes de su ejecución, todo ello en arreglo a lo que establezca 
la Ordenanza Departamental correspondiente. 


Artículo 22. (Inventarios, Catálogos y otros instrumentos de protección de Bienes y 
Espacios).- Son instrumentos complementarios de ordenamiento territorial, que 
identifican y determinan el régimen de protección para las construcciones, conjuntos de 
edificaciones y otros bienes, espacios públicos, sectores territoriales o zonas de paisaje 
en los que las intervenciones se someten a requisitos restrictivos a fin de asegurar su 
conservación o preservación acordes con su interés cultural de carácter histórico, 
arqueológico, artístico, arquitectónico, ambiental o patrimonial de cualquier orden. 


Éstos se podrán aprobar como documentos independientes o integrados en los otros 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 


Las Intendencias Municipales mantendrán un registro actualizado de todos los 
inmuebles inventariados y catalogados, con información suficiente de su situación física 
y jurídica así como las medidas y grado de protección a que estén sujetos. Esta 
información deberá ser inscripta en el Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial, 
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CAPÍTULO V 


ELABORACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
Y DESARROLLO SOSTENIBLE 


Artículo 23. (Elaboración de los instrumentos de ámbito departamental).- El Intendente 
elaborará y someterá los instrumentos del ámbito departamental a la Junta 
Departamental respectiva para su aprobación, sin perjuicio de la iniciativa legislativa que 
a ésta corresponde.El Poder Ejecutivo, los entes y servicios públicos prestarán su 
colaboración y facilitarán los documentos e información necesarios. 


Artículo 24. (Puesta de Manifiesto. Suspensión cautelar).- En el proceso de elaboración 
de los instrumentos de los ámbitos regional, departamental e interdepartamental se 
redactará el avance que contenga los principales estudios realizados y los criterios y 
propuestas generales que orientarán la formulación del documento final, 


El órgano competente dispondrá, en todos los casos indicados en el inciso precedente, 
la Puesta de Manifiesto del avance por un periodo no menor a los treinta días a efectos 
de la consulta y recepción de las observaciones, la que será ampliamente difundida. 


A partir del inicio de la elaboración de los avances de los instrumentos, los Gobiernos 
Departamentales podrán establecer fundadamente como medida cautelar, la 
suspensión de las autorizaciones de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción 
o demolición, en ámbitos territoriales estratégicos o de oportunidad. La suspensión 
cautelar se extinguirá, en todos los casos, con la aprobación definitiva del instrumento 


respectivo. 


Artículo 25. (Aprobación previa y Audiencia Pública).- Los instrumentos se someterán 
a la consideración del órgano competente para adoptar su aprobación previa, a efectos 
de abrir el periodo de audiencia pública y solicitud de informes. 


La audiencia pública será obligatoria para los Planes Locales y para todos los 
Instrumentos Especiales, siendo su realización facultativa para los restantes 
instrumentos. 


La publicación de la aprobación previa determinará la suspensión de las autorizaciones 
en trámite de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o demolición en los 
ámbitos en que las nuevas determinaciones supongan modificación del régimen vigente. 
Esta suspensión se extinguirá con la aprobación definitiva del instrumento respectivo. 


Se deberá solicitar informes a las instituciones públicas, entes y servicios 
descentralizados respecto a las incidencias territoriales en el ámbito del instrumento. 


Previo a la aprobación definitiva, se deberá solicitar al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) el informe sobre la 
correspondencia del instrumento con los demás vigentes y realizar el procedimiento 
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ambiental que corresponda, el que dispondrá del plazo de treinta días hábiles desde la 
recepción para expedirse, vencido el cual sin pronunciamiento, se entenderá como 
emitido en sentido favorable. 


Articulo 26. (Naturaleza jurídica. Publicación). Los instrumentos del ámbito 
departamental tendrán la naturaleza jurídica de Decretos Departamentales a todos sus 
efectos. 


La omisión de las instancias obligatorias de participación social acarreará la nulidad 
del instrumento de ordenamiento territorial pertinente. 


Todos los instrumentos previstos en la presente ley deberán ser publicados en el Diario 
Oficial. 


Artículo 27. (Efectos de la entrada en vigor de los Instrumentos de Ordenamiento 
Territorial).- La entrada en vigor de los instrumentos previstos en la presente ley 
producirá los siguientes efectos: 


a) La vinculación de los terrenos, instalaciones y edificaciones al destino definido 
por el instrumento y al régimen jurídico del suelo que les sea de aplicación. 


b) No podrán otorgarse autorizaciones contrarias a las disposiciones de los 
instrumentos. Esta determinación alcanza al proceso de Autorización Ambiental 
Previa que se tramitará sólo para proyectos encuadrados en el instrumento de 
ordenamiento territorial aplicable. En los casos de apertura de minas y canteras 
quedará habilitada de oficio la gestión para la posible revisión del instrumento que se 
trate. 


c) La declaración automática de fuera de ordenamiento, total o parcialmente 
incompatibles con el instrumento respectivo, para las instalaciones, construcciones, 
fraccionamientos o usos, concretados con anterioridad a la entrada en vigor y que 
resulten disconformes con el nuevo ordenamiento. 


d) La obligatoriedad del cumplimiento de sus determinaciones de carácter 
vinculante para todas las personas, públicas y privadas. 


e) La obligatoriedad de sus determinaciones a los efectos de la aplicación por la 
Administración de los medios de ejecución forzosa frente a los incumplimientos. 


f La declaración de utilidad pública sobre los terrenos, instalaciones y 
construcciones correspondientes, cuando prevean obras públicas o delimiten 
ámbitos de actuación a ejecutar mediante expropiación. 


Existiendo instrumento vigente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente (MVOTMA), la Comisión Honoraria Pro-Erradicación de la Vivienda 
Rural Insalubre (MEVIR) y toda entidad pública, deberán construir las viviendas objeto 
de su competencia únicamente dentro de las previsiones de dichos instrumentos, 
obteniendo previamente el permiso de construcción respectivo. Esta disposición 
también rige para todo tipo de construcciones de la Administración Central, los Entes 
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Autónomos y Servicios Descentralizados, cuando construyan por sí o mediante contrato 
de cualquier tipo. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) 
expedirá un dictamen técnico de Viabilidad Territorial en caso de no existir instrumentos 
de ordenamiento y desarrollo territorial vigentes y aplicables para la zona de 
implantación de un emprendimiento para el que corresponda la autorización ambiental 
previa de acuerdo con la Ley N” 16.465, de 19 de enero de 1994 y su reglamentación. 


Artículo 28. (Seguimiento durante la vigencia).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial conforme a la presente ley deberán prever mecanismos de seguimiento, 
control y evaluación técnica y monitoreo ciudadano, durante el periodo de vigencia. Las 
entidades públicas responsables de la implementación y aplicación de las disposiciones 
de los instrumentos deberán rendir cuenta de su actividad regularmente, poniendo de 
manifiesto los resultados de su gestión. 


Artículo 29, (Revisión de los Instrumentos de Ordenamiento Territorial).- Las 
modificaciones en las determinaciones de los instrumentos deberán ser establecidas 
por instrumentos de igual jerarquía y observando los procedimientos establecidos en la 
presente ley para su elaboración y aprobación, 


Toda alteración del ordenamiento establecida por un instrumento que aumente la 
edificabilidad o desafecte el suelo de un destino público, deberá contemplar las medidas 
compensatorias para mantener la proporcionalidad y calidad de los equipamientos. 


Los instrumentos serán revisados cuando se produzcan los supuestos o circunstancias 
que él mismo defina, así como siempre que se pretenda introducir alteraciones en él o 
en el territorio. 


Los instrumentos podrán prever procedimientos de revisión menos exigentes para 
modificaciones de aquellas determinaciones que hayan definido como no sustanciales, 
sin perjuicio que las mismas deberán ser establecidas por normas de igual jerarquía. 


TÍTULO IV 


LA PLANIFICACIÓN PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE 


CAPÍTULO 1 


DISPOSICIONES BÁSICAS 


Artículo 30. (Categorización de suelo en el territorio).- La competencia exclusiva del 
Gobierno Departamental para la categorización de suelo en el territorio del 
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departamento se ejercerá mediante los instrumentos de ordenamiento territorial de su 
ámbito. 


El suelo se podrá categorizar en: rural, urbano, o suburbano. Para cada categoría 
podrán disponerse en los instrumentos subcategorías, además de las que se establecen 
en la presente ley. 


Los Gobiernos Departamentales podrán categorizar con carácter cautelar por un plazo 
predeterminado como suburbano o rural, áreas de territorio que entiendan necesario 
proteger hasta tanto elaboren instrumentos que lo categorican en forma definitiva y 
dictarán simultáneamente las disposiciones de protección necesarias. 


Artículo 31. (Suelo Categoria Rural).- Comprenderá las áreas de territorio que los 
instrumentos de ordenamiento territorial categoricen como tales, incluyendo las 
subcategorías: 


a) Rural productiva, que podrá comprender áreas de territorio cuyo destino principal 
sea la actividad agraria, pecuaria, forestal o similar, minera o extractiva, o las que los 
instrumentos de ordenamiento territorial establezcan para asegurar la disponibilidad 
de suelo productivo y áreas en que éste predomine. 


También podrá abarcarse como suelo rural las zonas de territorio con aptitud para 
la producción rural cuando se trate de áreas con condiciones para ser destinadas a 
fines agropecuarios, forestales o similares y que no se encuentren en ese uso. 


b) Rural natural, que podrá comprender las áreas de territorio protegido con el fin 
de mantener el medio natural, la biodiversidad o proteger el paisaje u otros valores 
patrimoniales, ambientales o espaciales. Podrá comprender, asimismo, el álveo de 
las lagunas, lagos, embalses y cursos de agua del dominio público o fiscal, del mar 
territorial y las fajas de defensa de costa. 


Los suelos de categoría rural quedan, por definición, excluidos de todo proceso de 
urbanización, de fraccionamiento con propósito residencial y comprendidos en toda otra 
limitación que establezcan los instrumentos. 


Artículo 32. (Suelo Categoría Urbana).- El suelo categoría urbana comprenderá las 
áreas de territorio de los centros poblados, fraccionadas, con las infraestructuras y 
servicios en forma regular y total, así como aquellas áreas fraccionadas parcialmente 
urbanizadas en las que los instrumentos de ordenamiento territorial pretenden mantener 
o consolidar el proceso de urbanización. 


En el suelo categoría urbana los instrumentos podrán establecer las subcategorías de: 


a) Suelo categoría urbana consolidado, cuando se trate de áreas urbanizadas 
dotadas al menos de redes de agua potable, drenaje de aguas pluviales, red vial 
pavimentada, evacuación de aguas servidas, energía eléctrica y alumbrado público; 
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todo ello en calidad y proporción adecuada a las necesidades de los usos a que 
deban destinarse las parcelas. 


b) Suelo categoría urbana no consolidado, cuando se trate de áreas en las que aún 
existiendo un mínimo de redes de infraestructuras, las mismas no sean suficientes 
para dar servicio a los usos previstos por el instrumento. 


Asimismo podrán tener la categoría de suelo categoría urbana no consolidado las 
zonas degradadas o en desuso que, de conformidad con las previsiones de los 
instrumentos, deban ser objeto de actuaciones con la finalidad de su consolidación o 
renovación. 


A los efectos de lo dispuesto por el numeral 1? del artículo 297 de la Constitución de la 
República, así como toda otra legislación y en especial sobre fraccionamientos, el 
concepto de propiedad inmueble urbana se podrá adjudicar al suelo categoría urbana, 


Artículo 33. (Suelo Categoría Suburbana).- Comprenderá las áreas de suelo 
constituidas por enclaves con usos, actividades e instalaciones de tipo urbano o zonas 
en que éstas predominen, dispersos en el territorio o contiguos a los centros poblados, 
según lo establezcan los instrumentos de ordenamiento territorial, 


Son instalaciones y construcciones propias de suelo categoría suburbana las: 
habitacionales, turísticas, residenciales, deportivas, recreativas, industriales, de 
servicio, logística o similares. 


A los efectos de lo dispuesto por el numeral 1? del artículo 297 de la Constitución de la 
República, así como toda otra legislación y en especial sobre fraccionamientos, el 
concepto de propiedad de inmuebles suburbanos se podrá adjudicar, en todo o en parte 
del predio, indistintamente al suelo categoría suburbana o urbana. 


Artículo 34. (Atributo de potencialmente transformable).- Los instrumentos de 
ordenamiento territorial podrán delimitar ámbitos de territorio como potencialmente 
transformables. Sólo se podrá transformar un suelo incluido dentro de una categoría en 
otra, en áreas con el atributo de potencialmente transformable. 


Únicamente será posible incorporar terrenos a los suelos categoría urbana y categoría 
suburbana mediante la elaboración y aprobación de un programa de actuación integrada 
para un perímetro de actuación especificamente delimitado dentro de suelo con el 
atributo de potencialmente transformable. 


Mientras no tenga lugar la aprobación del correspondiente programa de actuación 
integrada, el suelo con el atributo de potencialmente transformable estará sometido a 
las determinaciones establecidas para la categoría de suelo en que fuera incluido. 
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CAPÍTULO II 


RÉGIMEN GENERAL DE LOS DERECHOS Y DEBERES TERRITORIALES 
DE LA PROPIEDAD INMUEBLE 


Artículo 35. (Derechos generales de la propiedad de suelo).- Forman parte del 
contenido del derecho de propiedad de suelo las facultades de utilización, disfrute y 
explotación normales del bien de acuerdo con su situación, caracteristicas objetivas y 
destino de conformidad con la legislación vigente. 


Las limitaciones al derecho de propiedad incluidas en las determinaciones de los 
instrumentos de ordenamiento territorial se consideran comprendidas en el concepto de 
interés general declarado en la presente ley y, por remisión a ésta, a la concreción de 
los mismos que resulte de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


El cumplimiento de los deberes vinculados al ordenamiento territorial establecidos por 
la presente ley es condición para el ejercicio de los derechos de aprovechamiento 
urbanístico del inmueble. 


El ejercicio del derecho a desarrollar actividadas y usos, a modificar, a fraccionar o a 
construir, por parte de cualquier persona, privada o pública, física o jurídica, en cualquier 
parte del territorio, está condicionado a la obtención del acto administrativo de 
autorización respectivo, salvo la excepción prevista en el suelo categoría rural 
productiva. Será condición para el dictado del presente acto administrativo, el 
cumplimiento de los deberes territoriales establecidos por la presente ley. 


Artículo 36. (Derecho de superficie).- El propietario de un inmueble, privado o fiscal, 
podrá conceder a otro el derecho de superficie de su suelo, por un tiempo determinado, 
en forma gratuita u onerosa, mediante escritura pública registrada y subsiguiente 
tradición, El derecho de superficie es el derecho real limitado sobre un inmueble ajeno 
que atribuye temporalmente parte o la totalidad de la propiedad y comprende el derecho 
a utilizar el bien según las disposiciones generales de la legislación aplicable y dentro 
del marco de los instrumentos de ordenamiento territorial y conforme al contrato 
respectivo. El titular del derecho de superficie tendrá respecto al bien objeto del mismo 
iguales derechos y obligaciones que el propietario del inmueble respecto de éste. 


Extinguido el derecho de superficie, el propietario recuperará el pleno dominio del 
inmueble, así como las accesiones y mejoras introducidas en éste, salvo estipulación 
contractual en contrario. 


Artículo 37. (Deberes generales relativos a la propiedad inmueble).- Constituyen 
deberes territoriales para los propietarios de inmuebles, en el marco de la legislación 
vigente y en función del interés general, entre otros, los siguientes: 


a) Deber de usar. Los propietarios de inmuebles no podrán destinarlos a usos 
contrarios a los previstos por los instrumentos de ordenamiento territorial conforme a 
la presente ley y las determinaciones que se establezcan conforme a los mismos 
durante su aplicación. 
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b) Deber de conservar. Todos los propietarios de inmuebles deberán mantenerlos 
en condiciones de seguridad, salubridad y ornato público, realizando las obras de 
conservación oportunas y cumpliendo las disposiciones que a tal efecto dictamine el 
Gobierno Departamental competente. 


c) Deber de proteger el medio ambiente y la diversidad. Todos los propietarios 
quedarán sujetos a las normas sobre protección del ambiente, los recursos naturales 
y el patrimonio natural, absteniéndose de cualquier actividad perjudicial para los 
mismos. Se comprende el deber de resguardar el inmueble frente al uso productivo 
de riesgo o la ocupación de suelo con fines habitacionales en zonas de riesgo. 


d) Deber de proteger el patrimonio cultural. Todos los propietarios deberán cumplir 
las normas de protección del patrimonio cultural, histórico, arqueológico, 
arquitectónico, artístico y paisajístico. 


e) Deber de cuidar, Los propietarios de inmuebles deberán vigilarios y protegerlos 
frente a intrusiones de terceros, haciéndose responsables en caso de negligencia de 
las acciones que éstos puedan ejercer en contravención a lo dispuesto por los 
instrumentos de ordenamiento territorial o en menoscabo de los deberes territoriales. 


f) Deber de rehabilitar y restituir. Los propietarios de inmuebles quedarán sujetos 
al cumplimiento de las mormas de rehabilitación patrimonial o de restitución 
ambiental. 


Serán exigibles además los deberes territoriales particulares vinculados a la 
ejecución de perímetros de actuación según las categorías de suelo establecidas en 
el Capítulo 111 del presente Título. 


CAPÍTULO !ll 


FACULTADES Y OBLIGACIONES TERRITORIALES 


Artículo 38. (Condiciones generales de los instrumentos. Límites y estándares 
mínimos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible en las 
áreas delimitadas de suelo urbano, suelo suburbano o suelo con el atributo de 
potencialmente transformable, preverán las reservas de espacios libres y equipamiento, 
así como límites de densidad y edificabilidad, 


Con carácter general, en las actuaciones residenciales, industriales, de servicios, 
turísticas, deportivas, de recreación u otras, las reservas para espacios libres, 
equipamientos, cartera de tierras y otros destinos de interés municipal, departamental o 
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nacional, sin perjuicio del área destinada a circulaciones, no podrán ser inferiores al 10% 
(diez por ciento) del sector a intervenir, 


El Gobierno Departamental, atendiendo a las características socioeconómicas de su 
ámbito jurisdiccional o la dotación de áreas para circulaciones públicas del proyecto, 
podrá disminuir el citado estándar hasta el 8% (ocho por ciento). 


Los terrenos antes referidos deberán ser cedidos de pleno derecho a la Intendencia 
Municipal o a la entidad pública que ésta determine, como condición inherente a la 
actividad de ejecución territorial. 


En todos los casos los instrumentos de ordenamiento territorial exigirán que las nuevas 
urbanizaciones y fraccionamientos antes de su autorización definitiva ejecuten a su 
costo, la red vial y la conexión a la red vial general para la continuidad de la trama 
existente, además de las infraestructuras indicadas en el literal a) del artículo 32 de la 
presente ley. 


En caso contrario deberán otorgar garantía real o personal suficiente a favor del 
Gobierno Departamental por el valor de dichas infraestructuras. 


La evacuación de aguas servidas deberá estar conectada a la red urbana preexistente 
en el sector o realizada a través de un sistema técnicamente avalado por el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MYOTMA) y aprobado por la 
Intendencia Municipal para cada caso. 


Artículo 39. (Régimen del suelo rural).- Los propietarios de terrenos categorizados 
como suelo rural tienen derecho a la realización de los actos precisos para la utilización 
y explotación agrícola, forestal, en general productiva rural o minera y extractiva, a las 
que estén efectivamente destinados, conforme a su naturaleza, sin más limitaciones que 
las impuestas por la legislación aplicable. 


Otros usos en el suelo categoría rural productiva, que pudieran ser admisibles por no 
implicar riesgos de su transformación, precisarán de la oportuna autorización de la 
Intendencia Municipal, si así lo dispusieran los instrumentos de ordenamiento territorial 
que se aprueben. 


No requerirán la correspondiente autorización para edificar en suelo categoría rural 
productiva, la vivienda del productor rural y del personal del establecimiento y aquellas 
edificaciones directamente referidas a la actividad rural, salvo que un instrumento de 
ordenamiento territorial así lo exija. 


En el suelo rural quedan prohibidas las edificaciones que puedan generar necesidades 
de infraestructuras y servicios urbanos, representen el asentamiento de actividades 
propias del medio urbano en detrimento de las propias del medio rural o hagan perder 
el carácter rural o natural al paisaje. 


Artículo 40. (Régimen del suelo urbano consolidado).- Los propietarios de parcelas en 
suelo urbano consolidado tendrán derecho a edificar y usar, conforme a las 
determinaciones establecidas en los instrumentos de ordenamiento territorial y estarán 
obligados a ejecutar, a su costo, las obras de conexión de la parcela a las 
infraestructuras existentes a fin de garantizar la condición de solar de la misma. 
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En aquellos ámbitos señalados en los instrumentos de ordenamiento territorial y en los 
casos que determine la Imendencia Municipal, los propietarios de los solares baldíos o 
terrenos con edificación ruinosa, deberán edificarlos o rehabilitar sus construcciones, en 
el plazo máximo que establezcan los mismos. 


Artículo 41. (Facultades de la propiedad inmueble en suelo urbano no consolidado y 
suelo potencialmente transformable).- Los propietarios de inmuebles en suelo urbano 
no consolidado y en suelo con el atributo de potencialmente transformable, una vez 
incluido en un Programa de Actuación Integrada, tendrán las siguientes facultades: 


a) Promover su ejecución y transformación en las condiciones y requerimientos que 
se establecen en esta ley. 


b) Adjudicación de los solares resultantes de acuerdo con el proyecto de 
fraccionamiento o urbanización, en proporción a sus aportaciones al proceso de 


ejecución. 


c) Edificar en dichos solares, conforme a las determinaciones del instrumento y una 
vez cumplidos los deberes territoriales. 


Los propietarios que renuncien voluntariamente o sean excluidos del proceso de 
ejecución por aplicarse la expropiación, tendrán derecho a la indemnización 
legalmente prevista, sin incorporar a la valoración de ésta los beneficios que se 
derivan del proceso de ejecución. 


Los propietarios de inmuebles en suelo con el atributo de potencialmente 
transformable, no incluido en un Programa de Actuación Integrada tendrán derecho a 
presentar consultas e iniciativas a la Intendencia Municipal para acceder a la efectiva 
incorporación de los mismos al proceso de transformación territorial. 


Artículo 42. (Obligaciones de la propiedad inmueble en suelo urbano no consolidado y 
suelo potencialmente transformable).- Los propietarios de inmuebles en suelo urbano 
no consolidado, asi como en suelo con el atributo de potencialmente transformable, una 
vez incluido en un Programa de Actuación Integrada, tendrán las siguientes 
obligaciones: 


a) De ejecutar a su costo las obras de urbanización del ámbito. 


b) De ceder a la Intendencia Municipal o a la entidad pública que ésta determine, 
de forma gratuita, los terrenos del ámbito que los instrumentos de ordenamiento 
territorial prevean con destino a uso y dominio público. 
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c) De ceder a la Intendencia Municipal los terrenos urbanizados edificables o 
inmuebles en los que se concrete el derecho a la participación de ésta en la 
distribución de los mayores beneficios. 


d) De distribuir de forma equitativa o de compensar, entre todos los interesados del 
ámbito, los beneficios y cargas que se deriven de la ejecución del instrumento de 
ordenamiento territorial. 


Artículo 43. (Régimen de los fraccionamientos en suelo urbano y suelo potencialmente 
transformable).- No podrán autorizarse fraccionamientos en suelo urbano o en suelo con 
el atributo de potencialmente transformable sin que se hayan cumplido con las 
condiciones determinadas por el artículo 38 de la presente ley. 


Para las cesiones de solares o inmuebles de los fraccionamientos autorizados con 
posterioridad a la presente ley, en las que se concreta el derecho a la participación de 
los mayores valores de la acción territorial de los poderes públicos, además de las áreas 
destinadas al uso público, la traslación de dominio opera de pleno derecho por su 
figuración en los respectivos planos de proyecto de acuerdo con el Decreto-Ley N* 
14.530, de 1” de julio de 1976. 


Artículo 44. (Régimen de indemnización).- La adecuación de las facultades del derecho 
de propiedad a las modalidades de uso y localización de actividades previstas en los 
instrumentos de ordenamiento territorial, tales como usos del suelo, fraccionabilidad y 
edificabilidad, no origina por sí sola derecho a indemnización alguna. 


La indemnización procederá únicamente en los casos de expropiación, o de 
limitaciones que desnaturalicen las facultades del derecho de propiedad, con daño 
cierto. No son indemnizables las afectaciones basadas en meras expectativas 
originadas en la ausencia de planes o en la posibilidad de su formulación. 


Artículo 45. (Equidistribución de las cargas y beneficios).- Establécese la distribución 
equitativa de las cargas y beneficios generados por el ordenamiento territorial entre los 
titulares de los inmuebles involucrados en las acciones derivadas del mismo y de su 
ejecución. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial contendrán disposiciones que consagren 
un sistema adecuado de distribución equitativa de cargas y beneficios entre los 
propietarios de inmuebles involucrados en el ordenamiento territorial. 


Artículo 46. (Retorno de las valorizaciones).- Una vez que se aprueben los 
instrumentos de ordenamiento territorial, la Intendencia Municipal tendrá derecho, como 
Administración territorial competente, a participar en el mayor valor inmobiliario que 
derive para dichos terrenos de las acciones de ordenamiento territorial, ejecución y 
actuación, en la proporción mínima que a continuación se establece: 
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a) En el suelo con el atributo de potencialmente transformable, el 5% (cinco por 
ciento) de la edificabilidad total atribuida al ámbito. 


b) En el suelo urbano, correspondiente a áreas objeto de renovación, consolidación 
o reordenamiento, el 15% (quince por ciento) de la mayor edificabilidad autorizada 
por el nuevo ordenamiento en el ámbito. 


La participación se materializará mediante la cesión de pleno derecho de inmuebles 
libres de cargas de cualquier tipo a la Intendencia Municipal para su inclusión en la 
cartera de tierras. 


Los promotores de la actuación, que manifiesten su interés y compromiso por edificar 
los inmuebles que deben ser objeto de cesión de acuerdo con el instrumento, podrán 
acordar con la Intendencia Municipal la sustitución de dicha cesión por su equivalente 
en dinero. Dicho importe será destinado a un fondo de gestión territorial o bien la 
permuta por otros bienes inmuebles de valor similar. 


Si la Intendencia Municipal asume los costos de urbanización le corresponderá 
además, en compensación, la adjudicación de una edificabilidad equivalente al valor 
económico de su inversión. 


CAPÍTULO IV 


SUSTENTABILIDAD AMBIENTAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


Artículo 47. (Garantía de sostenibilidad. Procedimiento ambiental de los 
instrumentos).- Los insttumentos de ordenamiento territorial establecerán una 
regulación ambientalmente sustentable, asumiendo como objetivo prioritario la 
conservación del ambiente, comprendiendo los recursos naturales y la biodiversidad, 
adoptando soluciones que garanticen la sostenibilidad. Los instrumentos de 
ordenamiento territorial, a excepción de los del ámbito nacional, deberán contar con una 
Evaluación Ambiental Estratégica aprobada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente en la 
forma que establezca la reglamentación, El procedimiento ambiental se integrará en la 
elaboración del correspondiente instrumento. 


Fuente: Artículo 502 de la Loy N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 


Artículo 48. (Exclusión de suelo en el proceso de urbanización).- Quedan excluidos del 
proceso urbanizador los suelos: 


a) Pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, salvo lo que 
se establezca en aplicación de lo dispuesto por la Ley N* 17.234, de 22 de febrero 
de 2000 y su reglamentación. 


b) Con valores ambientales, paisajísticos u otros declarados de interés 
departamental, salvo aquellos contenidos expresamente en los instrumentos 
relativos al área. 
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Cc) Necesarios para la gestión sustentable de los recursos hídricos. 


d) De dominio público que conforme a su legislación específica deban ser 
excluidos. 


e) Con riesgos naturales o con afectación de riesgos tecnológicos de accidentes 
mayores para los bienes y personas. 


f Con valores agrícolas, ganaderos, forestales o, en general, de interés 
departamental, regional o nacional para la producción rural. 


9) Que los instrumentos de ordenamiento territorial consideren incompatible con el 
modelo adoptado. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial establecerán medidas de protección 
especial cuando concurra alguna de las circunstancias señaladas. 


Artículo 49. (Prevención de riesgos).- Los instrumentos deberán tener en cuenta en la 
asignación de usos de suelo los objetivos de prevención y las limitaciones territoriales 
establecidas por los organismos competentes en lo referido a los riesgos para la salud 
humana, 


Los instrumentos de ordenamiento territorial deberán orientar los futuros desarrollos 
urbanos hacia zonas no inundables identificadas por el organismo estatal competente 
en el ordenamiento de los recursos hídricos. 


Deberán además proteger la sustentabilidad productiva del recurso suelo como bien 
no renovable, no autorizando las actividades causantes de degradación hídrica o del 
suelo, o las incompatibles con otros tipos de utilización más beneficiosa para el suelo, 
el agua o la biota. 


Queda comprendida en las competencias de los instrumentos de ordenamiento 
territorial la facultad de establecer límites y distancias mínimas entre sí de cultivos 
agrícolas y forestales o con otros usos de suelo y actividades en el territorio. 


Artículo 50. (Protección de las zonas costeras).- Sin perjuicio de la faja de defensa de 
costas establecida en el artículo 153 del Código de Aguas, en la redacción dada por el 
artículo 193 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, el litoral de los rios de la 
Plata, Uruguay, Negro, Santa Lucía, Cuareim y Yaguarón, así como el litoral Atlántico 
nacional y las costas de la Laguna Merim, serán especialmente protegidos por los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 
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En los fraccionamientos ya aprobados y no consolidados a la vigencia de la presente 
ley en la faja de defensa de costas, que no cuenten con infraestructuras y en la mayoría 
de cuyos solares no se haya construido, únicamente podrá autorizarse la edificación 
presentando un Plan Especial que proceda al reordenamiento, reagrupamiento y 
reparcelación del ámbito, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N” 16.466, de 19 de 
enero de 1994 y su reglamentación. 


El Plan referido destinará a espacios libres los primeros 150 (ciento cincuenta) metros 
de la ribera medidos hacia el interior del territorio, en las condiciones establecidas por 
el inciso tercero del artículo 13 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946 en la 
redacción dada por la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946 y asegurará la 
accesibilidad. Asimismo evitará la formación de edificaciones continuas paralelas a la 
costa en el resto de la faja, sin perjuicio del cumplimiento de las demás condiciones que 
establezca la normativa aplicable a la que necesariamente deberá someterse el Plan 
Especial antes de su aprobación definitiva, 


Los recursos administrativos no tendrán efectos suspensivos cuando se trate de 
inmuebles públicos o privados comprendidos en la faja costera referida en el inciso 
primero. 


Artículo 51. (Impactos territoriales negativos en zonas costeras).- El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) rechazará 
fundadamente cualquier emprendimiento, en la faja de defensa de costas, si el mismo 
fuera capaz de provocar impactos negativos, entendiendo como tales: 


a) La contradicción con los instrumentos de ordenamiento territorial aplicables. 


b) La construcción de edificaciones sin sistema de saneamiento con tratamiento 
total de efluentes o conexión a red. 


c) La materialización de fraccionamientos o loteos sin las infraestructuras 
completas necesarias. 


d) Las demás que prevea la reglamentación. 


También se evaluará la posibilidad de que el emprendimiento pueda ser capaz de 
generar impactos territoriales acumulativos, entendiéndose por tales la posibilidad de 
posteriores iniciativas que, por su acumulación, puedan configurar disfunciones 
territoriales o ambientales severas. 
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CAPÍTULO V 


DISPOSICIONES DE VIVIENDA Y SUELO EN EL MARCO DEL 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 


Artículo 52. (Coordinación entre las estrategias habitacionales y de suelo).- El 
ordenamiento territorial constituirá el instrumento fundamental en la articulación de las 
políticas públicas habitacionales y de suelo. 


Los Gobiernos Departamentales, a través de los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible, impulsarán las políticas habitacionales y de suelo 
delimitando áreas de territorio categoría urbana o con el atributo de potencialmente 
transformable en su caso, destinadas a las carteras públicas de tierras y calificando 
suelo destinado a vivienda de interés social en coordinación con el Plan Quinquenal de 
Vivienda. 


La aprobación de la delimitación del área será considerada como de declaración de 
utilidad pública a los efectos de su eventual expropiación. 


Artículo 53. (Reserva de suelo para vivienda de interés social).- En los sectores de 
suelo urbano o con el atributo de potencialmente transformable en que se desarrollen 
actuaciones de urbanización residencial, los insttumentos de ordenamiento territorial 
preverán viviendas de interés social de cualquiera de las categorías previstas en la Ley 
N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968 y sus modificativas. El número de éstas se 
situará entre el 10% (diez por ciento) y el 30% (treinta por ciento) de las viviendas totales 
que se autoricen en el ámbito de actuación. El porcentaje mínimo será concretado por 
el instrumento atendiendo a las necesidades de viviendas de interés social y a las 
caracteristicas de los diferentes desarrollos residenciales. Se podrá eximir de esta 
obligación a las actuaciones en las que no se incremente el número de viviendas 
existentes. 


Fuento: Artículo 488 do la Loy N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 


TÍTULO V 


LA ACTUACIÓN Y CONTROL EN EL MARCO DEL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 


CAPÍTULO 1 
ACTUACIÓN TERRITORIAL 


Artículo 54, (Control territorial y dirección de la actividad de ejecución).- El control y 
dirección de la actividad será público y comprende: la determinación de la forma de 
gestión, sus plazos y fuentes de financiamiento, la delimitación de los perimetros de 
actuación y la observación del cumplimiento de las obligaciones de compensación de 
cargas y beneficios y retorno de valorizaciones. 


Se fomentará el desarrollo de la actividad de ejecución por iniciativa privada para el 
cumplimiento de los objetivos de los instrumentos de ordenamiento territorial. 
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El inicio de la actividad de ejecución requerirá la aprobación del instrumento de 
ordenamiento territorial correspondiente. No obstante, la ejecución de las redes básicas 
de uso público podrá realizarse en forma anticipada previa declaración de urgencia. 


Artículo 55. (Regímenes de gestión de suelo).- Se podrán establecer regimenes de 
gestión de suelo definidos como el conjunto de modalidades operativas contenidas en 
los instrumentos de ordenamiento territorial para regular las intervenciones de las 
entidades públicas y de los particulares sobre el territorio, 


Artículo 56. (Perímetros de Actuación).- El perímetro de actuación constituye un ámbito 
de gestión de un instrumento de ordenamiento territorial, en una superficie delimitada 
en el suelo categoría potencialmente transformable, o urbano no consolidado, para 
ejecutar las previsiones del mismo y efectuar el cumplimiento de los deberes territoriales 
de cesión, equidistribución de cargas y beneficios y retorno de las mayores 
valorizaciones. 


La delimitación de un perímetro de actuación podrá traer aparejada la suspensión de 
otorgamiento de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los respectivos 
proyectos de urbanización y reparcelación en su caso 


Artículo 57. (Sistemas de gestión de los Perímetros de Actuación).- Los perimetros de 
actuación se desarrollarán por alguno de los siguientes sistemas de gestión: 


a) Por iniciativa privada directa, constituyéndose una entidad privada para los fines 
de ejecución o por convenio de gestión entre los titulares de los terrenos. 


b) Por cooperación público-privada, mediante la suscripción del correspondiente 
instrumento. 


c) Por iniciativa pública, expropiando la Administración la totalidad de los bienes 
necesarios. 


Artículo 58. (Proyectos de urbanización y de reparcelación).- Los proyectos de 
urbanización y reparcelación serán aprobados por la Intendencia Municipal conforme 
al procedimiento que defina la Ordenanza Departamental. 


El proyecto de reparcelación integra el conjunto de predios comprendidos en un 
perímetro de actuación definiendo las parcelas resultantes, así como la adjudicación de 
las mismas a los propietarios en proporción a sus respectivos derechos y a la 
Intendencia Municipal, en la parte que le corresponde conforme a la presente ley y al 
instrumento de ordenamiento territorial. 


La reparcelación comprende también las compensaciones necesarias para asegurar 
la aplicación de la distribución de cargas y beneficios entre los interesados. 
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Artículo 59. (Operaciones territoriales concertadas. Cooperación público-privada).- Los 
instrumentos de ordenamiento territorial podrán disponer condiciones y localizaciones 
en que se estimularán operaciones territoriales concertadas conducidas por la 
Administración, con la participación de los propietarios inmobiliarios, los vecinos, los 
usuarios regulares de la zona, inversionistas privados o el Estado, con el objeto de 
alcanzar para un área determinada, transformaciones territoriales, mejoras sociales, 
desarrollo productivo o elevación de la calidad ambiental. 


A iniciativa del Poder Ejecutivo o de uno o más Gobiernos Departamentales y también 
a propuesta de personas o entidades privadas, podrán constituirse sociedades 
comerciales de economía mixta cuyo objeto sea la urbanización, la construcción de 
viviendas u obras de infraestructura turísticas, industriales, comerciales o de servicios, 
así como cualquier obra de infraestructura o equipamiento prevista en un instrumento 
de ordenamiento territorial, incluyendo su gestión y explotación de conformidad con la 
legislación aplicable. 


Articulo 60. (Mayores aprovechamientos).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial podrán admitir modificaciones de uso del suelo mediante el otorgamiento de 
contrapartida a cargo del beneficiado. 


En el marco de las disposiciones de los instrumentos de ordenamiento territorial, se 
podrán constituir áreas y condiciones en las cuales el derecho de construir pueda 
ejercerse por encima del coeficiente de aprovechamiento básico establecido, mediante 
el otorgamiento de una contrapartida por parte del propietario inmobiliario beneficiado. 


También se podrá ejercer el derecho de construir en otro lugar, o enajenar este 
derecho, cuando el inmueble original se encuentre afectado por normativa de 
preservación patrimonial, paisajística o ambiental. La contrapartida, podrá alcanzar 
hasta el cincuenta por ciento del mayor valor resultante. 


Artículo 61. (Fraccionamiento, edificación o utilización obligatorias).- Los instrumentos 
de ordenamiento territorial podrán establecer, para perimetros de actuación en los 
territorios comprendidos en éstos, la obligación de parcelamiento, edificación o 
utilización de suelo no utilizado, subutilizado o no edificado, debiendo fijar las 
condiciones y los plazos para la implementación de dicha obligación. El incumplimiento 
configurará falta a los deberes territoriales. El propietario afectado podrá requerir de la 
Administración la instrumentación de una operación territorial concertada con ésta como 
forma de viabilización financiera de su obligación y de relevar su incumplimiento. 


Artículo 62. (Inmuebles necesarios para el cumplimiento de los planes).- Declárase de 
utilidad pública la expropiación por parte del Poder Ejecutivo o de los Gobiemos 
Departamentales de los bienes inmuebles necesarios para el cumplimiento de los 
instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la presente ley, cuando prevean: 


a) La ejecución de las redes territoriales de saneamiento, drenaje pluvial, 
abastecimiento, vialidad, espacios libres y equipamientos públicos previstas en los 
instrumentos. 


b) La ejecución de perimetros de actuación dirigida a la construcción de viviendas 
de interés social. 
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c) La ejecución de programas de protección o fomento productivo rural; renovación, 
rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento o expansión urbana; 
conservación ambiental y de los recursos naturales o el paisaje y otras similares. 


En las áreas del territorio en que la existencia de fraccionamientos sin urbanización 
consolidada dificulte la recaudación departamental o constituya un freno significativo al 
desarrollo o conservación, las entidades responsables del ordenamiento territorial 
podrán iniciar acciones específicas para la regularización jurídica de la propiedad y la 
reparcelación de dichos fraccionamientos para el cumplimiento de los objetivos que 
establezcan los correspondientes instrumentos de ordenamiento territorial. Se podrá 
proceder, en estos casos, mediante el procedimiento de gestión y tasación conjunta. 


En caso que el inmueble registre deudas con el Estado, el respectivo monto adeudado 
se compensará con el valor de tasación que se efectúe dentro del proceso de 
expropiación y a los efectos de la toma urgente de posesión, conforme establezca la 
reglamentación. 


En caso que la compensación sea parcial, el ente estatal podrá depositar la diferencia, 
documentando judicialmente la existencia del adeudo fiscal de acuerdo a las normas 


respectivas. 


Artículo 63. (Expropiación por incumplimiento de deberes territoriales).- Se declara de 
utilidad pública la expropiación por la Administración de los inmuebles en estado de 
abandono que teniendo potencialidades productivas o de utilidad social, no hayan sido 
explotados por más de diez años, a efectos de integrar las carteras de tierras. 


Artículo 64. (Valoración).- A los efectos de establecer el monto de la indemnización, no 
se incorporará a la misma los beneficios que se deriven de la ejecución del instrumento 
respectivo, 


Artículo 65. Artículo 65. Prescripción adquisitiva).- Aquellas personas cuyo núcleo 
familiar no supere el nivel de pobreza en sus ingresos y que, no siendo propietarias de 
inmuebles, sean poseedoras de un predio, no público ni fiscal, con aptitud de ser 
urbanizado de acuerdo con el instrumento de ordenamiento territorial aplicable, 
destinado a su vivienda y la de su núcleo familiar durante un período de cinco años, 
podrán solicitar a la Sede Judicial competente se declare la adquisición del dominio 
sobre el mismo por el modo prescripción. La posesión deberá ser ininternmpida y con 
ánimo de dueño, pública y no resistida por el propietario. 


No podrán adquirirse a través de las disposiciones de este artículo, predios de una 
superficie que exceda los trescientos metros cuadrados o edificios de una superficia 
habitable que exceda la necesaria para cumplir el fin habitacional básico conforme a los 
criterios dispuestos por los artículos 12, 14, 18 literal A) y 19 de la Ley N” 13.728, de 17 
de diciembre de 1968. 


No se reconocerá este derecho más de una vez al mismo poseedor. 


Cuando el predio sea parte de un inmueble, en que existan otros en similar situación, 
la prescripción adquisitiva podrá gestionarse colectivamente. En esta situación, podrán 
considerarse colectivamente las áreas del territorio que determinen los instrumentos de 
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ordenamiento territorial. Las áreas necesanas para las infraestructuras, servicios y 
espacios públicos prescribirán en favor de la Intendencia Municipal. 


La prescripción será declarada por el Juez competente a instancia de los beneficiados, 
a través del proceso judicial correspondiente el cual estará exonerado de toda 
tributación; a su vez, podrá ser opuesta como defensa o excepción en cualquier proceso 
judicial. 


En los litigios en aplicación de este instituto, quedará en suspenso toda otra acción, de 
petición o posesoria, que pueda llegar a interponerse con relación al inmueble. 


Fuente: Inciso 2”: Artículo 285 de la Ley N* 19,149, de 24 de octubre de 2013 
Inciso 5*: Artículo 285 de la Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013. 


Artículo 66. (Derecho de preferencia).- El Gobierno Departamental tendrá preferencia 
para la adquisición de inmuebles objeto de enajenación onerosa entre particulares en 
las áreas dispuestas especificamente por los instrumentos de ordenamiento territorial a 
excepción de lo dispuesto en la Ley N* 11.029, de 12 de enero de 1948. 


Artículo 67. (Carteras de Tierras).- Los Gobiernos Departamentales podrán crear 
carteras de tierras para fines de ordenamiento territorial en el marco de sus 
instrumentos, reglamentando su destino y utilización en el marco de sus respectivas 
competencias. 


Los inmuebles afectados al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente (MVOTMA) constituirán la Cartera Nacional de Tierras, estando dicho 
Ministerio habilitado a cederlos, venderlos, permutarlos, y aun donarlos, en 
cumplimiento de los instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la presente 
ley y demás legislación aplicable. 


CAPÍTULO II 


CONTROL TERRITORIAL 


Artículo 68. (Policia territorial. Facultades disciplinarias). Los Gobiernos 
Departamentales ejercerán la policía territorial mediante los instrumentos necesarios, a 
los efectos de identificar todas aquellas acciones, obras, fraccionamientos, loteos u 
operaciones de todo tipo realizadas en contravención de las normas aplicables y 
sancionar a los infractores. 


El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, están facultados a prohibir, impedir la prosecución y demoler, a costa del 
propietario, toda obra efectuada en violación de los instrumentos de ordenamiento 
territorial, Asimismo, podrán disponer las inspecciones, pericias, pedidos de datos, 
intimaciones y demás, que sean necesarias para hacer cumplir los instrumentos de 
ordenamiento territorial. 
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Artículo 69. (Facultad de policía territorial específica).- Las  Intendencias 
Departamentales, en el marco de los poderes de policía territorial y de la edificación, 
deberán impedir, la ocupación, construcción, loteo, fraccionamiento y toda operación 
destinada a consagrar soluciones habitacionales, que implique la violación de la 
legislación vigente en la materia o los instrumentos de ordenamiento territorial, respecto 
de los inmuebles del dominio privado donde no pueda autorizarse la urbanización, 
fraccionamiento y edificación con destino habitacional. 


Esta obligación regirá también para los casos que carezcan de permiso aunque se 
ubiquen en zonas donde pudiera llegar a expedirse dicha autorización. 


Verificada la existencia de actividades que indiquen: 
A) La subdivisión o construcción en lotes en zona donde no pueda  autorizarse. 


B) La subdivisión o la construcción no autorizada, o ante la constatación de la 
existencia en zona no habilitada para tal fin o sin previa autorización, de 
fraccionamiento, loteo y construcciones. 


Cuando se trate de bienes inmuebles de propiedad privada la Intendencia 
Departamental deberá concurrir ante la sede judicial de turno, solicitando la inmediata 
detención de las obras y la demolición de las existentes, 


Presentada la demanda, el Juez actuante, verificados los extremos imprescindibles, 
decretará la suspensión inmediata de las obras y la demolición de las existentes. 


En caso de incumplimiento de la orden emanada de la medida cautelar o de la 
demanda principal por el término de cinco días corridos, el Juez dispondrá el ingreso al 
predio para proceder a la inmediata demolición de las construcciones levantadas en 
contra de la orden judicial, con argo a la propiedad, siendo de aplicación, en lo pertinente 
lo dispuesto en el artículo 4” de la Ley N* 15.750, de 8 de juño de 1985, y toda otra 
legislación vigente. 


Fuente: Artículo 489 de la Ley N” 19.355, de 19 de diciembre de 2015, 


Artículo 70. (Ocupación ilegal de inmuebles con fines de asentamiento humano).- Se 
faculta al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), 
sin perjuicio de las competencias departamentales existentes, a aplicar las sanciones 
que establezca la legislación y la reglamentación a quien promueva o incentive la 
ocupación ¡legal de inmuebles a los fines de asentamiento humano, en desconocimiento 
de lo dispuesto en los instrumentos de ordenamiento territorial establecidos por la 
presente ley. 

Las empresas públicas prestadoras de servicios de agua potable, energía eléctrica, 
telefonía y transmisión de datos, deberán requerir informe previo del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) para brindar servicios 
a viviendas o conjuntos de viviendas que formen parte de asentamientos humanos 
ilegales. 


Artículo 71. (Estímulos y sanciones. Garantías).- El Poder Ejecutivo y los Gobiernos 
Departamentales, a través de los mecanismos que corespondan, podrán establecer 
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incentivos a efectos de impulsar las acciones y determinaciones de los instrumentos de 
ordenamiento territorial previstos por la presente ley. 


Toda obra, modificación predial, así como todo acto o hecho que se traduzca en la 
alteración física del territorio, hecha sin haberse obtenido el permiso respectivo o en 
contravención de los instrumentos de ordenamiento territorial, será sancionada sin 
perjuicio de la nulidad, con una multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 
50.000 UR (cincuenta mil unidades reajustables), de acuerdo al carácter o gravedad de 
la misma, pudiendo además la autoridad competente tomar las medidas necesarias a 
efectos de recomponer la situación anterior con cargo al infractor. 


Los recursos administrativos contra el acto que disponga la demolición o eliminación 
de las modificaciones prediales efectuadas sin el permiso correspondiente, tendrán 
efecto suspensivo, pero la autoridad competente podrá, por resolución fundada, hacer 
cesar la suspensión. 


TÍTULO VI 
PARTICIPACIÓN SOCIAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


Artículo 72. (Promoción de la participación social).- Las instituciones públicas 
promoverán la participación social utilizando como mínimo, los instrumentos específicos 
que se establecen por la presente ley. 


Toda persona interesada podrá realizar propuestas, con la debida fundamentación, a 
los efectos de su consideración por las instituciones públicas competentes en los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 


Artículo 73. (Comisión Asesora).- Se comete al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) la constitución de una Comisión Asesora de 
Ordenamiento Territorial, a efectos de incorporar las distintas visiones a las políticas del 
sector. 


Será presidida por el Director Nacional de Ordenamiento Territorial y estará integrada 
por delegados de instituciones públicas y privadas y representantes de la sociedad civil. 
Estarán comprendidos los Ministerios con competencia en la materia, la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el Congreso de Intendentes, los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, la Universidad de la República, las gremiales de 
trabajadores, empresarios y profesionales, organizaciones no gubernamentales, otras 
instituciones de investigación y enseñanza, los Directores Nacionales de Medio 
Ambiente, de Aguas y Saneamiento y de Vivienda, así como toda otra entidad afín que 
incorpore la reglamentación. 

Esta Comisión podrá prestar su asesoramiento en todos los asuntos de competencia 
de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial a solicitud de ésta o por iniciativa 
de cualquiera de sus miembros. 
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El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) 
propondrá al Poder Ejecutivo la reglamentación correspondiente a su funcionamiento e 
integración. 


Los Gobiernos Departamentales podrán crear comisiones asesoras con participación 
de instituciones públicas y privadas y representantes de la sociedad civil, con el 
cometido de realizar aportes en el proceso de elaboración, ejecución y seguimiento de 
los instrumentos de ordenamiento territorial departamentales. 


TÍTULO Vil 


COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL PARA EL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 


Artículo 74. (Coordinación entre la actividad departamental, regional y nacional).- Los 
Gobiernos Departamentales con la colaboración del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), a través de la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial, deberán asegurar que exista la debida 
coordinación y compatibilidad entre los diversos instrumentos del ámbito departamental 
entre sí y con los instrumentos de los ámbitos nacional y regional en lo aplicable. 


Se establecerán procedimientos de elaboración concertada, a efectos de coordinar y 
compatibilizar en una fase temprana de su definición, los instrumentos sectoriales que 
tengan relevancia territorial generados por los actores públicos, en la forma y 
procedimiento que establezca la reglamentación. 


Artículo 75. (Comité Nacional de Ordenamiento Territorial).- Créase el Comité Nacional 
de Ordenamiento Territorial para la debida coordinación de las estrategias nacionales 
con incidencia en el territorio, el que será presidido por el Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y estará integrado por: el Ministro de 
Transporte y Obras Públicas; el Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca; el Ministro 
de Industria, Energía y Minería; el Ministro de Turismo y Deporte; el Ministro de Defensa 
Nacional; el Ministro de Economía y Finanzas; el Director de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto; y, el Presidente del Congreso de Intendentes. 


El Director Nacional de Ordenamiento Territorial ejercerá la Secretaría del Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial. 


Los Ministros podrán ser representados por el Subsecretario o el Director General de 
Secretaria del Ministerio correspondiente, el Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto por el respectivo Subdirector y el Presidente del Congreso de Intendentes 
por sus Vicepresidentes. 


El Comité podrá requerir la integración temporal de otros Ministros o Intendentes 
cuando los asuntos a tratar refieran a las competencias de éstos. 
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El Poder Ejecutivo podrá variar la composición del Comité cuando se modifique la 
estructura o competencias de los Ministerios. 


Artículo 76. (Cometidos del Comité Nacional de Ordenamiento Tenritorial).- 
Corresponde al Comité Nacional de Ordenamiento Territorial: 


a) Contribuir a la formulación de las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible, así como los Programas Nacionales y efectuar sus 
seguimientos. 


b) Pronunciarse sobre la correspondencia de los demás instrumentos de 
ordenamiento territorial a las Directrices Nacionales y dictaminar sobre la incidencia 
de ellos en los intereses nacionales, 


c) Efectuar la declaración de interés nacional y urgente ejecución de las obras 
públicas promovidas por los órganos del Gobierno Nacional cuando éstas resulten 
incompatibles con cualquiera de los instrumentos de ordenamiento territorial, 
promoviendo su revisión. 


d) Impulsar la información y la participación social en todos los procasos de 
ordenamiento territorial, a través de las formas que establece la presente ley y las 
que surjan de la reglamentación. 


e) Pronunciarse sobre la adecuación de los grandes proyectos de infraestructura u 
otros a las Directrices y Programas Nacionales. 


f) Guiar los estudios e intercambios para la complementación e integración fisica 
de las infraestructuras a nivel territorial con los países limitrofes y a nivel 
sudamericano. 


g) Entender en todo otro tema con incidencia relevante en el ordenamiento del 
territorio que le encomiende el Poder Ejecutivo. 


Artículo 77. (Coordinación de las obras públicas en el marco de la planificación 
territorial).- Las obras públicas proyectadas por todo órgano del Estado o persona 
pública estatal o no, bajo cualquier modalidad o naturaleza, deberán ajustarse y 
compatibilizarse con las disposiciones de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


Dichas obras serán autorizadas, sin perjuicio de otros permisos correspondientes, de 
acuerdo con la normativa aplicable, por el Gobierno Departamental respectivo. 


En el caso que la solicitud fuere denegada por ser incompatible con el instrumento de 
ordenamiento territorial aplicable, el Comité Nacional de Ordenamiento Territorial podrá 
decidir sobre la efectiva materialización del proyecto, previa declaración de interés 
nacional y urgente ejecución. En este caso, el acuerdo del Comité determinará la 
suspensión parcial de aquellas determinaciones del instrumento que se opongan a la 
ejecución y generará el deber de iniciar el procedimiento para modificar dicho 
instrumento a fin de incorporar las previsiones oportunas que determinen la incidencia 
del proyecto, sin perjuicio de lo establecido al efecto sobre solución de divergencias. 
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El Poder Ejecutivo se abstendrá de promover la declaración prevista y de ejecutar el 
proyecto, si el mismo resulta incompatible con las Directrices Nacionales o las 
Estrategias Regionales vigentes y aplicables, 


La ejecución de las obras vinculadas a la defensa nacional se ajustará a lo dispuesto 
en su legislación específica. 


Artículo 78. (Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial Registro de 
instrumentos).- Créase el Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial que 
funcionará en la órbita de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), con el 
fin de facilitar la coordinación interinstitucional y compatibilizar políticas, programas, 
planes y proyectos de relevancia territorial. 


Los responsables de la elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial 
previstos en la presente ley y de los planes, programas y proyectos de relevancia 
territorial a desarrollarse por organismos del Gobierno Nacional o de los departamentos 
o de los entes y servicios del Estado, deberán inscribir los mismos en el mencionado 
Inventario en los plazos y condiciones que prevea la reglamentación. 


Los planes, instrumentos, programas y proyectos vigentes con anterioridad a la 
presente ley se deberán inscribir en un plazo de 180 (ciento ochenta) días de aprobada 
su reglamentación. 


La posible cooperación técnica y económica del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) con los Gobiernos Departamentales, quedará 
condicionada al cumplimiento de la inscripción dispuesta. 


La información contenida en el Inventario estará disponible para consulta por parte de 
las instituciones interesadas y del público en general, 


Artículo 79. (Sistema Nacional de Información Territorial).- Cométese al Poder 
Ejecutivo la estructuración de un sistema nacional de infraestructura de datos espaciales 
e información geográfica y literal asociada, como servicio público, para obtener, disponer 
y difundir información sobre la situación fisica del territorio, el paisaje, el patrimonio 
natural, riesgos y aptitudes, modos de asentamiento, vivienda, grados de ocupación, 
distribución espacial de actividades, afectaciones y cualesquiera otras circunstancias de 
interés con cobertura en el territorio nacional y su mar territorial, mediante la 
coordinación de las actuaciones de todas las entidades públicas con competencia o 
capacidad al respecto. 


Artículo 80. (Solución de divergencias).- Las instituciones públicas, ante divergencias 
sobre criterios de ordenamiento, en zonas concretas o asuntos sectoriales, podrán 
iniciar procesos de negociación o mediación de conflictos, de forma voluntaria y de 
común acuerdo. A estos efectos podrán requerir la colaboración de la Dirección Nacional 
de Ordenamiento Territorial. 


En caso de que una de las partes o ambas, no acuerden con el resultado de la 
conciliación o resultare infructuosa ésta, serán resueltas por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. El proceso no tendrá efecto suspensivo, salvo que medie 
resolución expresa fundada del Tribunal al efecto. 
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Artículo 81. (Cooperación y apoyo del Gobierno Nacional. Fomento de la planificación 
departamental).- A solicitud de la Intendencia respectiva, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) brindará cooperación técnica y 
financiera, según establezcan las leyes de presupuesto, a efectos de elaborar, gestionar 
y evaluar los instrumentos de ordenamiento territorial. 


La Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, tendrá entre sus cometidos de 
fomento de la planificación departamental, además de los establecidos por la legislación 
vigente, los siguientes: 


a) Capacitación y apoyo a los servicios técnicos departamentales y estimulo a la 
innovación e investigación científico-técnica básica y aplicada y la capacitación 
relacionada con el territorio. 


b) Elaboración de guías, protocolos y normas técnicas como apoyo a los Gobiernos 
Departamentales para elaborar los instrumentos de ordenamiento territorial y para el 
dictado de las normas pertinentes. 


c) Colaboración técnica y financiera con las Intendencias en la elaboración de los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 


La Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial y el Congreso de Intendentes 
podrán coordinar formas de cooperación técnica de alcance general. 


TÍTULO VIII 


DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 82. (Fortalecimiento institucional para el Ordenamiento Territorial).- Cométese 
al Poder Ejecutivo la implementación de acciones para el fortalecimiento de las 
capacidades de gestión planificada del territorio ambientalmente sustentable y con 
equidad social, en el marco de la elaboración y ejecución de los instrumentos de 
ordenamiento territorial previstos en la presente ley, en los ámbitos del Gobierno 
Nacional y Gobiernos Departamentales. 


Artículo 83, (Ajustes legales).- 


1) Ajustes a las Leyes N* 10.723, de 21 de abril de 1946 y N” 10.865, de 25 de 
octubre de 1946 (Ley de Centros Poblados). 


a) Modifícase el artículo 1? de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, en la 
redacción dada por la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
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"Queda exclusivamente reservada a los Gobiernos Departamentales respectivos la 
competencia para autorizar toda creación de predios cuando así lo establezcan los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, asi como, en todos 
los casos, para autorizar la subdivisión de predios con destino directo o indirecto a la 
formación de centros poblados y para aprobar el trazado y la apertura de calles, 
caminos o sendas o cualquier tipo de vías de circulación o tránsito que impliquen o 
no amanzanamiento o formación de centros poblados". 


b) Deróganse el segundo y tercer incisos del artículo 2? de la Ley N* 10.723, de 21 
de abril de 1946. 


c) Modificase el inciso tercero del artículo 9* de la Ley N” 10.723, de 21 de abril de 
1946, que quedará redactado de la siguiente manera: 


"En todos los casos estos planos se realizarán respectivamente por un profesional 
especializado en ordenamiento territorial o urbanismo y por un agrimensor”. 


d) Derógase el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N” 10.723, de 21 de abril 
de 1946. 


e) Sustitúyese el inciso primero del artículo 11 de la Ley N” 10,723, de 21 de abril 
de 1946, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


"La violación a cualquiera de las normas contenidas en la presente ley relativas al 
fraccionamiento o la enajenación de predios o aperturas de vías de tránsito, sin 
perjuicio de la nulidad absoluta del fraccionamiento y las ventas posteriores de 
predios parte del mismo, serán sancionadas con una multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 50.000 UR (cincuenta mil unidades reajustables), con 
destino al Gobierno Departamental correspondiente, sin perjuicio de las demás 
sanciones que la transgresión pudiera producir, Las multas se harán efectivas por las 
Intendencias Municipales y serán aplicadas solidariamente a todos los involucrados 
y profesionales intervenientes”. 


f) Derógase el inciso segundo del artículo 11 de la Ley N” 10,723, de 21 de abril 
de 1946. 


g) Deróganse los numerales 1? y 2? del artículo 13 de la Ley N* 10.723, de 21 de 
abril de 1946 y sustitúyese el numeral 3* del citado artículo en la redacción dada por 
la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

"Ningún predio y ninguna vía pública que sirva de único acceso a predios podrá 
situarse ni total ni parcialmente en terrenos inundables, o que estén a nivel inferior a 
50 centimetros por encima del nivel alcanzado por las más altas crecientes 
conocidas. 


Tampoco podrá situarse ningún predio en los casos de contigiidad a los cauces del 
dominio público, dentro de las tierras abarcadas por una faja costera de 150 metros 
de ancho por lo menos, medida según lo dispone el Código de Aguas, a partir de la 
línea de ribera. 


En todo fraccionamiento de predios costeros, la faja de 150 (ciento cincuenta) 
metros determinada a partir de la línea superior de la ribera pasará de pleno derecho 
al dominio público. 
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No se podrá admitir excepción alguna a lo previsto en el presente artículo”. 


h) Modíficase el artículo 15 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, en la 
redacción dada por la Ley N* 10.886, de 25 de octubre de 1946, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los artículos 10 y 11, 
toda división de tierras que implique crear predios independientes menores en 
superficie a 2.000 (dos mil) metros cuadrados si no cuenta con sistemas de 
abastecimiento de agua potable, de saneamiento y de dronaje pluvial, de suministro 
de energía eléctrica, alumbrado público y pavimentos, construidos según lo 
autorizado y recibido por el organismo ejecutor correspondiente”. 


i) Modficase el artículo 16 de la Ley N” 10.723, de 21 de abril de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


*Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los artículos 10 y 11, 
toda división de tierra que implique crear predios independientes menores a las 
dimensiones que establezcan los instrumentos de ordenamiento territorial. En todo 
caso la dimensión mínima de los lotes será de 300 (trescientos) metros cuadrados 
de superficie”, 

])  Sustitúyese el artículo 19 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"Todos los fraccionamientos y trazados efectuados en contravención a lo dispuesto 
por la presente ley y las ordenanzas e instrumentos de ordenamiento territorial, serán 
absolutamente nulos, debiando el Gobierno Departamental imponer las sanciones 
correspondientes a que refieran los artículos 10 y 11 de la presente ley”. 


2) Ajustes a la Ley N* 13.493, de 20 de setiembre de 1966. 


Modificase el inciso primero del artículo 1* de la Ley N* 13.493, de 20 setiembre de 
1966, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Las autoridades públicas competentes no autorizarán ningún fraccionamiento de 
suelo urbano, creando nuevos lotes destinados a la construcción de vivienda u otros 
usos urbanos que no cuenten con los servicios habilitados de agua potable y energía 
eléctrica, posibilidad de conexión a saneamiento en cada uno de los lotes, más los 
servicios generales de pavimento, red de alcantarillado y alumbrado público”, 


3) Ajustes a la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001, 


a) Modificase el inciso primero del artículo 48 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero 
de 2001, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Las urbanizaciones desarrolladas en suelo categoría urbana o suelo categoría 
suburbana según lo que establezcan los instrumentos de ordenamiento territorial, 
que se encuadren dentro de las previsiones de la presente ley y de las normativas 
departamentales de ordenamiento territorial, podrán regirse por el régimen de la 
propiedad horizontal". 


b) Derógase el inciso cuarto del artículo 48 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 
2001, 


c) Agrégese un inciso final al articulo 48 de la Ley N” 17,292, de 25 de enero de 
2001, con el siguiente texto: 
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"Con carácter general, en las actuaciones residenciales, de turismo residencial o 
similares, el área comprendida entre componentes de la trama de circulación pública 
no podrá superar un máximo de diez mil metros cuadrados, cualquiera sea el régimen 
de propiedad”, 

4) Ajustes a la Ley N? 9.515, de 28 de octubre de 1935 (Ley Orgánica Municipal). 


a) Agrégase el siguiente numeral al artículo 19 de la Ley N* 9.515, de 28 de octubre 
de 1935: 


"35) Dictar reglas para la edificación, en todo el territorio del departamento, siendo 
de su cargo: 

A) La regulación normativa de la actividad de ordenamiento del ámbito territorial 
departamental. 


B) Formular y aprobar las ordenanzas y demás instrumentos de ordenamiento 
territorial. 


C) El contralor de la actividad administrativa del ordenamiento territorial”. 


b) Agrégase al artículo 35 de la Ley N* 9.515, de 28 de octubre de 1935, el numeral 
43) con el siguiente texto: 


*43) La actividad administrativa del ordenamiento territorial, en todo el 
territorio del departamento, especialmente: 


A) Elaborar directa o indirectamente los instrumentos de ordenamiento territorial y 
someterlos a la aprobación de la Junta Departamental sin perjuicio de las facultades 
de ésta en la materia. 


B) Ejercer las potestades de policia territorial, siendo de su cargo la autorización del 
ejercicio del derecho a construir, demoler, fraccionar, utilizar o localizar actividades 
en los terrenos y en general toda modificación predial, a través del otorgamiento de 
los permisos y autorizaciones correspondientes, de acuerdo a lo que dispongan las 
loyes y los decretos de la Junta Departamental". 


5) Ampliación de la competencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Agrégase el siguiente literal al artículo 11 de la Ley N” 15.785, de 4 de diciembre de 
1985: 
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*") Promover el ordenamiento territorial mediante la financiación de 
programas y proyectos en el marco de los instrumentos de ordenamiento territorial 
debidamente aprobados”. 


Artículo 84. (Alcance y reglamentación de la presente ley).- Las disposiciones de la 
presente ley se aplicarán a partir de su publicación, aun cuando no estén aprobados los 
respectivos instrumentos de ordenamiento territorial. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del plazo de un año a partir de 
su vigencia. 
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Ley N* 18.564, 
de 11 de setiembre de 2009 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 2” del Decreto-Ley N” 15.239, de 23 de 


diciembre de 1981, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 2*.- Todas las personas tienen la obligación de colaborar con el 
Estado en la conservación, el uso y el manejo adecuado de los suelos y de 
las aguas. 


Los titulares de explotaciones agropecuarias, cualquiera sea su vinculación 
jurídica de los mismos con el inmueble que les sirve de asiento, o tenedores 
de tierras a cualquier título, quedan obligados a aplicar las técnicas que señale 
el Ministerio de Ganaderia, Agricultura y Pesca para evitar la erosión y la 
degradación del suelo o lograr su recuperación y asegurar la conservación de 
las aguas pluviales. 


De constatarse el incumplimiento en la aplicación de las técnicas aludidas en 
el inciso anterior, erosión o degradación del suelo, esa Secretaria de Estado, 
a través de la División Servicios Jurídicos, aplicará las sanciones establecidas 
en la normativa vigente y en todos los casos será solidariamente responsable 
el propietario del predio”. 


Artículo 2%.- La División Servicios Jurídicos del Ministerio de Ganadería, 


Agricultura y Pesca, en el ejercicio de sus potestades sancionatorias 
desconcentradas, cuando se trate de incumplimiento a las normas que regulan 
el uso y el manejo de los suelos y de las aguas, podrá aplicar las siguientes 
sanciones: 


A) Multa que será fijada entre 10 UR (diez unidades reajustables) y 10.000 
UR (diez mil unidades reajustables). 


En caso de que la misma sea aplicada contra un propietario de inmuebles 
que no lo estuviere explotando en forma directa, a los efectos de la graduación 
de la multa se tendrá en cuenta la conducta de éste en relación al control que 
hubiere efectuado en cuanto al manejo de los suelos y de las aguas. 


B) Suspensión por hasta un año de habilitaciones, permisos o autorizaciones 
para la actividad respectiva. 


Artículo 3”.- En los contratos que se otorguen a partir de la vigencia de la 
presente ley por los cuales una de las partes se obliga a conceder a otra el 
uso y el goce de un predio rural con destino a cualquier explotación 
agropecuaria, las partes podrán establecer una cláusula en la cual se estipule 
que se depositará una suma de dinero en el Banco de la República Oriental 
del Uruguay, la cual servirá de garantía a efectos de cubrir una eventual multa 
por el mal manejo del uso de suelos y aguas a que se alude en el literal A) del 
artículo 2” de la presente ley. 
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Decreto N* 452/988, 
de 14 de julio de 1988 


DE LOS BOSQUES 


Artículo 1”- (Concepto de bosques). A los efectos de la aplicación de la ley 15.939, de 
28 de diciembre de 1987 y de su reglamentación, se considerarán bosques, aquellas 
asociaciones vegetales que además de las características establecidas en el artículo 4 
de la referida ley, tengan una superficie mínima de 2.500 metros cuadrados. 


DE LOS TERRENOS FORESTALES 


Artículo 2”- (Declaración de terrenos forestales). De conformidad con lo establecido en 
el artículo 5 de la ley 15.939, de 28 de diciembre de 1987, designase como terrenos 
forestales, los comprendidos en las siguientes zonas o grupos de suelos: 

a) Dorogado por Decreto N* 191/006, de 16 de junio de 2006. 

b) Derogado por Decreto N* 191/006, de 16 de junio do 2006. 

c) grupos de suelos según clasificación CONEAT 2.11a, 2.12, 2.14, 5.01c, 5.02a, 
todos los 7, 07.1, 8.1, 8.02a, 8.02b, 8.3, 8.4, 8.5, 8.6, 8.7, 8.8, 8.10, 8.11, 8.12, 8.14, 
8.15, 8.16, 9.1, 9.2, 9.3, 9.42, 9.7, 9.8, 9.9, 09.2, 09.3, S09,10, 

Se incluyen los grupos de suelos 2.11b y 2.20, cuando el proyecto presentado 
complemente la producción forestal con la adecuada diversificación agrícola ganadera. 
Se incluyen también aquellos suelos de los Grupos CONEAT: 4.2 a condición de que 
sean utilizados en sistemas agroforestales y se ejecute un plan de recuperación de 
cárcavas. 

d) se incluyen asimismo los grupos de suelos CONEAT 07.2, 8.9, 8.13 y 509.11 en 
aquellos casos en que habiendo mediado solicitud de parte interesada ante la Dirección 
General Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, se hubiera 
determinado que el proyecto forestal presentado -previo informe de la División Suelos y 
Aguas de la Dirección General de Recursos Naturales Renovables del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca- complementa la producción forestal con la adecuada 
diversificación agrícola o ganadera. 


Fuente Literales c) y d): artículo 1” Decreto N* 220/010, de 14 de julio de 2010. 


Artículo 3”- (Concepto de aptitud forestal). Para determinar la aptitud forestal de un suelo 
se tendrá presente que sus condiciones permitan un buen crecimiento de los bosques, 
con una buena capacidad de enraizamiento y adecuado drenaje y que sean de baja 
fertilidad natural. 


DE LA CALIFICACION DE LOS BOSQUES PARTICULARES 


Artículo 4”- (De la calificación). Los bosques particulares se calificarán según sus fines 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 8* de la ley que se reglamenta. 

Dicha calificación será efectuada por la Dirección Forestal del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 
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a) a su iniciativa en los siguientes casos: 

1. Cuando se trate de bosques comprendidos en una zona designada para la 
forestación obligatoria, de acuerdo con el artículo 12 de la ley 15.939. 

2. Cuando se trate de exigir el cumplimiento de las normas establecidas para la 
protección de bosques en el Titulo IV. Capítulo | de la ley 15.939 y su respectiva 
reglamentación; y 

3. Cuando así lo requiera el cumplimiento de planes de desarrollo aprobados por 
los organismos competentes en la materia. 


b) a solicitud de parte interesada, la que deberá dar cumplimiento a lo establecido en 
el inciso final del articulo 8? de la ley 15.939, 


Artículo 5”- (De los requisitos para la calificación). La calificación de los bosques deberá 
ajustarse a los siguientes requisitos: 


I) Para determinar el carácter de protector de un bosque se tendrá presente: 

a) si el mismo cumple una función de preservación de la erosión o de otros 
recursos naturales renovables o de regulación de las cuencas hídricas, de consecuencia 
regionales. La valoración de esos elementos será realizada por la Dirección Forestal, 
ajustándose a un criterio de conservación general; o 

b) si se encuentra ubicado en los terrenos forestales establecidos en los literales 
a y b del Art. 2? del presente; 
Cc) si es parte de los bosques de servicio de un predio agropecuario con una 
superficie máxima del 8% del total del predio. 
ll) Para establecer que un bosque es de rendimiento se tendrán en cuenta las 
siguientes caracteristicas: 

a) su aptitud para la producción de materias leñosas o aleñosas, cuya utilización 
reviste interés nacional, con aquellas especies que se demuestren técnicamente aptas 
para tales efectos. 


b) su ubicación en las zonas designadas como terrenos forestales por el litera! c) 
del artículo 2* de este Decreto, 

c) su extensión, que no podrá ser inferior a las 10 (diez) hectáreas; y 

d) Derogado por artículo 1"del Decreto N* 154/005 de 9 de mayo de 2005. 


111) Se entenderá que son bosques generales, todos aquellos que por sus 
características no puedan ser calíficados como protectores o de rendimierto. 


Fuente literal a) numeral 1): articulo 4* del Decreto N* 191/006, de 16 de junio de 2006. 
Fuente literal c) numeral l): artículo 5* por Decreto N” 191/006, de 16 de Junio de 2006, 


Artículo 6*- (De la notificación). La resolución por la que se califique un bosque, deberá 
ser notificada personalmente al titular del predio o de la explotación donde se asiente, 
en la forma prevista por el artículo 48 y ss. del decreto 640/978, de 8 de agosto de 1973. 


Artículo 7*- (De los proyectos o informes). A efectos de la calificación de un bosque, el 
propietario o explotante a cualquier titulo, está obligado a presentar el respectivo 
proyecto de manejo y ordenación para las operaciones culturales, de explotación y 
regeneración del bosque, de acuerdo con las disposiciones legales y reglamentarias 
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vigentes en la materia. Queda asimismo, sujeto a lo dispuesto por el Título IV, Capítulo 
I de la ley 15.939 en materia de protección de bosques, y en su caso, a las disposiciones 
especiales que rijan la situación que dio mérito a la calificación. 


Artículo 8”- (Presentación y Requisitos). El informe o proyecto de forestación deberá 
presentarse de acuerdo con los instructivos que confeccionará al efecto, la Dirección 
Forestal, ajustándose a las exigencias que esta imponga. Los interesados deberán 
aportar entre otros elementos los que a mero título enunciativo se indican a 
continuación: planos de mensura, fotos aéreas, análisis de suelos, plan de prevención 
de incendios, certificado notarial que acredite la vinculación jurídica con el predio. 


Artículo 9*- (Registro). La Dirección Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, llevará un Registro, en donde se inscribirán los bosques que sean calificados por 
la misma. La inscripción en el Registro será preceptiva a los efectos de ampararse en 
los beneficios tributarios y de financiamiento previstos en la ley 15.939, asi como para 
realizar cualquier gestión ante dicha Dirección, relativa a la formación, conservación, 
manejo o explotación de bosques. 


Artículo 10- (Inspecciones). La Dirección Forestal del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca podrá practicar inspecciones a los efectos de la certificación del área 
ocupada por el bosque o la plantación respectiva, así como su estado u operaciones de 
manejo a que será sometido. 


DE LA FORESTACION OBLIGATORIA 


Artículo 11- (Plantación obligatoria - Terrenos del Estado). Declárase obligatoria la 
plantación de bosques en los terrenos forestales establecidos en el Art. 2, literales a y b 
del presente Decreto cuyo propietario u ocupante, a cualquier título, sea el Estado, los 
Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales, siempre 
que tales terrenos presenten una superficie mínima continua de 10 (diez) hectáreas. 


Artículo 12- (Plazos). La forestación dispuesta precedentemente, deberá ser iniciada, 
preceptivamento, dentro del plazo de un año a contar de la fecha del presente Decreto, 
acordándose un término máximo de cinco años para la plantación total del predio. La 
misma se realizará por cuenta de las entidades propietarios u ocupantes, a lravés de 
convenios con terceros y estará amparada, cuando corresponda, por los beneficios 
tributarios y de financiamiento previstos por la ley 15.939 de 28 de diciembre de 1987. 
No obstante, no podrán hacer uso de créditos especiales para forestación aquellas 
entidades que por disposición de las leyes que regulan su organización y funcionamiento 
deben mantener fondos de reserva o inversión. 


DEL PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO 
Artículo 13- (Registro de Bosques). A efectos de la calificación del Patrimonio Forestal 


del Estado, se observarán los mismos requisitos y disposiciones establecidas para la 
calificación de los bosques particulares, en cuanto resulten aplicables. 


DE LA PROTECCION DE LOS BOSQUES PARTICULARES 
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Artículo 14- (Principio General). Queda prohibida la corta y cualquier operación que 
atente contra la supervivencia del monte indigena y la destrucción de los bosques 
protectores artificiales. 


Artículo 15- (Corta del monte indigena para uso doméstico). A los efectos de! literal a) 
del Art. 24 de la ley 15.939, se considerará que el producto de la explotación se destina 
al uso doméstico, cuando se le utilice para la generación de calor, cocción de alimentos 
y construcciones rústicas en el establecimiento. 


Artículo 16- (Corta del monte indígena). A los fines de la autorización prevista en el literal 
B) del artículo 24, los interesados deberán presentarse ante la Dirección General de 
Recursos Naturales Renovables del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
acompañando un informe técnico con las razones que motivan la corta o cualquier 
operación proyectada y el plan de explotación a efectuar. 

En las tierras con capacidad de uso agrícola correspondientes a planicies y terrenos 
ondulados, no susceptibles de inundación, la Dirección General de Recursos Naturales 
Renovables podrá autorizar la corta, en los casos en que el monte limite su mejor 
aprovechamiento y que no medien razones de conservación de comunidades o especies 
arbóreas, mantenimiento de ecosistemas o razones de interés general. 


Fuente: Decreto N* 24/993, de 12 de enero de 1993, articulo 1”. 


DE LA PROTECCION DEL PATRIMONIO FORESTAL DEL ESTADO 


Artículo 17- (De la protección). Los bosques y terrenos forestales pertenecientes al 
Patrimonio Forestal del Estado, se regirán por las normas de protección mencionadas 
precedentemente en lo aplicable. 


DE LAS PLANTACIONES LINDERAS 


Artículo 18- No podrán ponerse plantas o árboles sobre el cerco divisorio, sino de común 
acuerdo entre los linderos (inciso 1 artículo 20 del Código Rural). 

Cuando la divisoria sea una pared medianera, se podrán hacer plantaciones para 
formar espalderas que no podrán sobrepasar la altura de la pared (inciso segundo 
artículo 20 del Código Rural). 

No podrán utilizarse con este fin especies que por sus ralces invasoras puedan 
afectar los cultivos o construcciones vecinas. 


Artículo 19- Podrán plantarse setos vivos a una distancia mínima de un metro cincuenta 
centimetros de la linea divisoria, con una altura máxima de dos metros y sin que las 
ramas laterales pasen el limite de la propiedad. 


Artículo 20- Los árboles frutales deberán estar a una distancia mínima de cinco metros 
de la línea divisoria entre predios vecinos. 


Artículo 21- Las cortinas protectoras o de reparto no podrán tener más de siete metros 
de altura; regirá a su respecto la distancia mínima de cinco metros de la linea divisoria, 
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salvo las ubicadas en el límite Sur de los predios, en cuyo caso dicha distancia será de 
diez metros. 


Artículo 22- Los montes forestales de cualquier naturaleza, públicos o privados, estarán 
situados a una distancia mínima de doce metros de la línea divisoria entre predios 
vecinos. Sobre el lado Sur la distancia mínima será de veinticinco metros. 


Artículo 23- En los casos establecidos en los Art. 21 y 22 del presente Decreto, si el 
vecino entendiera que las plantaciones, aun en las condiciones indicadas, pueden 
perjudicar la propiedad someterá la cuestión a Resolución de la Dirección Forestal que 
determinará si existe o no daño y si existiere, fijará la distancia mínima a que deberá 
quedar la plantación. 


Artículo 24- Tratándose de líneas divisorias con caminos públicos, las plantaciones, 
cualquiera sea su clase, estarán ubicadas hasta una distancia mínima de cinco metros 
de la divisoria. 


Artículo 25- Cuando se trate de plantaciones de especies que invaden con sus raices 
cultivos vecinos afectando los mismos tales como el álamo negro (Populus tremuloides), 
álamo plateado (Populus alba var), Espino de monte (Gleditsia triacanthos), olmos 
(Ulmus sp.) las mismas solo podrán realizarse observando una distancia mínima de 
treinta metros, con respecto a los predios linderos. 


Artículo 26- En los casos en que se produzca invasión de áreas cultivadas por especies 
plantadas en bosques o cercos pertenecientes a predios limitrofes, constituyendo un 
perjuicio para los cultivos, el propietario de aquellos tendrá a su cargo la limpieza 
correspondiente. 
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El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones del presente artículo. 


Artículo 4*.- Quedan derogadas todas las normas que tácita o expresamente 
contravengan la presente ley. 


306-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Decreto N” 333/2004, 
de 16 de setiembre de 2004 


USO Y CONSERVACION DE SUELOS 


Artículo 1%.- A los efectos de lograr el uso racional y sostenible de los suelos y aguas 
y su recuperación, se establecen los siguientes Principios Generales y Normas Técnicas 
Básicas: 
l. Principios Generales 


a) Toda práctica agrícola deberá mantener o aumentar la productividad de los suelos; 
para lo cual los sistemas de producción agropecuaria o de uso de la tierra tenderán 
a evitar la erosión y la degradación de las propiedades físicas, químicas o biológicas 
del suelo, atendiendo a la preservación o mejora de su calidad y de su productividad, 


b) Se emplearán las prácticas agronómicas más adecuadas en función de los tipos 
de suelos a cultivar, tendiendo a la reducción o eliminación del laboreo. 


1. Normas Técnicas Básicas: 


a) El laboreo, la siembra, la cosecha y demás procedimientos agrícolas se efectuarán 
procurando no generar alteraciones en la superficie del terreno, que determinen 
concentraciones del escurrimiento o la conducción no controlada de aguas 
superficiales que puedan producir erosión, 


b) Se evitarán las direcciones coincidentes con las pendientes del terreno en todas 
las operaciones incluidas las terminaciones las que no podrán dejar surcos 
generadores de erosión. 


c) Toda desviación, concentración o vía de conducción de aguas debe estar 
dimensionada de acuerdo a los coeficientes técnicos de escurrimiento y deben 
mantenerse adecuadamente protegidas en toda su longitud de caudales erosivos. 


d) Los desagies naturales permanecerán con la superficie adecuadamente 
empastada para que se realice un escurrimiento no erosivo del agua. 


e) El sistema de caminería interno con sus respectivos desagúes, no deberá generar 
focos de erosión. 


f) Se aplicarán métodos de control apropiados en caso de presencia de cárcavas total 
o parcial o potencialmente activas. 


Artículo 2”.- Los titulares de explotaciones agropecuarias y los tenedores de tierra a 
cualquier título, son responsables del cumplimiento de los Principios Generales y las 
Normas Técnicas Básicas establecidas en el artículo anterior y de los criterios 
agronómicos de aplicación que resultan de ellas. 


Son titulares de explotaciones agropecuarias aquellos a cuyo nombre se efectúa el 
manejo de la universalidad de bienes afectados a la producción animal o vegetal; y 
tenedores de tierra a cualquier título, aquellos que directamente usan suelos y aguas 
para fines propios o compartidos. 
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Artículo 3.- Los organismos estatales velarán por el cumplimiento de las Normas 
Técnicas Básicas. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca emitirá certificados 
de cumplimiento de las Normas Técnicas Básicas cuando corresponda. 


Artículo 4”.- El MGAP promoverá que se otorguen beneficios a aquellos usuarios de 
tierras que realicen una explotación productiva, conservando el suelo y mejorando su 
capacidad de uso y productividad; o que apliquen planes de conservación o 
recuperación de tierras debidamente aprobados. 


Artículo 5*.- La solicitud de fraccionamiento de bienes inmuebles rurales del que 
resultaren fracciones menores de cincuenta hectáreas, deberá acompañarse de un 
informe técnico que evalúe el riesgo de erosión y degradación en relación al diseño de 
las nuevas parcelas, su relieve y el tipo de suelo en función del cumplimiento de las 
Normas Técnicas Básicas a los efectos de no generar condiciones que favorezcan la 
degradación o erosión de los suelos. 


Artículo 6*.- Las obras de extracción de materiales del suelo o subsuelo deberán 
asegurar. 
a) el reintegro al paisaje del sitio en cuestión sin causar daños, perjuicio o afectación 
negativa 


b) la reserva de la capa superior del suelo (todo el horizonte A o un mínimo de 40 
centímetros de profundidad) para ser restituida en el sitio, Cc) la reposición o la 
restitución de la cobertura vegetal en base a siembra o plantación de especies 
apropiadas que cubran el suelo en su totalidad y/o la adecuación del área para 
reservas de agua, 


d) el proceso de regeneración del suelo y/o de restitución del paisaje del lugar de 
extracción y zonas afectadas. 


Artículo 7”.- Cuando exista erosión o degradación de los suelos, el responsable de 
los mismos, deberá encarar las siguientes medidas de manejo, tendientes a su 
recuperación: 

a) controlar el escurrimiento superficial de las aguas; 


b) minimizar el laboreo de la tierra, utilizando rotaciones de cultivos y pasturas, 
siembra directa, sistemas de labranza vertical, manejo de residuos en superficie; 


Cc) recomponer la fertilidad mediante la aplicación de: enmiendas orgánicas; 
fertilizantes químicos y tomar las medidas que permitan una buena implantación de 
vegetación permanente; 


d) realizar una adecuada normalización de la superficie del terreno en los casos de 
mayor severidad de erosión. 


El incumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, hará pasible al responsable, 
de las sanciones establecidas en la normativa vigente. Siendo en todos los casos 
solidanamente responsable el propietario del predio. 


Fuente: Artículo 2* del Decreto 405/2008, de 21 de agosto de 2018 
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Artículo 8”.- Los proyectos de Riego a que refiere el art. 4” de la ley N” 15,239 y los 
planes de uso y manejo de suelos y aguas a que refieren los artículos 4”, 9” y 21” de la 
Ley N" 16.858, deberán ajustarse a lo dispuesto en el artículo 1”. 


Artículo 9”.- Toda construcción de obras de drenaje para dar salida al exceso de aguas 
en zonas no inuncadas ni inundables, requerirá autorización previa del MGAP, y su 
solicitud deberá ser acompañada de un proyecto que contenga la siguiente información: 


a) descripción de los problemas de drenaje incluyendo planos y memoria de cálculo, 
b) definición de las obras, 


c) identificación del cauce al cual se drenarán las aguas y su capacidad para 
conducirias, 


d) carta de suelos detallada a escala, con la capacidad de uso actual y a futuro. 


Artículo 10.- Las demandas para la imposición de servidumbres de acueducto y de 
apoyo de presa e inundación (Arts. 80 y 103 del Código de Aguas), deberán 
acompañarse con un Plan de Uso y Manejo de Suelos y Aguas aprobado por el MGAP, 
o con la autorización prevista en el artículo anterior, bajo apercibimiento de lo dispuesto 
por el artículo 24, numeral 1 del Código General del Proceso. 


COMPETENCIA 


Artículo 11.- Los cometidos que los artículos 1” y 5* del Decreto -Ley 15.239 asignan 
al MGAP y a la Oficina de Agronomía Regional respactivamente, serán cumplidos por 
la Dirección General de Recursos Naturales Renovables de dicha Secretaría de Estado. 


Artículo 12.- Derógase el Decreto N* 284/990 de 21 de junio de 1990. 
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Decreto N* 353/2008, 
de 28 de julio de 2008 


Artículo 1?.- (Autorización). La introducción, uso y manipulación de vegetales y 


sus partes genéticamente modificados, cualquiera sea la forma o el régimen bajo la cual 
se realicen, sólo podrán efectuarse previa autorización, concedida caso a caso, por las 
autoridades competentes, teniendo en cuenta los resultados de las correspondientes 
etapas de la evaluación y gestión del nesgo de esa aplicación sobre el ambiente, la 
diversidad biológica, la salud humana, la sanidad animal y vegetal, y aspectos 
socioeconómicos. 


Artículo 2*.- (Estructura Institucional). Créase a partir de la entrada en vigencia 


de la presente norma, una nueva estructura orgánica en materia de Bioseguridad de 
vegetales y sus partes genéticamente modificados que se compondrá de la siguiente 
manera: 


A) Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio), integrado por los Ministros de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, quien lo presidirá; Salud Pública; Economía y 
Finanzas; Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; Relaciones 
Exteriores; Industria, Energía y Minería. Este Gabinete será el órgano que 
autorizará, luego del trámite correspondiente, las nuevas solicitudes vinculadas a 
los vegetales y sus partes genéticamente modificados que ingresan al país y el que 
definirá los lineamientos de la política nacional de bioseguridad de vegetales y sus 
partes genéticamente modificados.En el desarrollo de las actividades 
encomendadas, el Gabinete podrá celebrar convenios de cooperación con 
personas públicas y privadas. 
B) Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR), estará integrada por un delegado de 
cada uno de los Ministerios a que se hace alusión en el literal anterior y será 
designado directamente por cada uno de los respectivos Ministros, delegando en 
ellos las actividades de ejecución del sistema, Estos delegados actuarán en términos 
operativos y deberán contar además con conocimientos técnicos acreditados. En un 
plazo de quince días a partir de la entrada en vigencia del presente decreto, los 
Ministros respectivos deberán designar a sus delegados, pudiendo éstos ser 
removidos del cargo cuando el respectivo Ministro lo entienda oportuno. 


Sus cometidos serán: 
a) elaborar su propio reglamento de funcionamiento el cual será aprobado por 
el Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio); 
b) asesorar al Poder Ejecutivo en materia de bioseguridad de vegetales y sus 
partes genéticamente modificados; 
c) elaborar los Términos de Referencia que orientarán la evaluación del riesgo 
de cada caso que se analice; 


d) establecer los plazos para el análisis de riesgo de las solicitudes, vencidos 
los cuales la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR) deberá adoptar una 
decisión; 

e) informar al Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio) sobre las actuaciones 
durante el proceso de evaluación del riesgo, gestión del riesgo y los resultados de 
la consulta pública; 
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f) asesorar a las autoridades competentes sobre las medidas de manejo, o 
gestión del riesgo y de comunicación del riesgo que éstas deberán adoptar en 
cada caso; 


g) gestionar el proceso de participación; 


h) realizar el seguimiento y el monitoreo de los vegetales y sus partes 
genéticamente modificados presentes en el país y de las medidas de manejo y de 
sanciones establecidas; 


i)' elaborar en el plazo máximo de un año a partir de la vigencia del presente 
decreto, el proyecto de Ley Nacional de Bioseguridad de Organismos 
Genéticamente Modificados; 


La Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR) contará con una Secretaría 
Técnica ubicada en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP), que 
recibirá las solicitudes de nuevos eventos convocando a la Comisión para la 
Gestión del Riesgo (CGR) para que elabore los términos de referencia y formalice 
la comunicación pública. 

C) Evaluación del Riesgo en Bioseguridad (ERB), instancia técnico-científica para la 
Evaluación del Riesgo, integrada por un número reducido de expertos propuestos por 
la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR) y designados por el Gabinete Nacional 
de Bioseguridad (GNBio) de entre especialistas con capacidad y calificación 
profesional en las distintas áreas que comprende la evaluación del riesgo. 
Tratándose de semillas la participación del Instituto Nacional de Semillas (INASE) 
será preceptiva. 


Dicha instancia responderá a la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR) y cada 
Evaluación del Riesgo será coordinada por uno de los técnicos de la Evaluación del 
Riesgo en Bioseguridad (ERB), designado por la Comisión para la Gestión del Riesgo 
(CGR) en función del evento a evaluar en cada solicitud. 


Sus cometidos serán: 


a) asegurar el análisis caso a caso de Evaluación del Riesgo sobre bases 
científicas objetivas; 


b) identificar las capacidades nacionales y/o regionales disponibles para el análisis 
multidisciplinario que implica la Evaluación del Riesgo; 


c) diseñar protocolos de Evaluación del Riesgo para el ambiente, salud humana, 
sanidad animal y vegetal, que se adaplarán caso a caso, ajustarán cuando nuevos 
avances científicos lo ameriten, y serán comunicados a la instancia consultiva 
específica y difundidos públicamente por los medios de comunicación; 


d) recibir los términos de referencia elaborados por la Comisión para la Gestión 
del Riesgo (CGR) para cada solicitud a los efectos de elaborar un plan operativo de 
Evaluación del Riesgo que someterá al Comité de Articulación Institucional; 


e) promover las instancias de trabajo en Red entre diferentes investigadores 
(nacionales y extranjeros) para aprovechar el desarrollo complementario de 
habilidades que permitan abordar diferentes aspectos en cada evaluación; 


f) asegurar la operatividad de cada Red de Evaluación del Riesgo, sistematizando 
la información pertinente e intercambiándola entre los investigadores; 
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g) asesorar a la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR) en base a los 
resultados de las evaluaciones de riesgo (presentadas por los solicitantes bajo su 
responsabilidad y/o estudios científicos adicionales que haya sido necesario 
solicitar) y demás información científica relevante, produciendo los informes que 
correspondan; 


h) presupuestar cada actividad de evaluación y gestionar los recursos asignados 
para cada evaluación. Tratándose de solicitudes de semillas el Instituto Nacional de 
Semillas (INASE) fijará los precios, de acuerdo a las atribuciones establecidas por 
el literal LL) del artículo 14 de la ley N* 16.811, de 21 de febrero de 1997, en la 
redacción dada por el Art. 1? de la ley N” 18.467, de 27 de febrero de 2009, que los 
solicitantes deberán abonar por cada una de las aplicaciones previstas en el 
artículo 3* del decreto N* 353/08, de 21 de julio de 2008. 


i) proveer información a las instancias de consulta y al grupo de evaluación de 
riesgos; 
j) asegurar la garantía del debido proceso. 


D) Comité de Articulación Institucional (CAI) es una instancia auxiliar del proceso de 
Evaluación del Riesgo el cual estará integrado por las máximas jerarquías o quienes 
éstos designen de los siguientes organismos: 


Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Ministerio de Educación y Cultura 
(Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable), Universidad de la República, 
Laboratorio Tecnológico del Uruguay, Instituto Nacional de Investigaciones 
Agropecuarias, Instituto Nacional de Semillas, Instituto Pasteur, quienes aprobarán en 
el ámbito de sus instituciones, los protocolos necesarios para la Evaluación del Riesgo. 


El Comité de Articulación Institucional (CAI), se expedirá en forma preceptiva pero no 
vinculante a solicitud de la Evaluación del Riesgo en Bioseguridad (ERB), y será 
convocado y coordinado por el técnico de la Evaluación del Riesgo en Bioseguridad 
(ERB) que haya sido asignado en función del caso a evaluar. Una vez culminada esta 
etapa, se elevarán a la Evaluación del Riesgo en Bioseguridad (ERB) los resultados de 
las evaluaciones respectivas, y ésta los pondrá a consideración de la Comisión para la 
Gestión del Riesgo (CGR). 


Fuente: Literal A) artículo 1? Decreto N” 280/009, de 8 de junio de 2009. 
Litoral C) artículo 2* Decreto N* 280/009, de 8 de junio de 2009 


Artículo 3*.- (Aplicaciones). Las autorizaciones previstas en el Art. 1%) del 
presente decreto se considerarán según corresponda para las siguientes aplicaciones: 


a. uso contenido (a escala de laboratorio); 


b. realización de pruebas y ensayos en condiciones controladas (a escala de 
campo); 

Cc. producción y uso comercial para consumo directo o transformación; 

d. importación y exportación con destinos específicos para consumo directo o 
transformación. 


Se reconocerá que el proceso de análisis de un nuevo evento puede ser a iniciativa de 
un ente privado o por las instituciones públicas pertinentes. 
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Artículo 4”.- (Etiquetado). El Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio) 
promoverá 


acciones tendientes a la implementación del etiquetado voluntario "GM" o "no GM”, 
aplicable a aquellos alimentos en los que se pueda comprobar mediante análisis del 
producto final la presencia de ADN o proteinas genéticamente modificados. 


Articulo 5”.- (Participación). Créase un Comité Consultivo en Bioseguridad (CCB) de 
vegetales y sus partes genéticamente modificados, órgano asesor de carácter no 
vinculante, constituido en la órbita del Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio) con 
el cometido de colaborar con el mismo en la construcción y seguimiento de las políticas 
en bioseguridad de vegetales y sus partes genéticamente modificados. Para su 
integración, se invitará a designar representantes a las instituciones públicas, 
Universidad de la República, sector privado y sociedad civil. Su funcionamiento será 
reglamentado por el Gabinete Nacional de Bioseguridad (GNBio). 


Artículo 6”.- (Participación). Cuando se trate de solicitudes de autorización de nuevos 
eventos se prevén las siguientes instancias: 


a) de Información Pública: cuando llegue una solicitud se pondrá en conocimiento 
de la población a través de canales de difusión pública. 


b) De Consulta (no vinculante): en forma previa a la presentación a los Ministros para 
la toma de decisión de una solicitud se informa y se reciben sugerencias sobre los 
resultados a través de puesta de manifiesto, audiencia pública y otros mecanismos, 
todo lo cual se reglamentará por la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR). 


Articulo 7”.- (Denuncias). Cuando se trate de eventos ya autorizados, se recibirán 
denuncias, referidas al incumplimiento de las Autorizaciones vigentes, a través de la 
Secretaría Técnica dependiente de la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR), y 
ésta realizará las gestiones correspondientes para canalizalas a través de las 
instituciones asignadas al control y monitoreo de dicho evento, 


Artículo 8”.- (Fiscalización). Se asigna competencia en materia inspectiva en relación 


al cumplimiento de las disposiciones del presente decreto, a los cuerpos inspectivos 
especializados de los Ministerios integrantes del Gabinete Nacional de Bioseguridad 
(GNBio). Actuarán en forma coordinada, incluyendo a las personas públicas no estatales 
conforme a las pautas que determinará la Comisión para la Gestión del Riesgo (CGR). 


Artículo 9”.- (Sanciones). El incumplimiento de lo dispuesto en el Art. 1* del 
presente decreto hará pasible al infractor de sanciones de acuerdo a las competencias 
de cada Ministerio o persona pública no estatal prevista en el artículo anterior. 


Fuente: Artículo 2” del Decreto N” 535/008, de 3 de noviembre de 2008. 
Artículo 10.- Deróganse los decretos N” 249/000, de 30 de agosto de 2000 y N* 37/007, 
de 29 de enero de 2007. 
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Decreto 405/2008, 
de 21 de agosto de 2008 


Artículo 1?.- A los efectos de lo establecido en la normativa vigente, se consideran 


prácticas inadecuadas en materia de manejo de suelos y aguas, y consecuentemente 
con ello sujetas a la aplicación de las correspondientes sanciones, las siguientes 
acciones u omisiones: 


A) Para los casos específicos de utilización de siembra directa: 


1.- Aplicación de herbicidas en los desagúes naturales del terreno; 
2.- Aplicación de herbicidas fuera del área del cultivo, como caminos y franjas 


contra los alambrados; 


3.- Aplicación de herbicidas en predios linderos y caminos o rutas de jurisdicción 


departamental o nacional, en concordancia con la normativa vigente. 
B) Para los casos de laboreo de la tierra: 


1.- Laboreo a favor de la pendiente, en caso de que la misma sea mayor al 1% 


(uno por ciento); 


2.- Laboreo en cabeceras y remales; 
3.- Laboreo de desagúes, concavidades y cárcavas; 
4.- Laboreo de cárcavas o surcos que no tengan como finalidad su recuperación. 


C) Para todas las circunstancias: 


1.- Pasaje de maquinaria a favor de la pendiente, provocando huellado y 
microrrelieves; 

2.- Dejar el suelo desnudo luego de la cosecha del cultivo, considerándose a estos 
efectos como desnudo aquel suelo que presenta más de un 20% de la superficie 
plantada, sin cobertura vegetal viva o muerta; 


3.- La no protección de áreas críticas que favorezcan la erosión; 


4.- La inadecuada conducción del escurrimiento superficial, desages en suelos 
desprotegidos y mal dimensionamiento de los desagúes naturales; 


5.- El diseño inadecuado del sistema, incluyendo las áreas de evacuación, que 
provoque daños erosivos en el predio y predios vecinos o áreas públicas, cuando 
se realicen construcciones de estructuras de contención y conducción del 
escurrimiento superficial, principalmente terrazas; 


6.- El inadecuado diseño y construcción de caminería interna que favorezca la 
generación de procesos erosivos. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, el suelo no debe ser utilizado de 


forma que exceda su capacidad de resistencia a la degradación. En función de ello, 
será motivo suficiente para la aplicación de las sanciones establecidas en la 
normativa vigente, el hecho de constatarse erosión o degradación en los suelos. 
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Artículo 2”.- Cuando exista erosión o degradación de los suelos, el responsable de 
los mismos, deberá encarar las siguientes medidas de manejo, tendientes a su 
recuperación: 

a) controlar el escurrimiento superficial de las aguas; 


b) minimizar el laboreo de la tierra, utilizando rotaciones de cultivos y pasturas, 
siembra directa, sistemas de labranza vertical, manejo de residuos en superficie; 


c) recomponer la fertilidad mediante la aplicación de: enmiendas orgánicas; 
fertilizantes químicos y tomar las medidas que permitan una buena implantación de 
vegetación permanente; 


d) realizar una adecuada normalización de la superficie del terreno en los casos 
de mayor severidad de erosión. 


El incumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, hará pasible al responsable, 
de las sanciones establecidas en la normativa vigente, Siendo en todos los casos 
solidariamente responsable el propietario del predio. 


Artículo 3%.- A los efectos de la presente reglamentación, se consideran: 
a - Pendientes al 1%: Cuando existe desnivel de 1 metro cada 100 metros de longitud. 


b - Desagúe natural: Depresión en el suelo generada por procesos geodinámicos que 
sirve para drenar el agua de lluvia (superficiales y subterráneos). 


c - Cárcava: Zanja provocada por la erosión debido al escurrimiento no permanente 
del agua como es el caso de lluvias en suelos con pendientes. 


d - Cobertura Viva: Suelo cubierto por vegetación viva o por su proyección vertical. 


e - Cobertura Muerta: Suelo cubierto por residuos vegetales, rastrojos de cultivos 
anclados o no, o por materiales inertes. 


Artículo 4?.- El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a través de sus Unidades 
competentes, tendrá a su cargo: 


1 - La planificación de actividades de difusión y capacitación sobre el manejo 
conservacionista y sustentable del recurso suelo; 


2 - La realización de las acciones y controles necesarios para asegurar el estricto 
cumplimiento de la normativa vigente. 


Se faculta a esa Secretaría de Estado a coordinar con otros institutos de naturaleza 
pública o privada para dar cumplimiento a estos cometidos. 


Artículo 5*.- Dentro de un plazo de 180 (ciento ochenta) días contados a partir de la 
entrada en vigencia del presente decreto, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca dará a conocer un Manual con las medidas exigibles para todos los cultivos. 


Consecuentemente con ello, exigirá la presentación de un Plan de Uso y Manejo 
Responsable del Suelo, en el cual deberá exponerse que el sistema de producción 
proyectado, determine una erosión tolerable, teniendo en cuenta los suelos del predio, 
la secuencia de cultivos y las prácticas de manejo. 


Artículo 6%.- Deróganse todas las normas reglamentarias que en forma expresa o 
tácita se opongan al presente decreto. 


8 de agosto de 2017 


SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor presidente: este 
proyecto de ley que el Senado tiene a consideración esta- 
blece las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territo- 
rial y Desarrollo Sostenible, dando cumplimiento a lo dis- 
puesto por los artículos 9.” y 10 de la Ley n.” 18308 —la ley 
madre—, de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Soste- 
nible, del 18 de junio de 2008, respecto a la generación de 
los instrumentos legales para lograr un ordenamiento del 
territorio y un desarrollo sostenible. 


Quiero recordar brevemente que el artículo 9.” «Di- 
rectrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desa- 
rrollo Sostenible» de la ley madre dice lo siguiente: «Las 
Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y De- 
sarrollo Sostenible constituyen el instrumento general de 
la política pública en la materia y tendrán por objeto: 


a) El establecimiento de las bases y principales objeti- 
vos estratégicos nacionales en la materia. 


b) La definición básica de la estructura territorial y la 
identificación de las actuaciones territoriales estratégicas. 


c) La formulación de criterios, lineamientos y orienta- 
ciones generales para los demás instrumentos de ordena- 
miento territorial, para las políticas sectoriales con inci- 
dencia territorial y para los proyectos de inversión pública 
con impacto en el territorio nacional. 


d) La determinación de los espacios sujetos a un régl- 
men especial de protección del medio ambiente y sus áreas 
adyacentes y las modalidades de aprovechamiento, uso y 
gestión de los recursos naturales. 


e) La propuesta de los incentivos y sanciones a aplicar 
por los organismos correspondientes que contribuyan a la 
concreción de los planes. 


f) La proposición de medidas de fortalecimiento insti- 
tucional y el apoyo a la coordinación y cooperación para 
la gestión planificada del territorio». 


Veremos que estos seis items se desarrollan en los ca- 
pítulos del proyecto de ley. 


A su vez, el artículo 10 «Elaboración y aprobación de 
las Directrices Nacionales» dice: «El Poder Ejecutivo ela- 
borará y someterá las Directrices Nacionales al Poder Le- 
gislativo para su aprobación, sin perjuicio de la iniciativa 
legislativa que a éste corresponde. 


En el proceso de elaboración de las Directrices Nacio- 
nales se fomentará la participación directa de las entidades 
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públicas con competencia relevante en la materia y de los 
Gobiernos Departamentales». 


Es en el marco de esa obligación que generó la Ley 
n.” 18308 que nosotros vamos a fundamentar hoy este pro- 
yecto de ley que está a consideración. 


Consideramos que el ordenamiento territorial es la pri- 
mera ley de medioambiente. Sin ordenamiento territorial 
no es posible desarrollar las normas de medioambiente; 
son dos cosas que van de la mano y su importancia radica 
en el desarrollo sostenible. Desde que se aprobó la Ley 
n.” 18308 se desarrollaron enormes transformaciones en el 
marco jurídico nacional que después, con el tiempo, fue- 
ron teniendo —y seguirán teniendo— consecuencias sobre 
el territorio. 


En el fundamento de la nueva ley no vamos a desa- 
rrollar los conceptos de ordenamiento territorial porque 
son conocidos por todos, fueron discutidos en este ámbito 
cuando se aprobó la ley madre y ya están en marcha en el 
territorio. Con este proyecto de ley se introduce un nuevo 
instrumento —siempre es bueno dar instrumentos para la 
aplicación de las políticas de planificación territorial a es- 
cala nacional- capaz de potenciar una lógica proyectual 
desconocida en nuestra cultura territorial nacional. 


La elaboración de esta ley tiene una historia que co- 
mienza en la legislatura pasada, pues en junio de 2008 se 
aprobó la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible, y después empezó el proceso de las leyes sub- 
sidiarias. 


El 29 de junio de 2010 se convoca el Comité Nacio- 
nal de Ordenamiento Territorial -CNAOT- para dar ini- 
cio al proceso de elaboración de las directrices nacionales 
previstas en los artículos de la Ley n.” 18308 que acabo 
de leer. 


El artículo 13 del Decreto n.* 400/2009, de 26 de agosto 
de 2009, ordena a la Comisión de Coordinación y Segui- 
miento realizar ese trabajo. Por eso es convocada por el 
CNAOT y se toma como base para iniciar el proceso de 
elaboración correspondiente el documento «Directrices 
Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sos- 
tenible: Aproximación básica», elaborado por la Dinot en 
abril de 2010. 


Para iniciar el trabajo, el comité entendió necesario 
que cada ministerio que lo conforma formulara una ex- 
posición sobre sus políticas y planes sectoriales —lo inte- 
resante era implicar y tener todas las miradas sobre las 
situaciones, los planes y las políticas que se desarrollan en 
el territorio— y sus implicancias territoriales, de modo de 
comenzar el proceso colectivo de elaboración, pues estas 
son políticas transversales. 


Durante el año 2010 se realizaron sucesivas reuniones 
de los ministerios que integran la comisión: el de Gana- 
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dería, Agricultura y Pesca; el de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; el de Industria, Energía y 
Minería; el de Economía y Finanzas; el de Transporte y 
Obras Públicas; el de Turismo y el de Defensa Nacional, 
así como la OPP. 


En febrero de 2011, ya fijadas las líneas de acción, se 
incorporan las presentaciones del Mides y del Ministerio 
de Educación y Cultura, que complementan la mirada te- 
rritorial, porque el ordenamiento territorial no son solo 
normas materiales, sino que implican fundamentalmente 
a la población. 


Posteriormente, hubo instancias de análisis con la Di- 
rección General de Desarrollo Rural y la Dirección Ge- 
neral Forestal “como Uruguay es un país altamente urba- 
nizado, en el que la mayor parte de la población vive en 
ciudades, solemos olvidar que la mayoría del territorio es 
rural, por lo que resulta muy importante dar participación 
a esas direcciones—, así como con el presidente del Institu- 
to Nacional de Colonización —esa herramienta formidable 
que le permite al país desarrollar sus colonias para la pro- 
ducción— y el presidente del Instituto Nacional de la Le- 
che; también hubo reuniones con representantes de algu- 
nas empresas públicas, con el fin de coordinar los aspectos 
necesarios para la elaboración final del proyecto de ley. 


El 7 de abril de 2011 se presentó en el Congreso de 
Intendentes el documento que se venía elaborando, y el 12 
de abril se analizó y discutió el avance de dicha iniciativa 
con los directores de todas las intendencias del país. 


En todas las instancias descriptas —que, como se ha 
dicho, son muchas— se fueron incorporando nuevos apor- 
tes y miradas que constituyen el corazón de este proyecto 
de ley. 


En mayo de 2011 se convoca a la Comisión Asesora 
de Ordenamiento Territorial —creada por un artículo de la 
Ley n.” 18308—, integrada por delegados de instituciones 
públicas y privadas, y representantes de la sociedad civil, 
de donde resultan nuevos aportes. Es decir que no quedó 
ningún organismo ni persona sin la posibilidad de partici- 
par en la elaboración de la ley. 


En diciembre de 2011, el Comité Nacional de Orde- 
namiento Territorial aprueba en general el documento y, 
posteriormente, la Comisión de Coordinación y Segui- 
miento convoca a los delegados de las áreas jurídicas de 
los ministerios que la integran y se redacta el anteproyec- 
to de ley de Directrices Nacionales de Ordenamiento Te- 
rritorial y Desarrollo Sostenible. En dicho documento se 
define el concepto de territorio como el «resultado de la 
vinculación de tres ingredientes decisivos: el soporte ma- 
terial, sus habitantes y las relaciones que los une y los le- 
gitima en un lugar preciso de la superficie terrestre. Estas 
relaciones son políticas, de dominio y control territorial, y 
son también relaciones sociales y económicas, que hacen 
al usufructo del territorio». 
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Debemos conceptualizar que el territorio es, a la vez, 
un producto terminado y una construcción sin fin; es un 
organismo vivo. Por eso, estos conceptos y leyes tienen 
su complejidad y no son estáticas en el tiempo. En esta 
dialéctica que está pautada por la herencia —es decir, lo 
que recibimos— y la novedad —que es lo que proponemos-—, 
por la permanencia y el cambio, su característica genética 
fundamental radica en su potencialidad de ser lo que aún 
no es o —dicho de otra manera— de ser transformado en un 
proyecto. El territorio debe estar en constante transforma- 
ción y permanencia. 


Este largo proceso es la génesis del proyecto de ley en 
consideración: las discusiones, los aportes y las reflexio- 
nes que lo hicieron posible. Sin todo ese trabajo previo, el 
proyecto de ley no habría cumplido con los fines que se 
definen en el artículo 9.” de la Ley n.” 18308. 


Pero es bueno hacer un poco de historia. La organi- 
zación colonial heredó un modelo territorial fuertemente 
centralista —lo padecemos hasta el día de hoy- que aún 
mantiene sus elementos básicos. De esa época datan los 
profundos desequilibrios entre el norte y el sur del río Ne- 
gro, la ocupación perimetral del territorio, el vaciamiento 
sostenido de sus áreas centrales y una expansión irracio- 
nal, hasta hoy imparable, de su área metropolitana. Esta es 
la demostración gráfica de los problemas que heredamos 
desde la colonia y que todavía no hemos podido resolver 
en toda su dimensión. 


Además del conglomerado metropolitano, que es don- 
de está el grueso de la población, este territorio tiene ciu- 
dades intermedias y un amplio universo de pequeñas ciu- 
dades, así como diversos pueblos, poblados, localidades, 
etcétera. Casi todas las ciudades intermedias son capitales 
departamentales, aunque hay algunas otras ciudades en 
varios departamentos que se podrían calificar de la mis- 
ma manera. Esas capitales se ubican, generalmente —no es 
siempre así—, en la periferia del territorio nacional. Quiere 
decir que se han colonizado los bordes, seguramente para 
defender los límites territoriales de nuestra soberanía. Es 
así que el grueso de la población nacional reside en las 
ciudades que se ubican de ese modo y en particular en los 
bordes fluviales, dejando un vacío interior —el medio ru- 
ral- histórico hasta el día de hoy. De modo que el modelo 
heredado se caracteriza estructuralmente por la relación 
crítica centro-periferia. 


Podríamos hacer un análisis de este documento duran- 
te horas, pero es bueno graficar el corazón de la cosa. Cabe 
destacar que la comisión manejó estos conceptos como an- 
tecedentes. En el documento de la comisión también se 
enumeran todas las consecuencias que estas situaciones 
trajeron, aunque, de hecho, las conocemos porque es el 
territorio en el que vivimos. En base a estos análisis se 
estructura el proyecto de ley que hoy tenemos en consi- 
deración. 
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Debemos recordar que este proyecto de ley ingresó al 
Parlamento en la legislatura pasada. Podemos decir que 
existe un problema con las leyes de ordenamiento territo- 
rial; recordemos que para poder aprobar la Ley n.” 18308 
pasaron tres legislaturas, es decir que luchamos duran- 
te quince años para obtenerla, pero al final lo logramos. 
Digo esto porque llama la atención que la iniciativa haya 
ingresado durante la legislatura pasada y recién venga 
para ser aprobada en esta. Se discutió ampliamente en la 
comisión correspondiente de la Cámara de Representan- 
tes y se aprobó en sala en aquel entonces. Posteriormen- 
te, comenzó la discusión en la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial del Senado, que analizó todo lo 
discutido en la otra cámara y realizó una serie de entre- 
vistas —esto sucedió sobre el fin de la legislatura—, pero 
los tiempos legislativos son cortos y no fueron suficientes 
para aprobar el proyecto de ley, por lo que quedó archi- 
vado. En esta legislatura se retoma el tema porque es un 
mandato de la ley y hay que cumplir con él. La iniciativa 
ingresa nuevamente por la Cámara de Representantes, que 
la analiza en profundidad, vuelve a realizar todas las en- 
trevistas correspondientes y la aprueba en sala; luego, el 
expediente completo —que es muy voluminoso y realmen- 
te constituye un material de estudio— ingresa al Senado 
y todos sus miembros tuvimos oportunidad de estudiarlo 
detenidamente. 


El proyecto de ley tiene 45 artículos y está dividido en 
7 capítulos, algunos de los cuales se subdividen en seccio- 
nes. Como todas las leyes de ordenamiento territorial que 
componen este sistema —al igual que las de medioambien- 
te—, la iniciativa da marco a las acciones sobre el territorio. 
¿Para qué? Para que el ordenamiento territorial y el desa- 
rrollo sostenible sean un hecho de la realidad. 


El capítulo 1, «Disposiciones generales», que incluye 
los artículos 1.* a 3.”, establece el alcance y la obligatorie- 
dad de estas directrices para las instituciones públicas, los 
entes y los servicios del Estado que ejerzan competencias 
en el territorio. 


Es bueno recordar que la filosofía de la Ley n.* 18308 
prioriza el interés público, el interés general, el de la co- 
munidad sobre el interés particular, lo que es crucial en las 
leyes de ordenamiento territorial, porque de lo contrario 
sería imposible que funcionaran. 


El capítulo IL, «Bases y objetivos estratégicos nacio- 
nales», que va del artículo 4.* al 7.2, trata de ordenar el 
territorio para lograr ese desarrollo sostenible. El artículo 
4.” desarrolla las bases del ordenamiento territorial y de- 
sarrollo sostenible a escala nacional. El artículo 5.” define 
los objetivos estratégicos integrales de la ley: promover 
y consolidar el desarrollo de las actividades de todos los 
sectores de la economía, orientando y regulando su loca- 
lización y articulación sustentable, para conseguir la inte- 
gración y la cohesión social en el territorio; coordinar los 
planes de inversión pública —es muy importante la plani- 
ficación territorial para que la inversión pública tenga el 
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mayor rendimiento y eficiencia posible, para poder locali- 
zar después el complemento de la inversión privada aso- 
ciada—; potenciar la ubicación estratégica del país como 
centro logístico nacional —nosotros estamos ubicados geo- 
gráficamente en la boca de los grandes ríos que penetran 
el corazón de América del Sur, lo que nos pone en una 
posición privilegiada y particular—; fomentar el desarrollo 
de equipamientos, servicios e infraestructuras, y proteger 
el ambiente, promoviendo la conservación y el uso susten- 
table de la biodiversidad, como también de los recursos 
naturales y culturales. No se trata de no usar los recursos 
naturales, sino de usarlos bien para que sean sustentables 
en el tiempo, productivos para la población y en beneficio 
del desarrollo. 


El artículo 6. «Objetivos estratégicos sectoriales», 
contiene siete ítems. El primero de ellos refiere a la pro- 
moción del desarrollo de la producción primaria, agrope- 
cuaria, minera y pesquera. Es muy importante planificar 
estas cosas porque ha sido un aspecto bastante dejado de 
lado. Por tanto, hay que potenciar su desarrollo y todas las 
cadenas de valor que nacen de esa producción primaria. 


El segundo ítem tiene que ver con el fortalecimiento 
del desarrollo de la actividad industrial y la localización 
en áreas de uso preferente, las cuales van a ser definidas 
por el artículo 7.” de este proyecto de ley. Es fundamen- 
tal lograr algún día que las actividades industriales estén 
equilibradamente ubicadas en todo el territorio nacional y 
no concentradas en el área metropolitana. Este país nació 
de un puerto y por eso hay una gran concentración indus- 
trial en esa área metropolitana, donde también se concen- 
tra la población. Esta es la vieja historia de los frigoríficos, 
que en un inicio se habían instalado en Montevideo porque 
la zona portuaria estaba allí. Sin embargo, con el tiempo 
se logró que los frigoríficos se instalaran mucho más cerca 
de la producción primaria, es decir, de donde surge la ma- 
teria prima, para luego trasladar el producto elaborado a 
los puertos para su exportación, o a la cadena de distribu- 
ción si es para consumo interno. El desarrollo de la activi- 
dad industrial en el territorio nacional hay que planificarlo 
para que se produzca porque, de lo contrario, la iniciativa 
individual va sencillamente a priorizar determinadas con- 
veniencias de distancia, de puertos, de servicios, etcétera. 
De ahí surge el tema de las áreas preferentes. 


(Ocupa la presidencia la señora Mónica Xavier). 


—El tercer ítem refiere a fomentar el desarrollo de la 
infraestructura de transporte de personas y bienes y la co- 
nectividad transversal, lo que es un problema si no tene- 
mos buenas vías de comunicación. ¡Ojalá podamos tener 
un ferrocarril de transporte, fundamentalmente, de bienes! 
Aquel diseño en forma de mano donde todo confluía en el 
puerto de Montevideo, donde todas las vías de transporte 
morían en Montevideo, tiene que romperse de algún modo 
con la conectividad transversal, porque de lo contrario no 
vamos a lograr un equilibrio sustentable de desarrollo. 
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El cuarto ítem busca promover la diversificación de la 
matriz energética. Esto es algo que está muy avanzado en 
Uruguay, pero importa sobremanera porque el desarrollo 
industrial está directamente casado con la posibilidad del 
uso de la energía. Nuestro país ha avanzado en la electri- 
ficación rural, en el cambio de su matriz energética, pero 
estas tareas nunca están terminadas. 


El quinto ítem apunta a potenciar el desarrollo turís- 
tico, integrado a todo ese desarrollo agropecuario, indus- 
trial y urbano. Este sector de la economía es muy impor- 
tante actualmente por el aporte de ingresos que genera y 
por el trabajo para nuestra gente. 


El sexto ítem refiere a impulsar y facilitar el acceso a 
las tecnologías de la información y comunicación, lo que 
no es nada menor. Hoy por hoy, el desarrollo de la fibra 
óptica que se ha desplegado en el territorio nacional per- 
mite determinado tipo de desarrollo que era impensable 
algunos años atrás. Y habría un montón de ejemplos más 
para mencionar en relación con esto. 


El artículo 7.* del proyecto de ley define el concepto de 
áreas de uso preferente, lo que no será excluyente porque 
no serán las únicas. Hay que potenciar esas áreas, que son 
aquellas que poseen aptitudes, capacidades y valor estra- 
tégico para localizar una actividad. Es muy importante ver 
este aspecto con una mirada global, porque las políticas 
públicas deben estar casadas con este concepto. 


El capítulo III, «Estructura y actuaciones territoriales 
estratégicas», que va del artículo 8.” al 12, sustancialmente 
define componentes en los que se basa la transformación 
crítica del modelo territorial existente. Son los desvelos 
de estas leyes de ordenamiento territorial. Se trata de im- 
pulsar estrategias que mitiguen el centralismo estructural 
de nuestro territorio y de fomentar la integración social 
y geográfica, tanto norte-sur como este-oeste, lo que se 
traduce en el desarrollo de alternativas a la red carretera 
existente para mejorar la sustentabilidad social del conjun- 
to. Esto podría hacer que el Uruguay diera un gran salto 
como país en su perspectiva histórica. 


El capítulo IV, «Criterios, lineamientos y orientacio- 
nes generales para instrumentos de ordenamiento territo- 
rial, políticas sectoriales y proyectos de inversión pública 
con incidencia territorial», que va del artículo 13 al 33, se 
divide en cuatro secciones. 


La primera sección contiene las disposiciones genera- 
les y establece cómo se actúa sobre un territorio que ya 
existe y tiene su historia. Esto es importante, porque no 
es lo mismo una política de planificación territorial en un 
territorio virgen, vacío, donde no hay ningún condiciona- 
miento más que la geografía para desarrollar un proyec- 
to territorial, que en otro tipo de áreas. El ejemplo más 
cercano y gráfico es la construcción de la ciudad de Bra- 
silia, donde los arquitectos Óscar Niemeyer y Lucio Cos- 
ta pudieron desarrollar un proyecto de ciudad sobre una 
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meseta en la que no había nada. Por ello, la planificación 
de esa ciudad pudo tener una libertad de despliegue como 
no tuvieron otras urbes. Cuando la recorremos vemos que 
los edificios públicos de gobierno están comunicados por 
grandes espacios verdes, y hay una zona en la que están 
todas las representaciones diplomáticas. Lo cierto es que 
a nadie se le ocurriría instalar allí, por ejemplo, una fábri- 
ca de embutidos, porque no corresponde al ordenamiento 
urbano territorial. 


Allí se pudo planificar con total libertad, pero cuando 
hay que hacerlo sobre un territorio en el que no se pla- 
nificó antes, es necesario considerar la historia y a veces 
hasta enmendar errores, lo que es bastante costoso. Un 
ejemplo muy claro que tenemos en el Uruguay es el de la 
llamada Ciudad de la Costa, donde nunca deberíamos ha- 
ber permitido que se asentara una población, ya que es un 
territorio plano en el que es muy difícil hacer drenajes y 
saneamiento. Sin embargo, la cuestión inmobiliaria deter- 
minó que la gente se asentara allí en momentos en que no 
había normas al respecto; por tanto, no se incumplieron las 
normas sino que, sencillamente, no las habíamos elabora- 
do. En la actualidad estamos terminando el saneamiento 
de esa zona, pero a un costo altísimo; por supuesto que se 
lo merece —como cualquier otra zona— pero no debemos 
olvidar que por sus características físicas, por tratarse de 
un entorno totalmente plano, los desagúes y bombeos de 
toda esa red tienen un costo gigantesco. La situación hu- 
biera sido distinta si esa población se hubiera asentado un 
poco más hacia al norte. 


En Montevideo tenemos otro tremendo ejemplo en la 
rambla de Pocitos, donde los edificios proyectan su som- 
bra sobre la playa. Esto también respondió a razones de 
orden económico e inmobiliario, que llevaron a ese frac- 
cionamiento que hace que hoy se levante una especie de 
pared en la costa. Afortunadamente se aprendió de esto, 
y en otros lugares, como Punta del Este, por ejemplo, los 
edificios que levantan en la primera cuadra sobre la ram- 
bla tienen una altura limitada. 


Lo que voy a mencionar no viene a cuento de este 
proyecto de ley, pero queremos que se sepa: desgraciada- 
mente, se va a demoler una mansión emblemática, hecha 
nada más ni nada menos que por el arquitecto Vilamajó. 
No tengo claro por qué la Comisión de Patrimonio no ha 
intervenido en ello, pero es un recuerdo que nos queda en 
esa rambla del mejor arquitecto que tuvo el Uruguay. 


Estos son los dramas del territorio, porque estamos en 
un sitio que tiene su historia. De todos modos, se puede 
actuar teniendo en cuenta esa historia, y un ejemplo em- 
blemático de esto es la ciudad de París. Cuando se produ- 
ce la comuna de esa ciudad, las autoridades del momento 
quisieron intervenir y reprimir el movimiento social que 
allí se estaba gestando. Lo cierto es que la trama urbana 
era absolutamente endiablada, por lo que posteriormente 
Haussmann hizo una reforma que hoy podemos ver en la 
plaza de la Estrella, en las avenidas radiales y en las cir- 
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cunvalaciones. En realidad, el objetivo era poder dividir 
a París en gajos y que nunca más se diera una situación 
como la de la comuna. 


Podríamos relatar miles de historias, pero creo que es- 
tas son bastante gráficas y demuestran la dialéctica cons- 
tante cuando actuamos en un territorio ya establecido. 


El artículo 14 dispone que, en oportunidad de modi- 
ficarse la planificación existente en un territorio, deberán 
considerarse los nuevos criterios, para poder avanzar y no 
quedarnos en el pasado. 


El artículo 15 va en el mismo sentido. 


El artículo 16 refiere a los proyectos de inversión y su 
consistencia con los lineamientos estratégicos del Gobier- 
no nacional, que deben estar vinculados a nivel departa- 
mental. 


En igual sentido van los artículos 17 y 18, que interpre- 
tan que las disposiciones de esta ley no podrán entenderse 
como derogatorias de ninguna norma existente de protec- 
ción del medioambiente. Se dispone que ellas tienen que 
convivir, pero en caso de generarse un conflicto de intere- 
ses entre ellas —esto puede pasar—, la ley de ordenamiento 
territorial prevé cómo resolverlo. Ese es un tema que hay 
que abordar. 


La sección Il, «De los criterios, lineamientos y orien- 
taciones generales para el suelo urbano y suburbano», está 
compuesta por los artículos 19 a 27. El ámbito urbano se- 
guramente sea el que más normativa elaborada tiene, que 
abarca retiros, alturas, prohibiciones, etcétera; sin embar- 
go, como señalamos al principio, dado que estamos ante 
organismos vivos y en evolución —incluso las técnicas 
constructivas también están evolucionando permanente- 
mente—, nunca debemos pensar que hemos llegado a una 
situación consolidada. 


Aquí se establecen criterios precisos de desarrollo 
urbano para potenciar la capacidad de los servicios e in- 
fraestructuras instaladas. Este es uno de los dramas que 
tenemos, fundamentalmente en la ciudad de Montevideo, 
donde por razones inmobiliarias —de compra y venta de 
inmuebles— hay zonas centrales con servicios, infraes- 
tructuras instaladas y un enorme potencial —hay que tener 
en cuenta que llevar servicios como luz, agua, teléfono, 
proximidad de escuelas, liceos, policlínicas, abasteci- 
miento, tránsito y transporte a una manzana de una ciu- 
dad tiene un costo enorme— que se vaciaron por los altos 
costos, y ello determinó que la población se corriera hacia 
la periferia o hacia departamentos aledaños. Así nacieron 
Ciudad de la Costa en Canelones y Ciudad del Plata en 
San José: porque no se pudo utilizar una infraestructura 
ya existente en virtud de que la gente no podía acceder a 
pagar los precios de esos lugares; y dado que la infraes- 
tructura instalada no se pudo utilizar in totum, se perdió 
la oportunidad de desarrollo que tenía la ciudad, exten- 
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diéndose en forma inorgánica, a pesar de que se trabajó en 
varios planes reguladores. 


Esos planes que se llevaron adelante en Montevideo 
ya tienen bastante tiempo y en esto debemos destacar la 
labor del arquitecto Mauricio Cravotto, que fue quien más 
trabajó en su momento. Luego lo hicieron muchos otros, 
que intentaron ordenar la ciudad, pero a veces los tozudos 
hechos pasan por arriba; por esto es bueno insistir en esto. 


En esta sección también se aborda el tema de la mo- 
vilidad urbana, la evacuación de aguas pluviales y servi- 
das, y se pone especial énfasis en las áreas contaminadas. 
Hemos luchado mucho en contra de los predios contami- 
nados con plomo e, incluso, en este ámbito se aprobaron 
algunas leyes al respecto. También se hace referencia a las 
zonas inundables y a la necesidad de medir las densidades 
y los servicios. Esta es una tarea infinita. 


La sección IIl, «De los criterios, lineamientos y orien- 
taciones generales para el suelo rural», está compuesta por 
los artículos 28 a 31. Aquí es donde se hace más énfasis 
en las áreas de uso preferente, buscando el uso productivo 
sustentable. Por ejemplo, la ley forestal determinó zonas 
de prioridad para esta actividad, dadas las características 
del suelo. Lo mismo sucede con la ley de riego, recien- 
temente aprobada, que habla de la forma de uso de este 
recurso, ya que el uso eficiente del agua tiene que ver con 
el cuidado del suelo, que es un bien finito y por eso es tan 
valioso, pues no hay fábricas de suelos. Por cierto, los ho- 
landeses crearon un poco más de suelo ganándole tierras 
al mar, pero son pocas las posibilidades. 


También se promueve la producción familiar, que nos 
permite la radicación y con ello la distribución de la pobla- 
ción. Por eso fue importante la intervención en este pro- 
yecto de ley del Instituto Nacional de Colonización. Hace 
unos días en esta sala se conmemoraron los cincuenta años 
de creación de Mevir, y esa política también tiene mucho 
que ver con esto. 


Se establece la coexistencia de cultivos, que son cosas 
que tienen que pensarse, porque no se trata de decir: «Este 
es mi predio, me limito a él; tiene este cerco y estas dimen- 
siones, entonces hago esto». En algunos países, como en 
Dinamarca, todos los predios del territorio tienen una va- 
riabilidad de destinos y no se les puede dar otro. Por ejem- 
plo, si una persona va a comprar un predio en Dinamar- 
ca, le preguntan: «¿Para qué lo quiere?». «Lo quiero para 
plantar pinos». «Ahí no se puede porque esa zona es para 
criar conejos y gallinas, o para viviendas». Y no lo dejan 
hacer otra cosa, porque el ordenamiento territorial en ese 
país es tremendamente severo. Nosotros estamos lejísimo 
de esa realidad; recién estamos en los primeros balbuceos, 
porque implica un cambio cultural muy importante. 


Asimismo, se establecen normas para el hábitat rural 
—tal como dijimos hace un momento— y se considera algo 
que es muy importante: la interfaz urbano-rural, donde 
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terminan las plantas urbanas y nacen los predios rurales, 
donde mueren las chacras y nace la ciudad. En esas zo- 
nas siempre hay litigio y confrontación, porque el modo 
de vida urbano tiene diferencias con el rural. Entonces, es 
necesaria una intervención territorial que permita atempe- 
rar esa interfaz, de modo de hacerla compatible. Esto nos 
ha pasado, y últimamente se ha discutido sobre el tema de 
las fumigaciones en avionetas contra los mosquitos por la 
deriva que se produce en un país como Uruguay en el que 
siempre hay viento —lo que nos beneficia para la genera- 
ción de energía eólica, porque los aerogeneradores rinden 
más que en otros lugares del mundo—, por lo que tenemos 
que estar muy atentos a la deriva que tienen determinados 
productos. 


En la sección IV, que comprende los artículos 32 y 33, 
se desarrolla la integración socioterritorial y las disposi- 
ciones que son comunes para el suelo urbano, suburbano 
y rural. 


El capítulo V refiere a los espacios sujetos a régimen 
especial de protección ambiental. En el territorio ya hay 
—y puede haber más— áreas especiales establecidas por 
distintas razones relativas a la biodiversidad y a la pro- 
tección de determinadas cosas que entendemos son muy 
importantes y debemos cuidar colectivamente. En este 
capítulo —que comprende los artículos 34 a 36- se da una 
visión general que integra todas las normas existentes en 
materia de ordenamiento territorial, de desarrollo sosteni- 
ble y de protección del medioambiente; hay que integrarlas 
—no pueden estar descoyuntadas—, de manera que sea un 
paquete único, sin perjuicio de que puedan determinarse 
otras áreas en la medida en que se desarrollen las directri- 
ces que sean objeto de protección. 


También trata del uso y gestión de los recursos natura- 
les. Por ejemplo, las cuencas hídricas son de gestión colec- 
tiva, hay que cuidar las márgenes, los vertidos, es decir, el 
uso de esas cuencas, para poder mantenerlas en el tiempo. 


El capítulo VI, «Propuesta de incentivos y sanciones», 
comprende los artículos 37 a 40. Se trata de un sistema 
interesante que desarrolla todos los mecanismos de incen- 
tivos; para quien cumpla con las normas de desarrollo te- 
rritorial sostenible, con la protección del medioambiente y 
demás, habrá una serie de incentivos, que se retirarán —esa 
sería la sanción— cuando estas normas no se cumplan. 


El capítulo VII, «Fortalecimiento institucional», abar- 
ca los artículos 41 a 45, que es el último. No se trata de 
crear una nueva institucionalidad; no queremos superpo- 
ner, sino articular los espacios institucionales que ya exis- 
ten. ¿Por qué? Por dos razones: porque es la manera de de- 
sarrollarlos y potenciarlos, y porque es la forma de utilizar 
lo existente y ahorrar energía, sobre todo cuando son espa- 
cios institucionales descentralizados, que son los más im- 
portantes en el territorio, como el Consejo Agropecuario 
Nacional, los Consejos Agropecuarios Departamentales y 
la Comisión Sectorial de Descentralización. Es necesario 
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que haya un director para realizar esta coordinación que 
realiza la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que a 
su vez distribuye determinados recursos por la descentra- 
lización. También promueve la instalación e información 
territorial. 


Finalmente, este proyecto de ley introduce algo muy 
importante que no estaba en la ley de ordenamiento terri- 
torial del año 2008, porque en ese momento no existían: 
los municipios. Si leemos la ley de ordenamiento terri- 
torial constataremos que no hay ninguna referencia a los 
municipios, porque la ley que los creó es posterior. Había 
una omisión, un «agujero» que este proyecto de ley viene a 
llenar. En ese sentido, promueve la información territorial 
y la obligatoriedad de comunicar a los municipios involu- 
crados en estas directrices —que son varios— los avances 
de los instrumentos del ordenamiento territorial, departa- 
mental y regional, para que ellos también los hagan suyos 
y se posibilite así su participación en el proceso. Creo que 
estamos dando un primer paso de integración de esta he- 
rramienta al tercer nivel de gobierno, que es formidable 
para el desarrollo sostenible y el ordenamiento territorial. 


Como vemos, además de dar cumplimiento a lo que 
nos pedía la Ley n.” 18308, este proyecto de ley lleva a tie- 
rra —respetando la historia y las realidades, y conociendo 
las situaciones preexistentes que es necesario modificar 
las posibles y necesarias transformaciones para lograr la 
sustentabilidad junto con el desarrollo en un sentido pro- 
fundo, o sea, desde el punto de vista ambiental, social, 
económico, y también cultural, lo que no es menor, porque 
si la gente no hace suyos estos cambios, ellos no van a ser 
posibles. Hay que potenciar lo existente y transformarlo 
constantemente, de acuerdo con las necesidades que cada 
momento histórico o cada territorio nos imponga. 


Por las razones que hemos expuesto, aconsejamos al 
Senado que apruebe este proyecto de ley para tener un 
marco fuerte y sólido para el desarrollo sostenible de 
nuestro territorio. 


Debemos dejar dos o tres constancias. En cuanto al or- 
denamiento territorial y al desarrollo sostenible, así como 
sobre algunas cuestiones jurídicas y otros tópicos, puede 
haber mil bibliotecas, tal como se dice acá; algunos nos 
afiliamos a una y otros, a otra. Son cuestiones discutibles 
y puede haber distintas miradas, lo aceptamos. Nosotros 
proponemos esta mirada. 


El Congreso de Intendentes presentó una serie de in- 
dicaciones y propuestas que nos comprometemos a intro- 
ducir —lo quiero decir en esta intervención— en la regla- 
mentación de esta ley. Lo vamos a hacer dialécticamente 
con las diecinueve intendencias —algún día discutiremos la 
organización política de nuestro territorio, pero ese es otro 
tema— para poder consolidar en la práctica esta iniciativa. 


Seguramente, con el tiempo habrá otras leyes. Acá 
aprobamos la ley sobre directrices costeras, pero solo re- 
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fiere a la costa sur del país; falta la de los grandes ríos y 
arroyos, entre otras. 


Esta discusión va a ser permanente, aunque sé que no 
tiene una gran convocatoria. Los que estamos convenci- 
dos creemos que si no resolvemos este tema de fondo, des- 
pués será mucho más cara la gestión del territorio. 


Entonces, partiendo del concepto básico de la ley de 
ordenamiento territorial en el sentido de que el bien públi- 
co está por encima del individual, proponemos la aproba- 
ción de este proyecto de ley en el día de hoy. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA AVIAGA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA AVIAGA.-- Buenos días a todos. 


Nos toca presentar el informe en minoría. Integramos 
la comisión del Senado que ha tratado este proyecto de ley 
y creo que en nuestra voz está representado todo el Partido 
Nacional, más allá de que sabemos que los compañeros 
también van a hacer uso de la palabra. 


Quisiera hacer una reflexión: ¿qué son y para qué sir- 
ven las directrices nacionales de ordenamiento territorial? 
Las directrices nacionales de ordenamiento territorial sir- 
ven, fundamentalmente, para que las grandes apuestas de 
desarrollo nacional se dibujen en muchos planos, en los 
que se vea lo que se quiere para el país, el lugar y la forma 
en que se va a realizar. 


Esto es lo que deberíamos votar hoy: decisiones con- 
cretas y claras. Tendríamos que preguntarnos, por ejem- 
plo, si durante los próximos años todo el Uruguay va a 
querer completar la construcción de la tan añorada ruta 
14, de la ruta 26 o de la ruta 30, para después establecer 
en las directrices nacionales qué hay que hacer y cómo, 
para lograr su concreción. Por ejemplo, si se planea hacer 
un puerto de aguas profundas debería estar determinado 
específicamente en este proyecto de ley que establece las 
Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y De- 
sarrollo Sostenible, tal vez no haciendo referencia al pre- 
dio concreto, que ya fue motivo de otra ley —que está por 
ahí— y que debió haber sido parte de esta propuesta. 


En cuanto a la minería de gran porte y a esos polígonos 
que se anuncia que se van a hacer por decreto, creo 
firmemente que deberían estar dibujados en un mapa 
para que toda la sociedad uruguaya y el cuerpo político y 
técnico puedan discutir si queremos o no que se desarrolle 
ese tipo de actividades en nuestro territorio y recién 
después, votar. Este instrumento que fue pensado a escala 
nacional debería ser claro respecto a esas referencias en el 
territorio. 
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Se pide a los Gobiernos departamentales y a las re- 
glones que hagan propuestas concretas de directrices de- 
partamentales de ordenamiento territorial que establezcan 
dónde debería haber un puente, una carretera, una zona 
de desarrollo para la pequeña industria, otra zona para fo- 
mentar la agricultura familiar, etcétera. En este caso, el 
proyecto de ley de directrices nacionales también debería 
contener propuestas concretas a nivel nacional. 


Se han olvidado y se ha obviado la evaluación ambien- 
tal estratégica; se obvió ex profeso. Cuando este proyecto 
de ley entró a la Cámara de Representantes, hace más de 
cinco años, esa evaluación era obligatoria para cualquier 
tipo de proyectos con determinada magnitud. Lamenta- 
blemente, en 2015 la evaluación ambiental estratégica se 
derogó por parte del Poder Ejecutivo y entonces ha sido 
imposible —y no se ha hecho— medir el impacto que una 
ley de esta magnitud va a tener en el territorio. 


Hoy todos tendríamos que estar pensando, y dibujando 
entre todos, el país del futuro y establecer una política de 
Estado en la cual encajen todos los instrumentos del orde- 
namiento territorial. De no hacerlo de esa manera, no se 
sostendría ningún análisis serio en esta materia. 


El proyecto de ley que se presentó aquí sobre las direc- 
trices nacionales de ordenamiento territorial está dando 
vueltas en el Parlamento desde el año 2012. Siempre se 
trató del mismo proyecto de ley, ya que no tuvo modifi- 
caciones. 


Desde hace cinco años los poderes ejecutivos de turno 
insisten en Su presentación y se siguen haciendo las mis- 
mas observaciones. No ha cambiado para nada el pensa- 
miento de los técnicos que han participado en las distintas 
actividades de las comisiones, tanto en la Cámara de Re- 
presentantes como en el Senado. En distintas oportunida- 
des se han pedido informes a todos los actores “Gobiernos 
departamentales, técnicos departamentales, asesores, aca- 
demia, sociedad civil organizada— y cada uno de ellos ha 
sido negativo respecto a este proyecto de ley de directrices 
nacionales de ordenamiento territorial. A pesar de esto, 
en estos cinco años no se ha logrado cambiar nada consi- 
derable en esta iniciativa. Nunca se han aceptado modi- 
ficaciones con la excusa de que es importante que salga. 
Curiosamente, en cinco años, no hubo un solo ajuste al 
articulado, según lo aconsejado por todos los que concu- 
rrieron a las comisiones a considerarlo. Sería importante 
que cada uno de nosotros pudiera leer detenidamente esas 
observaciones. 


Lo cierto es que el argumento que hemos escuchado en 
cuanto a que es lo mejor que se puede hacer en este tiem- 
po, ya no es aceptable. Creer que los especialistas y los 
técnicos de alto nivel de las universidades y de los Gobier- 
nos departamentales no hayan tenido tiempo para avanzar 
en el tema en estos cinco años, junto al Ministerio de Vi- 
vienda y Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a 
la Dinot, no es creíble. 
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La ley nacional que define el destino de un país no es 
una norma cualquiera. Estamos hablando de directrices 
nacionales que, según los especialistas en la materia, están 
vacías de contenido y son un cheque en blanco al ejecutivo 
nacional de turno. 


Con respecto a los antecedentes de 2017 y a lo actua- 
do hoy en el Senado, podemos expresar que la interacción 
entre el Congreso de Intendentes, la comisión del Senado 
y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente ha sido intensa. 


En el segundo semestre de 2016 se conformó el primer 
equipo asesor del Congreso de Intendentes para elaborar 
un informe sobre el proyecto de ley de directrices nacio- 
nales. Allí se advierte sobre las gravísimas consecuencias 
que tendría la aprobación del texto tal cual vino de la Cá- 
mara de Representantes y se integran las áreas críticas del 
informe elaborado por los representantes de las Intenden- 
cias de Canelones y de Maldonado. 


En el plenario de diciembre de 2016, el Congreso de 
Intendentes, habiendo escuchado y debatido sobre el con- 
tenido del informe técnico que le hizo llegar su grupo de 
trabajo, decidió pedir que la comisión del Senado los re- 
cibiera para expresar sus inquietudes acerca del proyecto 
que se estaba analizando. 


El 4 de abril de 2017 se recibe a los intendentes Car- 
los Moreira y Yamandú Orsi, en representación de todo el 
cuerpo del Congreso de Intendentes, junto a los técnicos 
que los acompañaban. Se identificaron cinco problemáti- 
cas principales. Primero, el proyecto de ley no contempla 
lo establecido en el artículo 9. de la Ley n.* 18308; segun- 
do, el proyecto de ley no tiene en cuenta el derecho de los 
Gobiernos departamentales de participación directa en el 
proceso de elaboración del proyecto; tercero, el proyecto 
lesiona las autonomías de los Gobiernos departamentales; 
cuarto, el proyecto lesiona las competencias de los Gobier- 
nos departamentales al amparo de los artículos constitu- 
cionales ya mencionados y de la Ley n.* 18308 y, quinto, el 
proyecto de ley genera inseguridad jurídica. 


En cada una de las reuniones que mantuvo el Congreso 
de Intendentes con el director Freitas, de la Dinot, ambas 
partes afirmaron que estaban trabajando para cambiar el 
proyecto de ley y no para hacer modificaciones mediante 
su reglamentación. En cada reunión, el director nacional 
de la Dinot señaló que él estaba dispuesto a trabajar en la 
modificación de la ley, pero que dependía de la voluntad 
del Senado que esas modificaciones se pudieran realizar, 
como estaba pidiendo el Congreso de Intendentes. Obvia- 
mente, el director Freitas manifestaba esto al Congreso de 
Intendentes, pero cuando venía a la comisión del Senado 
decía otra cosa. 


Con fecha 4 de abril, la delegación del Congreso de 
Intendentes, encabezada —como dijimos— por los inten- 
dentes Yamandú Orsi y Carlos Moreira, expresó ante la 
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Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Se- 
nado las razones por las que se pedía la modificación del 
proyecto de ley en tratamiento. Todos los técnicos reafir- 
maron esa posición: la necesidad de modificar la ley. Ese 
mismo día en la comisión del Senado —esto consta en la 
versión taquigráfica— el oficialismo expresó la voluntad de 
toda la bancada de trabajar en consecuencia, en conjunto 
con el Congreso de Intendentes y con la Dinot, para modi- 
ficar, sin apuros, el proyecto de ley. Lamentablemente, en 
la sesión siguiente el oficialismo propuso comenzar a votar 
artículo por artículo y aprobar el proyecto en comisión, 
sin haber tenido en cuenta absolutamente ninguno de los 
argumentos expresados por el Congreso de Intendentes y 
por sus asesores. Esos son los antecedentes inmediatos del 
tratamiento de este proyecto en el Senado. 


En suma, es claro que los asesores y técnicos del Con- 
greso de Intendentes estaban trabajando junto a la Dinot 
para la modificación del proyecto de ley y no para subsa- 
nar después las diferencias en una futura reglamentación, 
tal como termina expresando Freitas en la comisión. 


El Congreso de Intendentes pide que se postergue el 
tratamiento de este proyecto hasta que sus técnicos y los 
del ministerio lleguen a un consenso en cuanto a la re- 
dacción en cuestión. Además, también queda claro que el 
Congreso de Intendentes pidió que se tuvieran en cuenta 
las notas que ellos enviaron a la comisión del Senado. El 
senador Saravia y quien habla manifestamos —y en otra 
ocasión, junto al senador Cardoso— nuestra disposición a 
trabajar en conjunto, entre las tres partes que estábamos 
involucradas en este tema. Lamentablemente, eso no pasó. 


Quiero dejar constancia de las tres cartas del Congreso 
de Intendentes que nos llegaron a la comisión. La primera, 
desde Rocha, con fecha 23 de mayo de 2017, se eleva al 
presidente de la comisión, senador Rafael Michelini y la 
firma el presidente del Congreso de Intendentes del mo- 
mento, ingeniero Daniel Martínez. Allí se dice que el con- 
greso trasmite a la comisión su preocupación referida a la 
eventual votación del proyecto de ley de las directrices de 
ordenamiento territorial, tal como vino de la Cámara de 
Representantes. Enfatiza el interés del congreso de discu- 
tir varios aspectos, que las diferencias que existen requie- 
ren modificaciones a texto expreso en la ley que se está 
considerando y que no son subsanables por vía reglamen- 
taria. Eso dice la primera nota que envió el Congreso de 
Intendentes a la comisión del Senado que estaba tratando 
este proyecto. 


La segunda nota tiene fecha 31 de mayo de 2017 y 
en ella nuevamente el ingeniero Martínez, intendente de 
Montevideo, se dirige al presidente de la comisión, sena- 
dor Rafael Michelini, y le solicita prorrogar el tratamiento 
del proyecto de ley hasta que se logre un consenso para su 
modificación. 


Dada la falta de atención que tuvo este pedido —casi 
implorado—, el Congreso de Intendentes se reunió nue- 
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vamente y el ingeniero Martínez, en nombre de todos 
los intendentes del país envió una tercera carta —ya era 
una declaración— con fecha 28 de junio, al presidente de 
la comisión, don Rafael Michelini. Esta nota dice: «El 
Congreso de Intendentes, en sesión de la fecha, resuelve 
transmitir su profunda preocupación sobre el contenido y 
sobre la forma de tratamiento del proyecto de Directrices 
de Ordenamiento Territorial y de Ordenamiento Costero, 
en trámite en la Cámara de Senadores y en la Cámara de 
Representantes respectivamente. 


Sobre la forma de tratamiento, debemos enfatizar que 
ni los Gobiernos departamentales individualmente, ni el 
Congreso de Intendentes como cuerpo han sido partícipes 
del proceso, a pesar de lo establecido preceptivamente en 
la Ley n.” 18308. 


Sobre el contenido, la representación del Congreso de 
Intendentes presentó por escrito en la única oportunidad 
que ha sido recibida a la fecha, una serie de objeciones 
de fondo y oportunidad que afectan la autonomía de los 
Gobiernos departamentales, generan efectos retroactivos 
sobre los instrumentos de ordenamiento territorial, aun en 
los casos en que tienen fuerza de ley en el ámbito depar- 
tamental, aun en los casos de haber sido aprobados con el 
debido proceso en la Ley n.” 18308. 


Por lo expuesto, queremos transmitir que, dada la gra- 
vedad de los hechos, es imprescindible comunicar al señor 
presidente de la república, a la Cámara de Representantes 
y a la Cámara de Senadores la firme decisión de todos los 
Gobiernos departamentales de proteger sus competencias 
de rango constitucional, que se verían afectadas en caso 
de aprobarse los textos con media sanción, recurriendo 
a todos los institutos establecidos en el marco normativo 
del país. 


No obstante, el Congreso de Intendentes pone de ma- 
nifiesto su mayor predisposición a aportar sus equipos 
técnicos, con la intención de aportar para que el trámite 
parlamentario logre los mayores consensos y se alcance, 
en definitiva, un marco normativo adecuado para todos los 
niveles de gobierno». 


Esta fue la última nota recibida por la comisión que 
tenía a estudio este proyecto de ley, el 28 de junio de este 
año. Obviamente, se siguió adelante y esto no tuvo cuó- 
rum en ese ámbito. 


Pero también nos llegó un informe del Congreso de In- 
tendentes, que formó una comisión especial para estudiar 
particularmente este tema, en el que se incluyen algunas 
consideraciones —sobre las que creemos importante dejar 
constancia— que tienen que ver con la exposición realizada 
por el intendente Moreira en nombre de todos los inten- 
dentes. En este informe se habla de dos riesgos importan- 
tes que se corren si este proyecto de ley se aprueba. Leo, 
a título expreso, lo que manifestaba el exsenador Moreira: 
«El hecho de que las DN tengan que vestir el formato de 
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ley genera, de por sí, dos importantes riesgos: el primer 
riesgo, que el acto legislativo en su formalidad prime so- 
bre el contenido planificatorio y, en vez de un instrumento 
de planificación como tal, se tenga una ley más, comple- 
tamente innecesaria porque en lo que es materia legislati- 
va propiamente nacional a cargo del Sistema Nacional de 
OT ya se cumplió con lo dictado por la ley 18308, del año 
2008; el segundo riesgo, está configurado por la potencia 
derogatoria del formato legal del instrumento que puede 
conllevar al peligro concreto de alterar, en esta segunda 
instancia legislativa, aquella distribución de competencias 
que se estableció en la ley 18308. 


Ambos riesgos entendemos se concretan en el texto 
en consideración pues el mismo no genera el instrumento 
planificatorio previsto en el sistema creado en la ley 18308 
[...] y además, altera las competencias de los órganos del 
Gobierno nacional y de los Gobiernos departamentales 
previstos en la ley 18308». 


El doctor Daniel Hugo Martins estuvo en la Cámara 
de Representantes cuando se trató este proyecto de ley. A 
nosotros nos gustaría destacar su opinión sobre el artículo 
3.%, que se refiere a la obligatoriedad. Sostiene que si este 
artículo, especialmente, «comprende a los Gobiernos de- 
partamentales, es inconstitucional». Y continúa diciendo: 
«Sabido es que en materia de planificación hay dos siste- 
mas: la planificación obligatoria y la indicativa. En esta 
última, sus orientaciones no son vinculantes; la unidad 
planificadora trata de convencer a los demás órganos del 
Estado y a los particulares de que sigan esas orientacio- 
nes, inclusive mediante exoneraciones tributarias o prés- 
tamos, subsidios, etcétera. La planificación obligatoria es 
la máxima intervención del Estado en la economía y en el 
ordenamiento territorial. Fue aplicada por la Unión de Re- 
públicas Socialistas Soviéticas y por los Estados del este 
de Europa, así como también por China». Más adelante, 
agrega: «... se adoptó el dirigismo, mediante operaciones 
concertadas con particulares y órganos del Estado». 


Lamentablemente, no estamos ni en China ni en la 
Unión Soviética; por lo tanto, nosotros creemos que esta 
directriz nacional no puede adoptar una planificación obli- 
gatoria. 


Pablo Ligrone, arquitecto y doctor en ordenamiento 
territorial, en una entrevista acerca de cuál es su opinión 
sobre las directrices nacionales propuestas por el Poder 
Ejecutivo, expresa que al ponerse de manifiesto en el año 
2012 el anteproyecto de directrices nacionales, alertaron 
que no se estaba cumpliendo con la Ley n.” 18308 y que 
en muchos aspectos la contradecía fuertemente, afectando 
en forma notoria la autonomía departamental. Las direc- 
trices nacionales deberían ser un instrumento de la Ley 
18308, por cuanto derivan de ella y deben cumplirla en su 
materia, principios, procedimientos y contenidos concre- 
tos. Esta propuesta —hablando de este proyecto— careció 
de estos elementos esenciales para considerarse de plani- 
ficación. No tiene propuesta concreta, carece de gráficos, 


324-C.S. 


cuadros, mapas, análisis, diagnósticos, estrategia y pro- 
yectos estratégicos. Además, no cumple con lo que la ley 
establece en los siguientes aspectos. No plantea objetivos 
estratégicos concretos, no define la estructura territorial 
ni identifica actuación territorial estratégica, no determina 
protección del ambiente, ningún régimen especial, ni en 
áreas subyacentes, no propone ningún tipo de incentivos 
ni sanciones, no propone ninguna medida de fortaleci- 
miento institucional y solamente refuerza el poder de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


El doctor Ligrone opina que es muy peligroso poner 
de manifiesto un documento de este tipo, hacer creer que 
es de planificación y que cumple con la Ley n.” 18308 y 
advierte que por esta vía se está dejando la puerta abierta 
para que las cuestiones concretas que definen el verdadero 
destino del país se impongan por decreto, lo que está fuera 
del proceso de la mencionada ley. 


En síntesis —dice el doctor Ligrone—, en esa propuesta 
se establecen varios cheques en blanco para el Gobierno 
nacional de turno, que podría imponer por decreto cual- 
quier emprendimiento y se induce a la renuncia de parti- 
cipación de los Gobiernos departamentales en tales ins- 
tancias. 


Asimismo, desde la comisión hicimos una consulta a 
la División Estudios Legislativos del Senado, que elaboró 
un informe en el que se indica que no consideran que exis- 
ta inconstitucionalidad por razones de forma, pero sí por 
razones de contenido. Se hace un informe detallado sobre 
el artículo 3. que, como ya expresamos, trata de la obliga- 
toriedad y sobre los artículos 14 y 15, relativos a las nor- 
mas departamentales y a la vulneración de la autonomía 
de los Gobiernos departamentales. Asimismo, el artículo 
28 (Desarrollo rural, agropecuario y no agropecuario), es- 
tablece que los organismos nacionales definirán en forma 
coordinada las políticas sectoriales en suelo rural. Eso es 
materia de los Gobiernos departamentales, por lo que es 
claramente violatorio de las autonomías y de la Constitu- 
ción de la república. 


Obviamente, este estudio que nos llegó a la comisión 
—al igual que ocurrió con todos los otros informes que aca- 
bo de leer— no se tomó en cuenta para nada. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: formulo 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dispone la 


oradora. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota). 
—16 en 17. Afirmativa. 


Puede continuar la señora senadora. 
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SEÑORA AVIAGA.- Muchas gracias. 


Lo que estaba diciendo es que esos informes que leí 
no fueron tenidos en cuenta en ningún momento en la co- 
misión. 


Pero la pregunta que hoy, finalmente, nos hacemos es: 
¿por qué? ¿Por qué el apuro? ¿Por qué ya? ¿Por qué no se 
tuvo en cuenta absolutamente nada de lo que piensan los 
intendentes del país? Esta es una ley territorial, de aplica- 
ción en todo el territorio. Entonces, ¿por qué no se escuchó 
y sigue sin considerarse la voz de los técnicos de primera 
línea de nuestro país en todos los ámbitos, que nos están 
diciendo que con esta iniciativa nos estamos equivocan- 
do? ¿Cuál es la razón? ¿Cuál es el verdadero motivo de 
imponer este proyecto de ley que nadie quiere o que solo 
algunos quieren? Da curiosidad saber quiénes son los que 
lo quieren y para qué. 


La pregunta básica es: ¿a qué intereses realmente res- 
ponde el proyecto de ley sobre Directrices Nacionales de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible? Pare- 
cería que responde a otros intereses —no al interés nacio- 
nal-—, a intereses de entrega de la soberanía, por los che- 
ques en blanco que deja librados a los decretos del Poder 
Ejecutivo para que haga y deshaga lo que quiera en el te- 
rritorio. Quizás esta iniciativa vaya por ahí: por la entrega 
de nuestros recursos, de nuestro territorio; tal vez apunta 
a que siga aumentando el proceso de extranjerización de 
la tierra para que se implementen e impongan proyectos 
en el territorio sin la participación de la gente que vive en 
él, obviando sus derechos. Nosotros seguimos trabajando 
en estos temas porque estamos convencidos de la defensa 
de las autonomías departamentales y de la participación 
de la gente que vive en el territorio a la hora de aprobar o 
no proyectos que se quieran realizar, ya sean de carácter 
departamental como nacional. 


Pensamos que esto es una incoherencia porque no que- 
remos creer que sea otra la intención. Sentimos la obliga- 
ción de hacer esta denuncia en este Parlamento. 


Por todo lo expuesto, no vamos a acompañar este pro- 
yecto de ley en general ni en particular. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: quere- 
mos apoyar integralmente lo que ha expresado la señora 
senadora Aviaga. 


Cuando fui intendente, en el año 1992, el Gobierno de 
la época, que era de mi partido, dictó una ley de funcio- 
narios públicos. Algunos intendentes recurrimos ante la 
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Suprema Corte de Justicia y logramos que se declarara 
inconstitucional. Recuerdo que en aquel momento recu- 
rrieron el intendente de Montevideo, doctor Tabaré Váz- 
quez, el intendente de Cerro Largo, Rodolfo Nin Novoa, 
y el intendente de Río Negro, Mario Carminatti, un que- 
ridísimo amigo y compañero que, lamentablemente, ya no 
está con nosotros. Rodolfo perdió por un problema formal 
de lesión de autonomía y no específicamente por acción de 
inconstitucionalidad, pero en el fondo el planteo era simi- 
lar. Considero que este proyecto avanza equivocadamente 
sobre las autonomías de los Gobiernos departamentales. 


No vamos a acompañar este proyecto por un conjunto 
de razones de forma, de fondo y de oportunidad. Como ha 
expresado la señora senadora Aviaga, en la elaboración de 
este proyecto de directrices nacionales en general han sido 
ignorados los Gobiernos departamentales. A mi juicio, el 
Congreso de Intendentes ha sido desairado por el Poder 
Ejecutivo primero y por el Parlamento después, ya que no 
se ha recogido prácticamente ninguna de las observacio- 
nes interpuestas por dicho cuerpo. Debo decir que esta es 
una señal institucional muy equivocada. Nuestra opinión 
coincide totalmente con la de los Gobiernos departamen- 
tales que, como todos sabemos, tienen representación de 
intendentes de tres lemas, del Partido Nacional, del Frente 
Amplio y del Partido Colorado. 


En Nueva Helvecia, los intendentes declararon en for- 
ma unánime, el pasado 26 de junio como se dijo aquí-, 
su profunda preocupación por el contenido y la forma de 
tratamiento del proyecto de ley sobre Directrices Naciona- 
les de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible en 
trámite en el Parlamento. 


En cuanto a la forma de tratamiento, debemos enfati- 
zar que ni los Gobiernos departamentales individualmente 
ni el Congreso de Intendentes como cuerpo han sido par- 
tícipes del proceso, a pesar de lo establecido preceptiva- 
mente en la Ley n.” 18308. 


Sobre el contenido, la representación del Congreso de 
Intendentes —en la única oportunidad en que fuera recibi- 
do— presentó por escrito una serie de objeciones de fondo 
y de oportunidad sobre las disposiciones que afectan la au- 
tonomía de los Gobiernos departamentales. Además, esas 
disposiciones generan efecto retroactivo sobre los instru- 
mentos de ordenamiento territorial, incluso en los casos 
en que tienen fuerza de ley en el ámbito departamental y 
que han sido aprobados siguiendo las normas del debido 
proceso en la Ley n.” 18308. 


Por lo expuesto, señora presidenta, queremos trasmitir 
que este es un hecho de trascendencia, un hecho importan- 
te. Es imprescindible que el presidente de la república y el 
Parlamento sepan que todos los Gobiernos departamenta- 
les han asumido la firme decisión de proteger sus compe- 
tencias de rango constitucional —que se verían afectadas 
de aprobarse los textos en discusión—, recurriendo a todos 
los institutos establecidos en el marco normativo del país. 
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No obstante, el Congreso de Intendentes siempre tuvo 
la mayor disposición a aportar equipos para poder trabajar 
en el trámite parlamentario y evitar desembocar en esta 
problemática a la que vamos a llegar si persistimos en esto. 


Los intendentes ya han declarado —y se lo trasladan al 
presidente y a todo el oficialismo— que presentarán accio- 
nes de inconstitucionalidad por violación de las autono- 
mías. Me parece que el Poder Ejecutivo está avanzando 
de una forma equivocada al ir en contra de los diecinueve 
Gobiernos departamentales. Este no es un buen camino. 


Seguiremos alertando acerca de lo que esto significa 
a la luz del análisis de algunos puntos de este proyecto de 
ley, principalmente siguiendo alguno de los ejes señalados 
por los asesores del Congreso de Intendentes, a los que 
también se refirió la señora senadora preopinante. 


El artículo 3., «Obligatoriedad», establece: «Sus dis- 
posiciones constituyen orientaciones vinculantes para las 
instituciones públicas, entes y servicios del Estado que 
ejerzan competencias con incidencia territorial». Más ade- 
lante, agrega: «Las orientaciones dispuestas al amparo de 
la presente ley, en ningún caso supondrán transgredir el 
ámbito de las autonomías de los Gobiernos departamen- 
tales y locales». Como bien dice el informe de la División 
Estudios Legislativos del Senado, que ya fue citado, es sa- 
bido por todos que las juntas departamentales tienen com- 
petencia con incidencia territorial dentro de los límites de 
su jurisdicción, por lo que la previsión de la primera parte 
de la norma las alcanzaría. El inciso final pretende salvar 
esta contradicción, pero no lo logra, porque en lo medular, 
en lo conceptual, avanza en los contenidos que violan y 
transgreden el principio de autonomía de los Gobiernos 
departamentales. 


A su vez, los artículos 14 y 15 del proyecto de ley incu- 
rren en eventuales contraposiciones a la Constitución. El 
artículo 14, «Figuras de planificación pretéritas», estable- 
ce: «Los planes departamentales y demás instrumentos de 
planificación territorial departamental, aprobados antes 
de la vigencia de la Ley N” 18.308, de 18 de junio de 2008, 
y que la mantuvieran a la fecha de promulgación de la pre- 
sente ley, deberán considerar los criterios, lineamientos y 
orientaciones generales que se disponen en este capítulo, 
en oportunidad de procederse a su modificación, sin per- 
juicio del cumplimiento de las disposiciones de la presente 
ley mientras no fueren revisados». Y el artículo 15, «Ins- 
trumentos anteriores a esta ley», dice: «Los instrumentos 
de ordenamiento territorial aprobados con posterioridad a 
la vigencia de la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008, y 
con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán 
ajustarse en su próxima revisión a lo dispuesto en la pre- 
sente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las disposicio- 
nes aquí contenidas, mientras no fueren revisados». 


Es decir que del proyecto de ley surge que los planes 
departamentales y demás instrumentos de planificación 
territorial departamental aprobados antes de la vigencia 
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de la Ley n” 18308 deberán considerar los criterios, li- 
neamientos y orientaciones generales que se disponen en 
este capítulo en el momento de procederse a su modifi- 
cación, pero aclara que es sin perjuicio del cumplimiento 
de las disposiciones de la presente ley mientras no fueren 
revisados. Por lo tanto, aquí se prevé que, si los planes 
departamentales y demás instrumentos de planificación 
aprobados antes de la Ley n.” 18308 no consideran los cri- 
terios, lineamientos y orientaciones, tendrán una especie 
de derogación tácita. Y esto es absolutamente claro. 


Hay una colisión muy fuerte, señora presidenta, porque 
esa desaplicación o derogación tácita de la norma departa- 
mental por la ley nacional hace que este artículo pueda ser 
objeto de declaración de inconstitucionalidad por vulnerar 
la autonomía departamental. 


El artículo 15, que refiere a los instrumentos de orde- 
namiento territorial aprobados con posterioridad a la vi- 
gencia de la Ley n.” 18308, transita por el mismo camino 
que el artículo 14. 


El artículo 33 comienza diciendo: «Los instrumentos 
de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible depar- 
tamentales, previstos en la Ley N” 18.308, de 18 de junio 
de 2008, en los suelos urbano, suburbano y rural debe- 
rán:» y a continuación enumera una serie de acciones, lo 
que en los hechos implicaría limitar la autonomía de los 
Gobiernos departamentales. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede in- 
terrumpir el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señor senador. 


Me gustaría, sobre todo, reafirmar la importancia de 
lo que está señalando el señor senador Larrañaga, no solo 
desde el punto de vista de la inconstitucionalidad —al agre- 
dirse las autonomías departamentales—, sino también des- 
de el punto de vista práctico. 


Acá se está planteando un problema enorme que le va 
a quitar certeza y seguridad jurídica a lo que está pasando, 
y creo que debemos alertar sobre esto. 


Como bien señalaba el señor senador Larrañaga, el 
artículo 3. establece la obligatoriedad. Pero cuando se 
hace referencia a los planes e instrumentos que hoy están 
vigentes, en los artículos 13 y 14 se dicen dos cosas. Una 
de ellas es que cuando estos sean modificados tendrán que 
atender esta ley, lo que no traería problemas desde el punto 
de vista de la certeza jurídica, pero enseguida se establece 
que esos planes e instrumentos quedan derogados por esta 
ley en lo que se oponga a ella. Por tanto, en la práctica se 
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van a generar dudas sobre si los planes e instrumentos hoy 
vigentes no contradicen la ley. Esto va a provocar, como 
consecuencia, una incertidumbre absoluta. ¿Quién va a 
iniciar un desarrollo, quién va a tomar una decisión, si no 
está claro qué parte de los instrumentos y de los planes 
contradice la ley o no? Esto es un caos. 


A modo de sugerencia considero que, por lo menos, se 
debería decir que esos planes tendrán que adaptarse a esta 
ley en un plazo de seis meses, o de uno, dos o tres años. 
Me parece que al imponerlo así, de buenas a primeras va a 
quedar supeditado a un recurso de inconstitucionalidad y, 
además, a una interpretación de qué parte de esos planes e 
instrumentos no cumple con la nueva ley, porque cumplía 
con la anterior. Esto constituye una inseguridad jurídica 
enorme desde el punto de vista práctico. 


Reitero: debería ponerse un plazo para su puesta en vi- 
gencia; no se puede establecer, de buenas a primeras, que 
debe tenerse en cuenta las nuevas disposiciones cuando se 
vaya a modificar, pero mientras tanto rige la ley. 


Señalo nuevamente que vamos a provocar un caos, y 
creo que el oficialismo debería atender el hecho de que lo 
que se está haciendo es generar una inseguridad absoluta 
en un área que, de por sí, ya es compleja. 


No es que estemos en contra del ordenamiento terri- 
torial. Somos los primeros en estar de acuerdo con él. Lo 
que sucede es que el ordenamiento territorial tiene por fi- 
nalidad brindar certezas jurídicas, además de cumplir con 
los objetivos de ordenamiento territorial, cosas que no es- 
tamos haciendo. 


Gracias, señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Puede 
continuar el señor senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA - Gracias, señora presidenta. 


Agradezco la aclaración del señor senador, porque ex- 
plicó mejor que yo el contenido de mi objeción y la falta de 
certeza que este instrumento está generando al país. 


Está claro que los Gobiernos departamentales podrán 
seguir esos criterios o no cumplirlos, pero desde el pun- 
to de vista constitucional eso es su decisión y la ley no 
puede inmiscuirse, fijar, dirigir o establecer el sentido de 
esos instrumentos. Entonces, entramos en un problema 
de falta de certeza, en una situación de limbo, de falta de 
seguridad jurídica. Esto, de ordenamiento, no tiene nada; 
de compatibilizar medioambiente con territorio, no tiene 
nada. Como lo demostraremos más adelante, este es un 
proyecto de ley lleno de vaguedades. 


También corresponde mencionar el artículo 41, que 
dispone: «Los organismos nacionales y departamentales 
promoverán la instalación de sistemas, articulados e inte- 
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grados, de información territorial que posibiliten la plani- 
ficación», etcétera. Aquí también parece ingresarse en la 
órbita de las decisiones que son propias de los Gobiernos 
departamentales y que no pueden ser alteradas ni influidas 
sin correr el riesgo de afectar las autonomías. 


Por eso tenemos estos cuestionamientos, señora pre- 
sidenta. Son cuestiones de forma, de oportunidad y de 
contenido. Es por esa razón que no vamos a votar este pro- 
yecto de ley. 


Además, si uno analiza el proyecto artículo por 
artículo, puede ver que es un conjunto de definiciones va- 
gas, que no definen nada y que lo único que van a lograr 
es agregar falta de certeza al tema que se pretende legislar. 


Lo peor de todo —y es lo que apuntala la inconstitu- 
cionalidad del proyecto de ley- es que hay una suerte de 
reserva del Poder Ejecutivo para «legislar» —entre comi- 
llas— por vía de decreto. Quiere decir que lo medular no va 
a salir de las disposiciones legales de este proyecto de ley 
objeto de consideración del Parlamento, sino de los regla- 
mentos dictados por el propio Poder Ejecutivo. 


En este proyecto se pueden ver las distintas definicio- 
nes, las disposiciones generales, las figuras de planifica- 
ción pretéritas, la forma de legislar de los instrumentos an- 
teriores a esta ley, lo que se dice de manera vaga e incierta 
sobre los proyectos de inversión, la vinculación y el fo- 
mento de los planes y proyectos, las normas de protección 
del ambiente, así como todo lo que refiere a la sección Il, 
lo que involucra la movilidad urbana, los usos industriales 
y las energías renovables. 


Realmente, señora presidenta, considero que este ims- 
trumento carece del fortalecimiento institucional y de las 
propuestas de incentivos que dice tener. A su vez, desa- 
rrolla y puede potenciar un desafortunado conflicto con 
el Congreso de Intendentes, que no ha sido considerado. 
No ha sido debidamente consultado, más allá de la partici- 
pación que tuvo en la comisión respectiva. Prueba de ello 
es la declaración que se ha mencionado, que fundamenta 
las objeciones al proyecto de ley y que determina nuestra 
postura absolutamente negativa al proyecto, en lo general 
y en lo particular. 


Me parece, señora presidenta, que lo prudente sería 
devolver este proyecto de ley a la comisión para 
profundizar aún más su discusión. Eso fue lo que dijo 
la señora presidenta de la comisión, como consta en la 
versión taquigráfica de la sesión realizada el 4 de abril, 
día en que comparecieron representantes del Congreso 
de Intendentes. Expresaba así la presidenta: «Pueden 
estar tranquilos de que los tiempos no van a ser 
expresos». Pero resulta que después terminó habiendo 
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una orden expresa de tratamiento y aprobación en 
comisión, para que viniera al plenario y se procurara la 
aprobación correspondiente. 


Esas son las reflexiones que tengo para hacer, que se 
suman a las que ya hizo la señora senadora Aviaga en re- 
presentación del Partido Nacional. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


12) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 8 de agosto de 2017 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que usted 
preside me conceda licencia al amparo del literal D) del 
artículo 1.? de la Ley n.* 17827, desde el 15 de agosto hasta 
el 18 de agosto del 2017 inclusive. 


Motiva dicha solicitud la invitación que recibiera de 
James A Baker III Institute for Public Policy, para partici- 
par en la conferencia Liderazgos Presenciales “Moody” a 
realizarse en Galveston, Texas. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Alejandro Draper, Merce- 
des Antía y Jorge Saravia han presentado nota de desisti- 
miento por los días 15 al 18 de agosto, y el señor Armando 
Castaingdebat, por los días 16 al 18 de agosto, informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que quedan convocados el señor Armando 
Castaingdebat, por el día 15 de agosto, y la señora Beatriz 
Argimón, por los días 16 al 18 de agosto, a quienes ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 
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13) DIRECTRICES NACIONALES DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
DESARROLLO SOSTENIBLE 


SENORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Continúa 
la discusión general del cuarto punto del orden del día. 


SENOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR VIERA.- Señora presidenta: nosotros no va- 
mos a acompañar con nuestro voto este proyecto de ley, 
como tampoco lo hicimos en la Cámara de Representan- 
tes. Creo que ha sido muy bien informada la posición de 
los partidos de la oposición por la señora senadora Aviaga 
y el señor senador Larrañaga, pero queremos acotar algu- 
nos puntos y hacer algunas reflexiones. 


Este proyecto de ley no es, en absoluto, lo que prevé el 
artículo 9.* de la Ley n.* 18308 como Directrices Naciona- 
les de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 
En realidad, va a modificar la ley de ordenamiento terri- 
torial. Claramente, no tiene los contenidos mínimos que 
requiere una directriz. Y esto afecta algo que es —como 
bien se ha señalado aquí— un tema central en el desarrollo 
del país. El ordenamiento territorial, la preservación del 
medioambiente, la coordinación entre la protección del 
medioambiente y el desarrollo territorial son elementos 
fundamentales, y son temas que están dentro de la órbita 
de los Gobiernos departamentales que, además, conviven 
con el problema. 


Ya con la aprobación de la Ley n 18308 hubo todo 
un proceso que vivieron los Gobiernos departamentales 
para adecuar sus normativas, y no fue fácil. Aquí hay va- 
rios exintendentes que me señalan que esto fue así. Fue 
muy trabajoso adecuar toda la normativa, las ordenanzas 
municipales, teniendo en cuenta la nueva ley nacional 
—que, obviamente, es de mayor jerarquía—, pero también 
atendiendo a las particularidades de cada territorio, a las 
necesidades de cada departamento. Y creo que se logró 
avanzar en ese tema. Es más, diría que todavía se está 
avanzando porque se están elaborando los planes directo- 
res, los planes de ordenamiento territorial departamental, 
y después se procederá localidad por localidad. En el Uru- 
guay todavía gran parte del territorio no tiene un plan de 
ordenamiento territorial. 


Al avanzar ahora de esta manera, con un proyecto de 
ley titulado como «directrices», pero que —como decía— no 
prevé ninguna directriz, sino que está modificando peli- 
grosamente la Ley n.* 18308, creo que le agregamos com- 
plicaciones muy importantes al ordenamiento territorial 
nacional, a los Gobiernos departamentales, y además en 
forma inconstitucional, como se ha dicho. Este proyecto 
está avasallando —diría yo, más que afectando— la autono- 
mía de los Gobiernos departamentales. 
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Aquí se ha señalado, además, una grave carencia de 
este proyecto de ley: no se establece la evaluación ambien- 
tal estratégica, que fue eliminada en la ley de presupuesto 
de 2016 y que, evidentemente, es clave en cualquier proce- 
so de ordenamiento territorial. 


Lo que no comprendemos es el apresuramiento en 
aprobar un proyecto de ley que hoy cuenta con la unani- 
midad de los actores en contra. Realmente, creemos que 
es un proyecto de ley que por lo menos no está pronto, 
que no está maduro, o no se quiere tomar en cuenta las 
posiciones ya esgrimidas de actores fundamentales, como 
son los Gobiernos departamentales y el Congreso de In- 
tendentes, pero también la academia, la Universidad de la 
República. En la exposición de motivos de este proyecto 
de ley ni siquiera se menciona a la UdelaR o a las distintas 
organizaciones no gubernamentales. O no fueron consul- 
tadas o la exposición de motivos no recoge toda la opinión. 
Probablemente sea esto último, y no la recoge porque la 
academia está absolutamente en contra de este proyecto 
de ley. Incluso, en su momento hizo aportes muy impor- 
tantes para mejorarlo, para que realmente se incluyeran 
directrices y para corregir el error fundamental que, en 
mi opinión, tiene el proyecto: elimina algo importantísimo 
del ordenamiento territorial, que es el aporte multilateral, 
sustituyéndolo por una decisión unilateral del Poder Eje- 
cutivo. Creo que ese es, si no el principal, uno de los prin- 
cipales errores. 


No se ha tenido en cuenta ni siquiera el trabajo de la 
propia Dinot, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente porque esto no empezó ayer, 
sino que se comenzó a trabajar en el año 2006. Ya entre 
2006 y 2008, trabajó un equipo de ocho técnicos contrata- 
dos especialmente por la Dinot. Los mejores especialistas 
del país fueron contratados a un costo de USD 350.000, 
elegidos entre cien candidatos. Pero a partir de 2006 cam- 
bió la orientación, y todo el trabajo que se hizo en esos 
dos años fue a parar a un cajón —no sabemos por qué-— y 
se tomó una decisión expresamente reconocida como po- 
lítica. Esto me hace acordar a la frase «lo político está por 
encima de lo jurídico». En este caso, lo político está por 
encima de la opinión técnica y a cualquier costo. 


A partir de 2012, cuando se presentó esta iniciativa, 
pasaron por las comisiones tanto de la Cámara de Repre- 
sentantes como del Senado diferentes técnicos y actores, 
como los Gobiernos departamentales, pero nunca fue 
aceptada una sola modificación. ¿Cuál es el apuro de apro- 
bar este proyecto de ley? Nos parece que esto es totalmen- 
te inconveniente. 


Como decíamos, la participación es el principio fun- 
damental de la ley de ordenamiento territorial. El ordena- 
miento territorial fue, justamente, inventado para favore- 
cer el interés general y no para atender el circunstancial, 
porque hoy hay unos y mañana, sin duda, va a haber otros. 
Las garantías del procedimiento son las que están plantea- 
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das en la Ley n.” 18308 y que, de alguna manera, con este 
proyecto de ley, estamos violentando. 


Creo que lo mejor que podría hacer la Cámara de Sena- 
dores es votar que el proyecto de ley vuelva a comisión y 
que se atienda el aporte de los técnicos y del Congreso de 
Intendentes para que podamos volver a discutir y agregar, 
por lo menos, algunos temas que son fundamentales, mí- 
nimos, e incluso corregir algunos aspectos de redacción. 
De lo contrario, tendríamos que intentar hacerlo en sala, 
cosa que sabemos que, como técnica legislativa, es bastan- 
te inconveniente. 


Por lo tanto, señora presidenta, vamos a votar en contra 
este proyecto de ley y proponemos que pase nuevamente 
a comisión. 


Muchas gracias. 
SEÑORA ALONSO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA ALONSO.- Señora presidenta: apoyando el 
informe que presentó la señora senadora Aviaga y reafir- 
mando los conceptos vertidos por el señor senador Larra- 
ñaga, queremos decir de manera expresa que no vamos a 
votar este proyecto de ley. Entendemos que —como se dijo 
en sala— es un atropello a las autonomías departamentales 
y a nuestra propia Constitución. Además, es un proyec- 
to de ley que ignora, como decía recién el señor senador 
Viera, la decisión unánime del Congreso de Intendentes 
del pasado 26 de junio —es decir, de hace apenas un mes y 
poquito— con la firma expresa de todos los intendentes, de 
todos los palos. 


Aquí hay exintendentes de todos los partidos —los se- 
ñores senadores Larrañaga, Besozzi, Viera, Ayala y Cou- 
tinho— y todos ellos saben, mucho mejor que quien habla, 
lo que está en juego en este caso y lo que afecta este tema 
al desarrollo territorial. En la discusión se hizo referencia 
a los defectos que tiene este proyecto de ley, como las in- 
constitucionalidades y la inseguridad jurídica, que men- 
cionaba el señor senador Larrañaga y reafirmaba el señor 
senador Bordaberry. Más allá de todos los defectos, acá se 
cambian las reglas de juego. 


Pero uno de los temas más graves que tiene este pro- 
yecto de ley es el de las áreas de uso preferente. La señora 
senadora Topolansky decía que el área de uso preferente 
no es excluyente, pero queda claro que cada uno va a aten- 
der sus propios intereses, sin participación de los Gobier- 
nos departamentales. Esto puede parecer muy abstracto en 
el papel, pero pensemos en ejemplos, como la instalación 
por parte de UTE de los autogeneradores que determinan 
los tendidos de alta tensión. Esto puede, entre otras cosas, 
arruinar una zona de potencial turístico u otros. 
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Hay un ejemplo en San José —se lo comentaba al señor 
senador Camy- de un tendido de alta tensión de cincuenta 
y ocho kilómetros, desde Punta del Tigre, de los cuales 
cincuenta y dos kilómetros pasan por la zona lechera y 
granjera de pequeños productores con pequeños predios. 
Estos pequeños productores van a sufrir, seguramente, 
dos años de construcción, de ingreso de camiones y daños 
a su producción porque UTE no quiere problemas con la 
Dinama, de pasar por el río Santa Lucía. Quienes nos ha- 
cían referencia a este ejemplo concreto nos decían que ese 
tendido, además, les obliga a dejar una franja de ochenta 
metros de servidumbre inutilizada, con eje en esa línea. 


En este, como en miles de casos posibles, actuales y 
futuros, los Gobiernos departamentales no van a poder ha- 
cer nada. De nada habrán servido sus planes locales, sus 
proyectos productivos o, incluso, sus estrategias. 


Otro ejemplo posible es la apertura de canteras o la 
extracción de cualquier tipo de pétreos o de áridos para 
atender una obra, por ejemplo vial, sin respetar áreas de- 
partamentales que han sido definidas como productivas, 
protegidas. 


Vayamos a otros ejemplos. El Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca podrá, a propósito de esta área 
de uso preferente, determinar áreas de uso forestal donde 
coyunturalmente, haciendo estos cambios en las reglas de 
juego, quiera atender, por ejemplo, las necesidades o los 
intereses de una empresa maderera. Esto se podrá hacer 
—como se habló en toda la mañana de hoy- sin la partici- 
pación de los Gobiernos departamentales, omisión que me 
parece que es trascendental. Los Gobiernos departamen- 
tales van a mirar de afuera, con lo cual se desconoce cual- 
quier planificación que se tenga desde el punto de vista 
turístico, agrícola, etcétera. 


El potencial turístico que tenemos en infinidad de zo- 
nas —las rutas 12, 60 y 109, por mencionar algunas— puede 
desaparecer por medidas de la naturaleza de las que hoy 
estamos tomando acá. Los exintendentes que están aquí 
saben del esfuerzo que significa la realización de planes 
departamentales, que el Gobierno no crea y muchas veces 
no estimula, sino que surgen del diálogo entre los Gobier- 
nos departamentales, los Gobiernos locales y también los 
agentes privados. Y esos planes pueden verse comprome- 
tidos, arruinados, porque desde una oficina centralizada 
algún iluminado del Gobierno de turno pueda tomar una 
decisión preferente. 


Señora presidenta: seguramente, son muchos los casos 
que se nos pueden ocurrir en la mañana de hoy y que po- 
damos imaginar. De manera que creo que este proyecto 
de ley le da mucha discrecionalidad al Poder Ejecutivo, 
mayor a la que ya le da la ley de ordenamiento territorial. 


Por lo expuesto, y sumándonos a la propuesta de los 
señores senadores Viera y Larrañaga, hacemos un llama- 
do a la reflexión para que este proyecto de ley vuelva a la 
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comisión y allí se le realicen las modificaciones necesarias 
en pos de una mejora para todos los Gobiernos, pero espe- 
cialmente para el Gobierno nacional. 


SEÑOR BESOZZI.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Mónica Xavier).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BESOZZI.- Señora presidenta: en este caso 
me comprenden las generales de la ley por haber estado al 
frente de una intendencia. Entiendo que sí, que un ordena- 
miento territorial tiene que haber y está bien que se trabaje 
en ello pero sin perder de vista algunas cosas. 


Escuchaba a quienes me han precedido en el uso de 
la palabra y coincido con algunos conceptos. En primer 
lugar, me pregunto por qué no se realizan las consultas 
a quienes tienen, en el territorio, el conocimiento mayor. 
En este sentido, creo que no solo los intendentes, sino que 
hasta los alcaldes podrían estar involucrados. No olvido la 
cantidad de temas referentes a problemáticas de nuestros 
Gobiernos departamentales, que resolvimos con el ante- 
rior Gobierno. Quien fue presidente en ese período está 
hoy sentado como senador. Resolvimos un montón de pro- 
blemas coordinando, conversando, y salían las cosas. Por 
eso no entiendo mucho el afán de llevar adelante este pro- 
yecto cuando ya tenemos una ley, con su problemática, en 
la que trabajaron muchísimo no solo las intendencias y las 
juntas departamentales, sino también la población civil, 
cada vez que íbamos a llevar un plan adelante en Soriano: 
el de Cardona y La Línea, el de Dolores por otro lado, el 
de Mercedes. Se trabajó mucho en las directrices departa- 
mentales. La verdad es que ha habido un trabajo muy fuer- 
te, muy grande, y aun así hoy seguimos corrigiendo cosas, 
como decía el señor senador Viera. Sin embargo, hoy nos 
encontramos con que parecería que todo lo que trabaja- 
ron la Dinot, las intendencias, las juntas departamentales 
y toda esa sociedad a la que llamamos para juntarnos y 
llevar adelante un mejor ordenamiento, queda por el ca- 
mino. Voy a poner un ejemplo de lo que pasó con la Ley 
n.” 18308, que tenía sus dificultades y las tratábamos de 
corregir con las directrices departamentales. Un día había 
que llevar adelante un plan Mevir en Villa Santo Domingo 
de Soriano. Empezamos a trabajar —estaba el presidente, 
el amigo Díaz— y nos encontramos con que la ley no per- 
mitía construir en lugares costeros que fueran inundables. 
Hasta ahí parecía que estaba bien; simplemente había que 
correrse hacia donde no es inundable. Creo que para eso 
es el ordenamiento. Pero el problema es que hay que tener 
en cuenta las situaciones particulares y la de Villa Soriano 
es una de ellas. 


¿Cuál era la situación particular? La ley establecía 
como parámetro la última inundación más importante de 
la historia, más de cincuenta centímetros. En el año 1959 
se inundó el 85 % de Villa Soriano, y si a eso le agregamos 
cincuenta centímetros, es entendible que era imposible que 
se diera un permiso de construcción allí. Se podría decir: 
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«Levantemos el padrón, levantemos el lugar a construir», 
pero con buen tino se decía que debía tener algún acceso 
de calle pública no inundable y era imposible levantar to- 
das las calles. Había que trabajar sobre eso para tratar de 
no condenar a Villa Soriano a no seguir creciendo. Se trata 
del desarrollo sostenible. 


Se trabajó sobre todos esos temas. A veces parece que 
la teoría se contradice con la práctica; por eso es impor- 
tante preguntar al parroquiano que está en el lugar. Nos 
pasa en la intendencia cuando tomamos determinaciones 
sobre algún camino vecinal. Decimos que vamos a sacar 
el agua o hacer el puente a determinada altura para que no 
llegue el agua. Pero puede pasar, por ejemplo, que según 
los estudios alcance con que un puente se encuentre a un 
metro y medio de altura, pero luego vengan los parroquia- 
nos y digan: «Miren que la inundación de hace tres años 
llegó hasta allá arriba». Me parece que esa situación es la 
que viven los alcaldes y los intendentes. Hay que trabajar 
con la sociedad y no tirar por la borda lo que se trabajó 
durante muchos años, que costó mucho y se hizo tratan- 
do de mejorar, de alguna manera, nuestro crecimiento en 
todo sentido. 


Por eso, señora presidenta, me gustaría que el proyecto 
volviera a comisión, que se estudiara más, que se atendie- 
ra al Congreso de Intendentes. Creo que hay un montón 
de personas que pueden aportar sobre esta ley. La verdad 
es que no sé cuál es el apuro porque tenemos una ley en 
la que se ha trabajado. No entiendo por qué hoy se viene 
a plantear este nuevo proyecto cuando muchos reclaman 
por esta situación, incluso el Congreso de Intendentes y 
los alcaldes. 


(Ocupa la presidencia el señor Raul Sendic). 


—Reitero que considero que lo mejor sería que el pro- 
yecto volviera a comisión. Además, no cambiaría nada el 
tiempo que demore su tratamiento; es más, pienso que los 
aportes lo mejorarían mucho. 


Por lo tanto, me afilio a la idea planteada aquí; me pa- 
rece que el proyecto es mejorable. Además, debemos tener 
en cuenta el trabajo que se hizo anteriormente, no solo por 
parte de las intendencias, sino también de la Dinot, que es 
un organismo del Estado, del Gobierno nacional, que real- 
mente lo hizo con mucho entusiasmo para que todo saliera 
de la mejor manera. 


Muchas gracias. Espero que el pedido que se realizó 
hoy en la cámara llegue a buen puerto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Saludo la presencia de los 
alumnos de 3.* y 5.” años del Erwy School de Pocitos. 


Para el cierre de la discusión tiene la palabra la señora 
senadora Topolansky. 
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SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor presidente: quiero 
aclarar un error que tuve al realizar el informe. En reali- 
dad, la ley tiene cuarenta y cinco artículos porque hubo un 
artículo 30 —referido al agua— que se agregó en la Cámara 
de Representantes y está registrado en la versión taqui- 
gráfica de la comisión. Por lo tanto, queda salvada esta 
cuestión formal. 


Cuando discutimos la Ley n.” 18308 de la que también 
fui miembro informante, tuvimos exactamente la misma 
discusión que hoy, casi calcada con papel carbónico. En 
ese momento, integraban la comisión los señores sena- 
dores La Paz y Moreira, que expusieron los mismos ar- 
gumentos; además, pasaron por la comisión los mismos 
técnicos. Dijeron que esa ley iba a ser el desastre nacional. 
Sin embargo, el proyecto se aprobó, no fue declarado in- 
constitucional ni se interpusieron recursos. Se empezó a 
ordenar el territorio y se sancionaron leyes sucesivas que, 
como ya explicamos, son sistemas de leyes. 


Es verdad que podemos tener miradas distintas sobre 
el tema y eso es parte de nuestro sistema democrático. To- 
dos podemos pensar según nuestro leal saber y entender. 
Nosotros tenemos otra visión. La discusión de este tema 
nos llevó siete años y la otra ley, quince años. Creo que es 
un tiempo más que suficiente. No agregaría nada. Sabe- 
mos exactamente lo que piensan todos los asesores de los 
intendentes. Sencillamente, tenemos una mirada distinta. 
Por eso proponemos que se apruebe esta ley y después in- 
dicaremos la forma como queremos que se vote. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar la propuesta del señor senador Viera para 
que el proyecto de ley vuelva a comisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Me gustaría que quedara 
constancia en la versión taquigráfica de que yo realicé la 
propuesta junto con el señor senador Viera. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la propuesta de los señores senadores 
Viera y Larrañaga para que el proyecto de ley vuelva a 
comisión. 


(Se vota). 
-13 en 29. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 
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(Se vota). 


—16 en 29. Afirmativa. 


SENOR PRESIDENTE.- En discusión particular. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Formulo moción en el 
sentido de que se suprima la lectura del articulado y se 
vote por capítulos el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la propuesta de 
la señora senadora Topolansky. 


(Se vota). 

—19 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo 1. 

St no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo II. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo III. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo IV. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo V. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota). 

16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo VI. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

16 en 28. Afirmativa. 

En consideración el capítulo VII. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

16 en 28. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


SEÑOR MIERES.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: queremos dejar 
constancia de que hemos votado negativamente porque 
nos parecía razonable habilitar la posibilidad de una vuelta 
a comisión de la iniciativa para incorporar otras miradas, 
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dado que no existen motivos de urgencia para aprobar el 
proyecto de ley tal como está. 


Muchas gracias. 


SEÑORA AVIAGA.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AVIAGA.- Señor presidente: queremos de- 
jar constancia de que nos hemos opuesto fuertemente a 
este proyecto de ley por considerarlo violatorio de las au- 
tonomías departamentales y de la Constitución de la re- 
pública. Señalo que estaremos al lado de los Gobiernos 
departamentales, apoyando la defensa de sus derechos y 
los de los vecinos del territorio. 


Muchas gracias. 


14) ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y LA REPÚBLICA DE 
FINLANDIA SOBRE ASISTENCIA MUTUA Y 
COOPERACIÓN EN MATERIA ADUANERA 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en quinto término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República de Finlandia 
sobre asistencia mutua y cooperación en materia adua- 
nera, suscrito en Helsinki, República de Finlandia, el 13 
de febrero de 2017. (Carp. n.* 842/2017 - rep. n.* 482/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 842/2017 - rep. n.* 482/17 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo. 30 MAY 2017 


Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Articulos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo entre la 
República Oriental del Uruguay y la República de Finlandia sobre Asistencia 
Mutua y Cooperación en Materia Aduanera, suscrito en Helsinki, el 13 de 
febrero de 2017. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Las Aduanas cumplen un rol esencial en el comercio internacional. La 
cooperación entre las autoridades aduaneras no sólo contribuye al 
cumplimiento de los objetivos de crecimiento sino también a enfrentar los 
crecientes desafios planteados por la facilitación del comercio, el manteni- 
miento de la seguridad y la correcta percepción de los tributos aduaneros 
correspondientes. 


En este sentido, es de importancia clave para las Aduanas modernas 
contar con información oportuna y precisa sobre las operaciones comerciales a 
fin de disponer las medidas de control adecuadas y prevenir ilícitos aduaneros. 


Bajo el marco descrito, el presente Acuerdo constituye una oportunidad 
de facilitar e incrementar el comercio bilateral de bienes y mercancías, a través 
de la valoración más precisa de los derechos e impuestos aduaneros y de otros 
cargos a la exportación o importación de mercancias, al tiempo que velará por 
la correcta aplicación de las medidas de prohibición, restricción y control. 
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La suscripción del Acuerdo con Finlandia evidencia el excelente nivel de 
las relaciones bilaterales actuales entre ambos países y se entiende que será 
de mucha utilidad a efectos de complementar el marco jurídico que rige las 
relaciones entre ambas naciones, marco que permitirá promover el comercio de 
bienes y servicios así como la inversión entre Uruguay y Finlandia, país que 
demuestra gran interés en apoyar el desarrollo de Uruguay. 


TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 23 artículos, más un Anexo que 
establece los principios básicos de protección de datos. 


El artículo 1 define los términos a ser empleados en el Acuerdo, de 
relevancia para establecer el alcance que estos puedan tener. 


El artículo 2 establece su alcance, expresando que la asistencia será 
brindada de conformidad con las disposiciones legales y reglamentaciones 
nacionales del Estado requerido y dentro de los limites de su competencia y 
recursos disponibles. 


El artículo 3 establece que, a solicitud previa, las Partes intercambiarán 
información para garantizar la correcta recaudación de los derechos e 
impuestos aduaneros, facilitar la determinación del valor en aduana, la 
clasificación arancelaria y de origen de las mercaderías y la aplicación de 
disposiciones relativas a las restricciones, prohibiciones y controles aduaneros. 

También permite que, previa solicitud o por propia iniciativa, las 
autoridades aduaneras se proporcionen información mutua para asegurar la 
correcta aplicación de la legislación aduanera de la otra Parte, así como para 
prevenir, investigar y eventualmente reprimir las infracciones a la referida 
legislación. 

Asimismo, el artículo establece que en caso de que la autoridad 
aduanera requerida no resulte ser el organismo competente para cumplir una 
solicitud de información, ésta deberá transmitirla a la autoridad competente. 


El artículo 4 expresa que las Partes, sea por propia iniciativa o a 
solicitud de una de las autoridades aduaneras, deben brindarse información 
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para asegurar que las mercaderias exportadas e importadas, hacia y desde el 
territorio de una de las Partes al territorio de la otra Parte, hayan cumplido los 
requisitos legales establecidos en ambos países para la importación y 
exportación de las mismas. 


El artículo 5 refiere a la vigilancia especial que el Estado requerido se 
compromete a realizar, previa solicitud del requirente, sobre personas, 
mercaderías, medios de transporte, lugares y/o depósitos de mercancias sobre 
los que se conozca o se sospeche que han incurrido en infracciones a la 
legislación aduanera, o que hayan o puedan haber sido utilizados para cometer 
infracciones a la legislación aduanera de cualquiera de las Partes. 

A su vez, el parágrafo 2) del articulo establece que las Partes impedirán 
dentro de sus competencias, tanto la exportación de mercaderías sobre las que 
se conozca o sospeche que estén siendo exportadas hacia la otra Parte para 
ser empleadas con otros fines ajenos al comercio legítimo entre las Partes, 
como también la exportación de mercancias cuya importación esté prohibida en 
el territorio de la otra Parte Contratante. 


El artículo 6 refiere a las acciones contra el tráfico ilicito de mercaderías 
de especial importancia, estableciéndose que las autoridades aduaneras se 
brindarán información mutua sobre actividades, realizadas o planificadas, que 
constituyan o parezcan constituir infracciones a la legislación aduanera de 
cualquiera de las Partes. 

Se enumeran también las mercaderias cuyo movimiento será de 
especial preocupación a la hora de la cooperación e intercambio de información 
entre las autoridades aduaneras, entre ellas las siguientes: armas, municiones 
y explosivos; mercaderías sensibles y estratégicas sometidas a control 
conforme a tratados internacionales; estupefacientes, sustancias psicotrópicas 
y precursores; objetos de arte y antigúedades de valor histórico, cultural o 
arqueológico: sustancias tóxicas, materiales radiactivos y sustancias peligrosas 
para el medio ambiente o la salud; etc. 


El artículo 7 regula lo que se conoce como entrega vigilada, la que debe 
realizarse en conjunto con las autoridades nacionales competentes. Se estipula 
que las decisiones vinculadas a dicho mecanismo se estudiarán caso por caso 
y que el uso del mismo no debe entrañar peligro alguno para la vida, salud o la 
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libertad de las personas, ni daños al medio ambiente, a los bienes o a los 
activos. 


El artículo 8 refiere a la forma y contenido de las solicitudes de 
asistencia, las cuales deben formularse por escrito y en idioma inglés, debiendo 
acompañarse de documentación que posibilite el cumplimiento de la solicitud. 
Por razones de urgencia se admiten solicitudes verbales, aunque deben 
formalizarse luego por escrito 

Se estipula que las solicitudes deben presentar la siguiente información: 
autoridad aduanera solicitante, medida solicitada, objeto y fundamento de la 
solicitud, las leyes y regulaciones jurídicas aplicables, datos de las personas 
objeto de las investigaciones y un resumen de los hechos relevantes. 


El artículo 9 refiere a las notificaciones a las personas interesadas, de 
los documentos relativos a las medidas adoptadas por las autoridades 
administrativas competentes en aplicación de la legislación aduanera 
correspondiente. También estipula que las notificaciones se realicen conforme 
a la legislación vigente en el Estado de la Parte Contratante requerida. 


El artículo 10, referente a la cooperación en materia de investigaciones 
aduaneras, establece en su parágrafo 1) que ante solicitud previa de una de las 
Partes, la autoridad aduanera de la otra Parte debe dar inicio a las 
investigaciones de la operación que sea o parezca ser contraria a la legislación 
aduanera del Estado solicitante de la investigación. La autoridad aduanera 
requerida debe comunicar los resultados de las investigaciones a la autoridad 
aduanera del Estado que solicita. 

El parágrafo 2) consagra que las referidas investigaciones deben 
ejecutarse conforme a las leyes del Estado que investiga. 

El parágrafo 3) establece que, a solicitud de la autoridad aduanera 
requirente y previa autorización de la autoridad aduanera requerida, 
funcionarios de la autoridad aduanera del Estado solicitante podrán participar 
bajo ciertas condiciones, en las investigaciones del Estado receptor de la 
solicitud de investigación. 


El artículo 11 contempla la posibilidad del intercambio de archivos y 
documentos, estableciendo que las autoridades aduaneras, a iniciativa propia o 
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a solicitud de la otra Parte, se proporcionarán registros de datos y documentos 
(incluso informatizados) sobre las transacciones que constituyan o parezcan 
constituir ilícitos aduaneros, salvaguardándose que los documentos originales 
que se proporcionen deben ser devueltos a la brevedad posible. 


El artículo 12 recoge la posibilidad de que, ante una infracción aduanera 
y previa solicitud de una de las Partes, la autoridad aduanera de la otra Parte 
pueda autorizar a sus funcionarios a comparecer como testigos o expertos ante 
las autoridades competentes de la Parte solicitante. También establece los 
limites dentro de los cuales podrán comparecer los referidos funcionarios 


El artículo 13 contiene disposiciones sobre las visitas de funcionarios 
aduaneros de una Parte en el territorio de la otra Parte, las cuales entre otras 
disposiciones, no permiten el porte de armas ni el uso de uniformes. 


El artículo 14 refiere al uso de la información y los documentos y en su 
parágrafo 1) expresa que éstos deben ser utilizados para los fines del Acuerdo, 
pudiendo ser eventualmente empleados para otros propósitos sólo bajo 
consentimiento escrito de la autoridad aduanera que proporcionó los mismos 

Estas disposiciones no se aplican a la información y documentos 
vinculados a casos de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, en los que se 
contempla que la información pueda compartirse con las autoridades 
competentes en la lucha contra el tráfico ¡lícito de dichas sustancias. 

El parágrafo 2) del artículo consagra el carácter confidencial de toda 
información comunicada bajo la aplicación del Acuerdo. 

Sin perjuicio de lo previsto en el parágrafo 1). el parágrafo 3) prevé el 
uso de la información en procedimientos judiciales o administrativos iniciados a 
consecuencia del incumplimiento de la legislación aduanera. 


El artículo 15 refiere en sus distintos párrafos, a la protección y uso de 
datos personales, lo que estará sujeto a las siguientes condiciones generales: a 
que los datos personales no sean transmitidos si existe motivo razonable para 
creer que su uso fuese contrario a la ley de una de las Partes Contratantes; a la 
comprobación por la autoridad aduanera correspondiente, de la exactitud de los 
datos personales que suministrará a la otra autoridad aduanera: a que la 
información sobre datos personales no sea suministrada a personas distintas a 
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las necesarias; a que la autoridad aduanera solicitante destruya los datos si la 
autoridad aduanera que los suministró así lo solicita; a que los datos 
personales no sean conservados más allá del periodo necesario a los fines 
para los que fueron comunicados; a que las autoridades aduaneras protejan 
eficazmente los datos contra el acceso no autorizado, modificación, 
publicación, daño o destrucción. 

El parágrafo 2) dispone que cuando se intercambien datos personales, 
las Partes deben garantizar un nivel de protección equivalente como mínimo, al 
que resulte de aplicar los principios establecidos en el Anexo del Acuerdo 


El artículo 16 prevé la utilización como prueba por las autoridades 
aduaneras, de la información y documentos obtenidos conforme al alcance del 
Acuerdo, en sus registros de datos, informes y testimonios y en procedimientos 
iniciados ante tribunales. El empleo de dicha información será determinado 
conforme a la legislación nacional de las Partes Contratantes 


El artículo 17 establece las excepciones a la obligación de prestar 
asistencia. 

El parágrafo 1) estipula que la autoridad aduanera requerida de 
cualquiera de las Partes puede negar la prestación de asistencia en caso de 
considerar que el cumplimiento de la solicitud de asistencia pueda ser 
perjudicial para la soberanía, la seguridad, el orden público u otros intereses 
esenciales para esa Parte; también podrá negarse a prestar asistencia si 
entiende que la misma pueda ser violatoria de un secreto comercial, industrial o 
profesional, o ser contraria a principios básicos de su orden jurídico interno 

El parágrafo 2) señala que si la autoridad aduanera solicitante no 
estuviera en condición de cumplir una solicitud análoga que le fuera formulada 
por la Autoridad aduanera requerida, deberá informar ese hecho en su 
solicitud. 

El parágrafo 3) establece que la asistencia puede también ser 
postergada en caso de que su cumplimiento pueda interferir con 
investigaciones, procesos o actuaciones en curso de la autoridad aduanera 
requerida. En estos casos, ésta última deberá consultar a la autoridad 
requirente para saber si la asistencia puede ser prestada conforme a los 
términos que pueda necesitar la autoridad requerida. 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 339-C.S. 


Finalmente, el parágrafo 4) del artículo expresa que las autoridades 
aduaneras deben notificarse mutuamente los casos en que la asistencia se 
rechace o posponga, justificando las razones de ello. 


El articulo 18 excluye los reclamos por reembolso de gastos derivados 
de la aplicación del Acuerdo, excepto aquellos abonados a expertos o testigos, 
intérpretes y traductores, cuando éstos no fueran funcionarios de gobierno. 

No obstante, el parágrafo 2) contempla la posibilidad que ante gastos 
extraordinarios sustanciales para ejecutar disposiciones del Acuerdo, las Partes 
se consultarán para fijar términos, condiciones y forma en que los mismos sean 
cubiertos. 


El artículo 19 dispone que el Acuerdo no afectará las disposiciones de 
la Unión Europea que rigen la comunicación entre los servicios competentes de 
la Comisión de la Unión Europea y la autoridad aduanera finlandesa sobre 
cualquier información obtenida en materia aduanera que pueda ser de interés 
de dicha Unión. 


El artículo 20 refiere a la implementación del Acuerdo, disponiendo que 
las autoridades aduaneras decidirán las modalidades de su aplicación. 

En su parágrafo 4) se establecen las habituales cláusulas sobre 
controversias, las que deberán resolverse a través de negociaciones entre las 
autoridades aduaneras de las Partes, previéndose además que aquellos 
conflictos que no puedan ser resueltos de dicha forma serán resueltos por la 
vía diplomática. 


El artículo 21 establece el ámbito de aplicación territorial del Acuerdo, 
que serán los territorios aduaneros de la República Oriental del Uruguay y de la 
República de Finlandia. 


El articulo 22 refiere a la posibilidad de establecer adiciones y 
enmiendas al Acuerdo, las cuales se formalizarán en protocolos separados que 
serán parte integrante del mismo. 


Por último, el artículo 23 establece la entrada en vigor, su vigencia y las 
disposiciones referentes a la denuncia del Acuerdo. 
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ANEXO 


El Anexo del Acuerdo establece los principios básicos de protección de 
datos entre las Partes Contratantes. 


Al respecto, los datos personales que se intercambien deberán ser 
obtenidos y procesados legalmente, precisos y actualizados, no ser usados de 
modo incompatible con los fines específicos y legítimos para los cuales fueron 
obtenidos, ser apropiados para los fines requeridos y ser conservados por un 
lapso que no supere el necesario a los fines para los que fueron almacenados. 


También se establecen previsiones de salvaguarda para aquellos datos 
intercambiados que revelen el origen racial, creencias religiosas, opiniones 
políticas, o vinculados a la salud o a la vida sexual de las personas, o que 
revelen información relativa a antecedentes penales. 


El parágrafo 4 del Anexo garantiza que toda persona tenga la posibilidad 
de conocer los fines principales con que van a ser usados sus datos personales 
y la forma en que éstos son archivados. También podrá obtener la rectificación 
o eliminación de aquellos datos procesados contrariamente a la legislación 
nacional aplicable, y a acceder a los medios de apelación necesarios para 
salvaguardar los derechos que le correspondan en virtud del Anexo. 


El parágrafo 5 del Anexo establece que las disposiciones de éste sobre 
protección de datos no admitirán excepciones, salvo dentro de los límites del 
principio desarrollado en el propio parágrafo 5, que es el siguiente: se admitirá 
una excepción cuando la misma esté prevista por la legislación de la Parte 
Contratante y constituya una medida necesaria en una sociedad democrática 
en interés de proteger la seguridad del Estado, la seguridad pública, los 
intereses monetarios del Estado o para la represión del delito; o también si la 
excepción fuera en interés de la protección de las personas a las que se 
refieren los datos en cuestión y de los derechos y la libertad de terceros. 


El Anexo prevé asimismo que cada Parte Contratante se compromete a 
establecer sanciones y medios de apelación, en los casos de violación a las 
disposiciones nacionales referidas a la aplicación de los principios básicos 
definidos en el mismo. 
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Finalmente, se establece que ninguna de las disposiciones del Anexo 
limitará la posibilidad de que cada Parte pueda otorgar a las personas a 
quienes se refieren los datos del mismo, una protección más amplia. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia que reviste para 
nuestro pais contar con este tipo de Acuerdos de cooperación aduanera, el 
Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo hace propicia la oportunidad para reiterar al señor 
Presidente de la Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


| Ú 
| RAÚL SENDIC 


A dente de la Resública 
eseraicio da la Presidencia 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO - Apruébase el Acuerdo entre la República Oriental 
del Uruguay y la República de Finlandia sobre Asistencia Mutua y Cooperación 
en Materia Aduanera, suscrito en Helsinki, República de Finlandia, el 13 de 
febrero de 2017. 


a A a * 
ips LU A => € 2, 
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CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPÚBLICA DE FINLANDIA SOBRE ASISTENCIA MUTUA Y 
COOPERACIÓN EN MATERIA ADUANERA 


Aprobación 
Informe 
Aj Senado: 
ANTECEDENTES. 


El Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y la 
República de Finlandia, tiene como finalidad promover la asistencia mutua y 
cooperación en materia aduanera, a través del intercambio de información con 
ambos gobiernos sobre las operaciones comerciales a fin de disponer las 
medidas de control adecuadas y prevenir ilicitos aduaneros. 


TEXTO. 

El Acuerdo consta de un Preámbulo y 23 artículos, más un Anexo que 
establece los principios básicos de protección de datos. 

Artículo 1: define los términos a ser empleados en el Acuerdo. 

Artículo 2: establece su alcance. 

Artículo 3: intercambio de información previo requerimiento. 

Artículo 4: intercambio de información previo requerimiento. 

Artículo 5: vigilancia especial del Estado requerido. 

Artículo 6: acciones contra el tráfico ilícito de mercaderías de especial 
importancia. 

Artículo 7: regula la entrega vigilada. 

Artículo 8: forma y contenido de las solicitudes de asistencia. 

Artículo 9: notificaciones a las personas interesadas relativas a las 
medidas adoptadas por las autoridades administrativas. 

Artículo 10: cooperación en materia de investigaciones. 
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Artículo 11: intercambio de archivos y documentos. 

Artículo 12: posibilidad que la autoridad aduanera de la otra Parte pueda 
autorizar a sus funcionarios a comparecer como testigos o expertos ante 
las autoridades competentes de la Parte solicitante. 

Artículo 13: visita de funcionarios aduaneros de una Parte en el territorio 
de la otra Parte. 

Artículo 14: uso de información y documentos. 

Artículo 15: protección y uso de datos personales. 

Artículo 16: utilización como prueba por las autoridades aduaneras, de la 
información y documentos obtenidos conforme al alcance del Acuerdo. 
Artículo 17: excepciones a la obligación de prestar asistencia. 

Artículo 18: excluye los reclamos por reembolsos de gastos derivados de 
la aplicación del Acuerdo. 

Artículo 19: declara que el Acuerdo no afectará las disposiciones de la 
Unión Europea y la autoridad aduanera finlandesa sobre cualquier 
información obtenida en materia aduanera que pueda ser de interés de 
dicha Unión. 

Artículo 20: refiere a la implementación del Acuerdo, disponiendo que las 
autoridades aduaneras decidirán las modalidades de su aplicación. 
Artículo 21: establece el ámbito de aplicación territorial del Acuerdo. 
Artículo 22: posibilidad de establecer adiciones y enmiendas al Acuerdo. 
Artículo 23: entrada en vigor, vigencia y disposiciones referentes a la 
denuncia del Acuerdo. 


Texto 


El Artículo 1 contiene Definiciones que a continuación se transcriben: 

a) "legislación aduanera": se entenderá cualquier disposición legal o 
reglamentaria aplicable por las autoridades aduaneras de las Partes 
Contratantes en relación con la importación, exportación, tránsito, 
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almacenamiento y circulación de mercaderías, incluidos los medios de pago, ya 
sea en relación con los derechos de aduana, impuestos -ú otros cargos 
recaudados o controlados por las autoridades aduaneras, o con medidas de 
prohibición, restricción o control, 

b) "autoridad aduanera": la Aduana Finlandesa para la República de 
Finlandia, y la Dirección Nacional de Aduanas para la República Oriental del 
Uruguay, competentes para la ejecución de las disposiciones a que se refiere el 
apartado a) del presente Articulo; 

c) "infracciones a las legislación aduanera": se entenderá toda violación o 
tentativa de violación de la legislación aduanera; 

d) "derechos e impuestos de aduana": se entenderá los impuestos 
aduaneros y todos los demás derechos, impuestos y cargas que se perciben 
sobre o en relación con la importación o exportación de mercaderías con 
excepción de las tasas y cargas cuyo importe se limite al coste aproximado 
servicios de prestados, incluyendo en la República de Finlandia, los impuestos 
y derechos según lo establecido por los órganos competentes de la Unión 
Europea; 

e) Por "persona": se entenderá toda persona fisica o jurídica, a menos que el 
contexto requiera otra cosa: 

f) "datos personales”: se entenderá toda información sobre una persona fisica 
identificada o identificable; 

g) "estupefacientes": se entenderá cualquier sustancia, natural o sintética, 
incluidas en las Listas | y Il de la Convención Única sobre Estupefacientes de 
1961 y su enmienda, así como cualquier sustancia asimilada a los 
estupefacientes en la legislación nacional; 

h) "sustancias psicotrópicas”: se entenderá toda sustancia, natural o 
sintética, o cualquier material natural en las Listas !, 1l, lil y IV del Convenio 
sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, y su 15 enmienda, así como cualquier 
sustancia asimilada a sustancias psicotrópicas en la legislación nacional; 
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i) "precursores": se entenderá las sustancias químicas que figuran en el 
anexo de la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico llícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988, y su enmienda. 

j) "entrega vigilada": se entenderá la técnica consistente en permitir que 
envios ilícitos pasen desde, a través o dentro de los territorios de las Partes, 
con el conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con 
el fin de detectar e identificar a las personas involucradas en infracciones a la 
legislación aduanera; 

k) "autoridad aduanera requirente": significa la autoridad aduanera de la 
Parte contratante que solicita la asistencia en materia aduanera; 

1) "autoridad aduanera requerida": significa la autoridad aduanera de la 
Parte Contratante a la que se solicita la asistencia en materia aduanera 


El Artículo 2 establece el Ámbito de aplicación del Acuerdo. 

1. Las Partes Contratantes, a través de sus autoridades aduaneras, y de 
conformidad con las disposiciones establecidas en el presente Acuerdo, se 
prestarán mutuamente asistencia: 

a) con el fin de garantizar la correcta aplicación de la legislación aduanera; 

b) con el fin de prevenir, investigar y reprimir las infracciones a la legislación 
aduanera; 

c) en casos relacionados a la notificación de documentos relativos a la 
aplicación de la legislación aduanera. 

2. La asistencia en el marco del presente Acuerdo se prestará de conformidad 
con la legislación vigente en el territorio del Estado de la Parte Contratante 
requerida y dentro de las competencias y los recursos disponibles de la 
autoridad aduanera requerida. Si fuera necesario, la autoridad aduanera 
requerida podrá hacer los arreglos para que la asistencia sea proporcionada 
por otra autoridad competente. 

3. El presente Acuerdo no prevé el cobro de los derechos de aduana, 
impuestos y cualquier otro cargo. 
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4, El presente Acuerdo no afectará la aplicación de acuerdos internacionales 
sobre asistencia judicial en materia penal o acuerdos internacionales en 
materia de cooperación aduanera que estén en vigor en las Partes 
Contratantes. 


Artículo 3. Alcance de la asistencia. 

1. En el marco de las disposiciones legales y reglamentarias, las autoridades 
aduaneras de las Partes Contratantes intercambiarán información - a 
requerimiento y previa investigación, si es necesario que les permita garantizar 
la correcta recaudación de los derechos de aduana e impuestos, especialmente 
la información que facilite: 

a) la determinación del valor en aduana, la clasificación arancelaria y origen de 
las mercaderías; 

b) la aplicación de las disposiciones relativas a las prohibiciones, restricciones y 
controles. 

2. Previa solicitud, la autoridad aduanera requerida brindará toda la información 
acerca de la legislación y procedimientos aduaneros aplicables en el territorio 
de dicha Parte Contratante y que sean pertinentes a las investigaciones 
relativas a infracciones a la legislación aduanera. 

3. Las autoridades aduaneras se brindarán mutuamente, previa solicitud o por 
iniciativa propia, información y documentos que permitan garantizar la correcta 
aplicación de la legislación aduanera y la prevención, investigación y represión 
de las infracciones a la legislación aduanera. 

4. Las autoridades aduaneras, cuando realicen investigaciones en nombre de 
la otra autoridad aduanera, o a petición de otra autoridad de esa Parte 
Contratante, procederán como si actuasen por su propia cuenta. 

5. En caso de que la autoridad aduanera requerida no sea el organismo 
competente para cumplir con la solicitud, deberá transmitirla de inmediato a la 
autoridad competente pertinente y buscar la cooperación de esa autoridad. 
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Artículo 4. Casos de asistencia. 

Las autoridades aduaneras, por iniciativa propia o previa solicitud, deberán 
proporcionarse la siguiente información: 

a) si las mercacerías importadas en el territorio del Estado de una de las Partes 
Contratantes han sido exportadas legalmente desde el territorio del Estado de 
la otra Parte Contratante, y el régimen aduanero, si procede, en las que se han 
incluido las mercaderías; 

b) si las mercaderías exportadas desde el territorio del Estado de una de las 
Partes contratantes han sido importadas legalmente en el territorio del Estado 
de la otra Parte Contratante y el régimen aduanero, si procede, en las que se 
han incluido las mercaderías. 

c) si las mercaderías a las que se concede un trato favorable a la exportación 
desde el territorio del Estado de una de las Partes Contratantes han sido 
debidamente importadas en el territorio del Estado de la otra Parte Contratante, 
entendiendo que también se facilitará la información sobre las medidas de 
control aduanero de las que han sido objeto. 


El Artículo 5 establece una vigilancia especial. 

1. Previa solicitud, la autoridad aduanera requerida proporcionará información y 
ejercerá una vigilancia especial sobre: 

a) personas que la autoridad aduanera requirente conozca o sospeche que han 
cometido una infracción a la legislación aduanera, particularmente sus 
movimientos dentro y fuera del territorio del Estado de la Parte Contratante 
requerida; 

b) los movimientos de mercaderías que hayan sido informados por la autoridad 
aduanera requirente como dando lugar a tráfico ilícito o sospechoso hacia el 
territorio del Estado de la Parte contratante requirente; 

Cc) medios de transporte respecto de los cuales la autoridad aduanera 
requirente sospeche que sean utilizados para cometer infracciones a la 
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legislación aduanera vigente en el territorio del Estado de cualquiera de las 
Partes Contratantes; 

d) lugares utilizados para el almacenamiento de mercaderías que la autoridad 
aduanera requirente sospeche que estén siendo utilizados para cometer 
infracciones a la legislación aduanera vigente en el territorio del Estado de 
cualquiera de las Partes Contratantes. 

2. Dentro de su competencia, y conforme con sus legislaciones nacionales, las 
autoridades aduaneras de las Partes Contratantes impedirán: 

a) la exportación de mercaderías que se conozca o, por motivos razonables, se 
sospeche que están siendo exportados al territorio del Estado de la otra Parte 
Contratante para ser utilizados con otros propósitos que el comercio legítimo 
entre las Partes Contratantes; 

b) la exportación de mercaderías cuya importación esté prohibida en el territorio 
del Estado de la otra Parte Contratante. 


El Artículo 6 sobre las acciones contra el tráfico ilícito de mercaderías de 
especial importancia, las autoridades aduaneras, por iniciativa propia o previa 
solicitud y sin demora, se proporcionarán recíprocamente toda la información 
pertinente sobre las actividades, llevadas a cabo o planificadas, que 
constituyan o parezcan constituir una infracción a la legislación aduanera 
vigente en el territorio del Estado de una de las Partes Contratantes, 
especialmente en relación al movimiento de: 

a) armas, municiones y explosivos; 

b) mercaderías sensibles y estratégicas sometidas a control conforme a los 
tratados internacionales y los acuerdos multilaterales pertinentes o regímenes 
y/o obligaciones concurrentes de no proliferación; 

c) estupefacientes, sustancias psicotrópicas y precursores; 

d) objetos de arte y antigúedades con valor histórico, cultural o arqueológico; 

e) sustancias tóxicas, materiales radiactivos, así como otras mercaderías y 
sustancias peligrosas para el medio ambiente o la salud; 
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f) mercaderías sujetas a derechos o impuestos elevados, en particular, bebidas 
alcohólicas y productos de tabaco; 
g) mercaderías que infrinjan derechos de propiedad intelectual. 


El Artículo 7 versa sobre la entrega vigilada. 

1. Las autoridades aduaneras, de común acuerdo y dentro de sus 
competencias conforme a su legislación nacional, utilizarán la entrega vigilada 
con el fin de identificar a las personas involucradas en un ilícito. Cuando la 
decisión sobre la utilización de la entrega vigilada no esté dentro de las 
competencias de la autoridad aduanera, deberá iniciarse la cooperación con las 
autoridades nacionales que tengan tal competencia o transferir el asunto a 
dicha autoridad. 

2. Los envios ilicitos cuya entrega vigilada fuera acordada podrán, con el 
consentimiento de las autoridades nacionales competentes, ser interceptadas y 
autorizadas a continuar con las mercaderías intactas o ser retiradas y 
decomisadas, o sustituidas total o parcialmente. 

3. Las decisiones relativas a la utilización de la entrega vigilada se tomarán 
caso por caso, y si es necesario, se tomarán en cuenta las disposiciones 
financieras y los acuerdos alcanzados entre las autoridades nacionales 
competentes. 

4. La entrega vigilada no debe causar peligro significativo para la vida, la salud 
o la libertad de cualquier persona, o cualquier peligro significativo de grandes 
daños al medio ambiente, a los bienes o activos. 


El Artículo 8 Forma y contenido de las solicitudes de asistencia legisla 
sobre; 

1. Las solicitudes efectuadas en virtud del presente Acuerdo se formularán por 
escrito. Tales solicitudes deberán estar acompañadas de la documentación 


necesaria que permita cumplir la solicitud. Cuando resulte necesario, en virtud 
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de la urgencia de la situación, se admitirán las solicitudes verbales, pero 
deberán ser confirmadas inmediatamente por escrito. 

2. Las solicitudes presentadas de conformidad con el párrafo 1 del presente 
Artículo deberán incluir la siguiente información: 

a) la autoridad aduanera que efectúa la solicitud; 

b) la medida solicitada; 

c) el objeto y el fundamento de la solicitud; 

d) las leyes, regulaciones y demás elementos jurídicos implicados; 

e) indicaciones tan exactas y completas como sea posible sobre de las 
personas que son objeto de las investigaciones; 

f) un resumen de los hechos más relevantes y de las investigaciones ya 
efectuadas, salvo en los casos previstos en el Artículo 9 

3. Las solicitudes de asistencia se presentarán en el idioma Inglés. 

4. Si una solicitud no cumple los requisitos formales, podrá solicitarse su 
corrección o complementación; no obstante podrán ser ordenadas medidas 
cautelares de conformidad con la legislación interna de la Parte Contratante 
requerida. 


En el Artículo 9 sobre la Notificación de documentos se establece: 

1 A -solicitud de la autoridad aduanera de una Parte Contratante, la autoridad 
aduanera de la otra Parte Contratante notificará a las personas interesadas, 
que residan o estén en el territorio de su estado, de los documentos relativos a 
las medidas y decisiones adoptados por las autoridades administrativas en 
aplicación de las legislación aduanera. 

2. La notificación de los documentos se realizará de conformidad con la 
legislación vigente en el territorio del Estado de la Parte contratante requerida. 
La notificación de los documentos podrá también ser realizada siguiendo una 
forma o método particular que figure en la solicitud, siempre que ésta no sea 
considerada como contraria a las leyes de la Parte Contratante requerida. 
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3 La prueba de la notificación podrá adoptar la forma de un acuse de recibo 
fechado y firmado por el interesado o de un certificado de la autoridad 
competente de la Parte Contratante requerida, indicando el procedimiento y la 
fecha de la notificación. 


Artículo 10. Investigaciones. 

1. Si una autoridad aduanera lo solicita, la otra autoridad aduanera, deberá 
iniciar las investigaciones sobre las operaciones que constituyan o parezcan 
ser contrarias a la legislación aduanera vigente en el territorio del Estado de la 
autoridad aduanera requirente, y comunicará los resultados de tales 
investigaciones a la autoridad aduanera requirente. 

2. Tales investigaciones deberán ser llevadas a cabo conforme a las leyes 
vigentes en el territorio del Estado de la autoridad aduanera requerida. La 
autoridad aduanera requerida deberá proceder como si actuase por su propia 
cuenta. 

3. Previa solicitud-por escrito, los funcionarios especialmente designados por la 
autoridad aduanera requirente, con la autorización de la autoridad aduanera 
requerida y sujeto a las condiciones que esta imponga, con el propósito de 
investigar una violación a la legislación aduanera, podrán: 

a) obtener de las oficinas de la autoridad aduanera requerida la información 
respecto de una infracción a la legislación aduanera; 

b) estar presentes durante la investigación dirigida por la autoridad aduanera 
requerida en el territorio del Estado de la otra Parte Contratante y relevante 
para la autoridad aduanera requirente. 


Artículo 11 Archivos y documentos. 

1. La autoridad aduanera de una Parte Contratante, por iniciativa propia o 
previa solicitud, proporcionará a la autoridad aduanera de la otra Parte 
Contratante los informes, registros de datos o copias certificadas de los 
documentos proporcionando toda la información disponible sobre las 
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transacciones, completas o planificadas, que constituyan o parezcan constituir 
una infracción a la legislación aduanera vigente en el territorio del Estado de 
esa Parte Contratante. 

2. Los documentos previstos en el presente Acuerdo, podrán ser reemplazados 
por datos informatizados presentados de cualquier formato a los mismos 
efectos. Todos los materiales relevantes para la interpretación o utilización de 
la información y los documentos deberán ser suministrados al mismo tiempo. 

3. Los archivos y documentos originales sólo se solicitarán en los casos en que 
las copias certificadas resulten insuficientes. 

4. Los archivos y documentos originales recibidos en virtud del presente 
Acuerdo serán devueltos lo antes posible. 


En particular el Artículo 12 refiere a Expertos y testigos quienes actuarán de 
la siguiente manera: 

1. A solicitud de una Parte Contratante, en relación con una infracción a la 
legislación aduanera, la autoridad aduanera requerida podrá autorizar a sus 
funcionarios, siempre que sea posible, a comparecer como expertos o testigos, 
ante las autoridades competentes de la Parte Contratante requirente, en 
relación con los hechos establecidos por ellos en el ejercicio de sus funciones y 
a presentar pruebas. La solicitud de comparecencia deberá indicar claramente 
en qué casos y en qué calidad habrá de actuar el funcionario. 

2. La autoridad aduanera que acepta la solicitud indicará en la autorización, si 
fuese necesario, los limites dentro de los cuales sus funcionarios podrán 
testificar. 


El Artículo 13 comprende disposiciones para funcionarios visitantes 
disponiendo que cuando, en las circunstancias previstas en el presente 
Acuerdo, los funcionarios de la autoridad aduanera de una Parte Contratante 
estén presentes en el territorio del Estado de la otra Parte Contratante, deberán 
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en todo momento, ser capaces de probar su investidura oficial. No deberán 
utilizar uniforme ni portar armas. 


Artículo 14 Utilización de la información y documentos. 

1. La información, documentos y otras comunicaciones obtenidas deberán ser 
utilizadas para los fines de este Acuerdo y solamente podrán ser utilizados para 
otros propósitos con previo consentimiento por escrito de la autoridad aduanera 
que proporcionó la información, y estarán sujetos a cualquier restricción 
impuesta por dicha autoridad. Estas disposiciones no son aplicables a la 
información, documentos y otras comunicaciones sobre delitos relacionados 
con estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Tal información podrá ser 
comunicada a las demás autoridades directamente involucradas en la lucha 
contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

2. Toda información comunicada en cualquier formato en aplicación del 
presente Acuerdo tendrá carácter confidencial. Estará cubierta por la obligación 
de secreto oficial y gozará de la misma protección concedida a ese tipo de 
información y documentos, que otorga la legislación vigente en el territorio del 
Estado de la Parte Contratante que la haya recibido. 

3. El apartado 1 de este artículo no impedirá la utilización de la información en 
procedimientos judiciales o administrativos iniciados como consecuencia de 
incumplimiento de la legislación aduanera. 


Artículo 15 Protección y uso de datos personales. 

1. De conformidad con la legislación vigente en el territorio del Estado de las 
Partes Contratantes, la protección de los datos personales intercambiados en 
virtud del presente Acuerdo estará sujeta, como miínin.10, a las siguientes 
condiciones: 

a) no obstante lo dispuesto en el Artículo 3, los datos personales no serán 
transmitidos si existen motivos razonables para creer que la transferencia o el 
uso que se hace de los datos transmitidos fuese contrario a la ley de una de las 
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Partes Contratantes, y la legislación sobre protección de datos en particular. 
Este requisito tampoco podrá ignorarse en los casos en los cuales la trasmisión 
de datos pudiere causar inconvenientes a -la persona de que se trate. Previa 
solicitud, la autoridad aduanera receptora comunicará a la autoridad aduanera 
que suministra la información sobre su utilización y los resultados obtenidos; 

b) Los datos personales solamente podrán ser transmitidos a las autoridades 
aduaneras y otras autoridades competentes de control, y en caso de necesidad 
y a efectos procesales a las autoridades judiciales y fiscales. Tal información no 
será comunicada a personas distintas de las necesarias para los referidos fines 
a menos que las autoridades que proporcionan la información lo acuerden caso 
por caso y la ley que rige a las autoridades receptoras permita tal 
comunicación: 

e) la autoridad aduanera requerida deberá comprobar la validez y exactitud de 
los datos personales que proporcionará. La autoridad aduanera que transmite 
los datos deberá asegurarse que sean exactos y actualizados. La autoridad 
aduanera requirente deberá corregir, destruir o eliminar los datos personales, si 
así le fuese solicitado; 

d) la autoridad aduanera requerida proporcionará junto a los datos personales, 
información sobre el plazo previsto en su legislación para su eliminación. Los 
datos personales se conservarán por un periodo que no exceda el necesario a 
los fines para los que fueron comunicados; 

e) las autoridades aduaneras deberán mantener un registro de los datos 
personales proporcionados o recibidos y protegerlos eficazmente contra el 
acceso no autorizado, modificación, publicación, daño o destrucción. 

2. Cuando los datos personales se intercambien virtud del presente Acuerdo, 
las Partes Contratantes deberán garantizar un nivel de protección de datos, al 
menos, equivalente al que resulte de la aplicación de los principios establecidos 
en el Anexo del presente Acuerdo, el cual se considera parte integrante del 
presente Acuerdo. 
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3. Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente sobre la autoridad 
nacional competente a la que podrán dirigirse las investigaciones relativas a la 
protección de los datos personales. 


Referente a la utilización de la información y documentos como evidencia, 
el Artículo 16 dispone: 

1. Las autoridades aduaneras podrán, de conformidad con los propósitos y 
dentro del alcance del presente Acuerdo, utilizar como prueba la información y 
los documentos obtenidos de conformidad con el presente Acuerdo, en sus 
registros de datos, informes y testimonios, y en los procedimientos iniciados 
ante los tribunales 

2. La utilización de dicha información y documentos como prueba en los 
tribunales y la validez de la misma será determinado conforme a la legislación 
nacional de las Partes Contratantes 


En cuanto a la asistencia, el régimen general prevé excepciones estipuladas 
en el Artículo 17 Excepciones a la obligación de prestar asistencia. 

1. Si la autoridad aduanera requerida de una Parte Contratante considera que 
el cumplimiento de la asistencia solicitada podría ser perjudicial para la 
soberanía, la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de dicha 
Parte Contratante, pudiera implicar una violación de un secreto comercial, 
industrial o profesional, o pudiera ser contraria a principios básicos de su 
ordenamiento jurídico interno, podrá negarse a prestar dicha asistencia, 
proporcionarla parcialmente o proporcionarla sujeta a determinadas 
condiciones o requisitos. 

2. Cuando la autoridad aduanera requirente no estuviera en condiciones de 
cumplir si una solicitud de naturaleza análoga le fuera hecha por la autoridad 
aduanera requerida, señalará este hecho en su solicitud En tal caso, la 
ejecución de dicha solicitud tendrá carácter discrecional para la Administración 


aduanera requerida. 
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3. La asistencia podrá ser postergada por la autoridad aduanera requerida en 
caso de que pudiera interferir con investigaciones, procesos o actuaciones en 
curso, En tal caso, la autoridad aduanera requerida consultará a la autoridad 
aduanera requirente para determinar si la asistencia puede ser prestada 
conforme a los términos y condiciones que pueda requerir la autoridad 
aduanera requerida. 

4. Las autoridades aduaneras se notificarán mutuamente cuando la asistencia 
se rechace o se posponga, fundamentando las razones para ello. 


Artículo 18 Costos. 

1. Las autoridades aduaneras renunciarán a cualquier reclamación por 
reembolso de los gastos derivados de la aplicación del presente Acuerdo, con 
excepción de los gastos y retribuciones abonados a expertos y testigos, así 
como los costos de intérpretes y traductores, cuando éstos no fueran 
funcionarios del Gobierno, los cuales estarán a cargo de la autoridad aduanera 
requirente. 

2. Si fueran necesarios gastos de naturaleza sustancial y extraordinaria para 
cumplir la solicitud, las Partes Contratantes se consultarán para fijar los 
términos y las condiciones bajo las cuales se dará cumplimiento a la solicitud, 
así como la manera en que los costos serán satisfechos. 


Artículo 19 Complementariedad. 

Sin perjuicio de los articulos 14 y 15, este Acuerdo no afectará las 
disposiciones de la Unión Europea que regulan la comunicación entre los 
servicios competentes de la Comisión de la Unión Europea y de la autoridad 
aduanera de la República de Finlandia sobre cualquier información obtenida en 
materia aduanera que pudiera ser de interés de la Unión Europea. 


La Implementación del Acuerdo se rige por el Artículo 20. 
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1. La asistencia en virtud del presente Acuerdo se :intercambiará directamente 
entre las autoridades aduaneras de las Partes Contratantes. 

2. Las autoridades aduaneras decidirán sobre las modalidades para facilitar la 
aplicación del presente Acuerdo. 

3. Las autoridades aduaneras podrán adoptar medidas dirigidas a que los 
funcionarios encargados de la investigación o represión contra las infracciones 
a la legislación aduanera mantengan contactos personales y directos entre sí 
conforme a sus procedimientos administrativos internos. 

4. Las controversias que surgieren con relación a la implementación e 
interpretación del presente Acuerdo se resolverán mediante negociaciones 
entre las autoridades aduaneras de las Partes Contratantes. Los conflictos para 
los cuales no se encuentren soluciones amistosas serán resueltos por la vía 
diplomática. 

5. La información provista bajo el presente Acuerdo deberá ser comunicada a 
los funcionarios especialmente designados al efecto por cada autoridad 
aduanera. 


El régimen de Aplicación Territorial se encuentra dado por el Artículo 21. 
Este Acuerdo será aplicable al territorio aduanero de la República de Finlandia 
y al territorio aduanero de la República Oriental del Uruguay. 


Finalmente, las adiciones y enmiendas así como la entrada en vigor y 
terminación se prevé en los artículos 22 y 23 respectivamente. 

Artículo 22 Adiciones y enmiendas. 

Por mutuo consentimiento las Partes Contratantes podrán introducir adiciones y 
enmiendas al presente Acuerdo, formalizadas en protocolos separados, que 
serán parte integrante del presente Acuerdo. Tales Protocolos entrarán en vigor 
conforme al procedimiento previsto en artículo 23 del presente Acuerdo. 
Artículo 23 Entrada en vigor y terminación. 

Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente por vía diplomática cuando 
se hayan cumplido todos los requisitos legales nacionales necesarios para la 
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entrada en vigor del presente Acuerdo, El Acuerdo entrará en vigor sesenta 
días después de que se haya recibido la última notificación. 

2. El presente Acuerdo tendrá una duración ilimitada. Cada Parte Contratante 
podrá denunciarlo mediante notificación escrita por vía diplomática. 

3. La terminación surtirá efecto al cabo de seis recibida por la otra Parte 
Contratante. 

4. Los procedimientos en curso en el momento de la terminación, en la medida 
de lo posible, deberán completarse de acuerdo con las disposiciones del 
presente Acuerdo. 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


PABLO MIERES 


MARCOS OTHEGUY 


RAFAEL PATERNAIN 
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Texto del acuerdo 


ACUERDO 
ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y LA REPUBLICA DE FINLANDIA 
SOBRE ASISTENCIA MUTUA Y COOPERACIÓN EN MATERIA ADUANERA 


La República Oriental del Uruguay y la República de Finlandia, en adelante denominados las Partes 
Contratantes, 


Considerando que las infracciones a la legislación aduanera son perjudiciales para sus intereses 
económicos, comerciales, fiscales, sociales, culturales, industriales y agrícolas; 


Convencidos de que las acciones contra las infracciones a la legislación aduanera pueden ser más 
efectivas a través de una estrecha cooperación entre sus autoridades aduaneras; 


Considerando la importancia de la determinación exacta de los derechos de aduana y otros 
impuestos recaudados en la importación o exportación y de garantizar la aplicación adecuada de las 
medidas de prohibición, restricción y control, incluyendo la aplicación de leyes y regulaciones 
sobre mercaderías falsificadas y marcas comerciales registradas; 


Considerando que el tráfico ilícito de armas, municiones, explosivos, sustancias tóxicas, materiales 
radiactivos, estupefacientes y sustancias psicotrópicas constituyen un peligro para la salud pública y 
la sociedad; 


Teniendo en cuenta la amenaza de la delincuencia organizada transnacional y los grupos terroristas 
con sus considerables recursos y la necesidad de combatirlos con eficacia; 


Teniendo en cuenta la Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado 
Transnacional, aprobada en Nueva York el 15 de noviembre de 2000, que establece un marco para 
la asistencia mutua internacional en materia penal, con miras a prevenir y combatir la delincuencia 
organizada transnacional; 


Teniendo en cuenta las disposiciones de la Convención Única sobre Estupefacientes de 1961, 
enmendada, y el Convenio sobre sustancias psicotrópicas de 1971, enmendada, elaboradas bajo los 
auspicios de la Organización de Naciones Unidas, así como la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 y su anexo, en su 
versión modificada; 
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Teniendo en cuenta además los instrumentos pertinentes del Consejo de Cooperación Aduanera, en 
particular, la Recomendación relativa a la asistencia mutua administrativa del 5 de diciembre 1953; 


Han acordado lo siguiente: 


Artículo 1 
Definiciones 


A los efectos del presente Acuerdo: 


a) "legislación aduanera”: se entenderá cualquier disposición legal o reglamentaria aplicable por las 
autoridades aduaneras de las Partes Contratantes en relación con la importación, exportación, 
tránsito, almacenamiento y circulación de mercaderías, incluidos los medios de pago, ya sea en 
relación con los derechos de aduana, impuestos ú otros cargos recaudados o controlados por las 
autoridades aduaneras, o con medidas de prohibición, restricción o control; 


b) "autoridad aduanera": la Aduana Finlandesa para la República de Finlandia, y la Dirección 
Nacional de Aduanas para la República Oriental del Uruguay, competentes para la ejecución de las 
disposiciones a que se refiere el apartado a) del presente Artículo; 


c) "infracciones a las legislación aduanera": se entenderá toda violación o tentativa de violación de 
la legislación aduanera; 


d) "derechos e impuestos de aduana”: se entenderá los impuestos aduaneros y todos los demás 
derechos, impuestos y cargas que se perciben sobre o en relación con la importación o exportación 
de mercaderías con excepción de las tasas y cargas cuyo importe se limite al coste aproximado 
servicios de prestados, incluyendo en la República de Finlandia, los impuestos y derechos según lo 
establecido por los órganos competentes de la Unión Europea; 


e) Por "persona" se entenderá toda persona física o jurídica, a menos que el contexto requiera otra 
cosa; 


f) "datos personales”: se entenderá toda información sobre una persona fisica identificada o 
identificable; 


£) "estupefacientes” se entenderá cualquier sustancia, natural o sintética, incluidas en las Listas 1 y 
Il de la Convención Unica sobre Estupefacientes de 1961 y su enmienda, así como cualquier 
sustancia asimilada a los estupefacientes en la legislación nacional; 


h) "sustancias psicotrópicas": se entenderá toda sustancia, natural o sintética, o cualquier material 
natural en las Listas I, 11, !II y IV del Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, y su 
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enmienda. así como cualquier sustancia asimilada a sustancias psicotrópicas en la legislación 
nacional; 


i) "Precursores”: se entenderá las sustancias químicas que figuran en el anexo de la Convención de 
Naciones Unidas contra cl Tráfico !lícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988, y 


su enmienda. 


j) "entrega vigilada" se entenderá la técnica consistente en permitir que envíos ilícitos pasen desde, 
a través o dentro de los territorios de las Partes, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus 
autoridades competentes, con el fin de detectar e identificar a las personas involucradas en 
infracciones a la legislación aduanera; 


k) “autoridad aduanera requirente": significa la autoridad aduanera de la Parte contratante que 
solicita la asistencia en materia aduanera; 


l) "autoridad aduanera requerida”, significa la autoridad aduanera de la Parte Contratante a la que 
se solicita la asistencia en materia aduanera. 


] Artículo 2 
Ambito de aplicación del Acuerdo 


1. Las Partes Contratantes, a través de sus autoridades aduaneras, y de conformidad con las 
disposiciones establecidas en el presente Acuerdo, se prestarán mutuamente asistencia: 


a) con el fin de garantizar la correcta aplicación de la legislación aduanera; 
b) con el fin de prevenir, investigar y reprimir las infracciones a la legislación aduanera; 


e) en casos relacionados a la notificación de documentos relativos a la aplicación de la legislación 
aduanera, 


2. La asistencia en el marco del presente Acuerdo se prestará de conformidad con la legislación 
vigente en el territorio del Estado de la Parte Contratante requerida y dentro de las competencias y 
los recursos disponibles de la autoridad aduanera requerida. Si fuera necesario, la autoridad 
aduanera requerida podrá hacer los arreglos para que la asistencia sea proporcionada por otra 
autoridad competente. 


3. El presente Acuerdo no prevé el cobro de los derechos de aduana, impuestos y cualquier otro 
cargo. 
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4. El presente Acuerdo no afectará la aplicación de acuerdos internacionales sobre asistencia 
judicial en matería pene] o acuerdos internacionales en materia de cooperación aduanera que estén 
en vigor en las Partes Contratantes. 


Artículo 3 
Alcance de la asistencia 


I. En el marco de las disposiciones legales y reglamentarias, las autoridades aduaneras de las Partes 
Contratantes intercambiarán información — a requerimiento y previa investigación, si es necesario - 
que les permita garantizar la correcta recaudación de los derechos de aduana e impuestos, 
especialmente la información que facilite: 


a) la determinación del valor en aduana, la clasificación arancelaria y origen de las mercaderias; 
b) la aplicación de las disposiciones relativas a las prohibiciones, restricciones y controles. 


2. Previa solicitud, la autoridad aduanera requerida brindará toda la información acerca de la 
legislación y procedimientos aduaneros aplicables en el territorio de dicha Parte Contratante y que 
scan pertinentes a las investigaciones relativas a infracciones a la legislación aduanera, 


3. Las autoridades aduaneras se brindarán mutuamente, previa solicitud o por iniciativa propia, 
información y documentos que permitan garantizar la correcta aplicación de la legislación aduanera 
y la prevención, investigación y represión de las infracciones a la legislación aduanera. 


4. Las autoridades aduaneras, cuando realicen investigaciones en nombre de la otra autoridad 
aduanera, o a petición de otra autoridad de esa Parte Contratante, procederán como si actuasen por 
su propia cuenta. 


5. En caso de que la autoridad aduanera requerida no sea el organismo competente para cumplir con 
la solicitud, deberá transmitirla de inmediato a la autoridad competente pertinente y buscar la 
cooperación de esa autoridad. 


Articulo 4 
Casos de asistencia 


Las autoridades aduaneras, por iniciativa propia o previa solicitud, deberán proporcionarse la 
siguiente información: 


a) si las mercaderías importadas en el territorio del Estado de una de las Partes Contratantes han 
sido exportadas legalmente desde el territorio del Estado de la otra Parte Contratante, y el régimen 
aduanero, si procede, en las que se han incluido las mercaderías; 
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b) si las mercaderías exportadas desde el territorio del Estado de una de las Partes contratantes han 
sido importadas legalmente en el territorio del Estado de la otra Parte Contratante y el régimen 
aduanero, si procede, en las que se han incluido las mercaderias. 


c) si las mercaderías a las que se concede un trato favorable a la exportación desde el temitorio del 
Estado de una de las Partes Contratantes han sido debidamente importadas en el territorio del 
Estado de la otra Parte Contratante, entendiendo que también se facilitará la información sobre las 


medidas de control aduanero de las que han sido objeto. 


Artículo 5 
Vigilancia especial 


1. Previa solicitud, la autoridad aduanera requerida proporcionará información y ejercerá una 
vigilancia especial sobre: 


a) personas que la autoridad aduanera requirente conozca o sospeche que han cometido una 
infracción a la legislación aduanera, particularmente sus movimientos dentro y fuera del territorio 
del Estado de la Parte Contratante requerida; 


b) los movirnientos de mercaderías que hayan sido informados por la autoridad aduanera requirente 
como dando lugar a tráfico ilícito o sospechoso hacia el territorio del Estado de la Parte contratante 
requirente; 


c) medios de transporte respecto de los cuales la autoridad aduanera requirente sospeche que sean 
utilizados para cometer infracciones a la legislación aduanera vigente en el territorio del Estado de 
cualquiera de las Partes Contratantes; 


d) lugares utilizados para el almacenamiento de mercaderías que la autoridad aduanera requirente 
sospeche que estén siendo utilizados para cometer infracciones a la legislación aduanera vigente en 
el territorio del Estado de cualquiera de las Partes Contratantes. 


2. Dentro de su competencia, y conforme con sus legislaciones nacionales, las autoridades 
aduaneras de las Partes Contratantes impedirán: 


a) la exportación de mercaderías que se conozca o, por motivos razonables, se sospeche que están 
siendo exportados al territorio del Estado de la otra Parte Contratante para ser utilizados con otros 
propósitos que el comercio legítimo entre las Partes Contratantes; 


b) la exportación de mercaderías cuya importación esté prohibida en el territorio del Estado de la 
otra Parte Contratante. 
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Artículo 6 
Acciones contra el tráfico ilícito de mercaderías de especial importancia 


Las autoridades aduaneras, por iniciativa propia o previa solicitud y sin demora, se proporcionarán 
recíprocamente toda la información pertinente sobre las actividades, llevadas a cabo o planificadas, 
que constituyan o parezcan constituir una infracción a la legislación aduanera vigente en el territorio 
del Estado de una de las Partes Contratantes, especialmente en relación al movimiento de: 


a) armas, municiones y explosivos; 


b) mercaderías sensibles y estratégicas sometidas a control conforme a los tratados internacionales 
y los acuerdos multilaterales pertinentes o regímenes y/o obligaciones concurrentes de no 
proliferación; 


c) estupefacientes, sustancias psicotrópicas y precursores; 
d) objetos de arte y antigúedades con valor histórico, cultural o arqueológico; 


e) sustancias tóxicas, materiales radiactivos, asi como otras mercaderías y sustancias peligrosas para 
el medio ambiente o la salud; 


f) mercaderías sujetas a derechos o impuestos elevados, en particular, bebidas alcohólicas y 
productos de tabaco; 


8) mercaderías que infrinjan derechos de propiedad intelectual. 


Artículo 7 
Entrega vigilada 


1. Las autoridades aduaneras, de común acuerdo y dentro de sus competencias conforme a su 
legislación nacional, utilizarán la entrega vigilada con el fin de identificar a las personas 
involucradas en un ilícito. Cuando la decisión sobre la utilización de la entrega vigilada no esté 
dentro de las competencias de la autoridad aduanera, deberá iniciarse la cooperación con las 
autoridades nacionales que tengan tal competencia o transferir el asunto a dicha autoridad. 


2. Los envios ilícitos cuya entrega vigilada fuera acordada podrán, con el consentimiento de las 
autoridades nacionales competentes, ser interceptadas y autorizadas a continuar con las mercaderias 
intactas o ser retiradas y decomisadas, o sustituidas total o parcialmente. 


3. Las decisiones relativas a la utilización de la entrega vigilada se tomarán caso por caso, y si es 
necesario, se tomarán en cuenta las disposiciones financieras y los acuerdos alcanzados entre las 
autoridades nacionales competentes. 
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4. La entrega vigilada no debe causar peligro significativo para la vida, la salud o la libertad de 
cualquier persona, o cualquier peligro significativo de grandes daños al medio ambiente, a los 
bienes o activos. 


Artículo 8 
Forma y contenido de las solicitudes de asistencia 
1. Las solicitudes efectuadas en virtud del presente Acuerdo se formularán por escrito. Tales 
solicitudes deberán estar acompañadas de la documentación necesaria que permita cumplir la 
solicitud. Cuando resulte necesario, en virtud de la urgencia de la situación, se admitirán las 


solicitudes verbales, pero deberán ser confirmadas inmediatamente por escrito. 


2. Las solicitudes presentadas de conformidad con el párrafo 1 del presente Artículo deberán incluir 
la siguiente información: 


a) la autoridad aduanera que efectúa la solicitud; 

b) la medida solicitada; 

c) el objeto y el fundamento de la solicitud; 

d) las leyes, regulaciones y demás elementos jurídicos implicados; 


e) indicaciones tan exactas y completas como sea posible sobre de las personas que son objeto de 
las investipaciones; 

f) un resumen de los hechos más relevantes y de las investigaciones ya efectuadas, salvo en los 
casos previstos en el Artículo 9. 

3. Las solicitudes de asistencia se presentarán en el idioma Inglés. 


4. Si una solicitud no cumple los requisitos formales, podrá solicitarse su corrección o 
complementación; no obstante podrán ser ordenadas medidas cautelares de conformidad con la 
legislación interna de la Parte Contratante requerida 


Artículo 9 
Notificación de documentos 


1 A solicitud de la autoridad aduanera de una Parte Contratante, la autoridad aduanera de la otra 
Parte Contratante notificará a las personas interesadas, que residan o estén establecidas en el 
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territorio de su estado, de los documentos relativos a las medidas y decisiones adoptados por las 
autoridades administrativas cn aplicación de las legislación aduanera. 


2. La notificación de los documentos se realizará de conformidad con la legislación vigente en el 
territorio del Estado de la Parte contratante requerida. La notificación de los documentos podrá 
también ser realizada siguiendo una forma o método particular que figure en la solicitud, siempre 
que ésta no sea considerada como contraria a las leyes de la Parte Contratante requerida. 


3. La prueba de la notificación podrá adoptar la forma de un acuse de recibo fechado y firmado por 
el interesado o de un certificado de la autoridad competente de la Parte Contratante requerida, 
indicando el procedimiento y la fecha de la notificación. 


Artículo 10 
Investigaciones 


1. Si una autoridad aduanera lo solicita, la otra autoridad aduanera, deberá iniciar las 
investigaciones sobre las operaciones que constituyan o parezcan ser contrarias a la legislación 
aduanera vigente en el territorio del Estado de la autoridad aduanera requirente, y comunicará los 
resultados de tales investigaciones a la autoridad aduanera requirente. 


2. Tales investigaciones deberán ser llevadas a cabo conforme a las leyes vigentes en el territorio 
del Estado de la autoridad aduanera requerida. La autoridad aduanera requerida deberá proceder 
como si actuase por su propia cuenta, 


3. Previa solicitud por escrito, los funcionarios especialmente designados por la autoridad aduanera 
requirente, con la autorización de la autoridad aduanera requerida y sujeto a las condiciones que 
esta imponga, con el propósito de investigar una violación a la legislación aduanera, podrán: 


a) obtener de las oficinas de la autoridad aduanera requerida la información respecto de una 
infracción a la legislación aduanera; 


b) estar presentes durante la investigación dirigida por la autoridad aduanera requerida en el 
territorio del Estado de la otra Parte Contratante y relevante para la autoridad aduanera requirente, 


Artículo 11 
Archivos y documentos 


l. La autoridad aduanera de una Parte Contratante, por iniciativa propia o previa solicitud, 
proporcionará a la autoridad aduancra de la otra Parte Contratante los informes, registros de datos o 
copias certificadas de los documentos proporcionando toda la información disponible sobre las 
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transacciones, completas o planificadas, que constituyan o parezcan constituir una infracción a la 
legislación aduanera vigente en el territorio del Estado de esa Parte Contratante. 


2. Los documentos previstos en el presente Acuerdo, podrán ser reemplazados por datos 
informatizados presentados de cualquier formato a los mismos efectos. Todos los materiales 
relevantes para la interpretación o utilización de la información y los documentos deberán ser 
suministrados al mismo tiempo. 


3. Los archivos y documentos originales sólo se solicitarán en los casos en que las copias 
certificadas resulten insuficientes. 


4. Los archivos y documentos originales recibidos en virtud del presente Acuerdo serán devueltos 
lo antes posible. 


Artículo 12 
Expertos y testigos 


1. A solicitud de una Parte Contratante, en relación con una infracción a la legislación aduanera, la 
autoridad aduanera requerida podrá «uutorizar a sus funcionarios, siempre que sea posible, a 
comparecer como expertos o testigos, ante las autoridades competentes de la Parte Contratante 
requirente, en relación con los hechos establecidos por ellos en el ejercicio de sus funciones y a 
presentar prucbas, La solicitud de comparecencia deberá indicar claramente en qué casos y en qué 
calidad habrá de actuar el funcionario. 


2. La autoridad aduanera que acepta la solicitud indicará en la autorización, si fuese necesario, los 
límites dentro de los cuales sus funcionarios podrán testificar. 


Artículo 13 
Disposiciones para funcionarios visitantes 


Cuando, en las circunstancias previstas en el presente Acuerdo, los funcionarios de la autoridad 
aduanera de una Parte Contratante estén presentes en el territorio del Estado de la otra Parte 
Contratante, deberán en todo momento, ser capaces de probar su investidura oficial. No deberán 
utilizar uniforme ni portar armas. 


Artículo 14 
Utilización de la información y documentos 


1. La información, documentos y otras comunicaciones obtenidas deberán ser utilizados para los 
fines de este Acuerdo y solamente podrán ser utilizados para otros propósitos con previo 
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consentimiento por escrito de la autoridad aduanera que proporcionó la información, y estarán 
sujetos a cualquier restricción impuesta por dicha autoridad. Estas disposiciones no son aplicables a 
la información, documentos y otras comunicaciones sobre delitos relacionados con estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas. Tal información podrá ser comunicada á las demás autoridades 
directamente involucradas en la lucha contra ci tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 


psicotrópicas. 


2. Toda información comunicada en cualquier formato en aplicación del presente Acuerdo tendrá 
carácter confidencial. Estará cubierta por la obligación de secreto oficial y gozará de la misma 
protección concedida a ese tipo de información y documentos, que otorga la legislación vigente en 
el territorio del Estado de la Parte Contratante que la haya recibido. 


3. El apartado 1 de este artículo no impedirá la utilización de la información en procedimientos 
judiciales o administrativos iniciados como consecuencia de incumplimiento de la legislación 
aduanera. 


Artículo 15 
Protección y uso de datos personales 


1. De conformidad con la legislación vigente en el territorio del Estado de las Partes Contratantes, la 
protección de los datos personales intercambiados en virtud del presente Acuerdo estará sujeta, 
como mínimo, a las siguientes condiciones: 


a) no obstante lo dispuesto en el Artículo 3, los datos personales no serán transmitidos si existen 
motivos razonables para creer que la transferencia o el uso que se hace de los datos transmitidos 
fuese contrario a la ley de una de las Partes Contratantes, y la legislación sobre protección de datos 
en particular. Este requisito tampoco podrá ignorarse en los casos en los cuales la trasmisión de 
datos pudiere causar inconvenientes a la persona de que se trate. Previa solicitud, la autoridad 
aduanera receptora comunicará a la autoridad aduanera que suministra la información sobre su 
utilización y los resultados obtenidos; 


b) Los datos personales solamente podrán ser transmitidos a las autoridades aduaneras y otras 
autoridades competentes de control, y en caso de necesidad y a cfectos procesales a las autoridades 
judiciales y fiscales. Tal información no será comunicada a personas distintas de las necesarias para 
los referidos fines a menos que las autoridades que proporcionan la información lo acuerden caso 
por caso y la ley que rige a las autoridades receptoras permita tal comunicación; 


c) la autoridad aduanera requerida deberá comprobar la validez y exactitud de los datos personales 
que proporcionará. La autoridad aduanera que transmite los datos deberá asegurarse que sean 
exactos y actualizados. La autoridad aduanera requirente deberá corregir, destruir o climinar los 
datos personales, si así le fuese solicitado; 
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d) la autoridad aduanera requerida proporcionará junto a los datos personales, información sobre el 
plazo previsto en su legislación para su eliminación. Los datos personales se conservarán por un 
período que no exceda el necesario a los fines para los que fueron comunicados; 


e) las autoridades aduaneras deberán mantener un registro de los datos personales proporcionados o 
recibidos y protegerlos eficazmente contra el acceso no autorizado, modificación, publicación, daño 
o destrucción. 


2. Cuando los datos personales se intercambien virtud del presente Acuerdo, las Partes Contratantes 
deberán garantizar un nivel de protección de datos, al menos, equivalente al que resulte de la 
aplicación de los principios establecidos en el Anexo del presente Acuerdo, el cual se considera 
parte integrante del presente Acuerdo. 


3. Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente sobre la autoridad nacional competente a la 
que podrán dirigirse las investigaciones relativas a la protección de los datos personales. 


Artículo 16 
Utilización de la información y documentos como evidencia 


1. Las autoridades aduaneras podrán, de conformidad con los propósitos y dentro del alcance del 
presente Acuerdo, utilizar como prucba la información y los documentos obtenidos de conformidad 
con el presente Acuerdo, en sus registros de datos, informes y testimonios, y en los procedimientos 
iniciados ante los tribunales 


2. La utilización de dicha información y documentos como prueba en los tribunales y la validez de 
la misma será determinado conforme a la legislación nacional de las Partes Contratantes. 


Artículo 17 
Excepciones a la obligación de prestar asistencia 


1. Si la autoridad aduanera requerida de una Parte Contratante considera que el cumplimiento de la 
asistencia solicitada podría ser perjudicial para la soberanía, la seguridad, el orden público u otros 
intereses esenciales de dicha Parte Contratante, pudiera implicar una violación de un secreto 
comercial, industrial o profesional, o pudiera ser contraria a principios básicos de su ordenamiento 
jurídico interno, podrá negarse a prestar dicha asistencia, proporcionarla parcialmente o 
proporcionarla sujeta a determinadas condiciones o requisitos. 


2. Cuando la autoridad aduanera requirente no estuviera en condiciones de cumplir si una solicitud 
de naturaleza análoga le fuera hecha por la autoridad aduanera requerida, señalará este hecho en su 
solicitud. En tal caso, la ejecución de dicha solicitud tendrá carácter discrecional para la 
Administración aduanera requerida, 
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3. La asistencia podrá ser postergada por la autoridad «duanera requerida en caso de que pudiera 
interferir con investigaciones, procesos o actuaciones en curso. En tal caso, la autoridad aduanera 
requerida consultará a la autoridad aduanera requirente para determinar si la asistencia puede ser 
prestada conforme a los términos y condiciones que pueda requerir la autoridad aduanera requerida. 


4. Las autoridades aduaneras se notificarán mutuamente cuando la asistencia se rechace o se 
posponga, fundamentando las razones para ello. 


Artículo 18 
Costos 


l. Las autoridades aduaneras renunciarán a cualquier reclamación por reembolso de los gastos 
derivados de la aplicación del presente Acuerdo, con excepción de los gastos y retribuciones 
abonados a expertos y testigos, así como los costos de intérpretes y traductores, cuando éstos no 
fueran funcionarios del Gobierno, los cuales estarán a cargo de la autoridad aduanera requirente. 


2. Si fueran necesarios gastos de naturaleza sustancial y extraordinaria para cumplir la solicitud, las 
Partes Contratantes se consultarán para fijar los términos y las condiciones bajo las cuales sc dará 
cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que los costos serán satisfechos. 


Artículo 19 
Complementariedad 


Sin perjuicio de los artículos 14 y 15, este Acuerdo no afectará las disposiciones de la Unión 
Europea que regulan la comunicación entre los servicios competentes de la Comisión de la Unión 
Europea y de la autoridad aduanera de la República de Finlandia sobre cualquier información 
obtenida en materia aduanera que pudiera ser de interés de la Unión Europea. 


Artículo 20 
Implementación del Acuerdo 


1. La asistencia en virtud del presente Acuerdo se intercambiará directamente entre las autoridades 
aduaneras de las Partes Contratantes. 


2. Las autoridades aduaneras decidirán sobre las modalidades para facilitar la aplicación del 
presente Acuerdo. 
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3. Lis autoridades aduancras podrán adoptar medidas dirigidas a que los funcionarios encargados de 
la investigación o represión contra las infracciones a la legislación aduanera mantengan contactos 
personales y directos entre sí conforme a sus procedimientos administrativos internos. 


4. Las controversias que surgieren con relación a la implementación e interpretación del presente 
Acuerdo se resolverán mediante negociaciones entre las autoridades aduaneras de las Partes 
Contratantes, Los conflictos para los cuales no se encuentren soluciones amistosas serán resueltos 
por la vía diplomática. 


5. La información provista bajo el presente Acuerdo deberá ser comunicada a los funcionarios 
especialmente designados al efecto por cada autoridad aduanera. 


Artículo 21 
Aplicación territorial 


Este Acuerdo será aplicable al territorio aduanero de la República de Finlandia y al territorio 
aduanero de la República Oriental del Uruguay. 


Artículo 22 
Adiciones y enmiendas 


Por mutuo consentimiento las Partes Contratantes podrán introducir adiciones y enmiendas al 
presente Acuerdo, formalizadas en protocolos separados, que serán parte integrante del presente 
Acuerdo. Tales Protocolos entrarán en vigor conforme al procedimiento previsto en artículo 23 del 
presente Ácuerdo. 


Artículo 23 
Entrada en vigor y terminación 


l. Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente por vía diplomática cuando se hayan 
cumplido todos los requisitos legales nacionales necesarios para la entrada en vigor del presente 
Acuerdo. El Acuerdo entrará en vigor sesenta dias después de que se haya recibido la última 
notificación. 


2. El presente Acuerdo tendrá una duración ilimitada. Cada Parte Contratante podrá denunciarlo 
mediante notificación escrita por vía diplomática. 


3. La terminación surtirá efecto al cabo de seis meses después que dicha notificación ha sido 
recibida por la otra Pane Contratante. 
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4. Los procedimientos en curso en el momento de la terminación, en la medida de lo posible, 
deberán completarse de acuerdo con las disposiciones del presente Acuerdo. 


En fe de lo cual, los representantes abajo firmantes, debidamente autorizados al efecto, han firmado 
el presente Acuerdo. 


Hecho en HelsuKi.. enfálel 14 en dos originales, en idiomas español, finlandés, e inglés, 
siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de divergencia en la interpretación, el texto 


en inglés prevalecerá. 


= dies 4 


Por la il Por la 


República Oriental del Uruguay República de Finlandia 
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ANEXO 
DEL ACUERDO ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y LA REPÚBLICA DE FINLANDIA 
SOBRE ASISTENCIA MUTUA Y COOPERACIÓN 
EN MATERIA ADUANERA 


PRINCIPIOS BÁSICOS DE PROTECCIÓN DE DATOS 
1. Los datos personales que han sido objeto de tratamiento automatizado deberán ser: 


a) obtenidos y procesados legalmente; 


b) almacenados para fines específicos y legítimos y no ser usados de modo incompatible con tales 
fines; 


c) apropiados, pertinentes y no excesivos, en relación con los fines para los cuales han sido 
obtenidos; 


d) precisos y, cuando sea necesario, actualizados; 


e) conservados de manera que sea posible identificar a los sujetos a los que se refieren, por un lapso 
que no exceda el requerido para los fines para los cuales han sido almacenados. 


2. Los datos personales que revelen el origen racial, las opiniones políticas o creencias religiosas o 
de otra indole, así como aquellos concemientes a la salud o a la vida sexual, no podrán ser 
procesados de forma automatizada, salvo que la legislación nacional otorgue suficiente garantía. 
Estas disposiciones se aplicarán igualmente a los datos personales relativos a antecedentes o 
condenas penales. 


3. Deberán adoptarse las medidas de seguridad que resulten necesarias para la protección de los 
dalos personales almacenados en ficheros informatizados contra la destrucción no autorizada o 
pérdida accidental, así como contra el acceso no autorizado, alteración o difusión. 


4. Cualquier persona deberá tener la posibilidad de: 


a) conocer si los datos personales que a ella se refieren están contenidos en un fichero informatizado, 
los fines principales, así como la identidad y la residencia habitual o centro de actividad principal 


del responsable de dicho fichero; 


b) obtener a intervalos razonables y sin demora excesiva o gasto, la confirmación de que sus datos 
personales son almacenados en el archivo de datos informatizado, así como y la comunicación de 


talos datos de manera comprensible; 
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c) obtencr, según los casos, la rectificación o la eliminación de aquellos datos que fueron 
procesados contrariamente a las disposiciones previstas por la legislación nacional relativa a la 
aplicación de los principios fundamentales a que hacen referencia los apartados 1 y 2 del presente 
Anexo; 


d) disponer de medios de apelación cuando se hubiera dado curso a una solicitud de comunicación, 
rectificación o eliminación según los casos, a las que se refieren las letras b) y c) de este principio y 
no se hubiera cumplido. 


5.1. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 4 del presente Anexo, no admitirán excepciones 
excepto dentro de los límites definidos en el siguiente principio. 


5,2. Se admitirá una excepción a las disposiciones de los principios 1, 2 y 4 del presente Anexo, 
cuando tal excepción esté prevista por la legislación de la Parte Contratante y constituya una 
medida necesaria en una sociedad democrática en interés de: 


a) proteger la seguridad del Estado, la seguridad pública, los intereses monetarios del Estado o para 
la represión de delitos; 


b) proteger a las personas a las cuales se refieren los datos en cuestión y los derechos y la libertad 
de terceros, 


5.3. La ley podrá prever restricciones al ejercicio de los derechos referidos en el apartado 4, literales 
(b) y (d) del presente Anexo con referencia a ficheros informatizados que contengan datos 
personales utilizados para fines estadísticos o para investigación científica, siempre que no exista 
riesgo manifiesto de atentar contra la privacidad de las personas a las cuales se refieran dichos datos. 


6. Cada Parte Contratante se compromete a establecer sanciones y medios de apelación en los 
supuestos de violación a las disposiciones de la legislación nacional referida a la aplicación de los 
principios fundamentales definidos en el presente Anexo. 


7. Ninguna de las disposiciones del presente Anexo deberá ser interpretada en el sentido de limitar o 
menoscabar la posibilidad de una Parte de otorgar a las personas a quienes se refieren los datos en 
cuestión, una protección más amplia que la prevista en el presente Anexo. 


376-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO. Señor presidente: en el orden del 
día figuran cinco proyectos de ley por los que se aprueban 
convenios de cooperación y asistencia mutua en materia 
aduanera, y los informes están por escrito. 


La variación entre ellos es la cantidad de artículos que 
poseen —por ejemplo, el que nos ocupa es el más extenso, 
con veintitrés artículos—, en los que están contemplados 
los conceptos que a continuación desarrollaremos. 


Por lo tanto, a los efectos de acelerar la votación rea- 
lizaré el informe del proyecto de ley relativo al Acuerdo 
entre la República Oriental del Uruguay y la República 
de Finlandia sobre asistencia mutua y cooperación en 
materia aduanera, y en los otros me limitaré a enume- 
rar la cantidad de artículos que tienen porque, reitero, los 
conceptos son similares. Procederé de esta forma para que 
rinda el escaso tiempo de que disponemos. Aclaro que no 
voy a proponer votar las iniciativas todas juntas porque 
sería ignorar el Reglamento y no es mi intención poner en 
aprietos al señor presidente. 


La finalidad del acuerdo entre la República Oriental 
del Uruguay y la República de Finlandia es promover la 
asistencia mutua y la cooperación en materia aduanera, 
a través del intercambio de información entre ambos Go- 
biernos sobre las operaciones comerciales, a fin de dispo- 
ner las medidas de control adecuadas y prevenir ilícitos 
aduaneros. 


Esta es una constante en todos los convenios que vota- 
remos en el día de hoy: con la República Árabe de Egipto, 
con la República de Corea, con la República Popular Chi- 
na y con el Estado de Israel. 


En este caso, el acuerdo consta de un preámbulo, vein- 
titrés artículos y un anexo en el que se establecen los prin- 
cipios básicos de protección de datos. 


En el artículo 1. se definen los términos a ser emplea- 
dos en el acuerdo; en el artículo 2.” se establece el alcance 
de la asistencia; los artículos 3.” y 4.* refieren al intercam- 
bio de información, previo requerimiento; el artículo 5.” 
tiene que ver con la vigilancia especial del Estado reque- 
rido; el artículo 6.” refiere a las acciones contra el tráfico 
ilícito de mercaderías de especial importancia; el artículo 
77 regula la entrega vigilada; el artículo 8.” establece la 
forma y el contenido de las solicitudes de asistencia; el 
artículo 9.” alude a la notificación a las personas intere- 
sadas, de los documentos relativos a las medidas y deci- 
siones adoptadas por las autoridades administrativas; el 
artículo 10 habla de la cooperación en materia de investi- 
gaciones; el artículo 11 refiere al intercambio de archivos 
y documentos; el artículo 12 alude a la posibilidad de que 
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la autoridad aduanera de la otra parte autorice a sus fun- 
cionarios a comparecer como testigos o expertos ante las 
autoridades competentes de la parte solicitante; el artículo 
13 tiene que ver con la visita de funcionarios aduaneros de 
una parte al territorio de la otra parte; el artículo 14 refiere 
al uso de la información y los documentos; el artículo 15 
hace mención a la protección y al uso de datos persona- 
les; el artículo 16 alude a la utilización como prueba, por 
las autoridades aduaneras, de la información y los docu- 
mentos obtenidos conforme al alcance del acuerdo; en el 
artículo 17 se establecen excepciones a la obligación de 
prestar asistencia; en el artículo 18 se excluyen los recla- 
mos por reembolsos de gastos derivados de la aplicación 
del acuerdo; en el artículo 19 se declara que el acuerdo no 
afectará las disposiciones de la Unión Europea que regu- 
lan la comunicación entre los servicios competentes de la 
Comisión de la Unión Europea y de la autoridad aduanera 
finlandesa sobre cualquier información obtenida en ma- 
teria aduanera que pueda ser de interés de dicha unión; el 
artículo 20 refiere a la implementación del acuerdo, dispo- 
niendo que las autoridades aduaneras decidirán las moda- 
lidades de su aplicación; el artículo 21 establece el ámbito 
de aplicación territorial del acuerdo; el artículo 22 refiere 
a la posibilidad de establecer adiciones y enmiendas al 
acuerdo, y el artículo 23 corresponde a la entrada en vigor 
y las disposiciones relativas a la denuncia del acuerdo. 


Este es un resumen bien escueto del acuerdo que tene- 
mos en consideración. 


En el artículo 1.? se definen conceptos como «legisla- 
ción aduanera», «autoridad aduanera», «infracciones a la 
legislación aduanera», «derechos e impuestos de aduana», 
«persona», «datos personales», «estupefacientes», «Sus- 
tancias psicotrópicas», «precursores», «entrega vigilada», 
«autoridad aduanera requirente» y «autoridad aduanera 
requerida». 


En virtud de que el informe está por escrito y fue vota- 
do por unanimidad en la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales, propongo al Cuerpo la aprobación de este proyecto 
de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «AR- 
TÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República de Finlandia 
sobre Asistencia Mutua y Cooperación en Materia Adua- 
nera, suscrito en Helsinki, República de Finlandia, el 13 
de febrero de 2017». 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


15) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ÁRABE DE 
EGIPTO SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
MUTUA EN ASUNTOS ADUANEROS 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en sexto término del orden del día: «Proyecto 
de ley por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Árabe de Egipto sobre cooperación y asis- 
tencia mutua en asuntos aduaneros, suscrito en El Cairo, 
República Árabe de Egipto, el 28 de noviembre de 2016. 
(Carp. n* 861/2017 - rep. n.* 486/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 861/2017 - rep. n.* 486/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Árabe de Egipto sobre Cooperación y Asistencia 
Mutua en Asuntos Aduaneros, suscrito en el Cairo, República Árabe de Egipto, el 28 de 
noviembre de 2016. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de julio de 
2017. A 


| 


| 

Y JOSÉ JAREOS MAHÍA 
| j al | ' 
| | Presidente 


VIRGINIA ORTIZ 
Secretaria Ñ | 
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PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 


Ministerio de Economía y Fianzas 


Montevideo, D6 FEB 2317 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Árabe de Egipto sobre Cooperación y Asistencia Mutua en Asuntos Aduaneros, 
suscrito en el Cairo el 28 de noviembre de 2015. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Las Aduanas desempeñan una función primordial en el actual escenario 
del comercio internacional, en especial en la facilitación del comercio. A través 
de la cooperación entre Autoridades Aduaneras se contribuye a enfrentar los 
desafios relacionados con el mantenimiento de la seguridad y la correcta 
percepción de los tributos aduaneros. 


El volumen del comercio bilateral entre ambos países durante los últimos 
años opera como un incentivo para la aprobación de este Acuerdo, el que 
facilita el intercambio comercial bilateral y las inversiones. 


Asimismo, este Acuerdo está alineado con las recomendaciones e 
instrumentos de la Organización Mundial de Aduanas y contiene disposiciones 
que contemplan el intercambio de información previa solicitud y la asistencia 
espontánea, garantizando la protección y confidencialidad de la información. 
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TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 18 articulos: 


El artículo 1 define los términos que son empleados en el Acuerdo. Esto 
resulta relevante a efectos de determinar el alcance que estos puedan tener. 


El artículo 2 establece el alcance del Acuerdo. La asistencia llevada a 
cabo será brindada de conformidad con las disposiciones legales y 
administrativas y dentro de los limites de la competencia de las Autoridades 
Aduaneras y recursos disponibles. 


Mediante este Acuerdo los Estados Contratantes se proporcionarán 
asistencia y cooperación para garantizar la correcta aplicación de sus 
legislaciones aduaneras, a efectos de facilitar el comercio, impedir, investigar y 
combatir los delitos aduaneros. 


El artículo 3 refiere la potestad que se les otorga a las Autoridades 
Aduaneras de solicitar información sobre la correcta aplicación de la legislación 
aduanera, incluyendo la información sobre actividades que pudieran dar lugar a 
un delito aduanero. 


El artículo 4 menciona cual es el contenido que incluirán las solicitudes 
de asistencia, las que son enumeradas de la letra (a) a la (e). 


El artículo 5 menciona en cuanto a la ejecución de las solicitudes, que 
si la Autoridad Aduanera requerida no contara con la información, de acuerdo 
con sus disposiciones legales y administrativas, esta tomará las medidas 
necesarias para obtenerla, enviando el pedido a la institución competente. 


El artículo 6 establece a casos especiales de asistencia. Las 
Autoridades Aduaneras, ya sea ante la solicitud o por iniciativa propia, se 
brindarán mutuamente información sobre la legalidad de las importaciones y 
exportaciones de la mercadería proveniente del territorio de ambos Estados 
Partes. 
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Asimismo, se prevé la cooperación en materia de vigilancia sobre 
personas, sospechosas de haber cometido delitos aduaneros y mercaderías 
objeto de delitos aduaneros. 


También se mantendrá vigilancia sobre las nuevas formas de combatir 
los delitos aduaneros, de probada eficacia. 


El artículo 7 establece la asistencia mutua espontánea, para los casos 
en que pueda estar comprometida la economía, la salud pública, la seguridad 
pública u otros intereses vitales de cualquiera de las Partes. 


El artículo 8 establece la cooperación a fin de contribuir a la 
modemización de las estructuras, organización y métodos de trabajo, de 
conformidad con las mejores prácticas internacionales aplicadas. 


El artículo 9 prevé la asistencia técnica entre Autoridades Aduaneras, y 
enumera de la letra a) a la e) aquellas áreas en la cuales las Partes podrán 
cooperar. 


El artículo 10 refiere a que el Estado requerido, ante solicitud, podrá 
autorizar a sus funcionarios, en lo concerniente al asunto relacionado con la 
aplicación de la legislación aduanera, a presentarse como expertos o y testigos 
ante un tribunal en el territorio del Estado requirente. 


El artículo 11 refiere a solicitudes relacionadas con investigaciones 
oficiales en curso vinculadas con operaciones que constituyan, o parecen 
constituir un delito aduanero. 


El artículo 12 establece que en casos especiales, cuando se estén 
investigando delitos aduaneros en el Estado de la Autoridad Aduanera 
requirente, los funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte, previa 
aprobación de la Autoridad Aduanera de la otra Parte, podrán presentarse en el 
territorio del Estado de esa Parte. 


El artículo 13 prevé las excepciones a la responsabilidad de prestar 
asistencia, en el caso de que el cumplimiento de la solicitud pudiera ser 
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perjudicial para la soberanía, seguridad, orden público, o cualquier otro interés 
esencial del Estado de dicha Parte. 


El artículo 14 refiere a la confidencialidad en el manejo de la 
información recibida en virtud del Acuerdo de referencia. 
También, se establece la responsabilidad del correcto uso de la 


información proporcionada. 


El artículo 15 refiere a los gastos incurridos en la implementación del 
presente Acuerdo. 


El artículo 16 refiere a la aplicación territorial del Acuerdo, el que será 
aplicable en los territorios aduaneros de los dos Estados. 


El artículo 17 estipula que la solución de controversias que surjan de la 
interpretación y aplicación del presente Acuerdo, serán resueltas mediante 
consultas directas entre las Autoridades Aduaneras. 

Asimismo, se estipula que aquellas controversias que no puedan ser 
resueltas por las Autoridades Aduaneras, se solucionarán por la vía 
diplomática. 


El artículo 18 y último establece la entrada en vigor, la enmienda, 
duración, y denuncia del Acuerdo. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 06 FEB 2017 
PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Árabe de Egipto 
sobre Cooperación y Asistencia Mutua en Asuntos Aduaneros, suscrito en el 
Cairo el 28 de noviembre de 2016. 


mb. José Luis Cancela" 
Ministro intenno de Relaciones Exteriores 


384-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de agosto de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ÁRABE DE EGIPTO 
SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA MUTUA EN ASUNTOS 


ADUANEROS 
Aprobación 
Informe 
Al Senado: 
ANTECEDENTES 


Las Aduanas desempeñan una función primordial en el actual escenario del 
comercio internacional, en especial en la facilitación del comercio. A través de 
la cooperación entre Autoridades Aduaneras se contribuye a enfrentar los 
desafíos relacionados con el mantenimiento de la seguridad y la correcta 
percepción de los tributos aduaneros. 


El volumen del comercio bilateral entre ambos países durante los últimos años 
opera como un incentivo para la aprobación de este Acuerdo, el que facilita el 
intercambio comercial bilateral y las inversiones. 


Asimismo, este Acuerdo está alineado con las recomendaciones e 
instrumentos de la Organización Mundial de Aduanas y contiene disposiciones 
que contemplan el intercambio de información previa solicitud y la asistencia 
espontánea, garantizando la protección y confidencialidad de la información. 


TEXTO 
El Acuerdo consta de un Preámbulo y 18 artículos: 


Artículo 1 define los términos que son empleados en el Acuerdo. 
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Artículo 2 alcance del Acuerdo. 


Artículo 3 potestad que se les otorga a las Autoridades. 


Artículo 4 contenido que incluirán las solicitudes. 


Artículo 5 ejecución de las solicitudes. 


Artículo 6 establece a casos especiales de asistencia. 


Artículo 7 establece la asistencia mutua espontánea, para los casos en 
que pueda estar comprometida la economía, la salud pública, la seguridad 
pública u otros intereses vitales de cualquiera de las Partes. 


Artículo 8 establece la cooperación a fin de contribuir a la modernización 
de las estructuras, organización y métodos de trabajo, de conformidad 
con las mejores prácticas internacionales aplicadas. 


Artículo 9 prevé la asistencia técnica entre Autoridades Aduaneras, y 
enumera de la letra a) a la e) aquellas áreas en la cuales las Partes podrán 
cooperar. 


Artículo 10 refiere a que el Estado requerido, ante solicitud, podrá 
autorizar a sus funcionarios, en lo concerniente al asunto relacionado con 
la aplicación de la legislación aduanera, a presentarse como expertos o y 
testigos ante un tribunal en el territorio del Estado requirente. 
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Artículo 11 refiere a solicitudes relacionadas con investigaciones oficiales 
en curso vinculadas con operaciones que constituyan, o parecen 
constituir un delito aduanero. 


Artículo 12 establece que en casos especiales, cuando se estén 
investigando delitos aduaneros en el Estado de la Autoridad Aduanera 
requirente, los funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte, previa 
aprobación de la Autoridad Aduanera de la otra Parte, podrán presentarse 
en el territorio del Estado de esa Parte. 


Artículo 13 prevé las excepciones a la responsabilidad de prestar 


asistencia. 


Artículo 14 refiere a la confidencialidad en el manejo de la información 
recibida. 


Artículo 15 refiere a los gastos incurridos en la implementación del 
presente Acuerdo. 


Artículo 16 refiere a la aplicación territorial del Acuerdo. 
Artículo 17 estipula que la solución de controversias. 
Artículo 18 entrada en vigor, la enmienda, duración, y denuncia del 


Acuerdo. 


TEXTO DEL ACUERDO 
Artículo 1 Definiciones. Son las que a continuación se expresan: 
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1. El término "Legislación Aduanera", significa las leyes y reglamentaciones 
administradas y aplicadas en los territorios aduaneros de las Partes, 
relacionadas con la importación, exportación y tránsito de mercaderías o 
cualquier otro régimen aduanero incluidas las disposiciones relativas los 
derechos aduaneros, las tasas y demás cargas aplicados o recaudados por las 
autoridades aduaneras y relacionados con medios de prohibición, restricción y 
control de mercaderías; 

2. La expresión "Autoridad Aduanera Requirente" significa en la República 
Oriental del Uruguay, la Dirección Nacional de Aduanas y en la República 
Árabe de Egipto la Autoridad Aduanera Egipcia. 

3. La expresión "Autoridad Aduanera Requirente" significa la Autoridad 
Aduanera que efectúa una solicitud de asistencia conforme al presente 
Acuerdo; 

4. La expresión "Autoridad Aduanera Requerida” significa la Autoridad 
Aduanera que recibe una solicitud de asistencia conforme al presente Acuerdo; 
5. La expresión "Delito Aduanero” significa cualquier violación a la legislación 
aduanera así como cualquier intento de violación a la misma; 

6. El término "Persona" significa cualquier persona física o jurídica; 

7. La expresión "Información" significa cualquier dato, haya sido o no 
procesado o analizado, y documentos, informes, y demás comunicaciones 
cualquiera sea su formato, inclusive las comunicaciones electrónicas o copias 
certificadas o autenticadas de las mismas; 


Artículo 2. Alcance del Acuerdo. Se establece: 

1. Las Partes se proporcionarán asistencia y cooperación mutua, incluido el 
intercambio de información y consultas necesarias para garantizar la correcta 
aplicación de la legislación aduanera, facilitar el comercio, impidiendo, 
investigando y combatiendo los delitos aduaneros. 

2. Toda asistencia llevada a cabo en virtud del presente Acuerdo por las Partes 
se realizará de conformidad con sus disposiciones legales y administrativas y 
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dentro de los límites de competencia de sus Autoridades Aduaneras y recursos 
disponibles. 

3. El presente Acuerdo solamente cubre la asistencia administrativa mutua 
entre las Partes y no pretende afectar los convenios de asistencia mutua legal 
entre ellas. En caso de que la asistencia mutua debiera ser proporcionada por 
otras autoridades de una Parte Requerida, la Autoridad indicará cuáles son 
tales autoridades y cuando se tenga conocimiento, el acuerdo o convenio que 
sea aplicable. 

4. Las disposiciones del presente Acuerdo no restringirán la prestación de 
asistencia o cooperación mutua que las Partes hayan acordado. 

5. La asistencia prevista en este Acuerdo no incluye el pago de ingresos de la 
Autoridad Requerida, ni tasas, impuestos o cualquier otro monto adeudado a la 
Autoridad Requirente por la Autoridad Requerida. 


Artículo 3. Solicitud de Asistencia Mutua. 

1. Las solicitudes de asistencia previstas por el presente Acuerdo se 
comunicarán directamente entre las Administraciones Aduaneras. Estas 
designan las autoridades o funcionarios responsables de procesar las 
solicitudes de información. 

2. La Autoridad Aduanera Requirente podrá solicitar información que permita 
garantizar la correcta aplicación de la legislatura aduanera, incluyendo la 
información sobre actividades que pudieran dar lugar a un Delito Aduanero. 

3. Las solicitudes se efectuarán por escrito o en forma electrónica, y estarán 
acompañadas por toda la información que se considere útil para su 
cumplimiento. Cuando las circunstancias así lo requieran, las solicitudes 
podrán hacerse en forma verbal. Tales solicitudes deberán ser confirmadas tan 
pronto como sea posible ya sea en forma escrita o por medios electrónicos. 


Artículo 4. Contenido de las Solicitudes. 
a. el nombre de la administración requirente; 
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b. el asunto, tipo de asistencia solicitada, y motivos para la solicitud; 

c. una breve descripción del caso en cuestión y las disposiciones legales y 
administrativas que sean aplicables; 

d. los nombres y direcciones de las personas a quienes refiere la solicitud, en 
caso de que se tenga conocimiento de ellas; 

e. otros detalles disponibles que permitan a la Autoridad Aduanera Requerida 
cumplir efectivamente con la solicitud; 


Artículo 5 Ejecución de las Solicitudes donde se establece: 

1. La Autoridad Aduanera Requerida deberá comunicar por escrito la respuesta 
a la solicitud a la Autoridad Aduanera Requirente, incluyendo, si corresponde, 
una copia certificada de los documentos pertinentes y demás información 
relacionada. 

2. Si la Autoridad Aduanera Requerida no contara con la información, de 
acuerdo con sus disposiciones legales y administrativas, la Autoridad Aduanera 
Requerida tomará las medidas necesarias para obtenerla, enviando el pedido a 
la institución competente. 


Artículo 6 Sobre los Casos especiales de Asistencia. 

1. Las Autoridades Aduaneras, por iniciativa propia o a pedido, se 
proporcionarán una a la otra siguiente información: 

a. Si la mercadería importada al territorio del Estado de la Autoridad Aduanera 
Requirente ha sido legalmente exportada desde el territorio del Estado de la 
Autoridad Aduanera Requerida; 

b. Si la mercadería exportada desde el territorio del Estado de la Autoridad 
Aduanera Requirente ha sido debidamente importada al territorio del Estado de 
la Autoridad Aduanera Requerida; 

2. Las Autoridades Aduaneras de una Parte, por iniciativa propia o a pedido de 
la Autoridad Aduanera de la otra Parte, mantendrán vigilancia sobre: 
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a. Personas de quienes se tenga conocimiento o se sospeche que han 
cometido delitos aduaneros en el Estado de la Autoridad Aduanera Requirente: 
b. Mercaderías de las que se tenga conocimiento que son objeto de delitos 
aduaneros así como las modalidades de transporte y almacenamiento; 

Cc. Nuevas formas de combatir los delitos aduaneros de probada eficacia 
además de las nuevas tendencias, métodos y formas de cometer delitos 
aduaneros; 


Artículo 7 Asistencia Mutua Espontánea. 

Establece que en los casos en que pueda estar comprometida la economía, la 
salud pública, la seguridad pública u otros intereses vitales de cualquiera para 
las Partes, la Autoridad Aduanera proporcionará información, cuando sea 
posible, a iniciativa propia sin dilación alguna. 


Artículo 8 Refiere a la Cooperación. 

A los efectos del presente Acuerdo, la Autoridad Aduanera, cuando le sea 
requerido, proporcionará toda la cooperación posible a fin de contribuir a la 
modernización de sus estructuras, organización y métodos de trabajo, de 
conformidad con las mejores prácticas internacionales aplicadas. 


El Artículo 9 sobre la Asistencia Técnica establece: 

Las Autoridades Aduaneras se proporcionará mutuamente asistencia técnica 
en materia aduanera incluyendo: 

a. Intercambio de funcionarios aduaneros cuando resulte mutualmente 
beneficioso a los efectos de avanzar en el entendimiento de las técnicas de 
cada parte; 

b. Capacitación y asistencia en el desarrollo de habilidades especializadas de 
los funcionarios aduaneros; 

c. Intercambio de información y experiencia en el uso de equipos técnicos con 
fines de control: 
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d. Intercambio de visitas de funcionarios aduaneros; 
e. Intercambio de legislación aduanera y aplicación de procedimientos 


Artículo 10. Expertos y Testigos. 

A pedido, la Autoridad Aduanera Requerida podrá autorizar a sus funcionarios 
a presentarse ante un tribunal en el territorio de la Parte Requirente en calidad 
de expertos o testigos en asuntos relacionados con la aplicación de la 
legislación aduanera. 


Artículo 11. Investigaciones. 

1. En caso que la Autoridad Aduanera de una Parte presente una solicitud 
relacionada con investigaciones oficiales en curso vinculadas con operaciones 
que constituyan, o parecen constituir un delito aduanero en el Estado de la 
Autoridad Aduanera Requirente, la otra parte, en caso de su aprobación, 
comunicará el resultado de tales consultas a la Autoridad Aduanera Requirente. 
2. Tales consultas serán realizadas conforme a las leyes del Estado de la 
Autoridad Aduanera Requerida. La Autoridad Aduanera Requerida procederá 
como si estuviera actuando por su propia cuenta. 


Se acuerdan y plasma en el Artículo 12 las Previsiones respecto a los 
funcionarios visitantes. 

1. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte, en casos 
particulares, podrán, con la aprobación de la Autoridad Aduanera de la otra 
Parte, presentarse en el territorio del Estado de esa Parte cuando se estén 
investigando delitos aduaneros en el Estado de la Autoridad Aduanera 
Requirente. 

2. Cuando, en las circunstancias previstas en el presente Acuerdo, funcionarios 
de la Autoridad Aduanera de una Parte están presentes en el territorio de la 
otra Parte, deberán en todo momento ser capaces de demostrar su calidad de 
funcionarios. No deberán usar uniforme ni portar armas. 
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El Artículo 13 comprende Excepciones de responsabilidad de prestar 
asistencia. 

1. Si la Autoridad Aduanera de una Parte considera que el cumplimiento de la 
solicitud pudiera ser perjudicial para la soberanía, seguridad, orden público, o 
cualquier otro interés esencial del Estado de dicha Parte, podrá rehusarse a 
prestar la asistencia solicitada en virtud del presente Acuerdo, ya sea parcial o 
totalmente, o prestarla sujeta a ciertas condiciones o requerimientos. 

2. Si la asistencia fuera denegada, la decisión y las razones por las cuales fue 
denegada deberán ser notificadas de inmediato a la Autoridad Aduanera 
Requirente. 

3. Si la Autoridad Aduanera de una Parte solicita asistencia, que ella misma no 
pudiera prestar, destacara dicho hecho den su pedido. El cumplimiento de la 
solicitud quedará a discreción de la Autoridad Aduanera Requerida. 

4. Si la administración requerida considera que el esfuerzo requerido para 
cumplir con el pedido es claramente desproporcionado al beneficio obtenido 
por la administración requirente, podrá declinar prestar la asistencia solicitada. 


Artículo 14 Uso de la información y confidencialidad. 

1. La información recibida en virtud del presente Acuerdo será utilizada 
únicamente a los efectos del mismo. No será comunicada ni utilizada con 
ningún otro fin a menos que la Autoridad Aduanera que proporciona la 
información expresamente apruebe dicho uso. 

2. Las Autoridades Aduaneras, de conformidad con el presente acuerdo, 
podrán utilizar la información recibida como prueba, informe y testimonio en 
acciones legales promovidas ante autoridades judiciales. 

3. La información proporcionada en virtud del presente Acuerdo será utilizada 
por funcionarios debidamente autorizados por las administraciones aduaneras. 
4. La Autoridad Aduanera será responsable del correcto uso de la información 
recibida y deberá tomar las medidas necesarias para garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones del presente Acuerdo. 
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5. Toda información comunicada en cualquier forma en virtud del presente 
Aduanero, será de naturaleza confidencial o naturaleza restringida y gozará de 
la protección y el mismo grado de confidencialidad interna, concedida a 
información similar de conformidad con las legislaciones de cada país. 


Artículo 15. Costos. 

1. Los gastos en que incurra la Autoridad Aduanera Requerida para cumplir con 
una solicitud según lo previsto por el presente Acuerdo serán de cargo de esa 
Autoridad Aduanera excluidos los gastos de testigos, expertos e intérpretes, 
que no sean empleados gubernamentales. 

2. El reembolso de otros gastos incurridos en el cumplimiento del presente 
Acuerdo serán objeto de convenios especiales entre las Autoridades 
Aduaneras. 

El presente Acuerdo será aplicables en el territorio de la República Oriental del 
Uruguay y en el territorio de la República Árabe de Egipto. 


Artículo 17 referido a la Solución de Controversias. 

1. Todas las controversias que surjan de la interpretación y aplicación de las 
disposiciones del presente Acuerdo se resolverán mediante consultas directas 
entre las Autoridades Aduaneras. 

2. Las controversias que no puedan ser resueltas por las Autoridades 
Aduaneras se solucionarán por la vía diplomática. 


Finalmente el Artículo 18 dispone lo pertinente en referencia a la Entrada en 
vigor, enmienda y terminación. 

1. El presente Acuerdo entrará en vigor a los treinta (30) días siguientes a que 
las Partes se hayan notificado por escrito y a través de la vía diplomática que 
se han cumplido todos los requisitos legales internos para su entrada en vigor. 
2. El presente Acuerdo será enmendado mediante el mutuo consentimiento 
escrito de las Partes. 
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3. El presente Acuerdo se celebra por un período de cinco años y se renovará 
automáticamente a menos que cualquiera de las Partes curse a la otra 
notificación escrita donde demuestre su intención de rescindirlo, con no menos 
de 6 meses de antelación a la finalización del período original o periodos 
sucesivos. 

4. La denuncia del presente Acuerdo no afectará las actividades de 
cooperación iniciadas con anterioridad a la fecha de terminación, a menos que 
las Partes resuelvan otra cosa en forma conjunta. 

5. Sin perjuicio de la denuncia del presente Acuerdo, las partes continuarán 
sujetas a las disposiciones de confidencialidad relativas a cualquier información 
obtenida dentro del marco del presente Acuerdo. 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


PABLO MIERES 


MARCOS OTHEGUY 


RAFAEL PATERNAIN 
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Texto del acuerdo 


Acuerdo 
entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 


y 
el Gobierno de la República Árabe de Egipto 


sobre cooperación y asistencia mutua en asuntos aduaneros 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Árabe de 
Egipto, en adelante “las Partes”, 


Considerando que la cooperación y asistencia entre las administraciones aduaneras 
constituye una herramienta útil para alcanzar varios objetivos relacionados con el 
crecimiento, desarrollo, la facilitación del comercio y la seguridad, 


Considerando la importancia de la determinación exacta de los derechos aduaneros y 
otros impuestos y de garantizar el debido cumplimiento por parte de las administraciones 
aduaneras de la aplicación de prohibiciones, restricciones y medidas de control respecto 
de mercaderías específicos; 


Considerando que los delitos contra la legislación aduanera son perjudiciales para la 
seguridad de las Partes y sus intereses económicos, comerciales, fiscales, sociales, de 
salud pública y culturales; 

Toniendo en cuenta los instrumentos pertinentes expedidos por el Consejo de 


Cooperación Aduanera (Organización Mundial Aduanera), en particular la Recomendación 
sobre Asistencia Administrativa Mutua del 5 de diciembre de 1953; 


Han acordado lo siguiente: 


Artículo 1 
Definiciones 


A los efectos del presente Acuerdo: 
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1. El término “Legislación Aduanera” significa las leyes y reglamentaciones 
administradas y aplicadas en los territorios aduaneros de las Partes, relacionadas con la 
importación, exportación y tránsito de mercaderías o cualquier otro régimen aduanero 
incluidas las disposiciones relativas los derechos aduaneros, las tasas y demás cargas 
aplicados o recaudados por las autoridades aduaneras y relacionados con medidas de 
prohibición, restricción y control de mercaderías; 


2. La expresión “Autoridad Aduanera” significa en la República Oriental del Uruguay, la 
Dirección Nacional de Aduanas y en la República Árabe de Egipto la Autoridad Aduanera 
Egipcia.- 


3. La expresión "Autoridad Aduanera Requirente” significa la Autoridad Aduanera que 
efectúa una solicitud de asistencia conforme al presente Acuerdo; 


4. La expresión “Autoridad Aduanera Requerida” significa la Autoridad Aduanera que 
recibe una solicitud de asistencia conforme al presente Acuerdo, 


5. La expresión "Delito Aduanero” significa cualquier violación a la legislación aduanera 
así como cualquier intento de violación a la misma; 


6. El término “Persona” significa cualquier persona física o jurídica; 


7. La expresión “Información” significa cualquier dato, haya sido o no procesado o 
analizado, y documentos, informes, y demás comunicaciones cualquiera sea su formato, 
inclusive las comunicaciones electrónicas o copias certificadas o autenticadas de las 
mismas; 


Artículo 2 
Alcance del Acuerdo 


1. Las Partes se proporcionarán asistencia y cooperación mutua, incluido el intercambio 
de información y consultas necesarias para garantizar la correcta aplicación de la 
legislación aduanera, facilitar el comercio, impidiendo, investigando y combatiendo los 
delitos aduaneros. 


2 Toda asistencia llevada a cabo en virtud del presente Acuerdo por las Partes se 
realizará de conformidad con sus disposiciones legales y administrativas y dentro de los 
limites de competencia de sus Autoridades Aduaneras y recursos disponibles. 


3. El presente Acuerdo solamente cubre la asistencia administrativa mutua entre las 
Partes y no pretende afectar los convenios de asistencia mutua legal entre ellas. En caso 
de que la asistencia mutua debiera ser proporcionada por otras autoridades de una Parte 
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Requerida, la Autoridad Requerida indicará cuáles son tales autoridades y cuando se 
tenga conocimiento, el acuerdo o convenio que sea aplicable. 


4. Las disposiciones del presente Acuerdo no restringirán la prestación de asistencia o 
cooperación mutua que las Partes hayan acordado. 


5. La asistencia prevista en este Acuerdo no incluye el pago de ingresos de la Autoridad 
Requerida, ni tasas, impuestos o cualquier otro monto adeudado a la Autoridad 
Requirente por la Autoridad Requerida. 


Artículo 3 
Solicitud de Asistencia Mutua 


1. Las solicitudes de asistencia previstas por el presente Acuerdo se comunicarán 
directamente entre las Administraciones Aduaneras. Estas designan las autoridades o 
funcionarios responsables de procesar las solicitudes de información. 


2. La Autoridad Aduanera Requirente podrá solicitar información que permita garantizar 
la correcta aplicación de la legislación aduanera, incluyendo la información sobre 
actividades que pudieran dar lugar a un Delito Aduanero. 


3. Las solicitudes se efectuarán por escrito o en forma electrónica, y estarán 
acompañadas por toda información que se considere útil para su cumplimiento. Cuando 
las circunstancias así lo requieran, las solicitudes podrán hacerse en forma verbal. Tales 
solicitudes deberán ser confirmadas tan pronto como sea posible ya sea en forma escrita 
opor medios electrónicos. 


Artículo 4 
Contenido de las Solicitudes 


Las solicitudes de asistencia incluirán los siguientes datos: 


(a) el nombre de la administración requirente; 

(b) el asunto, tipo de asistencia solicitada, y motivos para la solicitud; 

(c) una breve descripción del caso en cuestión y las disposiciones legales y 
administrativas que sean aplicables; 

(d) los nombres y direcciones de las personas a quienes refiere la solicitud, en caso de 
que se tenga conocimiento de ellas; 

(e) otros detalles disponibles que permitan a la Autoridad Aduanera Requerida cumplir 
efectivamente con la solicitud. 
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Artículo 5 
Ejecución de las Solicitudes 


1. La Autoridad Aduanera Requerida deberá comunicar por escrito la respuesta a la 
solicitud a la Autoridad Aduanera Requirente, incluyendo, si corresponde, una copia 
certificada de los documentos pertinentes y demás información relacionada. 


2. Sila Autoridad Aduanera Requerida no contara con la información, de acuerdo con 
sus disposiciones legales y administrativas, la Autoridad Aduanera Requerida tomará las 
medidas necesarias para obtenerla, enviando el pedido a la institución competente. 


Artículo 6 
Casos especiales de Asistencia 


1. Las Autoridades Aduaneras, por iniciativa propia o a pedido, se proporcionarán una a 
la otra la siguiente información: 


a) Si la mercadería importada al territorio del Estado de la Autoridad Aduanera 
Requirente ha sido legalmente exportada desde el territorio del Estado de la 
Autoridad Aduanera Requerida; 


b) Si la mercadería exportada desde el territorio del Estado de la Autoridad Aduanera 
Requirente ha sido debidamente importada al territorio del Estado de la Autoridad 
Aduanera Requerida; 


2. Las Autoridades Aduaneras de una Parte, por iniciativa propia o a pedido de la 
Autoridad Aduanera de la otra Parte, mantendrán vigilancia sobre: 


a) Personas de quienes se tenga conocimiento o se sospeche que han cometido 
delitos aduaneros en el Estado de la Autoridad Aduanera Requirente; 


b) Mercaderías de las que se tenga conocimiento que son objeto de delitos 
aduaneros así como las modalidades de transporte y almacenamiento. 


c) Nuevas formas de combatir los delitos aduaneros de probada eficacia además 
de las nuevas tendencias, métodos y formas de cometer delitos aduaneros. 
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Artículo 7 
Asistencia Mutua Espontánea 


En los casos en que pueda estar comprometida la economía, la salud pública, la 
seguridad pública u otros intereses vitales de cualquiera de las Partes, la Autoridad 
Aduanera proporcionará información, cuando sea posible, a iniciativa propia sin dilación 
alguna. 


Artículo 8 
Cooperación 


A los efectos del presente Acuerdo, la Autoridad Aduanera, cuando le sea requerido, 
proporcionará toda la cooperación posible a fin de contribuir a la modernización de sus 
estructuras, organización y métodos de trabajo, de conformidad con las mejores prácticas 
internacionales aplicadas. 


Artículo 9 
Asistencia Técnica 


Las Autoridades Aduaneras se proporcionarán mutuamente asistencia técnica en materia 
aduanera incluyendo: 


a) Intercambio de funcionarios aduaneros cuando resulte mutuamente beneficioso a 
los efectos de avanzar en el entendimiento de las técnicas de cada parte; 


b) Capacitación y asistencia en el desarrollo de habilidades especializadas de los 
funcionarios aduaneros; 


c) Intercambio de información y experiencia en el uso de equipos técnicos con fines 
de control; 


d) Intercambio de visitas de funcionarios aduaneros; 


e) Intercambio de legislación aduanera y aplicación de procedimientos. 


Artículo 10 
Expertos y Testigos 


A pedido, la Autoridad Aduanera Requerida podrá autorizar a sus funcionarios a 
presentarse ante un tribunal en el territorio de la Parte Requirente en calidad de expertos 
o testigos en asuntos relacionados con la aplicación de la legislación aduanera. 
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Artículo 11 
Investigaciones 


1. En caso que la Autoridad Aduanera de una Parte presente una solicitud relacionada 
con investigaciones oficiales en curso vinculadas con operaciones que constituyan, o 
parecen constituir un delito aduanero en el Estado de la Autoridad Aduanera Requirente, 
la otra parte, en caso de su aprobación, comunicará el resultado de tales consultas a la 
Autoridad Aduanera Requirente. 


2. Tales consultas serán realizadas conforme a las leyes del Estado de la Autoridad 
Aduanera Requerida. La Autoridad Aduanera Requerida procederá como si estuviera 
actuando por su propia cuenta, 


Artículo 12 
Previsiones respecto a los funcionarios visitantes 


1. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte, en casos particulares, 
podrán, con la aprobación de la Autoridad Aduanera de la otra Parte, presentarse en el 
territorio del Estado de esa Parte cuando se estén investigando delitos aduaneros en el 
Estado de la Autoridad Aduanera Requirente. 


2. Cuando, en las circunstancias previstas en el presente Acuerdo, funcionarios de la 
Autoridad Aduanera de una Parte están presentes en el territorio de la otra Parte, deberán 
en todo momento se capaces de demostrar su calidad de funcionarios. No deberán usar 
uniforme ni portar armas. 


Artículo 13 
Excepciones de responsabilidad de prostar asistencia 


1. Si la Autoridad Aduanera de una Parte considera que el cumplimiento de la solicitud 
pudiera ser perjudicial para la soberanía, seguridad, orden público, o cualquier otro interés 
esencial del Estado de dicha Parte, podrá rehusarse a prestar la asistencia solicitada en 
virtud del presente Acuerdo, ya sea parcial o totalmente, o prestarla sujeta a ciertas 
condiciones o requerimientos. 


2. Sila asistencia fuera denegada, la decisión y las razones por las cuales fue denegada 
deberán ser notificadas de inmediato a la Autoridad Aduanera Requirente. 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 401-C.S. 


3. Sila Autoridad Aduanera de una Parte solicita asistencia, que ella misma no pudiera 
prestar, destacará dicho hecho en su pedido. El cumplimiento de la solicitud quedará a 
discreción de la Autoridad Aduanera Requerida. 


4. Si la administración requerida considera que el esfuerzo requerido para cumplir con el 
pedido es claramente desproporcionado al beneficio obtenido por la administración 
requirente, podrá declinar prestar la asistencia solicitada. 


Artículo 14 
Uso de la información y confidencialidad 


1. La información recibida en virtud del presente Acuerdo será utilizada únicamente a los 
efectos del mismo. No será comunicada ni utilizada con ningún otro fin a menos que la 
Autoridad Aduanera que proporciona la información expresamente apruebe dicho uso. 


2. Las Autoridades Aduaneras, de conformidad con el presente acuerdo, podrán utilizar 
la información recibida como prueba, informe y testimonio en acciones legales promovidas 
ante autoridades judiciales. 


3. La información proporcionada en virtud del presente Acuerdo será utilizada por 
funcionarios debidamente autotizados por las administraciones aduaneras. 


4. La Autoridad Aduanera será responsable del correcto uso de la información recibida y 
deberá tomar las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento de las disposiciones 
del presente Acuerdo. 


5. Toda información comunicada en cualquier forma en virtud del presente Aduanero, 
será de naturaleza confidencial o naturaleza restringida y gozará de la protección y el 
mismo grado de confidencialidad interna, concedida a información similar de conformidad 
con las legislaciones de cada país. 


Artículo 15 
Costos 


1. Los gastos en que incurra la Autoridad Aduanera Requerida para cumplir con una 
solicitud según lo previsto por el presente Acuerdo serán de cargo de esa Autoridad 
Aduanera excluidos los gastos de testigos, expertos e intérpretes, que no sean empleados 
gubernamentales. 


2. El reembolso de otros gastos incurridos en el cumplimiento del presente Acuerdo 
serán objeto de convenios especiales entre las Autoridades Aduaneras. 
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Artículo 16 
Aplicación Territorial 


El presente Acuerdo será aplicable en el territorio de la República Oriental del Uruguay y 
en el territorio de la República Árabe de Egipto. 


Artículo 17 
Solución de Controversias 


1. Todas las controversia que surjan de la interpretación y aplicación de las 
disposiciones del presente Acuerdo se resolverán mediante consultas directas entre las 
Autoridádes Aduaneras. 


2. Las controversias que no puedan ser resueltas por las Autoridades Aduaneras se 
solucionarán por la vía diplomática. 


Artículo 18 
Entrada en vigor, enmiendas y terminación 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor a los treinta (30) días siguientes a que las Partes 
se hayan notificado por escrito y a través de la vía diplomática que se han cumplido todos 
los requisitos legales internos para su entrada en vigor. 


2. El presente Acuerdo será enmendado mediante el mutuo consentimiento escrito de 
las Partes. 


3. El presente Acuerdo se celebra por un periodo de cinco años y se renovará 
automáticamente a menos que cualquiera de las Partes curse a la otra notificación escrita 
donde demuestre su intención de rescindirlo, con no menos de 6 meses de antelación a la 
finalización del período original o períodos sucesivos. 


4. La denuncia del presente Acuerdo no afectará las actividades de cooperación 
iniciadas con anterioridad a la fecha de terminación, a menos que las Partes resuelvan 
otra cosa en forma conjunta. 


5. Sin penuicio de la denuncia del presente Acuerdo, las partes continuarán sujetas a las 
disposiciones de confidencialidad relativas a cualquier información obtenida dentro del 
marco del presente Acuerdo. 
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Hecho en el Cairo a los 28 días del mes de Noviembre del 2016 , por duplicado, en 
idiomas español, árabe e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. 


En caso de divergencia en la interpretación, prevalecerá la versión en inglés. 


Por la República Oriental del Uruguay 


A 


Ministro de Relaciones Exteriores 


404-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: tal como se- 
ñalamos y en línea con los otros proyectos de ley, este 
tipo de acuerdo está alineado con las recomendaciones e 
instrumentos de la Organización Mundial de Aduanas y 
contiene disposiciones que contemplan el intercambio de 
información previa solicitud y asistencia espontánea, ga- 
rantizando la protección y confidencialidad de la informa- 
ción, aspecto que me parece importante resaltar. 


En este caso, el acuerdo consta de dieciocho artículos. 
Los conceptos que en ellos se manejan son los mismos a 
los que aludí en la iniciativa anterior, que no voy a reiterar 
porque figuran por escrito en el informe. 

Sin más, solicitamos al Cuerpo la aprobación de este 
proyecto de ley, que también fue votado por unanimidad 
en la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único del proyecto de ley. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República Árabe de Egipto sobre Cooperación y Asisten- 
cia Mutua en Asuntos Aduaneros, suscrito en El Cairo, 
República Árabe de Egipto, el 28 de noviembre de 2016». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


16) ACUERDO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
MUTUA EN ASUNTOS ADUANEROS ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y LA REPÚBLICA DE COREA 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en séptimo término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo de coope- 
ración y asistencia mutua en asuntos aduaneros entre la 
República Oriental del Uruguay y la República de Corea, 
suscrito en Seúl, República de Corea, el 15 de noviembre 
de 2016. (Carp. n.* 863/2017 - rep. n.* 487/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 863/2017 - rep. n.* 487/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


ER E 

HE a de 
' Kie) vedenileeaales de Z SL Eefurilito 
e rcrpled A Y Ze Pegar. CH HHOD A 


de Y» ás HILO remate fr HL Ll 
Arrgrele de Lega 


Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Cooperación y Asistencia Mutua en 
Asuntos Aduaneros entre la República Oriental del Uruguay y la República de Corea, 
suscrito en Seúl, República de Corea, el 15 de noviembre de 2016. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de julio de 
2017 


| 
Al ) JOSÉ CARLOS MAHÍA 
LAY! Presidente 
VIRGINIA ORTIZ Vo] 
Secretaria j 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, A £ FEB 2017 


Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 188 numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación y Asistencia Mutua en Asuntos Aduaneros entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Corea, suscrito en Seúl el 15 de 
noviembre de 2016. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Las Aduanas cumplen un rol fundamental en el comercio internacional. A 
través de la cooperación entre Autoridades Aduaneras se contribuye a 
enfrentar los desafios relacionados con el mantenimiento de la seguridad y la 
correcta percepción de los tributos aduaneros. 


Este Acuerdo podría verse como una buena forma de mejorar e 
incrementar el comercio bilateral, habida cuenta que la fluidez del tránsito de 
bienes y mercancias que pasan por las aduanas de los países, facilitando y 
agilizando el comercio, a través de la valoración precisa de los derechos e 
impuestos aduaneros, así como de otros cargos impuestos a la exportación o 
importación de mercaderías, al tiempo que velará por la correcta aplicación de 
las medidas de prohibición, restricción y control. 


Asimismo, es de suma importancia para las Aduanas disponer de 
información exacta y oportuna sobre las operaciones comerciales a los efectos 
de disponer las medidas de control más adecuadas y prevenir los ilícitos 
aduaneros. 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 407-C.S. 


La suscripción de este Acuerdo evidencia el excelente nivel de las 
relaciones bilaterales existentes entre ambos países, y se entiende que será de 
mucha utilidad con el Gobierno coreano, quien ha demostrado a través de 
diferentes acciones ser un cooperante de primer orden para nuestro país. 


Tomando en cuenta lo anterior, se considera que un Acuerdo como el 
suscrito resultará un instrumento útil a los efectos de complementar el marco 
jurídico que actualmente rige las relaciones entre ambos países, marco que 
permita agilitar a la vez que facilitar el intercambio comercial bilateral y las 
inversiones, así como permitir alcanzar el objetivo de un mayor grado de 
diversificación en dicho intercambio comercial. 


TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 13 artículos: 


El artículo 1 define los términos que son empleados en el Acuerdo, lo 
que resulta relevante para saber el alcance que estos puedan tener. 


El artículo 2 establece el alcance del Acuerdo, por el cual, la asistencia 
será brindada de conformidad con las disposiciones legales y 
reglamentaciones nacionales del Estado requerido y dentro de los limites de su 
competencia y recursos disponibles. 


Mediante este Acuerdo los Estados Contratantes se proporcionarán 
asistencia administrativa para facilitar la aplicación adecuada de sus 
legislaciones aduaneras, a efectos de prevenir, investigar y reprimir los delitos 
aduaneros y promover la informatización aduanera. 


El artículo 3 menciona que los Estados se proporcionarán información 
acerca de su legislación y procedimientos aduaneros, ya sea mediante solicitud 
o por iniciativa propia, incluyendo información que puede ser de ayuda para la 
valoración y recaudación adecuada de los impuestos y derechos de aduana. 


Este artículo enumera de la letra (a) a la (f) aquello con lo que la 
información de referencia puede estar relacionada. 
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El artículo 4 refiere a instancias especiales de asistencia, y especifica 
que los Estados Contratantes, ya sea ante la solicitud o por iniciativa propia, se 
brindarán mutuamente información sobre todas las actividades, descubiertas o 
que se plantean cometer, que constituyen o puedan constituir una violación a la 
legislación aduanera aplicable en otro Estado. 


El artículo 5 refiere a que el Estado requerido, ante solicitud, podrá 
autorizar a sus funcionarios, en lo concerniente al asunto relacionado con la 
aplicación de la legislación aduanera, a comparecer como peritos y testigos 
ante una autoridad judicial o administrativa en el territorio del Estado requirente 


El artículo 6 establece la forma y sustancia de las solicitudes de 
asistencia, las que serán hecha por escrito y estarán acompañadas de los 
documentos requeridos para implementación de dichas solicitudes. Se prevé 
que en casos de necesidad o urgencia las solicitudes puedan ser aceptadas 
verbalmente, las que deberán ser confirmadas posteriormente de inmediato por 
escrito, 


En el segundo párrafo del artículo de referencia enumera de la letra (a) a 
la (f) los detalles que debe incluir la solicitud. 


Asimismo, se establece que las solicitudes serán realizadas en el idioma 
oficial del Estado requerido o en inglés. 


El artículo, también prevé la situación en la que una solicitud no cumpla 
con los requisitos básicos. 


El artículo 7 hace referencia a la ejecución de las solicitudes, las que 
serán ejecutadas de la forma requerida por el Estado requirente, a menos que 
entre en conflicto con las leyes y reglamentaciones nacionales del Estado 
requerido. 


El artículo 8 estipula que la correspondencia, documentos y otra 
información recibida por cualquiera de los Estados Contratantes en virtud del 
presente Acuerdo, será utilizada únicamente a los efectos del presente 
Acuerdo. 
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Asimismo, afirma que cualquier información o solicitud recibida de 
cualquier forma por cualquiera los Estados Contratantes en virtud del presente 
Acuerdo, será tratada con carácter confidencial. 


El artículo 9 establece en los literales (a) a (d) excepciones a la 
asistencia, por las cuales cualquiera de los Estados Contratantes podrán 
reusarse a brindar asistencia, en su totalidad o parcialmente. 


Por otro lado, se establece que si una solicitud no puede ser cumplida, el 
Estado Requirente deberá ser notificado por escrito junto con una explicación 
de los motivos de la denegación. 


El artículo 10 refiere a los gastos incurridos en la implementación del 
presente Acuerdo. 


Asimismo, refiere a los gastos y remuneraciones abonadas a los peritos 
y testigos, así como los costos de traductores e intérpretes, que no sean 
funcionarios del Gobierno. 


El artículo 11 estipula que la cooperación será prestada directamente 
por las Autoridades Aduaneras, quienes decidirán de forma conjunta, las 
medidas prácticas para facilitar la implementación del Acuerdo de referencia. 


En el segundo párrafo de este articulo se prevé que los Estados 
procurarán la solución de cualquier asunto que surja de la interpretación o 
aplicación del presente Acuerdo mediante consultas o negociaciones directas, 
a través de canales diplomáticos. 


El artículo 12 refiere a la aplicación territorial, especificando que será 
aplicable en los territorios aduaneros de los dos Estados. 


El artículo 13 y último establece la entrada en vigor, la enmienda, 
duración, y denuncia del Acuerdo. 
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En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 


j 
¡ NRAÚ AENDIC 
de la República 
8n ejercicio de la Presidencia 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo de Cooperación y Asistencia 
Mutua en Asuntos Aduaneros entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Corea, suscrito en Seúl el 15 de noviembre de 2016. 


411-C.S. 
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Texto del acuerdo 


ACUERDO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA MUTUA EN ASUNTOS 
ADUANEROS ENRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 


REPÚBLICA DE COREA 
Aprobación 
Informe 
Al Senado: 
ANTECEDENTES. 


El Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
de la República de Corea, tiene por finalidad la cooperación y asistencia mutua 
en asuntos aduaneros con ambos gobiernos. 

Las Aduanas cumplen un rol fundamental en el comercio internacional. A través 
de la cooperación entre Autoridades Aduaneras se contribuye a enfrentar los 
desafios relacionados con el mantenimiento de la seguridad y la correcta 
percepción de los tributos aduaneros. 


Este Acuerdo podría verse como una buena forma de mejorar e incrementar el 
comercio bilateral, habida cuenta que la fluidez del tránsito de bienes y 
mercancías que pasan por las aduanas de los países, facilitando y agilizando el 
comercio, a través de la valoración precisa de los derechos e impuestos 
aduaneros, así como de otros cargos impuestos a la exportación o importación 
de mercaderías, al tiempo que velará por la correcta aplicación de las medidas 
de prohibición, restricción y control. 


Asimismo, es de suma importancia para las Aduanas disponer de información 
exacta y oportuna sobre las operaciones comerciales a los efectos de disponer 
las medidas de control más adecuadas y prevenir los ilícitos aduaneros. 
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La suscripción de este Acuerdo evidencia el excelente nivel de las relaciones 
bilaterales existentes entre ambos países, y se entiende que será de mucha 
utilidad con el Gobierno coreano, quien ha demostrado a través de diferentes 
acciones ser un cooperante de primer orden para nuestro país. 


Tomando en cuenta lo anterior, se considera que un Acuerdo como el suscrito 
resultará un instrumento útil a los efectos de complementar el marco jurídico 
que actualmente rige las relaciones entre ambos países, marco que permita 
agilitar a la vez que facilitar el intercambio comercial bilateral y las inversiones, 
así como permitir alcanzar el objetivo de un mayor grado de diversificación en 
dicho intercambio comercial. 


TEXTO 
El Acuerdo consta de un Preámbulo y 13 artículos: 


Artículo 1 define los términos que son empleados en el Acuerdo. 


Artículo 2 alcance del Acuerdo. 


Artículo 3 los Estados se proporcionarán información acerca de su 
legislación y procedimientos aduaneros. 


Artículo 4 instancias especiales de asistencia, y especifica que los 
Estados Contratantes. 


Artículo 5 refiere a que el Estado requerido, ante solicitud, podrá autorizar 
a sus funcionarios, en lo concerniente al asunto relacionado con la 
aplicación de la legislación aduanera, a comparecer como peritos y 
testigos ante una autoridad judicial o administrativa en el territorio del 
Estado requirente. 
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Artículo 6 establece la forma y sustancia de las solicitudes de asistencia. 


Artículo 7 hace referencia a la ejecución de las solicitudes. 


Artículo 8 estipula que la correspondencia, documentos y otra 
información recibida por cualquiera de los Estados Contratantes en virtud 
del presente Acuerdo, será utilizada únicamente a los efectos del 
presente Acuerdo. 


Asimismo, afirma que cualquier información o solicitud recibida de 
cualquier forma por cualquiera los Estados Contratantes en virtud del 
presente Acuerdo, será tratada con carácter confidencial. 


Artículo 9 establece en los literales (a) a (d) excepciones a la asistencia, 
por las cuales cualesquiera de los Estados Contratantes podrán reusarse 
a brindar asistencia, en su totalidad o parcialmente. 

Por otro lado, se establece que, si una solicitud no puede ser cumplida, el 
Estado Requirente deberá ser notificado por escrito junto con una 
explicación de los motivos de la denegación. 


Artículo 10 refiere a los gastos incurridos en la implementación del 
presente Acuerdo. 

Asimismo, refiere a los gastos y remuneraciones abonadas a los peritos y 
testigos, así como los costos de traductores e intérpretes, que no sean 
funcionarios del Gobierno. 


Artículo 11 estipula que la cooperación será prestada directamente por 
las Autoridades Aduaneras. 
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Se prevé que los Estados procurarán la solución de cualquier asunto que 
surja de la interpretación o aplicación del presente Acuerdo mediante 
consultas o negociaciones directas, a través de canales diplomáticos. 


Artículo 12 refiere a la aplicación territorial. 


Artículo 13 y último establece la entrada en vigor, la enmienda, duración, 
y denuncia del Acuerdo. 


TEXTO. 


ARTÍCULO 1 DEFINICIONES. Desde el punto de vista conceptual se establece 
que a los efectos del presente Acuerdo: 

1. "legislación aduanera" significa las leyes y reglamentaciones administradas y 
ejecutadas por las autoridades aduaneras que regulan la importación, 
exportación, tránsito, almacenaje y movimiento de mercaderías o cualesquiera 
otros regímenes aduaneros incluyendo las disposiciones relacionadas con los 
derechos de aduana, impuestos y otros cargos aplicados o recaudados por las 
autoridades aduaneras y relacionados con las medidas de prohibición, 
restricción y control de mercaderías; 


2. "autoridad aduanera" significa, para la República de Corea; el Servicio 
Aduanero de Corea y, para la República Oriental del Uruguay, la Dirección 


Nacional de Aduanas; 


3. "delito aduanero” significa cualquier violación o intento de violación a la 
legislación aduanera; 


4. "individuo" significa cualquier persona física o jurídica; 
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5. "Estado requirente" significa el Estado que realiza la solicitud de asistencia 
en asuntos aduaneros; 


6. - "Estado requerido" significa el Estado que recibe la solicitud de asistencia 
en asuntos aduaneros; 


7. "información" significa cualquier dato, ya sea o no procesado o analizado, 
documentos e informes, y copias de dichos datos, documentos e informes 
certificados o validados de cualquier forma, incluyendo copias electrónicas. 


ARTÍCULO 2 ALCANCE DEL ACUERDO. 1. Los Estados Contratantes se 
brindarán mutuamente asistencia administrativa de acuerdo con las 
disposiciones establecidas en el presente Acuerdo, para facilitar la aplicación 
adecuada de sus legislaciones aduaneras, para la prevención, investigación y 
represión de delitos aduaneros y para la promoción de la informatización 
aduanera. 


2. Cualquier asistencia en virtud del presente Acuerdo será brindada de 
acuerdo con las leyes y reglamentaciones nacionales del Estado requerido y 
dentro de los límites de su competencia y recursos disponibles. 


ARTÍCULO 3 SUMINISTRO DE LA INFORMACIÓN. Se prevé que los Estados 
Contratantes se brindarán mutuamente, ya sea mediante solicitud o por propia 
iniciativa, toda la información disponible acerca de su legislación y 
procedimientos aduaneros, incluyendo información que puede ser de ayuda 
para la valoración y recaudación adecuada de los impuestos y derechos de 
aduana, así como toda la información requerida de acuerdo con las 
disposiciones del presente Acuerdo. Dicha información se puede relacionar 
con: 
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(a) nuevas tendencias, medios o métodos para cometer delitos aduaneros, 
incluyendo la cooperación en el campo de la capacitación de funcionarios 
aduaneros; 


(b) modificaciones sustanciales que son realizadas a sus legislaciones 
aduaneras nacionales; 


(c) nuevos métodos para combatir los delitos aduaneros, cuya eficacia se ha 
demostrado; 


(d) resultados de la implementación exitosa de nuevos medios y tecnologías en 
áreas de cumplimiento; 


(e) tecnologías y métodos para el despacho aduanero de mercaderías; y 


(f) cualesquier otros asuntos de interés común que puedan determinarse de 
forma conjunta por los Estados Contratantes. 


ARTÍCULO 4 INSTANCIAS ESPECIALES DE ASISTENCIA. Para la 
efectivizar las mismas se estipula que: 1. Las Partes Contratantes, por iniciativa 
propia o mediante solicitud, se suministrarán mutuamente la siguiente 
información: (a) si las mercaderías importadas al territorio del Estado requirente 
han sido legalmente exportadas desde el territorio del Estado requerido; y (b) si 
las mercaderías exportadas desde el territorio del Estado requirente han sido 
legalmente importadas al territorio del Estado requerido. 


2. Mediante solicitud, el Estado requerido mantendrá la vigilancia y le brindará 
al 

Estado requirente información acerca de( a) personas conocidas O 
sospechadas de estar involucradas en delitos aduaneros en el territorio del 
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Estado requirente, incluyendo su entrada a y salida del territorio del Estado 
requerido; (b) movimientos de mercaderías que son reportados por el Estado 
requirente por dar origen al tráfico ilícito sustancial hacia o desde el territorio 
del Estado requirente o que son sospechosos de lo mismo; (c) medros de 
transporte conocidos o sospechosos de ser utilizados para cometer delitos 
aduaneros en el territorio del Estado requirente; y (d) instalaciones conocidas o 
que se sospecha son utilizadas para cometer delitos aduaneros. 


3. Los Estados Contratantes, ya sea ante la solicitud o por iniciativa propia, se 
brindarán mutuamente información sobre todas las actividades, descubiertas o 
que se planean cometer, que constituyen o puedan constituir una violación a la 
legislación aduanera aplicable en otro Estado. 


ARTÍCULO 5 PERITOS Y TESTIGOS. Los referidos actores participarán ante 
solicitud, él Estado requerido podrá autorizar a sus funcionarios, en lo 
concerniente al asunto relacionado con la aplicación de la legislación aduanera, 
a comparecer como peritos o testigos ante una autoridad judicial o 
administrativa en el territorio del Estado requirente. 


ARTÍCULO 6 FORMA Y SUSTANCIA DE LAS SOLICITUDES DE 
ASISTENCIA. 1. La solicitud de asistencia en virtud del presente Acuerdo 
será realizada por escrito y estará acompañada de los documentos requeridos 
para la implementación de dichas solicitudes. Cuando sea necesario o en 
casos de urgencia, las solicitudes podrán ser aceptadas verbalmente, siempre 
que sean confirmadas posteriormente de inmediato por escrito. 

2. Las solicitudes realizadas en virtud del párrafo 1 anterior incluirán los 
siguientes detalles: 


(a) el nombre de la administración aduanera del Estado requirente; 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 419-C.S. 


(b) las medidas requeridas, si las hubiese; 


(c) el asunto en cuestión y el motivo de la solicitud; 


(d) la legislación aduanera y otras disposiciones legales relevantes para el 
objeto de la solicitud; 


(e) indicaciones, lo más precisas y completas posibles, respecto a las personas 
que son objeto de las investigaciones, y 


(f) un resumen de los hechos relevantes. 


3. Las solicitudes serán realizadas en el idioma oficial del Estado requerido o 
en inglés. Cualesquiera documentos que respalden dichas solicitudes serán 
traducidos al inglés o al idioma oficial del Estado requerido. 


4. Si una solicitud no cumple con los requisitos básicos, el Estado requerido 
podrán requerirle al Estado requirente que corrija o brinde información adicional 
antes de ejecutar la solicitud. 


5. La información intercambiada en virtud del presente Acuerdo será 
comunicada a los funcionarios nombrados a estos efectos por ambos Estados 
Contratantes, siempre que ambos Estados intercambien los nombres e 
información de contacto de dichos funcionarios de acuerdo con el párrafo 1 del 
Artículo 11 del presente Acuerdo. 


ARTÍCULO 7 EJECUCIÓN DE SOLICITUDES. 1. Los Estados Contratantes 
tomarán todas las medidas oficiales, incluyendo cualquier acción legal, 
requerida para la ejecución de las solicitudes. 
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2. Las solicitudes de asistencia serán ejecutadas de la forma requerida por el 
Estado requirente, a menos que entre en conflicto con las leyes y 
reglamentaciones nacionales del Estado requerido. 


3. El Estado requerido podrá autorizar a sus funcionarios gubernamentales a 
brindar sus opiniones como peritos, así como a prestar testimonio, cuando se 
requiera, respecto a temas aduaneros o relacionado con sus opiniones sobre 
asuntos de clasificación, valuación y origen de las mercaderías. 


4. En casos en los cuales la autoridad aduanera requerida no sea la autoridad 
adecuada para cumplir con la solicitud, deberán transmitir la solicitud a la 
autoridad apropiada. 


5. Mediante solicitud por escrito, los funcionarios asignados por el Estado 
requirente: podrán, con la autorización del Estado requerido y sujeto a los 
requisitos que el Estado requerido pueda imponer, a los efectos de investigar 
un delito aduaneros 


(a) consultar, en la oficina del Estado requerido, los documentos, registros y 
otros datos relevantes para obtener información respecto al delito aduanero; y 


(b) hacer copias de los documentos, registros y otros datos relevantes con 
respecto al mencionado delito aduanero. 


6. Los funcionarios mencionados en el párrafo 5 anterior aportarán, durante su 
presencia en el territorio del otro Estado Contratante , prueba de su estatus 
oficial. 


7. Los funcionarios mencionados en el párrafo 5 anterior, mientras se 
encuentren en el territorio del otro Estado Contratante, gozarán de la misma 
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protección acordada para los funcionarios aduaneros de ese Estado 
Contratante de acuerdo con sus leyes y reglamentaciones nacionales, siempre 
que asuman responsabilidad por cualquier delito que puedan cometer. 


ARTÍCULOS CONFIDENCIALIDAD. Respecto de estos puntos las partes 
firmantes se proponen: 

1. La correspondencia, documentos y otra información recibida por cualquiera 
de los Estados Contratantes en virtud del presente Acuerdo será utilizada 
Únicamente a los efectos del presente Acuerdo. Dicha información no puede 
ser transmitida a ningún tercer Estado o utilizada para cualquier propósito, 
excepto en casos en donde la autoridad aduanera que brindó dicha información 
apruebe expresamente su uso para otros propósitos o por otras autoridades. 


2. Cualquier información o solicitud recibida de cualquier forma por cualquiera 
de los Estados Contratantes en virtud del presente Acuerdo será tratada como 
confidencial y se le brindará al menos la misma protección que si fuese 
brindada por el Estado requirente respecto a información similar de acuerdo 
con sus leyes y reglamentaciones nacionales. 


3. Si la información requerida por cualquiera de los Estados Contratantes en 
virtud del presente Acuerdo es requerida para un proceso penal, la misma 
deberá ser requerida de acuerdo con las leyes y reglamentaciones aplicables 
para la asistencia mutua en asuntos penales que regulan el Estado requerido, 


ARTÍCULO Y EXCEPCIONES A LA ASISTENCIA. En referencia al Artículo 
anterior se estipulan excepciones: 


1. Cualquiera de los Estados Contratantes podrá rehusarse a brindar 
asistencia, en su totalidad o parcialmente, en los casos en los cuales: 
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(a) la ejecución de la solicitud de asistencia perjudicaría a la soberanía 
nacional, seguridad, orden público o cualesquiera otros intereses nacionales 
esenciales de su Estado; 


(b) la solicitud de asistencia involucraría la violación de un secreto industrial, 
comercial o profesional o cualesquiera otros secretos protegidos por sus leyes 
y reglamentaciones nacionales; 


(c) la solicitud de asistencia está relacionada con asuntos no aduaneros; o 
(d) la solicitud no puede ser ejecutada por el Estado requirente. 


2. Cualquiera de los Estados Contratantes, en vez de rehusarse a brindar 
asistencia, podrá imponer ciertos requisitos según estime conveniente para 
brindar asistencia. Si el Estado requirente acepta asistencia sujeta a dichos 
requisitos, el Estado requerido deberá ejecutar la solicitud. 


3. Si una solicitud de asistencia no puede ser cumplida, el Estados requirente 
deberá ser notificado de inmediato por escrito junto con una explicación de los 
motivos de la denegación para brindar asistencia. 


4. Si un Estado Contratante solicita asistencia, la cual el mismo no pudiese ser 
capaz de brindar, deberá puntualizarlo en la solicitud. El cumplimiento con 
dicha solicitud deberá realizarse dentro de la discreción del Estado requerido. 


ARTÍCULO 10 GASTOS 1. Cada Estado Contratante será responsable de sus 
propios gastos incurridos en la implementación del presente Acuerdo. Si la 
ejecución de la solicitud requiere gastos extraordinarios sustanciales, los 
Estados Contratantes deberán consultar para determinar el procedimiento bajo 
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el cual se ejecutará la solicitud, así como la forma en la cual se asumirán los 
costos. 


2. Los gastos y remuneraciones abonadas a los peritos y testigos, así como los 
costos de traductores e intérpretes, que no sean funcionarios del gobiemo, 
serán asumidos: por el Estado requirente. 


ARTÍCULO 11 IMPLEMENTACIÓN. A los efectos de su implementación se 
estipula: 

1. La cooperación estipulada en el presente Acuerdo será prestada 
directamente por las Autoridades Aduaneras. Las Autoridades Aduaneras 
decidirán de forma conjunta, respecto a medidas prácticas para facilitar la 
implementación del presente Acuerdo. 


2. Los Estados Contratantes procurarán resolver cualquier asunto que surja de 
la interpretación o aplicación del presente. Acuerdo mediante consultas o 
negociaciones directas, a través de canales diplomáticos. 


ARTÍCULO 12 APLICACIÓN TERRITORIAL. El presente Acuerdo será 
aplicable en los territorios aduaneros de los dos Estados. 


ARTÍCULO 13 ENTRADA EN VIGOR, ENMIENDA Y RESCISIÓN 

1. El presente Acuerdo entrará en vigor el trigésimo (30) día siguiente a la 
fecha en la cual los Estados Contratantes se hayan notificado mutuamente por 
escrito, a través de canales diplomáticos, que todos sus requisitos legales 
nacionales para la entrada en vigor del presente Acuerdo han sido cumplidos. 


2. El presente Acuerdo podrá enmendarse por consentimiento mutuo por 
escrito de los Estados Contratantes. 
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3. El presente Acuerdo se celebra por tiempo ilimitado. Sin embargo, el 
presente Acuerdo será rescindido tres meses luego de una notificación por 
escrito por cualquiera de los Estados Contratantes al otro Estado a través de 
canales diplomáticos, respecto a su intención de rescindir el Acuerdo. 


4. La rescisión del presente Acuerdo no afectará ninguna actividad de 
cooperación iniciada con anterioridad a la fecha de rescisión, salvo que los 
Estados Contratantes decidan conjuntamente lo contrario. 

5. Sin perjuicio de la rescisión del presente Acuerdo, los Estados Contratantes 
continuarán sujetos a sus disposiciones de confidencialidad con relación a 


cualquier información obtenida dentro del marco del presente Acuerdo. 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


PABLO MIERES 


MARCOS OTHEGUY 


RAFAEL PATERNAIN 
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ACUERDO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA MUTUA EN ASUNTOS 
ADUANEROS 


ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
LA REPÚBLICA DE COREA 


La República Oriental del Uruguay y la República de Corea (en adelante “los 
Estados Contratantes”). 


RECONOCIENDO que los delitos contra la legislación aduanera son perjudiciales 
para los intereses económicos, comerciales, financieros, sociales y culturales de 


ambos países, 


SIENDO CONCIENTES de la importancia de la valoración precisa de los derechos e 
impuestos aduaneros, así como de otros cargos impuestos a la exportación o 
importación de mercaderías y de velar por la correcta aplicación de las medidas de 
prohibición, restricción y control, 


RECONOCIENDO la necesidad de la. cooperación internacional en asuntos 
relacionados con la aplicación y cumplimiento de sus legislaciones aduaneras, 


CONVENCIDOS de que sus esfuerzos encaminados a la prevención de los delitos 
aduaneros y asegurando que la recaudación adecuada de los derechos de aduana e 
impuestos de importación y exportación se pueden hacer más efectivos mediante la 
cooperación mutua, y 


TENIENDO EN CUENTA los instrumentos relevantes emitidos por el Consejo de 
Cooperación Aduanera, actualmente conocida como la Organización Mundial de 
Aduanas, particularmente la Recomendación sobre la Asistencia Administrativa 
Mutua del 5 de diciembre de 1953, 


Han acordado lo siguiente: 
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ARTÍCULO 1 
DEFINICIONES 


A los efectos del presente Acuerdo: 


1. “legislación aduanera” significa las leyes y reglamentaciones administradas y 
ejecutadas por las autoridades aduaneras que regulan la importación, 
exportación, tránsito, almacenaje y movimiento de mercaderías o cualesquiera 
otros regímenes aduaneros incluyendo las disposiciones relacionadas con los 
derechos de aduana, impuestos y otros cargos aplicados o recaudados por las 
autoridades aduaneras y relacionados con las medidas de prohibición, 
restricción y control de mercaderías; 


2. "autoridad aduanera” significa, para la República de Corea, el Servicio Aduanero 
de Corea y, para la República Oriental del Uruguay, la Dirección Nacional de 
Aduanas; 


3. "delito aduanero” significa cualquier violación o intento de violación a la 
legislación aduanera; 


4. “individuo” significa cualquier persona física o jurídica; 


5. "Estado requirente” significa el Estado que realiza la solicitud de asistencia en 
asuntos aduaneros; 


6. “Estado requerido” significa el Estado que recibe la solicitud de asistencia en 
asuntos aduaneros, e 


7. “información” significa cualquier dato, ya sea o no procesado o analizado, 
documentos e informes, y copias de dichos datos, documentos e informes 
certificados o validados de cualquier forma, incluyendo copias electrónicas. 
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ARTÍCULO 2 
ALCANCE DEL ACUERDO 


Los Estados Contratantes se brindarán mutuamente asistencia administrativa 
de acuerdo con las disposiciones establecidas en el presente Acuerdo, para 
facilitar la aplicación adecuada de sus legislaciones aduaneras, para la 
prevención, investigación y represión de delitos aduaneros y para la promoción 
de la informatización aduanera. 


Cualquier asistencia en virtud del presente Acuerdo será brindada de acuerdo 
con las leyes y reglamentaciones nacionales del Estado requerido y dentro de 
los límites de su competencia y recursos disponibles. 


ARTÍCULO 3 
SUMINISTRO DE LA INFORMACIÓN 


Los Estados Contratantes se brindarán mutuamente, ya sea mediante solicitud o 
por propia iniciativa, toda la información disponible acerca de su legislación y 
procedimientos aduaneros, incluyendo información que puede ser de ayuda para 
la valoración y recaudación adecuada de los impuestos y derechos de aduana, 
así como toda la información requerida de acuerdo con las disposiciones del 
presente Acuerdo. Dicha información se puede relacionar con: 
(a) nuevas tendencias, medios o métodos para cometer delitos aduaneros, 
incluyendo la cooperación en el campo de la capacitación de funcionarios 
aduaneros; 


(b) modificaciones sustanciales que son realizadas a sus legislaciones 
aduaneras nacionales; 


(c) nuevos métodos para combatir los delitos aduaneros, cuya eficacia se ha 
demostrado; 


(d) resultados de la implementación exitosa de nuevos medios y tecnologías 
en áreas de cumplimiento; 


(e) tecnologías y métodos para el despacho aduanero de mercaderías; y 
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(f) cualesquier otros asuntos de interés común que puedan determinarse de 
forma conjunta por los Estados Contratantes. 


ARTÍCULO 4 
INSTANCIAS ESPECIALES DE ASISTENCIA 


1. Las Partes Contratantes, por iniciativa propia o mediante solicitud, se 
suministrarán mutuamente la siguiente información: 


(a) si las mercaderías importadas al territorio del Estado requirente han sido 
legalmente exportadas desde el territorio del Estado requerido ; y 


(b) si las mercaderías exportadas desde el territorio del Estado requirente 
han sido legalmente importadas al territorio del Estado requerido, 


2. Mediante solicitud, el Estado requerido mantendrá la vigilancia y le brindará al 
Estado requirente información acerca de: 


(a) personas conocidas o sospechadas de estar involucradas en delitos 
aduaneros en el territorio del Estado requirente, incluyendo su entrada a y 
salida del territorio del Estado requerido; 


(b) movimientos de mercaderías que son reportados por el Estado requirente 
por dar origen al tráfico ilícito sustancial hacia o desde el territorio del 
Estado requirente o que son sospechosos de lo mismo; 


(c) medios de transporte conocidos o sospechosos de ser utilizados para 
cometer delitos aduaneros en el territorio del Estado requirente; y 


(d) instalaciones conocidas o que se sospecha son utilizadas para cometer 


delitos aduaneros. 


3. Los Estados Contratantes, ya sea ante la solicitud o por iniciativa propia, se 
brindarán mutuamente información sobre todas las actividades, descubiertas o 
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que se planean cometer, que constituyen o puedan constituir una violación a la 
legislación aduanera aplicable en otro Estado, 


ARTÍCULO 5 
PERITOS Y TESTIGOS 


Ante solicitud, el Estado requerido podrá autorizar a sus funcionarios, en lo 
concerniente al asunto relacionado con la aplicación de la legislación aduanera, 
a comparecer como peritos o testigos ante una autoridad judicial o administrativa 
en el territorio del Estado requirente. 


ARTÍCULO 6 
FORMA Y SUSTANCIA DE LAS SOLICITUDES DE ASISTENCIA 
1. La solicitud de asistencia en virtud del presente Acuerdo será realizada por 
escrito y estará acompañada de los documentos requeridos para la 
implementación de dichas solicitudes. Cuando sea necesario o en casos de 
urgencia, las solicitudes podrán ser aceptadas verbalmente, siempre que sean 
confirmadas posteriormente de inmediato por escrito. 


2. Las solicitudes realizadas en virtud del párrafo 1 anterior incluirán los siguientes 
detalles: 


(a) el nombre de la administración aduanera del Estado requirente; 
(b) las medidas requeridas, si las hubiese: 
(c) el asunto en cuestión y el motivo de la solicitud; 


(d) la legislación aduanera y otras disposiciones legales relevantes para el 
objeto de la solicitud; 


(e) indicaciones, lo más precisas y completas posibles, respecto a las 
personas que son objeto de las investigaciones; y 


(f) un resumen de los hechos relevantes. 
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3. Las solicitudes serán realizadas en el idioma oficial del Estado requerido o en 
inglés. Cualesquiera documentos que respalden dichas solicitudes serán 
traducidos al inglés o al idioma oficial del Estado requerido. 


4. Si una solicitud no cumple con los requisitos básicos, el Estado requerido 
podrán requerirle al Estado requirente que corrija o brinde información adicional 
antes de ejecutar la solicitud. 


5. La información intercambiada en virtud del presente Acuerdo será comunicada 
a los funcionarios nombrados a estos efectos por ambos Estados Contratantes, 
siempre que ambos Estados intercambien los nombres e información de 
contacto de dichos funcionarios de acuerdo con el párrafo 1 del Artículo 11 del 
presente Acuerdo. 


ARTÍCULO 7 
EJECUCIÓN DE SOLICITUDES 


1. Los Estados Contratantes tomarán todas las medidas oficiales, incluyendo 
cualquier acción legal, requerida para la ejecución de las solicitudes. 


2. Las solicitudes de asistencia serán ejecutadas de la forma requerida por el 
Estado requirente, a menos que entre en conflicto con las leyes y 
reglamentaciones nacionales del Estado requerido. 


3. El Estado requerido podrá autorizar a sus funcionarios gubernamentales a 
brindar sus opiniones como peritos, así como a prestar testimonio, cuando se 
requiera, respecto a temas aduaneros o relacionado con sus opiniones sobre 
asuntos de clasificación, valuación y origen de las mercaderías. 


4. En casos en los cuales la autoridad aduanera requerida no sea la autoridad 
adecuada para cumplir con la solicitud, deberán transmitir la solicitud a la 
autoridad apropiada. 


5. Mediante solicitud por escrito, los funcionarios asignados por el Estado 
requirente podrán, con la autorización del Estado requerido y sujeto a los 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 431-C.S. 


requisitos que el Estado requerido pueda imponer, a los efectos de investigar 
un delito aduanero: 


(a) consultar, en la oficina del Estado requerido, los documentos, registros 
y Otros datos relevantes para obtener información respecto al delito 
aduanero; y 


(b) hacer copias de los documentos, registros y otros datos relevantes con 
respecto al mencionado delito aduanero. 


6. Los funcionarios mencionados en el párrafo 5 anterior aportarán, durante su 
presencia en el territorio del otro Estado Contratante, prueba de su estatus 
oficial, 


7. Los funcionarios mencionados en el párrafo 5 anterior, mientras se encuentren 
en el territorio del otro Estado Contratante, gozarán de la misma protección 
acordada para los funcionarios aduaneros de ese Estado Contratante de 
acuerdo con sus leyes y reglamentaciones nacionales, siempre que asuman 
responsabilidad por cualquier delito que puedan cometer. 


ARTÍCULO 8 
CONFIDENCIALIDAD 


1. La correspondencia, documentos y otra información recibida por cualquiera de 
los Estados Contratantes en virtud del presente Acuerdo será utilizada 
únicamente a los efectos del presente Acuerdo. Dicha información no puede 
ser transmitida a ningún tercer Estado o utilizada para cualquier propósito, 
excepto en casos en donde la autoridad aduanera que brindó dicha información 
apruebe expresamente su uso para otros propósitos o por otras autoridades. 


2. Cualquier información o solicitud recibida de cualquier forma por cualquiera de 
los Estados Contratantes en virtud del presente Acuerdo será tratada como 
confidencial y se le brindará al menos la misma protección que si fuese 
brindada por el Estado requirente respecto a información similar de acuerdo 
con sus leyes y reglamentaciones nacionales. 
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3. Si la información requerida por cualquiera de los Estados Contratantes en 
virtud del presente Acuerdo es requerida para un proceso penal, la misma 
deberá ser requerida de acuerdo con las leyes y reglamentaciones aplicables 
para la asistencia mutua en asuntos penales que regulan el Estado requerido. 


ARTÍCULO 9 
EXCEPCIONES A LA ASISTENCIA 


1. Cualquiera de los Estados Contratantes podrá rehusarse a brindar asistencia, 
en su totalidad o parcialmente, en los casos en los cuales: 


(a) la ejecución de la solicitud de asistencia perjudicaría a la soberanía 
nacional, seguridad, orden público o cualesquiera otros intereses 
nacionales esenciales de su Estado; 


(b) la solicitud de asistencia involucraría la violación de un secreto industrial, 
comercial o profesional o cualesquiera otros secretos protegidos por sus 
leyes y reglamentaciones nacionales; 


(c) la solicitud de asistencia está relacionada con asuntos no aduaneros; o 


(d) la solicitud no puede ser ejecutada por el Estado requirente. 


2. Cualquiera de los Estados Contratantes, en vez de rehusarse a brindar 
asistencia, podrá imponer ciertos requisitos según estime conveniente para 
brindar asistencia. Si el Estado requirente acepta asistencia sujeto a dichos 
requisitos, el Estado requerido deberá ejecutar la solicitud. 


3. Si una solicitud de asistencia no puede ser cumplida, el Estados requirente 
deberá ser notificado de inmediato por escrito junto con una explicación de los 
motivos de la denegación para brindar asistencia. 


4. Si un Estado Contratante solicita asistencia, la cual el mismo no pudiese ser 
capaz de brindar, deberá puntualizarlo en la solicitud. El cumplimiento con 
dicha solicitud deberá realizarse dentro de la discreción del Estado reauerido. 
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ARTÍCULO 10 
GASTOS 


1. Cada Estado Contratante será responsable de sus propios gastos incurridos en 
la implementación del presente Acuerdo. Si la ejecución de la solicitud requiere 
gastos extraordinarios sustanciales, los Estados Contratantes deberán 
consultar para determinar el procedimiento bajo el cual se ejecutará la solicitud, 
así como la forma en la cual se asumirán los costos. 


2. Los gastos y remuneraciones abonadas a los peritos y testigos, así como los 
costos de traductores e intérpretes, que no sean funcionarios del gobierno, 
serán asumidos por el Estado requirente. 


ARTÍCULO 11 
IMPLEMENTACIÓN 


1. La cooperación estipulada en el presente Acuerdo será prestada directamente 
por las Autoridades Aduaneras. Las Autoridades Aduaneras decidirán, de 
forma conjunta, respecto a medidas prácticas para facilitar la implementación 
del presente Acuerdo. 


2. Los Estados Contratantes procurarán resolver cualquier asunto que surja de la 
interpretación o aplicación del presente Acuerdo mediante consultas oO 
negociaciones directas, a través de canales diplomáticos. 


ARTÍCULO 12 
APLICACIÓN TERRITORIAL 


El presente Acuerdo será aplicable en los territorios aduaneros de los dos 
Estados. 
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ARTÍCULO 13 
ENTRADA EN VIGOR, ENMIENDA Y RESCISIÓN 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor el trigésimo (30) día siguiente a la fecha en 
la cual los Estados Contratantes se hayan notificado mutuamente por escrito, a 
través de canales diplomáticos, que todos sus requisitos legales nacionales para 
la entrada en vigor del presente Acuerdo han sido cumplidos. 


2. El presente Acuerdo podrá enmendarse por consentimiento mutuo por escrito de 
los Estados Contratantes. 


3. El presente Acuerdo se celebra por tiempo ilimitado. Sin embargo, el presente 
Acuerdo será rescindido tres meses luego de una notificación por escrito por 
cualquiera de los Estados Contratantes al otro Estado a través de canales 
diplomáticos, respecto a su intención de rescindir el Acuerdo, 


4. La rescisión del presente Acuerdo no afectará ninguna actividad de cooperación 
iniciada con anterioridad a la fecha de rescisión, salvo que los Estados 
Contratantes decidan conjuntamente lo contrario. 


5. Sin perjuicio de la rescisión del presente Acuerdo, los Estados Contratantes 
continuarán sujetos a sus disposiciones de confidencialidad con relación a 
cualquier información obtenida dentro del marco del presente Acuerdo. 


Hecho en dos copias en_ SEÚL el 15 Ne MaiEmBRE de 2016. en español, 
coreano, e inglés, siendo todos los textos igualmente idénticos. En caso de 
cualquier discrepancia en la interpretación, prevalecerá el texto en inglés. 


A a hrzl sa 
Pór ta/República de Corea 


Por la República Oriental del Uruguay 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: en este acuerdo 
cambia el país y la fecha, pero no los contenidos. Por otro 
lado, varía la cantidad de artículos, pero no los conceptos 
que ya señalamos anteriormente. 


Este acuerdo consta de un preámbulo y trece artículos; 
hay una condensación de los conceptos en menos artículos. 
Mientras en el acuerdo con Finlandia hay un desarrollo 
más amplio del articulado, este es de menor extensión 
pero en los términos ya mencionados. 


Por lo tanto, en razón de que el informe está escrito y 
de que la comisión lo aprobó por unanimidad, sugerimos 


que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Cooperación y 
Asistencia Mutua en Asuntos Aduaneros entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y la República de Corea, suscrito 
en Seúl, República de Corea, el 15 de noviembre de 2016». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


17) CONVENIO SOBRE TRANSPORTE AÉREO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en octavo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio sobre 
transporte aéreo entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos, suscrito en la ciudad de Montevideo, 
República Oriental del Uruguay, el 14 de agosto de 2009, 
(Carp. n.* 859/2017 - rep. n.* 483/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 859/2017 - rep. n.* 483/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Ao tfitcrentamits do, la Aleparilbor 
e niraltal del, 77 Pega Y. 09 IMM A 
hc3 cg ha sancionado liguiato 


A goto do E 


Artículo único.- Apruébase el Convenio sobre Transporte Aéreo, entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el día 14 de agosto 
de 2009, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de julio de 
2017. ' 


pul 


i Jo. s 
/ | JÓSÉ CARLOS MAHÍA 
DEA, 
WN 


PON residente 
VIRGINIA ORTIZ 
Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 
MINISTERIO DE TURISMO 


Montevideo, 03 NOV 2015 


Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea 
General, de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 85 numeral 7 y 168 
numeral 20 de la Constitución de la República, a fin de reiterar el mensaje de 
fecha 3 de septiembre de 2013, que se adjunta, con el cual se somete a su 
consideración el Proyecto de Ley adjunto, por el que se aprueba el Convenio 
sobre Transporte Aéreo, entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la ciudad 
de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el día 14 de agosto de 2009. 


Al mantenerse vigentes los fundamentos que en su 
oportunidad dieron mérito al envio de aquel mensaje, el Poder Ejecutivo se 
permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consideración. 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1*.- Apruébase el Convenio sobre Transporte Aéreo, entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos, suscrito en la ciudad de Montevideo, República Oriental del 
Uruguay, el día 14 de agosto de 2009. 


ARTICULO 2” .- Comuniquese, etc. 
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Señor Presidente de la Asamblea General: 

El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, meciante el cual se aprueba el ACUERDO 
SOBRE SERVICIOS AEREOS y sus tres Anexos, ENTRE EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, suscripto En 
Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 14 de agosto de 2009 
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ANTECEDENTES 


La historia del sector aéreo ha estado marcada por el proceso de 
regulación fijado tras la Convención de Aviación Civil Internacional, 
firmada en Chicago en 1944, que crea la Organización de la Aviación Civil 
Internacional (OACI), que vino a regular la navegación aérea en cuanto a 
derechos y deberes de los Estados. 


Durante esta convención, los Estados contratantes, decidieron someter a 
su aprobación previa de cada Estado, la cperación comercial de las lineas 
aéreas extranjeras sobre su territorio y en relación con su territorio. 


Esta decisión responde al ejercicio, por parte de cada uno de los Estados 
contratantes, del derecho de soberania, plena y exclusiva, sobre su 
espacio aéreo, y a los efectos de hacer posible el sobrevuelo dentro de un 
ordenamiento eficaz, a este respecto, los países debieron concederse 
reciprocamente ciertos derechos especiales. 


De esta manera, en la citada convención se definieron cinco libertades 
para la aviación civil; dos de carácter técnico referidas al derecho "de 
paso”, es decir, de sobrevolar el territorio de un estado firmante y el de 
realizar una escala técnica en el mismo, recogidas por el Acuerdo 
Internacional sobre Servicios Aéreos; y, otras tres -añadidas junto a las 
otras por el Acuerdo Internacional sobre Transporte Aéreo- de carácter 
más “comercial” concretadas en el derecho acordado entre dos estados 
miembros a desembarcar pasajeros o mercancías en el territorio de uno 
de ellos, el derecho a embarcarlos y finalmente, el derecho acordado 
entre dos estados a realizar una escala comercial adicional a la ruta 
principal entre ellos en un territorio tercero 


A estas cinco libertades iniciales recogidas en los tratados multilaterales 
se han ido sumando otras, fruto de la práctica surgida de las 
negociaciones efectuadas por los Estados entre si, que han ampliado el 
abanico de las mismas hasta llegar a las nueve actuales. 
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Fl reconocimiento de sob=rania de los estadus de su propio espacio 
aéreo que implicanan las Ibertades, nació de la intervención de los 
gobiernos en el secior oe aviación civil al que se le confiere un carácter 
estratégico vinculado no sclo a objetivos económicos sino también de 
política exterior y aetensa. 


Sin embargo, tras un largo periodo «e injerencia pública, a partir de 1973, 
y e raiz de los problemas estructurales propios de una gestión pública de 
la aviación civil-comercial sue puso de manifiesto ia crisis internacional, 
este mocelo regulado empieza a cuestionarse iniciándose tidiamente con 
la liperalización en 1975 de los vuelos chárter en los Estados Unidos de 
América, para posteriormente ir eliminando progresivamente restricciones, 
salvo las meramente técricas, para que las compañías pudieran 
establecer libremente 5us rutas. 


Tras la dJesregulación del ¡mercado domestico en el proceso 
norteamericano de liberalización, este se va a extender a otros mercados 
con gobiernos favorables a la desintervención. 


A su vez, el crecimiento oue genera la desregulación del mercado local en 
las compañías aéreas norteamericanas, provoca que pronto este no 
pueda satisfacer sus recesidades de expansión, de manera que buscan 
optimizar su capacidad en sl mercado mundial, para lo cual, Estados 
Unidos y otros países comenzaron negociaciones internacionales con el 
objetivo de flexibilizar las reglas del mercado. 


En el caso de la Unión Europea, el preceso de desregularización se inicia 
en 1987 mediante tres paquetes de medidas que finalizan en 1997 con la 
eliminación total de las restricciones interiores existentes, estableciendo la 
apertura completa del cielo europeo entre los diferentes estados 
miembros. 


En todo caso, y aunque el proceso de liberalización del transporte aéreo 
internacional parece mantener una tendencia clara, cabe decir, 
atendiendo a lo descrito y 4 modo de conclusion que a día de hoy, el 
modelo que se ha implantado generaiizadamente a la hora de gestionar 
los derechos de tráfico y de los espacios aéreos. es el de la negociación 
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bilateral observándose en ella cor lo demás una creciente vocación a 
negociar sobre los acuerdos llamados de "cielos abiertos”, en los cuales 
no solo se negocian las 5 libertades inicialmente establecidas en 1944 en 
Chicago, sino que se avanza hasta la 9 que se ha mencionado. 


En el caso Uruguay, el país na ido en esa linea negociando acuerdos 
bilaterales de transpcrte aéreo con un núrnero creciente de países. 
Dichos convenios bilaterales siguen un esquema común de forma que en 
pnmer lugar se opta per la multidesignación de empresas que pueden 
operar. En segundo lugar 3e liberalizan los cuadros de rutas y la 
capacidad, incluyendo dentro de este conceptc, tanto el número de 
frecuencias como el tipo de aeronaves que cada parte otorga a sus 
compañías para operar, 


Tratando al mismo empo que somo minimo se contemple el régimen de 
tercera, cuarta y quinta libertad; sin perjuicio de intentar llegar a incluir las 
oras libertades corno forma de favorecer la inserción de Uruguay en el 
mercado aerocomercia! mundial 


En tal sentido Uruguay ha venido negociando acuerdos bilaterales de 
servicios de Transporte Aéreo con diferentes países de la región. entre los 
cuales se encuentra los Estados Unidos Mexicanos. 


Contemplando en dicho acuerdo la multidesignación de aerolineas por 
cada estado y cierta libertad en materia de capacidad, aunque si bien los 
derechos de quinta libertad están previstos en el acuerdo, el ejercicio de 
los mismos deberá ser previamente convenido entre las Autoridades 
Aeronáuticas de ambos Estados 


TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo, 22 Articulos y tres Anexos. 
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En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración 


idente de la República 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1” - Apruébase el ACUERDO SOBRE SERVICIOS AEREOS 
y sus tres Anexos, ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, suscripto en Montevideo, República Oriental del 
Uruguay, el 14 de agosto de 2009 


ARTICULO 2”.- Comuníquese, etc ') 
y 
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CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


CONVENIO SOBRE TRANSPORTE AÉREO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 


Aprobación 
Informe 
Al Senado: 
ANTECEDENTES. 


La historia del sector aéreo ha estado marcada por el proceso de regulación 
fijado tras la Convención de Aviación Civil Internacional, firmada en Chicago en 
1944, que crea la organización de la Aviación Civil Internacional (OACI) que 
vino a regular la navegación aérea en cuanto a derechos y deberes de los 
Estados. 


Durante esta convención, los Estados contratantes, decidieron someter a su 
aprobación previa de cada Estado, la operación comercial de las líneas aéreas 
extranjeras sobre su territorio y en relación con su territorio, 


Esta decisión responde al ejercicio, por parte de cada uno de los Estados 
contratantes, del derecho de soberanía, plena y exclusiva, sobre su espacio 
aéreo, y a los efectos de hacer posible el sobrevuelo dentro de un 
ordenamiento eficaz, a este respecto, los países debieron concederse 
reciprocamente ciertos derechos especiales. 


De esta manera, en la citada convención se definieron cinco libertades para la 
aviación civil; dos de carácter técnico referidas al derecho "de paso", es decir, 
de sobrevolar el territorio de un estado firmante y el de realizar una escala 
técnica en el mismo, recogidas por el Acuerdo Internacional sobre Servicios 
Aéreos; y, otras tres -añadidas junto a las otras por el Acuerdo Internacional 
sobre Transporte Aéreo- de carácter más "comercial" concretadas en el 
derecho acordado entre dos estados miembros a desembarcar pasajeros o 
mercancías en el territorio de uno de ellos, el derecho a embarcarlos y 
finalmente, el derecho acordado entre dos estados a realizar una escala 
comercial adicional a la ruta principal entre ellos en un territorio tercero. 


A estas cinco libertades iniciales recogidas en los tratados multilaterales se han 
ido sumando otras, fruto de la práctica surgida de las negociaciones efectuadas 
por los Estados entre sí, que han ampliado el abanico de las mismas hasta 
llegar a las nueve actuales. 
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El reconocimiento de soberanía de los estados de su propio espacio aéreo que 
implicaban las libertades, nació la intervención de los gobiernos en el sector de 
aviación civil al que se le confiere un carácter estratégico vinculado no solo a 
objetivos económicos sino también de política exterior y defensa. 


Sin embargo, tras un largo periodo ce injerencia pública, a partir de 1973, y a 
raíz de los problemas estructurales propios de una gestión pública de la 
aviación civil-comercial que puso de manifiesto la crisis internacional, este 
modelo regulado empieza a cuestionarse iniciándose tibiamente con la 
liberalización en 1975 de los vuelos chárter en los Estados Unidos de América, 
para posteriormente ir eliminando progresivamente restricciones, salvo las 
meramente técnicas, para que las compañías pudieran establecer libremente 
sus rutas. 


Tras la desregulación del mercado doméstico en el proceso norteamericano de 
liberalización, este se va a extender a otros mercados con gobiernos favorables 
a la no intervención. 


Á su vez, el crecimiento que genera la desregulación del mercado local en las 
compañías aéreas norteamericanas, provoca que pronto este no pueda 
satisfacer sus necesidades de expansión, de manera que buscan optimizar su 
capacidad en el mercado mundial, para lo cual, Estados Unidos y otros países 
comenzaron negociaciones internacionales con el objetivo de flexibilizar las 
reglas del mercado. 


En el caso de la Unión Europea, el proceso de desregularización se inicia en 
1987 mediante tres paquetes de medidas que finalizan en 1997 con la 
eliminación total de las restricciones interiores existentes, estableciendo la 
apertura completa del cielo europeo entre los diferentes estados miembros. 


En todo caso, y aunque el proceso de liberalización del transporte aéreo 
internacional parece mantener una tendencia clara, cabe decir, atendiendo a lo 
descrito y a modo de conclusión que a día de hoy, el modelo que se ha 
implantado generalizadamente a la hora de gestionar los derechos de tráfico y 
de los espacios aéreos es el de la negociación bilateral observándose en ella 
por lo demás una creciente vocación a negociar sobre los acuerdos llamados 
de "cielos abiertos” en los cuales no solo se negocian las 5 libertades 
inicialmente establecidas en 1944 en Chicago, sino que se: avanza hasta la 9 
que se ha mencionado. 


En el caso Uruguay, el pais ha ido en esa linea negociando acuerdos 
bilaterales de transporte aéreo con un número creciente de países. Dichos 
convenios bilaterales siguen un esquema común de forma que en primer lugar 
se opta por la multidesignación de empresas que pueden operar. En segundo 
lugar se liberalizan los cuadros de rutas y la capacidad, incluyendo dentro de 
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este concepto, tanto el número de frecuencias como el tipo de aeronaves que 
cada parte otorga a sus compañías para operal". 


Tratando al mismo tiempo que como mínimo se contemple el régimen de 
tercera, cuarta y quinta libertad; sin perjuicio de intentar llegar a incluir las otras 
libertades como forma de favorecer la inserción de Uruguay en el mercado 
aerocomercial mundial. 


En tal sentido Uruguay ha venido negociando acuerdos bilaterales de servicios 
de Transporte Aéreo con diferentes paises de la región, entre los cuales se 
encuentra les Estados Unidos Mexicanos. 


Contemplando en dicho acuerdo la multidesignación de aerolineas por cada 
estado y cierta libertad en materia de capacidad, aunque si bien los derechos 
de quinta libertad están previstos en el acuerdo, el ejercicio de los mismos 
deberá ser previamente convenido entre las Autoridades Aeronáuticas de 
ambos Estados. 


TEXTO. 
El Acuerdo consta de un Preámbulo, 22 Artículos y tres Anexos. 


TEXTO. 

ARTÍCULO | DEFINICIONES 

Para la interpretación, aplicación y efectos del presente Convenio y sus 
Anexos, los términos siguientes significarán: 

a) "Autoridades Aeronáuticas”, en el caso de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a través de la Dirección General 
de Aeronáutica Civil y en el caso de la República Oriental del Uruguay, la 
Dirección Nacional de.... 


ARTÍCULO Il OTORGAMIENTO DE DERECHOS 1.- Ambas Partes 
Contratantes se conceden recíprocamente los derechos especificados en el 
presente Convenio con el fin de establecer los servicios convenidos. 

2.- Sujeto a las previsiones del presente Convenio y a sus Anexos, la linea o 
líneas aéreas designadas por cada Parte Contratante, mientras operen los 
servicios convenidos, gozarán de los siguientes derechos: 

a) sobrevolar el territorio de la otra Parte Contratante sin aterrizar en el mismo; 
b) hacer escalas para fines no comerciales en dicho territorio, y 
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c) prestar servicios regulares, combinados de pasajeros, carga y correo y 
exclusivos de carga entre los territorios de las Partes Contratantes en las rutas 
especificadas en el Anexo | del presente Convenio. 


ARTÍCULO lll DESIGNACIÓN Y AUTORIZACIÓN 1.- Cada Parte Contratante 
tendrá el derecho de designar tantas líneas aéreas como desee para operar los 
servicios en las rutas especificadas de conformidad con el presente Convenio y 
de revocar o sustituir tales designaciones. 

Dichas designaciones se transmitirán por vía diplomática y especificarán el tipo 
de transporte aéreo que la línea aérea está autorizada a efectuar de 
conformidad con el Artículo 11. 

2.- Las Autoridades Aeronáuticas se comunicarán lo más pronto posible la 
información relativa a las autorizaciones otorgadas a sus propias líneas aéreas 
para explotar en todo o parte los servicios convenidos. Dicha información 
consistirá, particularmente, en la copia de las autorizaciones acordadas y de 
sus modificaciones eventuales, así como cualquiera otra que pueda resultar de 
interés para las Partes Contratantes. 

3.- Al recibir la designación, la otra Parte Contratante deberá conceder las 
líneas aéreas designadas, sin demora, las debidas autorizaciones para operar 
los servicios acordados en el presente Convenio, de conformidad con las 
disposiciones de los numerales 5 y 6 del presente Artículo. 

5.- Cada Parte Contratante tendrá el derecho de negarse a aceptar la 
designación referida en el numeral 1 del presente Artículo, o de imponer a una 
línea aérea designada las condiciones que estime necesarias para el ejercicio 
de los derechos especificados en el Artículo 11 del presente Convenio, si la 
línea aérea no está constituida o no tiene su oficina principal de negocios en el 
territorio de la Parte 

Contratante que la designa, o si no está sometida al control normativo efectivo 
de dicha Parte Contratante. 

6.- Cuando una línea o líneas aéreas hayan sido designadas o autorizadas, 
podrán iniciar en cualquier momento la explotación de los servicios convenidos, 
dentro del plazo otorgado, siempre que en materia de tarifas hayan procedido 
de conformidad con las disposiciones del Anexo 11 del presente Convenio 


ARTÍCULO IV PRINCIPIOS QUE RIGEN LA OPERACIÓN DE LOS 
SERVICIOS 1.- Habrá una oportunidad justa e igual para que las líneas aéreas 
designadas por cada Parte Contratante operen los servicios convenidos en las 
rutas especificadas en el Anexo 1 (Cuadro de Rutas) del presente Convenio. 

2.- Al operar los servicios convenidos, las líneas aéreas designadas por cada 
Parte Contratante tomarán en cuenta los intereses de las lineas aéreas 
designadas por la otra Parte Contratante, de manera que no se afecten 
indebidamente los servicios que esta última proporciona en la totalidad o en 
parte de las mismas rutas. 

3.- Los servicios convenidos que proporcionen las líneas aéreas designadas 
por cada una de las Partes Contratantes, guardarán una estrecha relación con 
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las necesidades de transporte de pasajeros y carga, incluyendo correo, que 
provengan de o estén destinados al territorio de la Parte que haya designado a 
la línea o líneas aéreas. 


ARTÍCULO V REVOCACIÓN, SUSPENSIÓN Y LIMITACIÓN DE LOS 
DERECHOS 1.- Cada una de las Partes Contratantes se reserva el derecho de 
revocar el permiso de explotación o de suspender el ejercicio de los derechos 
concedidos a la línea o líneas aéreas designadas por la otra Parte Contratante, 
de conformidad con lo establecido en el Artículo 11 del presente Convenio, o 
de imponer las condiciones que estime necesarias para el ejercicio de dichos 
derechos en los siguientes casos: 

a) cuando la línea o líneas aéreas no cumplan con las leyes y reglamentos de 
la Parte Contratante que conceda los derechos; 

b) cuando la línea o lineas aéreas no estén constituidas o no tengan su oficina 
principal de negocios en el territorio de la otra Parte Contratante; 

c) cuando la línea o líneas aéreas no estén bajo el control normativo efectivo 
del Estado designante, y 

d) cuando la línea o líneas aéreas dejen de explotar los servicios convenidos 
con arreglo a las condiciones del presente Convenio. 

2.- A menos que la revocación o suspensión inmediatas sean esenciales para 
impedir nuevas infracciones de las leyes o reglamentos, tal derecho se ejercerá 
solamente después de la celebración de una Reunión de Consulta con arreglo 
al Artículo XVIII del presente Convenio. 


ARTÍCULO VI USO DE INSTALACIONES Y SERVICIOS E IMPDERECHOS 
AEROPORTUARIOS. 1.- Las líneas aéreas designadas por cada Parte 
Contratante tendrán derecho a utilizar las instalaciones y servicios de los 
aeropuertos civiles en el territorio de la otra Parte Contratante, sobre bases no 
discriminatorias. 

2.- Al utilizar dichas instalaciones y servicios prestados por una Parte 
Contratante, la línea o líneas aéreas designadas de la otra Parte Contratante 
no deberán pagar precios y derechos aeroportuarios más altos que los que 
pagan las demás líneas aéreas que operan en servicios internacionales 
regulares. 


ARTÍCULO VIl OPORTUNIDADES COMERCIALES 1.- La línea o líneas 
aéreas designadas por cualquiera de las Partes Contratantes podrán 
establecer oficinas en el territorio de la otra Parte Contratante para la 
promoción y venta de transporte aéreo. 

2. La línea o líneas aéreas designadas por cualquiera de las Partes 
Contratantes, de conformidad con las leyes y reglamentos de la otra Parte 
Contratante relativos al ingreso, residencia y empleo, podrán enviar al territorio 
de la otra Parte Contratante y mantener en él, personal administrativo, técnico 
operacional, de ventas y otro personal especializado, para la prestación de 
servicios de transporte aéreo. 
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3.- De conformidad con la legislación de cada Parte Contratante las líneas 
aéreas designadas podrán encargarse de sus propios servicios de apoyo en 
tierra en el territorio de la otra Parte Contratante (servicios autónomos) o, si lo 
prefieren, efectuar una selección entre agentes competidores para llevar a cabo 
estos servicios. Estos derechos estarán sujetos solamente a restricciones 
físicas derivadas de consideraciones relativas a la seguridad aeroportuaria. En 
los casos en que tales consideraciones impidan los serv1c1os autónomos, se 
ofrecerán servicios de apoyo en tierra a todas las líneas aéreas designadas 
sobre una base de igualdad; los cargos estarán basados en los costos de los 
servicios prestados y dichos servicios serán comparables en clase y calidad a 
los servicios autónomos, si la prestación de éstos fuere posible. 

4.- Cada línea aérea designada por cualquiera de las Partes Contratantes 
podrán dedicarse a la venta de transporte aéreo en el territorio de la otra Parte 
Contratante directamente y, si lo desea, a través de sus agentes. Cada línea 
aérea designada podrá vender este transporte, y cualquier persona estará en 
libertad de adquirirlo, en la moneda de dicho territorio o en monedas de libre 
uso, de conformidad con las disposiciones cambiarías vigentes de cada Parte 
Contratante. 

5.- Sujeto a los requisitos de normatividad aplicados normalmente por las 
Autoridades Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes, la línea o líneas 
aéreas designadas por cada Parte Contratante podrán celebrar acuerdos de 
cooperación comercial con el propósito, entre otros, de compartir códigos con 
la línea o líneas aéreas designadas de la misma Parte Contratante, de la otra 
Parte Contratante o con lineas aéreas de terceros países, con la condición de 
que todas las líneas aéreas en tales acuerdos cuenten con los derechos de 
tráfico y de ruta correspondientes. 


ARTÍCULO VIIl IMPUESTOS Y DERECHOS ADUANEROS 1.- Cuando una 
aeronave que opera de conformidad con los servicios acordados por la línea o 
líneas aéreas designadas por una Parte Contratante, llegue al territorio de la 
otra Parte Contratante, la aeronave y el equipo con que cuente regularmente, 
piezas de repuesto (incluyendo motores), combustible, aceite (incluyendo 
fluidos hidráulicos, lubricantes) y provisiones (incluyendo alimentos, bebidas y 
tabaco) a bordo de tales aeronaves, no estarán sujetas, a condición de 
reciprocidad, al pago de derechos aduaneros, cuotas de inspección y otras 
cuotas o cargos similares, siempre que el equipo y los conceptos mencionados 
permanente, a bordo de la aeronave hasta que retornen al extranjero. 

2.- No estarán sujetos igualmente, a condición de reciprocidad, al pago de 
derechos aduaneros, cuotas de inspección y otras cuotas o cargos similares, el 
equipo y conceptos siguientes: 

a) el equipo regular de la aeronave, piezas de repuesto (incluyendo motores), 
combustible, los aceites (incluyendo fluidos hidráulicos, lubricantes) y 
provisiones de la aeronave (incluyendo alimentos, bebidas y tabaco) 
introducidos al territorio de la otra Parte Contratante con la intención de ser 
utilizados en la aeronave operada de conformidad con los servicios acordados 
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por la línea aérea designada, aún cuando dicho equipo y conceptos sean 
utilizados en una parte del viaje realizado en el territorio de la otra Parte 
Contratante; 

b) las piezas de repuesto (incluyendo motores) introducidos al territorio de la 
otra Parte Contratante para el mantenimiento o reparación de la aeronave 
operada de conformidad con los servicios acordados por la línea aérea 
designada, y 

c) los documentos como boletos, reservas de boletos impresos y el material 
publicitario (limitado a catálogos, listas de precios y avisos comerciales), 
introducidos por la línea o líneas aéreas designadas por una Parte Contratante 
al territorio de la otra Parte Contratante. 

3.- El equipo y los conceptos a que se refieren los numerales 1 y 2 del presente 
Artículo podrán ser descargados en el territorio de la otra Parte Contratante con 
la autorización de las autoridades aduaneras de dicha Parte Contratante. En tal 
caso, estarán almacenados bajo la supervisión y control de las autoridades 
aduaneras de la otra Parte Contratante hasta que sean retornados al extranjero 
o sean destinados a un régimen aduanero, de conformidad con la legislación 
aduanera vigente en ese momento. 

4.- El equipaje, la carga y el correo en tránsito directo no estarán sujetos, a 
condición de reciprocidad, al pago de los derechos por servicios prestados, de 
todos los derechos aduaneros, cuotas de inspección y otras cuotas o cargos 
similares. 

5.- Por lo que respecta al impuesto sobre la renta, los ingresos, las utilidades o 
ganancias provenientes de la explotación del servicio aéreo internacional, 
obtenidas por una persona residente para los efectos fiscales de una de las 
Partes Contratantes estarán sujetas a impuestos solamente en la Parte 
Contratante de la cual dicha persona es residente, de conformidad con lo 
dispuesto por los numerales siguientes. 

6.- Los ingresos, las utilidades o ganancias provenientes del traspaso de 
dominio de aeronaves explotadas en tráfico internacional obtenidas por una 
persona residente en una de las Partes Contratantes estarán sujetas a 
impuestos solamente en la Parte Contratante de la cual dicha persona es 
residente y siempre que dichos ingresos, utilidades o ganancias sean 
accesorios a la actividad principal de explotación del servicio aéreo 
internacional. 

7.- El capital o patrimonio constituido por las aeronaves utilizadas en la 
explotación del servicio aéreo internacional por una persona residente de una 
de las Partes Contratantes y por bienes muebles afectos a dicha explotación, 
estarán sujetos a impuestos solamente en la Parte Contratante de la cual dicha 
persona sea residente. 

8.- Los ingresos, utilidades o ganancias provenientes de la explotación del 
servicio aéreo internacional, derivadas de la participación en un fondo común, 
en un negocio conjunto o en una agencia de operaciones internacionales 
obtenidas por una persona residente para efectos fiscales de una de las Partes 
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Contratantes estarán sujetas a impuestos solamente en la Parte contratante de 
la cual dicha persona es residente. 

9.- Los ingresos, excedentes o ganancias, capital o patrimonio de las 
sucursales, representaciones u oficinas, de las personas residentes de una de 
las partes Contratantes que operen en el territorio de la otra Parte Contratante 
en la explotación del servicio aéreo internacional, estarán sujetos a impuestos 
solamente en la Parte Contratante de la cual dichas personas sean residentes. 
10.- Lo dispuesto en los dos numerales anteriores también será aplicable 
cuando sociedades de distintos países hayan acordado realizar actividades 
empresariales de transporte aéreo internacional, en una de las Partes 
Contratantes, de manera conjunta que se relacione con la participación 
detentada en dicho consorcio o empresa conjunta por una persona residente 
de una Pante Contratante. 

11.- Los ingresos, utilidades o ganancias a que refieren los seis numerales 
anteriores, no incluyen los que se obtengan por la prestación de servicios de 
hospedaje o de una actividad de transporte distinta a la explotación de 
aeronaves en tráfico internacional. 

12.- Los impuestos actuales a los que se refieren los numerales 5 a 13 del 
presente Artículo son: 

a) en los Estados Unidos Mexicanos: 

i) el impuesto sobre la renta, y 

it) el impuesto empresarial a tasa Única 

b) en la República Oriental del Uruguay: 

i) el Impuesto a las Rentas de las Actividades 

Económicas (/RAE) 

it) el Impuesto a las Rentas de los No Residentes (1 RNR), y 

1i) Impuesto al Patrimonio (1P) 

13.- Lo dispuesto en los numerales relativos al impuesto sobre la renta de este 
Artículo también se aplicará a los impuestos de naturaleza idéntica o análoga a 
los previstos en el numeral anterior, que se establezcan con posterioridad a la 
fecha de entrada en vigor del presente Convenio o aquellos que lo sustituyan. 
14.- Lo dispuesto en los numerales 5 a 13 del presente Artículo no será 
aplicable en el caso de que se encuentre en vigor un convenio para evitar la 
doble tributación que prevea una exención similar entre las Partes 
Contratantes. 


ARTÍCULO IX TRANSFERENCIA DE EXCEDENTES Cada Parte Contratante 
se compromete a asegurar, sujeto a la observancia de la legislación aplicable 
en la materia, absoluta libertad de transferencia de los excedentes de los 
ingresos sobre gastos realizados en su territorio, que sean concernientes al 
transporte de pasajeros, correo y carga efectuado por la linea o lineas aéreas 
designadas por la otra Parte Contratante. 

Las transferencias entre las Partes Contratantes, cuando se hallen reguladas 
por un convenio especial, se efectuarán de acuerdo con el mismo. 


8 de agosto de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


ARTÍCULO X FACILIDADES A PASAJEROS, EQUIPAJE Y CARGA EN 
TRÁNSITO Los pasajeros, equipaje y carga en tránsito a través del territorio de 
una de las Partes Contratantes, que no dejen la zona del aeropuerto reservada 
a tal propósito, estarán sujetos a un control simplificado, sin perjuicio de las 
disposiciones legales aplicables en el territorio de cada Parte Contratante o a 
las medidas que puedan ser adoptadas para prevenir y combatir los delitos 
contra la seguridad de la aviación civil. 


ARTÍCULO XI RECONOCIMIENTO DE CERTIFICADOS, LICENCIAS Y 
HABILITACIONES Los certificados de aeronavegabilidad, los certificados o 
títulos de aptitud, y las licencias expedidas o convalidadas por una de las 
Partes Contratantes, que se encuentren vigentes, serán reconocidos como 
válidos por la otra Parte Contratante, para los fines de la explotación de los 
servicios convenidos, siempre que los requisitos bajo los que tales certificados, 
títulos de aptitud o licencias fueran expedidos o convalidados, sean iguales o 
superiores, al mínimo que pueda ser establecido en la Convención. 


ARTÍCULO XII INVESTIGACIÓN DE ACCIDENTES 1.- En caso de aterrizaje 
forzoso o de un accidente de una aeronave de una de las Partes Contratantes 
en el territorio de la otra Parte Contratante, ésta realizará lo necesario para 
auxiliar inmediatamente a la aeronave, a los miembros de la tripulación y a los 
pasajeros, y adoptará las medidas para asegurar la integridad de la aeronave, 
del equipaje, de la carga y del correo que se encuentren en la misma. 

2.- La Parte Contratante en cuyo territorio haya ocurrido el accidente, 
comunicará inmediatamente el hecho a la otra Parte Contratante y tomará las 
medidas necesarias para la investigación de las circunstancias y causas del 
mismo y, a solicitud, autorizará a los representantes de esta otra Parte 
Contratante para que participen como observadores durante la investigación. 
3.- La Parte Contratante que realice la investigación del accidente 
proporcionará a la otra Parte Contratante información sobre sus resultados y un 
informe final. 


ARTÍCULO XIIl APLICACIÓN DE LEYES Y REGLAMENTOS 1 - Las leyes, 
reglamentos y demás disposiciones de cada una de las Partes Contratantes 
relativas a la entrada, permanencia o salida de su territorio de las aeronaves 
destinadas a la navegación área internacional, o a la operación y navegación 
de dichas aeronaves, mientras se encuentren en su territorio, se aplicarán a las 
aeronaves de la línea o líneas aéreas designadas por la otra Parte Contratante. 
2. - Las leyes, reglamentos y demás disposiciones de cada una de las Partes 
Contratantes, referentes a la entrada, permanencia o salida de su territorio, de 
pasajeros, tripulación, equipaje, correo y carga, así como los concernientes a 
los trámites de migración, pasaportes, aduana, policía y sanidad, se aplicarán a 
los pasajeros, equipaje, tripulación, correo y carga transportados por las 
aeronaves de la línea o líne.as aéreas designadas de la otra Parte Contratante. 
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3.- Ninguna de las Partes Contratantes deberá dar preferencia en la aplicación 
de leyes o reglamentos en materia de derechos aduaneros, migración y 
similares, a su propia línea o líneas aéreas, a cualquier otra o a una línea aérea 
designada por la otra Parte Contratante que preste servicios aéreos 
internacionales similares. 


ARTÍCULO XIV ZONAS PROHIBIDAS 1.- Cada Parte Contratante podrá, por 
razones militares o de seguridad pública, restringir o prohibir uniformemente los 
vuelos de las aeronaves de la línea o líneas aéreas designadas de la otra Parte 
Contratante sobre ciertas zonas de su territorio, siempre que dichas 
restricciones o prohibiciones sean aplicadas igualmente a las aeronaves de la 
línea o líneas aéreas designadas de la primera Parte Contratante o las líneas 
aéreas de los terceros Estados que exploten servicios aéreos similares. 

2.- Dichas zonas prohibidas deberán ser de extensión y ubicación razonables, 
a fin de no obstaculizar innecesariamente a la navegación aérea. La 
descripción de tales zonas prohibidas situadas en el territorio de una Parte 
Contratante y todas las modificaciones ulteriores deberán comunicarse lo antes 
posible a la otra Parte Contratante. 


ARTÍCULO XV INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 1.- Las Autoridades 
Aeronáuticas de las Partes Contratantes harán un intercambio regular de 
información con la intención de colaborar estrechamente y de asegurar la 
aplicación satisfactoria de las disposiciones del presente Convenio. 

2.- La Autoridad Aeronáutica de la Parte Contratan te en cuya jurisdicción la 
línea o líneas aéreas designadas de la otra Parte Contratante o su personal 
hayan cometido una infracción contra los reglamentos de navegación aérea, lo 
notificará a la Autoridad Aeronáutica de la otra Parte Contratante. 

3.- Las Autoridades Aeronáuticas de cada una de las Partes Contratantes 
deberán suministrar a las Autoridades Aeronáuticas de la otra Parte 
Contratante, si les: fueren solicitados, los informes estadísticos que 
razonablemente puedan considerarse necesarios y de que disponga. Tales 
informes podrán incluir todos los datos necesarios para determinar la cantidad 
de tráfico transportado por las líneas aéreas designadas en los servicios 
convenidos, el origen y destino de tal tráfico. 


ARTÍCULO XVI SEGURIDAD DE LA AVIACIÓN 1.- De conformidad con los 
derechos y obligaciones que les impone el derecho internacional, las Partes 
Contratantes ratifican que su obligación mutua de proteger la seguridad de la 
aviación civil contra actos de interferencia ilícita, constituye parte integrante del 
presente Convenio. Sin limitar la validez general de sus derechos y 
obligaciones en virtud del derecho internacional, las Partes Contratantes 
actuarán, en particular, de conformidad con las disposiciones del 

Convenio sobre las Infracciones y Ciertos otros Actos cometidos a bordo de las 
Aeronaves, firmado en Tokio el 14 de septiembre de 1963; el Convenio para la 
Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, firmado en La Haya el 16 de 
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diciembre de 1970; el Convenio para la Represión de Actos llícitos contra la 
Seguridad de la Aviación Civil firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971 
y el Protocolo para la Represión de Actos llícitos de Violencia en los 
Aeropuertos que presten servicio a la Aviación Civil Internacional, 
complementario del Convenio para la Represión de Actos llícitos contra la 
Seguridad de la Aviación Civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 1971, 
firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988, o de cualquiera otra convención 
multilateral o modificación de las actuales, cuando sean ratificadas por ambas 
Partes Contratantes. 

2.- Las Partes Contratantes se prestarán toda la ayuda necesaria que soliciten 
para impedir actos de apoderamiento ilícito de aeronaves civiles y otros actos 
ilícitos contra la seguridad de dichas aeronaves, sus pasajeros y tripulación, 
aeropuertos e instalaciones de navegación aérea y toda otra amenaza contra la 
seguridad de la aviación civil. 

3.- Las Partes Contratantes actuarán en sus relaciones mutuas de conformidad 
con las disposiciones sobre la seguridad de-la aviación establecidas por la 
Organización de- Aviación Civil Internacional y que se denominan Anexos al 
Convenio sobre Aviación Civil Internacional. En la medida en que esas 
disposiciones sobre seguridad sean aplicables a las Partes Contratantes, 
exigirán que los explotadores de aeronave de su matrícula, o los explotadores 
que tengan la oficina principal o residencia permanente en su territorio, y los 
explotadores de aeropuertos situados en su territorio, actúen de conformidad 
con dichas disposiciones sobre seguridad de la aviación. 

4.- Cada Parte Contratante conviene en que puede exigirse a dichos 
explotadores de aeronaves que observen las disposiciones sobre seguridad de 
la aviación que se mencionan en el numeral anterior, exigidas por la otra Parte 
Contratante para la entrada, salida o permanencia en el territorio de esa Parte 
Contratante. Cada Parte Contratante se asegurará de que en su territorio se 
aplican efectivamente las medidas adecuadas para proteger a la aeronave e 
inspeccionar a los pasajeros, la tripulación, los efectos personales, el equipaje, 
la carga y suministro de la aeronave antes y durante el embarque o la estiba. 
Cada una de las Partes Contratantes estará también favorablemente dispuesta 
a atender toda solicitud de la otra Parte Contratante para que adopte medidas 
especiales razonables de seguridad con el fin de afrontar una amenaza 
determinada. 

5.- Cuando se produzca un incidente o amenaza de incidente de 
apoderamiento ¡lícito de aeronaves civiles u otros actos ilícitos contra la 
seguridad de tales aeronaves, sus pasajeros y tripulación, aeropuertos o 
instalaciones de navegación aérea, las Partes Contratantes se asistirán 
facilitando las comunicaciones y otras medidas apropiadas destinadas a poner 
término, en forma rápida y segura, a dicho incidente o amenaza. 


ARTÍCULO XVIl SEGURIDAD OPERACIONAL 1.- Cada Parte Contratante 
podrá en todo momento solicitar la celebración de consultas sobre las normas 
de seguridad adoptadas por la otra Parte Contratante en aspectos relacionados 
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con las instalaciones y servicios aeronáuticos, las tripulaciones de vuelo, las 
aeronaves y su explotación. Dichas consultas tendrán lugar durante los treinta 
(30) días siguientes contados a partir de la fecha de la solicitud respectiva. 

2.- Si después de realizadas tales consultas una de las partes contratantes 
considera que la otra Parte Contratante no realiza eficazmente ni aplica en 
alguna de dichas materias normas de seguridad que, cuando menos, sean 
iguales que las normas mínimas establecidas en la Convención, notificará a la 
otra Parte Contratante sus conclusiones y las medidas que considere 
necesarias para ajustarse a las citadas normas mínimas. La otra Parte 
Contratante deberá tomar medidas correctivas adecuadas y, de no hacerlo 
dentro de un plazo de quince (15) días a partir de la notificación, o en cualquier 
otro plazo mayor convenido, quedará justificada la aplicación del Artículo V del 
presente Convenio. La Parte afectada podrá tomar acciones temporales de 
manera previa a la expiración de los quince (15) días cuando se requiera por 
una emergencia. 

3. - De conformidad con el Artículo 16 de la Convención, toda aeronave 
explotada por o en nombre de las líneas aéreas designadas por una Parte 
Contratante, que preste servicios hacia o desde el territorio de la otra Parte 
Contratante, podrá, cuando se encuentre en el territorio de la otra Parte 
Contratante, ser objeto de inspección por los representantes autorizados de 
esa otra Parte Contratante, siempre que ello no cause demoras innecesarias a 
las operaciones de la aeronave. No obstante, las obligaciones mencionadas en 
el Artículo 33 de la Convención, el propósito de esta inspección será verificar la 
validez de la documentación de la aeronave, las licencias de su tripulación, 
equipo de la aeronave, y que la condición de la misma esté de conformidad con 
las normas establecidas en la Convención. 

4.- Cuando se considere necesario adoptar medidas urgentes para garantizar 
la seguridad de las operaciones de una línea aérea designada, cada Parte 
Contratante se reserva el derecho de suspender o modificar inmediatamente la 
autorización de explotación otorgada a una linea o líneas aéreas de la otra 
Parte Contratante. 

5.- Toda medida tomada por una Parte Contratante de conformidad con el 
numeral 4 que precede, se suspenderá una vez que dejen de existir los motivos 
que dieron lugar a la adopción de tal medida. 


ARTÍCULO XVIIl CONSULTAS Y MODIFICACIONES AL CONVENIO Y SUS 
ANEXOS 

1. En un espíritu de estrecha cooperación, las Autoridades Aeronáuticas de 
ambas Partes Contratantes se consultarán con vistas a asegurar la aplicación y 
el cumplimiento de las disposiciones del presente Convenio. 

2. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá, en cualquier momento, solicitar 
consultas en relación con la puesta en práctica, interpretación o modificación 
de este Convenio o su correcto cumplimiento. Tales consultas, que podrán 
efectuarse entre las Autoridades Aeronáuticas de las Partes Contratantes, se 
realizarán dentro de un periodo de sesenta (60) días a partir de la fecha en la 
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que la otra Parte Contratante reciba la solicitud por escrito, a menos de que se 
convenga de otra manera entre las Partes Contratantes. 

3. - Si las Partes Contratantes acordaran modificar el presente Convenio, las 
modificaciones se deberán formalizar a través de un canje de Notas 
diplomáticas y entrarán en vigor treinta (30) días después de la fecha de 
recepción de la última de las Notas por las que ambas Partes Contratantes se 
comuniquen haber cumplido con los requisitos exigidos por su legislación 
nacional. 

4.- Si cualquiera de las Partes Contratantes considera deseable modificar el 
presente Convenio, podrá solicitar consultas entre las Autoridades 
Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes, en relación con las 
modificaciones propuestas. 

5.- Si las modificaciones se relacionan únicamente con el Anexo 1 (Cuadro de 
Rutas), las consultas se llevarán a cabo entre las Autoridades Aeronáuticas de 
ambas Partes Contratantes. Cuando estas Autoridades acuerden un nuevo 
Cuadro de Rutas, las modificaciones convenidas entrarán en vigor después de 
que sean confirmadas mediante un intercambio de comunicaciones. 


ARTÍCULO XIX MODIFICACIONES POR CONVENIO MULTILATERAL Si un 
convenio multilateral sobre transporte aéreo internacional, ratificado por ambas 
Partes Contratantes entrara en vigor, el presente Convenio será modificado de 
conformidad con las disposiciones de dicho Convenio. 


ARTÍCULO XX SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 1. En caso de surgir 
alguna controversia respecto de la interpretación o aplicación del presente 
Convenio, las Partes Contratantes deberán en principio intentar solucionarla 
mediante negociaciones directas conforme al régimen de Consultas previsto en 
el numeral 2 del Artículo XVIII. 

2.- Si las Partes Contratantes no llegaran a una solución mediante dichas 
negociaciones, la controversia podrá ser sometida a la decisión de un Tribunal 
de Arbitraje cuya constitución y funcionamiento se sujetarán a los siguientes 
lineamientos: 

a) el Tribunal estará integrado por tres árbitros, cada Parte Contratante 
nombrará un árbitro y el tercero será designado por acuerdo de los dos 
anteriores y no podrá ser nacional de ninguna de las Partes Contratantes; 

b) el nombramiento de los dos primeros árbitros se efectuará dentro del término 
de sesenta (60) días, a partir de la fecha en que una de las Partes Contratantes 
reciba la Nota diplomática de la otra Parte Contratante solicitando el arbitraje. 
El tercer árbitro será nombrado dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
designación de los dos primeros y actuará como Presidente del Tribunal; 

c) si no se observasen los plazos del inciso b) cualquiera de las Partes 
Contratantes, a falta de otro acuerdo, podrá solicitar al Presidente del Consejo 
de la Organización de Aviación Civil Internacional que efectúe los 
nombramientos pertinentes. En caso de que el Presidente del Consejo tenga la 
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nacionalidad de una de las Partes Contratantes o esté impedido de otra 
manera, será sustituido por el Vice-Presidente que no tuviere 

tal impedimento, quien efectuará los nombramientos; 

d) el Tribunal de Arbitraje adoptará su propio reglamento y emitirá su fallo por 
mayoría de votos, dentro del plazo de sesenta (60) días a partir de la fecha de 
su constitución. Este plazo podrá ser prorrogado por acuerdo de ambas País 
Contratantes; 

e) las decisiones del Tribunal de Arbitraje serán obligatorias para ambas Partes 
Contratantes. Cada Parte Contratante sufragará los honorarios y gastos de su 
árbitro. Los honorarios y gastos del tercer árbitro y los gastos de proceso serán 
cubiertos en proporciones iguales por ambas Partes Contratantes, incluyendo 
cualquier gasto en que hubiese incurrido el Presidente del Consejo de la 
Organización de Aviación Civil 

Internacional para llevar a la práctica los procedimientos; establecidos en el 
numeral 2 inciso c) del presente Artículo; 

f) en todos los casos en que una Parte Contratante no acate la decisión del 
Tribunal y mientras subsista esa actitud, la otra Parte Contratante podrá limitar 
o revocar el ejercicio de los derechos otorgados en virtud del presente 
Convenio, a la Parte Contratante en falta. 

3.- Las Partes Contratantes podrán acordar otros mecanismos de solución de 
controversias. 


ARTÍCULO XXI DISPOSICIONES FINALES 41.- El presente Convenio entrará 
en vigor treinta (30) días después de la fecha de recepción de la última Nota 
diplomática a través de la cual ambas Partes Contratantes se hayan notificado 
el cumplimiento de los requisitos exigidos por su legislación nacional para tal 
efecto. 

2.- El presente Convenio y toda modificación al mismo, se registrarán ante la 
Organización de Aviación Civil Internacional. 

3.- El presente Convenio sustituye a todos los actos, permisos, derechos, 
privilegios y concesiones existentes a la fecha de su firma, otorgados por 
cualquiera de las Partes Contratantes en favor de la Otra, con relación a los 
servicios convenidos. 

4. - El presente Convenio tendrá vigencia indefinida, a menos que cualquiera 
de las Partes Contratantes manifieste su decisión de denunciarlo, mediante el 
procedimiento establecido en el Artículo XXI! del presente Convenio. 


ARTÍCULO XXIl DENUNCIA DEL CONVENIO 1.- Cualquiera de las Partes 
Contratantes podrá, en cualquier momento, denunciar el presente Convenio, 
mediante notificación por escrito dirigida simultáneamente a la otra Parte 
Contratante y a la Organización de Aviación Civil Internacional, a través de la 
vía diplomática, con doce (12) meses de antelación. 

2.- El presente Convenio dejará de estar en vigencia doce (12) meses después 
de recibida la notificación por la otra Parte Contratante, a no ser que dicha 
notificación sea retirada de común acuerdo, antes de la fecha de expiración de 
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este periodo. Si la Parte Contratante a la cual fue dirigida la notificación no 
acusa recibo, se considerará recibida catorce (14) días después de haber 
llegado la notificación a la Organización de Aviación Civil Internacional. 


SECCION |. ANEXO | CUADRO DE RUTAS La línea o líneas aéreas 
designadas por el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, tendrán el 
derecho de operar servicios aéreos regulares en la siguiente ruta: 

Puntos en el territorio de los Estados Puntos intermedios Unidos Mexicanos 
NOTAS: 

Puntos en el territorio Puntos más allá de la República Oriental del Uruguay 

1.- La línea o líneas aéreas designadas podrán efectuar vuelos en cualquier 
dirección o en ambas. 

2.- La línea o líneas aéreas designadas podrán omitir en cualquiera o en todos 
sus vuelos cualquier punto o puntos, siempre que el vuelo se inicie o termine 
en territorio de los Estados Unidos Mexicanos. 

3.- La línea o líneas aéreas designadas podrán combinar diferentes números 
de vuelo en la operación de una sola aeronave. 

4.- La línea o líneas aéreas designadas están autorizadas a ejercer derechos 
de tráfico de 3a. y 4a. libertades. 

5.- La línea o líneas aéreas designadas podrán operar cualquier número de 
frecuencias, con cualquier equipo. 

6.- No obstante lo establecido en el Artículo 111, cada Parte Contratante podrá 
designar hasta dos líneas aéreas por cada par de ciudades para operar los 
servicios convenidos. 

7.- La línea o líneas aéreas designadas podrán ejercer derechos de tráfico de 
5" libertad en los siguientes puntos: Santa Cruz de la Sierra, Cochabamba y La 
Paz, Bolivia; Río de Janeiro, Brasil; Medellín, Colombia; Quito y Guayaquil, 
Ecuador; Asunción, Paraguay. La operación de derechos de tráfico de quinta 
libertad en puntos distintos a los señalados en este numeral, estará sujeta al 
acuerdo y a la previa autorización de las Autoridades Aeronáuticas de ambas 
Partes Contratantes. 

8.- Los horarios, itinerarios y frecuencias de vuelo para los servicios 
convenidos, serán presentados para su aprobación y registro ante las 
Autoridades Aeronáuticas, por lo menos con veinte (20) días de anticipación a 
la fecha prevista para el inicio de las operaciones, salvo cambios menores de 
carácter temporal que podrán solicitarse con cuarenta y ocho (48) horas de 
anticipación. Asimismo, deberán notificarse en el mismo plazo, los requisitos de 
seguridad operacional y las modificaciones eventuales a todos ellos. 


SECCION ll La línea o líneas aéreas designadas por el Gobiemo de la 
República 

Oriental del Uruguay, tendrán el derecho de operar servicios aéreos regulares 
en - 

la siguiente ruta: 

Puntos en el territorio de República Oriental del Uruguay. 
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Puntos intermedios. 

Puntos en el territorio de los Estados Unidos Mexicanos. 

Punto más allá. 

1.- La línea o líneas aéreas designadas podrán efectuar vuelos en cualquier 
dirección o en ambas. 

2.- La línea o líneas aéreas designadas podrán omitir en cualquiera o en todos 
sus vuelos cualquier punto o puntos, siempre que el vuelo se inicie o termine 
en territorio de la República Oriental del Uruguay. 

3.- La línea o líneas aéreas designadas podrán combinar diferentes números 
de vuelo en la operación de una sola aeronave. 

4.- La línea o líneas aéreas designadas están autorizadas a ejercer derechos 
de tráfico de 3a. y 4a. libertades, 

5.- La línea o lineas aéreas designadas podrán operar cualquier número de 
frecuencias, con cualquier equipo. 

6.- No obstante lo establecido en el Artículo 111, cada Parte Contratante podrá 
designar hasta dos líneas aéreas por cada par de ciudades para operar los 
servicios convenidos. 

7.- La línea o líneas aéreas designadas podrán ejercer derechos de tráfico de 
5* libertad en los siguientes puntos: Santa Cruz de la Sierra, Cochabamba y La 
Paz, Bolivia; Río de Janeiro, Brasil; Medellín, Colombia; Quito y Guayaquil, 
Ecuador; Asunción, Paraguay. 

La operación de derechos de tráfico de quinta libertad en puntos distintos a los 
señalados en este numeral, estará sujeta al acuerdo y a la previa autorización 
de las Autoridad.es Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes. 

8.- Los horarios, itinerarios y frecuencias de vuelo para los servicios 
convenidos, serán presentados para su aprobación y registro ante las 
Autoridades Aeronáuticas, por lo menos con veinte (20) días de anticipación a 
la fecha prevista para el inicio de las operaciones, salvo cambios menores de 
carácter temporal que podrán solicitarse con cuarenta y ocho (48) horas de 
anticipación. Asimismo, deberán notificarse en el mismo plazo, los requisitos de 
seguridad operacional y las modificaciones eventuales a todos ellos. 


ANEXO 11 TARIFAS 1.- Las tarifas aplicables por la línea o líneas aéreas 
designadas por cada una de las Partes Contratantes para el transporte con 
destino al territorio de la otra Parte Contratante o proveniente de él, se 
establecerán por las mismas a niveles razonables, tomando en cuenta todos 
los elementos de valoración relevantes, tales como costo de explotación, las 
características del servicio, excedentes razonables, tarifas aplicadas en 
condiciones similares por otras líneas aéreas, los intereses de los usuarios y 
consideraciones de mercado, entre otros. 

2.- Las tarifas se someterán a la aprobación de las Autoridades Aeronáuticas 
de ambas Partes Contratantes, al menos con quince (15) días hábiles de 
antelación a la fecha propuesta para su entrada en vigor, a menos que la Parte 
Contratante a la que se le someta, permita presentarla en un plazo menor. Para 
la entrada en vigor de cualquier tarifa y comercialización de la misma, será 
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necesaria la aprobación previa de las Autoridades Aeronáuticas de ambas 
Partes Contratantes, sin que para ello se requiera que las líneas aéreas 
designadas por cada una de las Partes Contratantes acuerden entre si las 
tarifas a aplicarse. 

3.- Sin perjuicio de la aplicación de las normas en materia de competencia y 
protección a los usuarios, vigentes en el territorio de cada Parte Contratante, la 
Autoridad Aeronáutica de cada Parte Contratante podrá rechazar dentro de un 
plazo no mayor de diez (10) días hábiles, a partir de la fecha de la presentación 
de una tarifa para su aprobación por cualquier línea aérea designada por 
cualquiera de las Partes Contratantes, si se considera que dicha tarifa: 

a) es excesivamente alta o sumamente restrictiva en perjuicio de los 
consumidores; o 

b) su aplicación podría constituir un comportamiento anticompetitivo de tal 
manera que cause daños serios a otra línea aérea designada, o 

c) es artificialmente baja en beneficio de una línea aérea designada y en 
perjuicio de otras. 

4.- En cualquiera de los casos anteriores, si la línea aérea designada a la que 
se rechazó la tarifa, presenta su inconformidad por tal acto, las Autoridades 
Aeronáuticas podrán establecer, a fin de llegar a un acuerdo respecto de la 
tarifa apropiada; mientras tanto, no podrá comercializarse ni aplicarse dicha 
tarifa. En caso de que no se llegue a ningún acuerdo sobre la tarifa apropiada, 
la controversia se resolverá con arreglo a las disposiciones previstas en el 
Artículo XX del presente Convenio. 

5.- Si la Autoridad Aeronáutica de una Parte Contratante considera que una 
tarifa vigente aplicada por la línea o líneas aéreas designadas de la otra Parte 
Contratante, tiende a presentar efectos anticompetitivos y causa daños serios a 
otras líneas aéreas designadas por las Partes Contratantes, o su aplicación 
tiende a perjudicar a los consumidores, podrá solicitar a dicha línea o líneas 
aéreas que retiren del mercado la tarifa en cuestión; en caso de negativa, 
podrá solicitar consultas con la Autoridad Aeronáutica de la otra Parte 
Contratante para tratar de llegar a un acuerdo respecto a la tarifa apropiada. De 
no llegarse a ningún acuerdo, la controversia se resolverá con arreglo a las 
disposiciones previstas en el Artículo XX del presente Convenio. 

6.- Sin perjuicio de lo señalado en los numerales anteriores, cada Parte 
Contratante permitirá a cualquier línea aérea designada por cualquiera de las 
Partes Contratantes equiparar una tarifa más baja o más competitiva propuesta 
o aprobada por cualquier otra línea aérea designada entre los territorios de las 
Partes Contratantes, previa aprobación de ambas Autoridades Aeronáuticas. 
7.- Una tarifa aprobada conforme a las disposiciones del presente Artículo 
permanecerá vigente hasta la cancelación de la misma o el establecimiento de 
una nueva tarifa que la reemplace, con excepción de lo señalado en el numeral 
5 anterior. Las Autoridades Aeronáuticas de cada Parte Contratante harán todo 
lo posible para asegurar que las líneas aéreas designadas por cada Parte 
Contratante apliquen únicamente las tarifas aprobadas por ambas Partes 
Contratantes. 
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ANEXO 111 VUELOS NO REGULARES DE PASAJEROS Y CARGA Ambas 
Partes Contratantes se otorgarán todas las facilidades para operar vuelos no 
regulares de pasajeros y carga, hacia cualquier destino de la otra Parte 
Contratante, siempre y cuando sean complementarios de los servicios 
regulares, y en ningún caso se traduzcan o sean equivalentes a los servicios 
regulares. 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 
PABLO MIERES 
MARCOS OTHEGUY 


RAFAEL PATERNAIN 
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Texto del convenio 


CONVENIO SOBRE TRANSPORTE AEREO 
ENTRE 
EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


Y 
EL GOBIERNO LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los 
Estados Unidos Mexicanos, en adelante denominacos "las Partes Contratantes” 


ANIMADOS por el deseo de fomentar y fortalecer las relaciones de 
caracter económico existentes entre ambos Estados; 


CONSCIENTES de que el establecimiento de servicios de transporte 
aéreo es un instrumento eficaz y necesario para tales fines; 


TENIENDO presente el espiritu de cooperación y los principios 
contenidos en los instrumentos muitilaterales a los que ambas Partes Contratantes 


se nan adherido; 


Han convenido lo siguiente: 


ARTÍCULO | 
DEFINICIONES 


Para la interpretación, aplicación y efectos del presente Convenio y 
Sus Anexos, los términos siguientes significarán: 


a) "Autoridades Aeronáuticas”, en el caso de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Secretaría de Comunicaciones y Transpones, a 
través de la Dirección General de Aeronáutica Civil y en el caso 
le la! República Oriental del Uruguay, la Dirección Nacional de 
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ARTÍCULO li 
OTORGAMIENTO DE DERECHOS 


1.- Ambas Partes Contratantes se conceden reciprocamente los 
derechos especificados en el presente Convenio con el fin de establecer los servicios 


convenidos. 


2.- Sujeto a las previsiones del presente Convenio y a sus Anexos, la 
línea o lineas aéreas designadas por cada Parte Contratante, mientras operen los 
servicios convenidos, gozarán de los siguientes derechos: 


a) sobrevolar el territorio de la otra Parte Contratante sin aterrizar 
en el mismo; 


b) hacer escalas para fines no comerciales en dicho territorio, y 


c) prestar servicios regulares, combinados de pasajeros, carga y 
correo y exclusivos de carga entre los territorios de las Partes 
Contratantes en las rutas especificadas en el Anexo | del 
presente Convenio, 


ARTÍCULO Ill 
DESIGNACIÓN Y AUTORIZACIÓN 


1.- Cada Parte Contratante tendrá el derecho de designar tantas lineas 
aéreas como desee pare operar los servicios en las rutas especificadas de 
conformidad con el presente Convenio y de revocar o sustituir tales designaciones. 
Dichas designaciones se transmitirán por via diplomática y especificarán el tipo ce 
transporte aéreo que la linea aérea está autorizada a efectuar de conformidad con el 
Articulo 11. 


2.- Las Autoridades Aeronáuticas se comunicarán lo más pronto 
posible la información relativa a las autorizaciones otorgadas a sus propias lineas 
aéreas para explotar en todo o parte los servicios convenidos. Dicha información 
consistirá, particularmente, en la copia de las autorizaciones acordadas y de sus 
modificaciones eventuales, así como cualquiera otra que pueda resultar de interés 
para las Partes Contratantes 
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3.- Al recibir la designación, la otra Pane Contratante deberá conceder 
alas lineas aéreas designadas, sin demora, las debidas autorizaciones para operar 
los servicios acordados en el presente Convenio, de conformidad con las 
disposiciones de los numerales 5 y 6 del presente Artículo. 


4.- La Autoridad Aeronáutica de una de las Partes Contratantes podrá 
requerir que la línea o líneas aéreas designadas por la otra Parte Contratante 
demuestren, de conformidad con las disposiciones del Convenio, que están 
calificadas para cumplir con las obligaciones prescritas en las leyes y reglamentos. 
aplicados por dicha Autoridad a la explotación de los servicios convenidos. 


5.- Cada Parte Contratante tendrá el derecho de negarse a aceptar la 
designación referida en el numeral 1 del presente Articulo, o de imponer a una linea 
aérea designada las condiciones que estime necesarias para el ejercicio de los 
derechos especificados en el Articulo || del presente Convenio, si la linea aérea nn 
está constituida o no tiene su oficina principal de negocios en el territorio de la Parte 
Contratante que la designa, o si no está sometida al control normativo efectivo de 


dicha Parte Contratante. 


5.- Cuando una linea o lineas aéreas hayan sido designadas o 
autorizadas, podrán iniciar en cualquier momento la explotación de los sermcios 
convenidos, dentro del plazo otorgado, siempre que en materia de tarifas hayan 
procedido de conformidad con las disposiciones del Anexo || del presente Convenio 


ARTÍCULO IV 
PRINCIPIOS QUE RIGEN LA OPERACIÓN DE LOS SERVICIOS 


1.- Habrá una oportunidad justa e igual para que las lineas aéreas 
designadas por cada Parte Contratante operen los servicios convenidos en las 
rutas especificadas en el Anexo | (Cuadro de Rutas) del presente Convenio 


2.- Al operar los servicios convenidos, las lineas aéreas designadas 
por cada Parte Contratante tomarán en cuenta los intereses de las lineas aéreas 
designadas por la otra Parte Contratante, de manera que no se afecten 
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indebidamente los servicios que esta última proporciona en la totalidad o en parte 
de las mismas rutas. 


3.- Los servicios convenidos que proporcionen las lineas aéreas 
designadas por cada una de las Partes Contratantes, guardarán una estrecha 
relación con las necesidades de transporte de pasajeros y carga, incluyendo 
correo, que provengan de o estén destinados al territorio de la Parte que haya 
designado a la línea o lineas aéreas. 


ARTÍCULO V 
REVOCACIÓN, SUSPENSIÓN Y LIMITACIÓN DE LOS DERECHOS 


1.- Cada una de las Partes Contratantes se reserva el derecho de 
revocar el permiso de explotación o de suspender el ejercicio de los derechos 
concedidos a la línea o líneas aéreas designadas por la otra Parte Contratante, de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 1! del presente Convenio, o de imponer 
las condiciones que estime necesarias para el ejercicio de dichos derechos en los 
siguientes casos: 


a) cuando la linea o lineas aéreas no cumplan con las leyes y 
reglamentos de la Parte Contratante que conceda los derechos; 


D) cuando la línea o lineas aéreas no estén constituidas o no tengan 
su oficina principal de negocios en el territorio de la otra Parte 
Contratante; 


c) cuando la línea o lineas aéreas no estén bajo el control normativo 
efectivo del Estado designante, y 


d) cuando la linea o líneas aéreas dejen de explotar los servicios 
convenidos con arreglo a las condiciones del presente Convenio, 


2.- A menos que la revocación o suspensión inmediatas sean 
esenciales para impedir nuevas infracciones de las leyes o reglamentos, tal derecho 
se ejercerá solamente después de la celebración de una Reunión de Consulta con 
arreglo al Artículo XVII! del presente Convenio. 
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ARTÍCULO VI 
USO DE INSTALACIONES Y SERVICIOS E IMPuoruiun ye 
DERECHOS AEROPORTUARIOS 


1.- Las líneas aéreas designadas por cada Parte Contratante tendrán 
derecho a utilizar las instalaciones y servicios de los aeropuertos civiles en el 
territorio de la otra Parte Contratante, sobre bases no discriminatorias. 


2.- Al utilizar dichas instalaciones y servicios prestados por una Parte 
Contratante, la linea o líneas aéreas designadas de la otra Parte Contratante no 
deberán pagar precios y derechos aeroportuarios más altos que los que pagan las 
demás lineas aéreas que operan en servicios internacionales regulares. 


ARTÍCULO Vil 
OPORTUNIDADES COMERCIALES 


1.- La línea o líneas aéreas designadas por cualquiera de las Partes 
Contratantes podrán establecer oficinas en el territorio de la otra Parte Contratante 
para la promoción y venta de transporte aéreo. 


2. La línea o líneas aéreas designadas por cualquiera de las Partes 
Contratantes, de conformidad con las leyes y reglamentos de la otra Parte 
Contratante relativos al ingreso, residencia y empleo, podrán enviar al territorio de 
la otra Parte Contratante y mantener en él, personal administrativo, técnico 
operacional, de ventas y otro personal especializado, para la prestación de 


servicios de transporte aéreo. 


3.- De conformidad con la legislación de cada Parte Contratante las 
lineas aéreas designadas podrán encargarse de sus propios servicios de apoyo en 
tierra en el territorio de la otra Parte Contratante (servicios autónomos) o, si lo 
prefieren, efectuar una selección entre agentes competidores para llevar a cabo 
estos servicios. Estos derechos estarán sujetos solamente a restricciones fisicas 
derivadas de considéraciónes relativas a la seguridad aeroportuaria. En los casos 
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en que tales consideraciones impidan los servicios autónomos, se ofrecerán 
servicios de apoyo en tierra a todas las líneas aéreas designadas sobre una base 
de igualdad; los cargos estarán basados en los costos de los servicios prestados y 
dichos servicios serán comparables en clase y calidad a los servicios autónomos, 
si la prestación de éstos fuere posible. 


4- Cada línea aérea designada por cualquiera de las Partes 
Contratantes podrán dedicarse a la venta de transporte aéreo en el territorio de la 
otra Parte Contratante directamente y, si lo desea, a través de sus agentes. Cada 
línea aérea designada podrá vender este transporte, y cualquier persona estará en 
libertad de adquirirlo, en la moneda de dicho territorio o en monedas de libre uso, 
de conformidad con las disposiciones cambiarias vigentes de cada Parte 


Contratante, 


5.- Sujeto a los requisitos de normatividad aplicados normalments 
por las Autoridades Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes, la línea o líneas 
aéreas designadas por cada Pare Contratante podrán celebrar acuerdos de 
cooperación comercial con el propósito, entre otros, de compartir códigos con la 
linea o lineas aéreas designadas de la misma Parte Contratante, de la otra Parte 
Contratante o con líneas aéreas de terceros países, con la condición de que lodas 
las líneas aéreas en tales acuerdos cuenten con los derechos de tráfico y de ruta 


correspondientes. 


ARTÍCULO VIII 
IMPUESTOS Y DERECHOS ADUANEROS 


1.- Cuando una aeronave que opera de conformidad con los servicios 
acordados por la linea o lineas aéreas designadas por una Parte Contratante, 
llegue al territorio de la otra Parte Contratante, la aeronave y el equipo con que 
cuente regularmente, piezas de repuesto (incluyendo motores), combustible, 
aceite (incluyendo fluidos hidráulicos, lubricantes) y provisiones (incluyendo 
alimentos, bebidas y tabaco) a bordo de tales aeronaves, no estarán sujetas, a 
condición de reciprocidad, al pago de derechos aduaneros, cuotas de inspección y 
otras cuotas O cargos similares, siempre que el equipo y los conceptos 
mencionados permanezcan a bordo de la aeronave hasta que retornen al 
extranjero. 
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No estarán sujetos igualmente, a condición de reciprocidad. al 


pago de derechos aduaneros, cuotas de inspección y otras cuotas o cargos 
similares, el equipo y conceptos siguientes: 


a) 


b) 


c) 


el equipo regular de la aeronave, piezas de repuesto (incluyendo 
motores), combustible, los aceites (incluyendo fluidos hidráulicos, 
lubricantes) y provisiones de la aeronave (inciuyendo alimentos, 
bebidas y tabaco) introducidos al territorio de la otra Parte 
Contratante con la intención de ser utilizados en la aeronave 
operada de conformidad con los servicios acordados por la linea 
aérea designada, aún cuando dicho equipo y conceplos sean 
utilizados en una pane del viaje realizado en el territorio de la 
otra Parte Contratante; 


las piezas de repuesto (incluyendo motores) introducidos al 
territorio de la otra Parte Contratante para el mantenimiento y 
reparación de la aeronave operada de conformidad con los 
servicios acordados por la linea aérea designada, y 


los documentos como boletos, reservas de boletos impresos y el 
material publicitario (limitado a catálogos, listas de precios y 
avisos comerciales), introducidos por la linea o lineas aéreas 
designadas por una Parte Contratante al territorio de la otra Parte 
Contratante. 


3.- El equipo y los conceptos a que se refieren los numerales 1 y 2 
del presente Artículo podrán ser descargados en el territorio de la otra Parte 
Contratante con la autorización de las autoridades aduaneras de dicha Parte 
Contratante. En tal 
Caso, estarán almacenados bajo la supervisión y control de las autoridades 
aduaneras de la otra Parte Contratante hasta que sean retornados al extranjero o 
sean destinados a un régimen aduanero, de conformidad con la legislación 
aduanera vigente en ese momento 
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4.- El equipaje, la carga y el correo en tránsito directo no estarán 
sujetos, a condición de reciprocidad, al pago de los derechos por servicios 
prestados. de todos los derechos aduaneros, cuotas de inspección y otras cuotas 
o cargos similares. 


5.- Por lo que respecta al impuesto sobre la renta, los ingresos, las 
utilidades o ganancias provenientes de la explotación del servicio aéreo 
internacional, obtenidas por una persona residente para los efectos fiscales de una 
de las Partes Contratantes estarán sujetas a impuestos solamente en la Parte 
Contratante de la cual dicha persona es residente, de conformidad con lo 
dispuesto por los numerales siguientes. 


6.- Los ingresos, las utilidades o ganancias provenientes del traspaso 
de dominio de aeronaves explotadas en tráfico internacional obtenidas por una 
persona residente en una de las Partes Contratantes estarán sujetas a impuestos 
solamente en la Parte Contratante de la cual dicha persona es residente y siempre 
que dichos ingresos, utilidades o ganancias sean accesorios a la activwdad 
principal de explotación del servicio aéreo internacional. 


7.- El capital o patrimonio constituido por las aeronaves :tblizadas en 
la explotación del servicio aéreo internacional por una persona residente de una 
de las Partes Contratantes y por bienes muebles afectos a dicha explotación, 
estarán sujetos a impuestos solamente en la Parte Contratante de la cual dicna 
persona sea residente. 


8.- Los ingresos, utildades o ganancias provenientes de la 
explotación del servicio aéreo internacional, derivadas de la participación en un 
fondo común, en un negocio conjunto o en una agencia de operaciones 
internacionales obtenidas por una persona residente para efectos fiscales de una 
le las Partes Contratantes estarán sujetas a impuestos solamente en la Parte 
Contratante de la cual dicha persona es residente. 


9.- Los ingresos, excedentes o ganancias, capital o patrimonio de las 

Sucursales, representaciones u oficinas, de las personas residentes de una de las 

artes Contratantes que operen en el territorio de la otra Parte Contratante en la 

axplotación del servicio aéreo internacional, estarán sujetos a impuestos 
solamente en la Parte Contratante de la cual dichas personas sean residentes. 
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10.- Lo dispuesto en los dos numerales anteriores también será 
aplicable cuando sociedades de distintos paises hayan acordado realizar 
actividades empresanales de transporte aéreo internacional, en una de las Partes 
Contratantes, de manera conjunta que se relacione con la participación detentada 
en dicho consorcio o empresa conjunta por uma persona residente de una Parte 


Contratante. 


11.- Los ingresos, utilidades o ganancias a que refieren los seis 
numerales anteriores, no incluyen los que se obtengan por la prestación de 
servicios de hospedaje o de una actividad de transporte distinta a la explotación de 
aeronaves en tráfico internacional. 


12.- Los impuestos actuales a los que se refieren los numerales 5 a 
13 del presente Articulo son: 


a) en los Estados Unidos Mexicanos: 


¡) el impuesto sobre la renta, y 
11) el impuesto empresarial a tasa única 


b) en la República Oriental del Uruguay: 


1) el Impuesto a las Rentas de las Actividades 


Económicas (IRAE) 
1) el Impuesto a las Rentas de los No Residentes (IRNR), 


iii) impuesto al Patrimonio (IP) 


13.- Lo dispuesto en los numerales relativos al impuesto sobre la 
renta de este Artículo también se aplicará a los impuestos de naturaleza idéntica o 
análoga a los previstos en el numeral anterior, que se establezcan con 
posterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente Convenio o aquellos que 
lo sustituyan. 


14.- Lo dispuesto en los numerales 5 a 13 del presente Articulo no 
será aplicable en el caso de que se encuentre en vigor un convenio para evitar la 
doble tributación que prevea una exención similar entre las Partes Contratantes. 
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ARTÍCULO IX 
TRANSFERENCIA DE EXCEDENTES 


Cada Parte Contratante se compromete a asegurar, sujeto a la 
observancia de la legislación aplicable en la materia, absoluta libenad de 
transferencia de los excedentes de los ingresos sobre gastos realizados en su 
territorio, que sean concernientes al transporte de pasajeros, correo y carga 
efectuado por la línea o líneas aéreas designadas por la otra Parte Contratante 
Las transferencias entre las Partes Contratantes, cuando se hallen reguladas por 
un convenio especial, se efectuarán de acuerdo con el mismo 


ARTÍCULO X : 
FACILIDADES A PASAJEROS, EQUIPAJE Y CARGA EN TRÁNSITO 


Los pasajeros, equipaje y carga en tránsito a través del territorio de 
una de las Partes Contratantes, que no dejen la zona del aeropuerto reservada a 
tal propósito, estarán sujetos a un control simplificado, sin perjuicio de las 
disposiciones legales aplicables en el territorio de cada Parte Contratante o a las 
medidas que puedan ser adoptadas para prevenir y combatir los delitos contra la 
seguridad de la aviación civil. 


ARTÍCULO XI 
RECONOCIMIENTO DE CERTIFICADOS, LICENCIAS Y HABILITACIONES 


Los certificados de aeronavegabilidad, los certificados o titulos de 
aptitud, y las licencias expedidas o convalidadas por una de las Partes 
Contratantes, que se encuentren vigentes, serán reconocidos como válidos por la 
Otra Parte Contratante, para los fines de la explotación de los servicios 
convenidos, siempre que los requisitos bajo los que tales certificados, títulos de 
aptitud o licencias fueran expedidos o convalidados, sean iguales o superiores, al 
minimo que pueda ser establecido en la Convención. 
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ARTÍCULO XII 
INVESTIGACIÓN DE ACCIDENTES 


1.- En caso de aterrizaje forzoso o de un accidente de una aeronave de 
una de las Partes Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratante, ésta 
realizará lo necesario para auxiliar inmediatamente a la aeronave, a los miembros de 
la tripulación y a los pasajeros, y adoptará las medidas para asegurar la integridad de 
la aeronave, del equipaje, de la carga y del correo que se encuentren en la misma. 


2.- La Parte Contratante en cuyo territorio haya ocurrido el accidente, 
comunicará inmediatamente el hecho a la otra Parte Contratante y tomará las 
medidas necesarias para la investigación de las circunstancias y causas del mismo 
y, a solicitud, autorizará a los representantes de esta otra Parte Contratante para que 
participen como observadores durante la investigación 


3.- La Parte Contratante que realice la investigación del accidente 
proporcionará a la otra Parte Contratante información sobre sus resultados y un 
in“arme iinal 


ARTÍCULO XII! 
APLICACIÓN DE LEYES Y REGLAMENTOS 


1 - Las leyes, reglamentos y demás disposiciones Je cada una de las 
Partes Contratantes relativas a la entrada, permanencia o salida de su territorio de 
las aerc::aves destinadas a la navegación aérea internacional, o a la operación y 
navegación de dichas aeronaves, mientras se encuentren en su territorio, se 
aplicarán a las aeronaves de la línea o lineas aéreas designadas por la otra Parte 
Contratante 


2.- Las leyes, reglamentos y demás disposiciones de cada una de las 
Panes Contratantes, referentes a la entrada, permanencia o salida de su territorio, 
de pasajeros, tripulación, equipaje, correo y carga, así como los concernientes a 
los trámites de migración, pasaportes, aduana, policía y sanidad, se aplicaran a 
los pasajeros, equipaje, tripulación, correo y carga transportados por las 
aeronaves de la linea o lineas aéreas designadas de la otra Parte Contratante. 


473-C.S. 


474-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de agosto de 2017 


3.- Ninguna de las Partes Contratantes deberá dar preferencia en la 
aplicación de leyes o reglamentos en materia de derechos aduaneros, migración y 
similares, a su propia línea o líneas aéreas, a cualquier otra o a una linea aérea 
designada por la otra Parte Contratante que preste servicios aéreos 
internacionales similares. 


ARTÍCULO XIV 
ZONAS PROHIBIDAS 


1.- Cada Parte Contratante podrá, por razones militares o de 
seguridad pública, restringir o prohibir uniformemente los vuelos de las aeronaves 
de la línea o lineas aéreas designadas de la otra Parte Contratante sobre ciertas 
zonas de su territorio, siempre que dichas restricciones o prohibiciones sean 
aplicadas igualmente a las aeronaves de la línea o lineas aéreas designadas de la 
primera Parte Contratante o las líneas aéreas de los terceros Estados que 
exploten servicios aéreos similares. 


2.- Dichas zonas prohibidas deberán ser de extensión y ubicación 
razonables, a fin de no obstaculizar innecesariamente a la navegación aérea. La 
descripción de tales zonas prohibidas situadas en el territorio de una Parte 
Contratante y todas las modificaciones ulteriores deberán comunicarse lo antes 
posible a la otra Parte Contratante. 


ARTÍCULO XV 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN 


1.- Las Autoridades Aeronáuticas de las Partes Contratantes harán 
un intercambio regular de información con la intención de colaborar estrechamente 
y Ce asegurar la aplicación satisfactoria de las disposiciones del presente 
Convenio. 


j 2.- La Autoridad Aeronáutica de la Parte Contratante en cuya 
Jurisdicción la linea o lineas aéreas designadas de la otra Parte Contratante o su 
Personal hayan cometido una infracción contra los reglamentos de navegación 
atrea, lo notificará a la Autoridad Aeronáutica de la otra Parte Contratante. 


3.- Las Autoridades Aeronáuticas de cada una de las Partes 
Contratantes deberán suministrar a las Autoridades Aeronáuticas de la otra Parte 
Contratante, si les fueren solicitados, los informes estadísticos que 
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razonablemente puedan considerarse necesarios y de que disponga. Tales 
informes podrán incluir todos los datos necesarios para determinar la cantidad de 
tráfico transportado por las líneas aéreas designadas en los servicios convenidos, 
el origen y destino de tal tráfico. 


ARTÍCULO XVI 
SEGURIDAD DE LA AVIACIÓN 


1.- De conformidad con los derechos y obligaciones que les impone 
el derecho internacional, las Partes Contratantes ratifican que su obligación mutua 
de proteger la seguridad de la aviación civil contra actos de interferencia ilicila, 
constituye parte integrante del presente Convenio. Sin limitar la validez general de 
sus derechos y obligaciones en virtud del derecho internacional, las Panes 
Contratantes actuarán, en particular, de conformidad con las disposiciones del 
Convenio sobre las Infracciones y Ciertos otros Actos cometidos a bordo de las 
Aeronaves, firmado en Tokio el 14 de septiembre de 1963; el Convenio para la 
Represión del Apoderamiento llícito de Aeronaves, firmado en La Haya el 16 de 
diciembre de 1970; el Convenio para la Represión de Actos llicitos contra la 
Seguridad de la Aviación Civil firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971 y 
el Protocolo para la Represión de Actos !licitos de Violencia en los Aeropuertos 
que presten servicio a la Aviación Civil Internacional, complementario del 
Convenio para la Represión de Actos llicitos contra la Seguridad de la Aviación 
Civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 1971, firmado en Montreal el 24 
de febrero de 1988, o de cualquiera otra convención multilateral o modificación de 
las actuales, cuando sean ratificadas por ambas Partes Contratantes. 


2.- Las Partes Contratantes se prestarán toda la ayuda necesaria que 
soliciten para impedir actos de apoderamiento ¡lícito de aeronaves civiles y otros 
actos ilícitos contra la seguridad de dichas aeronaves, sus pasajeros y tripulación, 
aeropuertos e instalaciones de navegación aérea y toda otra amenaza contra la 
seguridad de la aviación civil. 


2.- Las Partes Contratantes actuarán en sus relaciones mutuas de 
conformidad con las disposiciones sobre la seguridad de la aviación establecidas 
por la Organización de Aviación Civil Internacional y que se denominan Anexos 
al Convenio . 


475-C.S. 


476-C.S. CÁMARA DE SENADORES 8 de agosto de 2017 


sobre Aviación Civil Internacional. En la medida en que esas disposiciones sobre 
seguridad sean aplicables a las Partes Contratantes, exigirán que los explotadores 
de aeronave de su matricula, o los explotadores que tengan la oficina principal o 
residencia permanente en su territorio, y los explotadores de aeropuertos situados 
en su territorio, actúen de conformidad con dichas disposiciones sobre seguridad 
de la aviación. 


4.- Cada Parte Contratante conviene en que puede exigirse a dichos 
explotadores de aeronaves que observen las disposiciones sobre seguridad de la 
aviación que se mencionan en el numeral anterior, exigidas por la otra Parte 
Contratante para la entrada, salida o permanencia en el territorio de esa Parte 
Contratante. Cada Parte Contratante se asegurará de que en su territoriv se 
aplican efectivamente las medidas adecuadas para proteger a ¡[a aeronave e 
inspeccionar a los pasajeros, la tripulación, los efectos personales, el equipaje, la 
carga y suministro de la aeronave antes y durante el embarque o la estiba. Cada 
una de las Partes Contratantes estará también favorablemente dispuesta a 
atender toda solicitud de la otra Parte Contratante para que adopte medidas 
especiales razonables de seguridad con el fin de afrontar una amenaza 


determinada. 


5.- Cuando se produzca un incidente o amenaza de incidente de 
apoderamiento ilícito de aeronaves civiles u otros actos ilícitos contra la seguridad 
de tales aeronaves, sus pasajeros y tripulación, aeropuertos o instalaciones de 
navegación aérea, las Partes Contratantes se asistirán facilitando ias 
comunicaciones y otras medidas apropiadas destinadas a poner término, en forma 
rápida y segura, a dicho incidente o amenaza. 


ARTÍCULO XVII 
SEGURIDAD OPERACIONAL 


1- Cada Parte Contratante podrá en todo momento solicitar la 
celebración de consultas sobre las normas de seguridad adoptadas por la otra 
Parte Contratante en aspectos relacionados con las instalaciones y servicios 
aeronáuticos, las tripulaciones de vuelo, las aeronaves y su explotación. Dichas 
consultas tendrán lugar durante los treinta (30) dias siguientes contados a partir de 
la fecha de la solicitud respectiva. 
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2.- Si después de realizadas tales consultas una de las Partes 
Contratantes considera que la otra Parte Contratante no realiza eficazmente ni 
aplica en alguna de dichas materias normas de seguridad que, cuando menos, 
sean iguales que las normas mínimas establecidas en la Convención, notificará a 
la otra Parte Contratante sus conclusiones y las medidas que considere 
necesarias para ajustarse a las citadas normas minimas. La otra Parte 
Contratante deberá tomar medidas correctivas adecuadas y, de no hacerlo dentro 
de un plazo de quince (15) días a partir de la notificación, o en cualquier otro plazo 
mayor convenido, quedará justificada la aplicación cel Artículo Y del presente 
Sonvenio. La Parte afectada podrá tomar acciones temporales de manera previa a 
la expiración de los quince (15) días cuando se requiera por una emergencia. 


3.- De conformidad con el Antíiculo 16 de la Convención, toda 
aeronave explotada por o en nombre de las lineas aéreas designadas por una 
Parte Contratante, que preste servicios hacia o desde el territorio de la otra Parte 
Contratante, podrá, cuando se encuentre en el territorio de la otra Parte 
Contratante, ser objeto de inspección por los representantes autorizados de esa 
otra Parte Contratante, siempre que ello no cause demoras innecesarias a las 
operaciones de la aeronave. No obstante las obligaciones mencionadas en el 
Artículo 33 de la Convención, el propósito de esta inspección será verificar la 
validez de la documentación de la seronave, las licencias de su tripulación, equipo 
de la aeronave, y que la condición de la misma esté de conformidad con las 
normas establecidas en la Convención. 


4.- Cuando se considere necesario adoptar medidas urgentes para 
narantizar la seguridad de las operaciones de una linea aérea designada, cada 
Pane Contratante se reserva el derecho de suspender o modificar inmediatamente 
la autorización de explotación otorgada a una linea o lineas aéreas de la otra 
Parte Contratante. 


5.- Toda medida tomada por una Parte Contratante de conformidad 
con el numeral 4 que precede, se suspenderá una vez que dejen de existir los 
motivos que dieron lugar a la adopción de tal medida. 
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ARTÍCULO XVIII 
CONSULTAS Y MODIFICACIONES AL CONVENIO Y SUS ANEXOS 


1. En un espiritu de estrecha cooperación, las Autoridades 
Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes se consultarán con vistas a asegurar 
la aplicación y el cumplimiento de las disposiciones del presente Convenio. 


2. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá, en cualquier 
momento, solicitar consultas en relación con la puesta en práctica, interpretación 
o modificación de este Convenio o su correcto cumplimiento. Tales consultas, que 
podrán efectuarse entre las Autoridades Aeronáuticas de las Partes Contratantes, 
se realizarán dentro de un periodo de sesenta (60) dias a partir de la fecha en la 
que la otra Parte Contratante reciba la solicitud por escrito, a menos de que se 
convenga de otra manera entre las Partes Contratantes. 


3.- Si las Partes Contratantes acordaran modificar el presente 
Convenio, las modificaciones se deberán formalizar a través de un canje de Notas 
diplomáticas y entrarán en vigor treinta (30) días después de la fecha de recepción 
ce la última de las Notas por las que ambas Partes Contratantes se comuniquen 
haber cumplido con los requisitos exigidos por su legislación nacional. 


4.- Si cualquiera de las Partes Contratantes considera deseable 
modificar el presente Convenio, podrá solicitar consultas entre las Autoridades 
Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes, en relación con las modificaciones 


propuestas 


5.- Si las modificaciones se relacionan únicamente con el Anexo | 
(Cuadro de Rutas), las consultas se llevarán a cabo entre las Autoridades 
Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes. Cuando estas Autoridades acuerden 
un nuevo Cuadro de Rutas, las modificaciones convenidas entrarán en vigor 
después de que sean confirmadas mediante un intercambio de comunicaciones 


ARTÍCULO XIX 
MODIFICACIONES POR CONVENIO MULTILATERAL 


Si un convenio multilateral sobre transporte aéreo internacional, 
ratificado por ambas Partes Contratantes entrara en vigor, el presente Convenio 
será modificado de conformidad con las disposiciones de dicho Convenio, 
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ARTÍCULO XX 
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 


En caso de surgir alguna controversia respecto de la 


interpretación oO aplicación del presente Convenio, las Partes Contratantes 
deberán en principio intentar solucionarila mediante negociaciones directas 
conforme al régimen de Consultas previsto en el numeral 2 del Artículo XVII! 


2.- Si las Partes Contratantes no llegaran a una solución mediante 
dichas negociaciones, la controversia podrá ser sometida a la decisión de un 
Tribunal de Arbitraje cuya constitución y funcionamiento se sujetarán a los 
siguientes lineamientos: 


a) 


b) 


c) 


el Tribunal estará integrado por tres árbitros, cada Pane 
Contratante nombrará un árbitro y el tercero será designado 
por acuerdo de los dos anteriores y no podrá ser nacional Je 
ninguna de las Partes Contratantes; 


el nombramiento de los dos primeros árbitros se efectuará 
dentro del término de sesenta (60) días, a partir de la fecha en 
que una de las Partes Contratantes reciba la Nota diplomática 
de la otra Parte Contratante solicitando el arbitraje. El tercer 
árbitro será nombrado dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la designación de los dos primeros y actuará 
como Presidente del Tribunal; 


si no se observasen los plazos del inciso b) cualquiera de las 
Partes Contratantes, a falta de otro acuerdo, podrá solicitar al 
Presidente del Consejo de la Organización de Aviación Civil 
Internacional que efectúe los nombramientos pertinentes. En 
caso de que el Presidente del Consejo tenga la nacionalidad 
de una de las Partes Contratantes o esté impedido de otra 
manera, será sustituido por el Vice-Presidente que no tuviere 
tal impedimento, quien efectuará los nombramientos; 
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a) el Tribunal de Arbitraje adoptará su propio reglamento y 
emitirá su fallo por mayoria de votos, dentro del plazo de 
sesenta (60) dias a partir de la fecha de su constitución. Este 
plazo podrá ser prorrogado por acuerdo de ambas Panes 
Contratantes; 


e) las decisiones del Tribunal de Arbitraje será: obligatorias para 
ambas Partes Contratantes. Cada Parte Contratante sufragará 
los honorarios y gastos de su árbitro. Los honorarios y gastos 
del tercer árbitro y los gastos de proceso serán cubiertos en 
proporciones iguales por ambas Panes Contratantes, 
incluyendo cualquier gasto en qué hubiese incurrido el 
Presidente del Consejo de la Organización de Aviación Civil 
Internacional para llevar a la práctica los procedimientos 
establecidos en el numeral 2 inciso c) del presente Articulo; 


f) en todos los casos en que una Parte Contratante no acate la 
decisión del Tribunal y mientras subsista esa actitud, la otra 
Parte Contratante podrá limitar o revocar el ejercicio de los 
derechos otorgados en virtud del presente Convenio, a la 
Pane Contratante en falta. 


3.- Las Panes Contratantes podrán acordar otros mecanismos de 
solución de controversias. 


ARTÍCULO XXI 
DISPOSICIONES FINALES 


1.- El presente Convenio entrará en vigor treinta (30) días después 
le la fecha de recepción de la última Nota diplomática a través de la cual ambas 
Martes Contratantes se hayan notificado el cumplimiento de los requisitos exigidos 


or su legislación nacional para tal efecto. 


2.- El presente Convenio y toda modificación al mismo, se registrarán 
inte la Organización de Aviación Civil Internacional 
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3.- El presente Convenio sustituye a todos los actos, permisos, 
derechos, privilegios y concesiones existentes a la fecha de su firma, otorgados por 
cualquiera de las Partes Contratantes en favor de la Otra, con relación a los servicios 
convenidos. 


4.- El presente Convenio tendrá vigencia indefinida, a menos que 
cualquiera de las Partes Contratantes manifieste su decisión de denunciarlo, 
mediante el procedimiento establecido en el Articulo XXI! del presente Convenio. 


ARTÍCULO XXI 
DENUNCIA DEL CONVENIO 


1.- Cualquiera de las Partes Contratantes podrá, en cualquier 
momento, denunciar el presente Convenio, mediante notificación por escrito 
dirigida simultáneamente a la otra Parte Contratante y a la Organización de 
Aviación Civil Internacional, a través de la vía diplomática, con doce (12) meses 


de antelación. 


2.- El presente Convenio dejará de estar en vigencia doce (12) 
meses después de recibida la notificación por la otra Parte Contratante, a no ser 
que dicha notificación sea retirada de común acuerdo, antes de la fecha de 
expiración de este periodo. Si la Parte Contratante a la cual fue dirigida la 
notificación no acusa recibo, se considerará recibida catorce (14) dias después de 
haber llegado la notificación a la Organización de Aviación Civil Internacional. 
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ANEXO | 
CUADRO DE RUTAS 


SECCION |, 


La línea o lineas aéreas designadas por el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos, tendrán el derecho de operar servicios aéreos regulares en la 
siguiente ruta: 


=. 


[Puntos en el territorio | | Puntos en el territorio Puntos más allá — 
de los Estados ¡Puntos intermedios de la República ' 
Unidos Mexicanos Oriental cel Uruguay | 

| 

| 


1.- La línea o lineas aéreas designadas podrán efectuar vuelos en 
cualquier dirección o en ambas. 


2.- La línea o lineas aéreas designadas podrán omitir en cualquiera o 
en todos sus vuelos cualquier punto o puntos, siempre que el vuelo se inicie o 
termine en territorio de los Estados Unidos Mexicanos. 
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3.- La línea o líneas aéreas designadas podrán combinar diferentes 
números de vuelo en la operación de una sola aeronave. 


4.- La linea o lineas aéreas designadas están autorizadas a ejercer 
derechos de tráfico de 3a. y 4a. libertades. 


5.- La línea o líneas séreas designadas podrán operar cualquier 
número de frecuencias, con cualquier equipo. 


6.- No obstante lo establecido en el Artículo !ll cada Pane 
Contratante podrá designar hasta dos lineas aéreas por cada par de ciudades 
para operar los servicios convenidos. 


7.- La linea o lineas aéreas designadas podrán ejercer derechos de 
tráfico de 5* libertad en los siguientes puntos: Santa Cruz de la Sierra, 
Cochabamba y La Paz, Bolivia; Río de Janeiro, Brasil; Medellin, Colombia: Quito y 
Guayaquil, Ecuador; Asunción, Paraguay. 


La operación de derechos de tráfico de quinta libertad en puntos 
distintos a los señalados en este numeral, estará sujeta al acuerdo y a la previa 
autorización de las Autoridades Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes. 


8.- Los horarios, itinerarios y frecuencias de vuelo para los servicios 
convenidos, serán presentados para su aprobación y registro ante las Autoridades 
Aeronáuticas, por lo menos con veinte (20) dias de anticipación a la fecha prevista 
para el inicio de las operaciones, salvo cambios menores de carácter temporal que 
podrán solicitarse con cuarenta y ocho (48) horas de anticipación. Asimismo, 
deberán notificarse en el mismo plazo, los requisitos de seguridad operacional y 
las modificaciones eventuales a todos ellos. 


SECCION li 


La linea o lineas aéreas designadas por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay, tendrán el derecho de operar servicios aéreos regulares en 
la siguiente ruta: 
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| Puntos en el territorio | Puntos intermedios | Puntos en el territorio ; 
de la República de los Estados Unidos; Puntos más allá 
C:iental del Uruguay | Mexicanos | 


e A II AMA 


1.- La línea o líneas aéreas designadas podrán efectuar vuelos en 
cualquier dirección o en ambas. 


2.- La linea o lineas aéreas designadas podrán omitir en cualquiera o 
en todos sus vuelos cualquier punto o puntos, siempre que el vuelo se inicie o 
termine en territorio de la República Oriental del Uruguay. 


3.- La línea o líneas aéreas designadas podrán combinar diferentes 
números de vuelo en la operación de una sola aeronave. 


4.- La linea o lineas aéreas designadas están autorizadas a ejercer 
Gurechos de tráfico de 3a. y 4a. libenades. 


S.- La linea o lineas aéreas designadas podrán operar cualquier 
número de frecuencias, con cualquier equipo 


6.- No obstante lo establecida en el Artículo lll, cada Parte 
Contratante podrá designar hasta dos lineas aéreas por cada par de ciudades 
para operar los servicios convenidos. 


7. - La linea o líneas aéreas designadas podrán ejercer derechos de 
tráfico de 5* libertad en los siguientes puntos: Santa Cruz de la Sierra, 
Cochabamba y La Paz, Bolivia; Río de Janeiro, Brasil, Medellin, Colombia; Quito y 
Guayaquil, Ecuador; Asunción, Paraguay. 


La operación de derechos de tráfico de quinta libertad en puntos 
distintos a los señalados en este numeral, estará sujeta al acuerdo y a la previa 
autorización de las Autoridades Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes 
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8.- Los horarios, itineranos y frecuencias de vuelo para los servicios 
convenidos, serán presentados para su aprobación y registro ante las Autoridades 
Aeronáuticas, por lo menos con veinte (20) días de anticipación a la fecha prevista 
para el inicio de las operaciones, salvo cambios menores de carácter temporal que 
podrán solicitarse con cuarenta y ocho (48) horas de anticipación, Asimismo, 
deberán notificarse en el mismo plazo, los requisitos de seguridad operacional y 
las modificaciones eventuales a todos ellos. 
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ANEXO !l 
TARIFAS 


1.- Las tarifas aplicables por la linea o lineas aéreas designadas por 
cada una de las Partes Contratantes para el transporte con destino al territorio de 
la otra Parte Contratante o proveniente de él, se establecerán por las mismas a 
niveles razonables, tomando en cuenta todos los elementos de valoración 
relevantes, tales como costo de explotación, las características del servicio, 
excedentes razonables, tarifas aplicadas en condiciones similares por otras lineas 
aéreas, los intereses de los usuarios y consideraciones de mercado, entre otros. 


2.- Las tarifas se someterán a la aprobación de las Autoridaces 
Aeronáuticas de ambas Partes Contratantes, al menos con quince (15) dias 
hábiles de antelación a la fecha propuesta para su entrada en vigor, a menos que 
la Parte Contratante a la que se le someta, permita presentarla en un plazo menor. 
Para la entrada en vigor de cualquier tarifa y comercialización de la misma, será 
necesaria la aprobación previa de las Autoridades Aeronáuticas de ambas Partes 
Contratantes, sin que para ello se requiera que las líneas aéreas designadas por 
cada una de las Partes Contratantes acuerden entre si las tarifas a aplicarse. 


3.- Sin perjuicio de la aplicación de las normas en materia de 
competencia y protección a los usuarios, vigentes en el territorio de cada Parte 
Contratante, la Autoridad Aeronáutica de cada Parte Contratante podrá rechazar 
dentro de un plazo no mayor de diez (10) días hábiles, a partir de la fecha de la 
presentación de una tarifa para su aprobación por cualquier línea aérea designada 
por cualquiera de las Partes Contratantes, si se considera que dicha tarifa: 


a) es excesivamente alta o sumamente restrictiva en perjuicio de 
los consumidores; o 
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D) su aplicación podría constituir un comportamiento 
anticompetitivo de tal manera que cause daños serios a otra 
linea aérea designada, o 


c) es artificialmente baja en beneficio de una linea aérea 
designada y en perjuicio de otras. 


4.- En cualquiera de los casos anteriores, si la linea aérea designada 
a la que se rechazó la tarifa, presenta su inconformidad por tal acto, las 
Autoridades Aeronáuticas podrán establecer, a fin de llegar aun acuerdo 
respecto de la tarifa 
apropiada; mientras tanto, no podrá comercializarse ni aplicarse dicha tarifa. En 
caso de que no se llegue a ningún acuerdo sobre la tarifa apropiada. la 
controversia se resolverá con arreglo a las disposiciones previstas en el Articulo 
XX del presente Convenio, 


5.- Si la Autoridad Aeronáutica de una Parte Contratante considera 
que una tarifa vigente aplicada por la linea o lineas aéreas designadas de la otra 
Parte Contratante, tiende a presentar efectos anticompetitivos y causa daños 
serios a otras líneas aéreas designadas por las Partes Contratantes, o su 
aplicación tiende a perjudicar a los consumidores, podrá solicitar a dicha linea o 
lineas aéreas que retiren del mercado la tarifa en cuestión; en caso de negativa, 
podrá solicitar consultas con la Autoridad Aeronáutica de la otra Parte Contratante 
para tratar de llegar a un acuerdo respecto a la tarifa apropiada. De no llegarse a 
ningún acuerdo, la controversia se resolverá con arreglo a las disposiciones 
previstas en el Artículo XX del presente Convenio. 


6.- Sin perjuicio de lo señalado en los numerales anteriores, cada 
Parte Contratante permitirá a cualquier línea aérea cesignada por cualquiera de 
las Partes Contratantes equiparar una tarifa más baja o más competitiva propuesta 
o aprobada por cualquier otra linea aérea designada entre los territorios de las 
Partes Contratantes, previa aprobación de ambas Autoridades Aeronáuticas 


7.- Una tarifa aprobada conforme a las disposiciones del presente 
Artículo permanecerá vigente hasta la cancelación de la misma o el 
establecimiento de una nueva tarifa que la reemplace. con excepción de lo 
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señalado en el numeral 5 anterior. Las Autoridades Aeronáuticas de cada Parte 
Contratante harán todo lo posible para asegurar que las lineas aéroas designadas 
por cada Parte Contratante apliquen únicamente las tarifas aprobadas por ambas 
Partes Contratantes. 
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ANEXO lll 
VUELOS NO REGULARES DE PASAJEROS Y CARGA 


Ambas Partes Contratantes se otorgarán todas las facilidades para 
operar vuelos no regulares de pasajeros y carga, hacia cualquier destino de la otra 
Parte Contratante, siempre y cuando sean complementarios de los servicios 
regulares, y en ningún caso se traduzcan o sean equivalentes a los servicios 


regulares. 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: acá hacemos 
un alto en la consideración de los acuerdos de cooperación 
aduanera, aunque no deja de ser muy importante. 


Se trata de un acuerdo que va en la línea de los realiza- 
dos en los últimos tiempos en materia de transporte aéreo, 
que responde a un proceso de liberalización del transporte 
aéreo a nivel internacional. Esto se enmarca dentro de una 
tendencia muy clara —que se da desde hace muchos años— 
y de un modelo que se implanta generalizadamente a la 
hora de gestionar los derechos de tráfico y de los espacios 
aéreos, tanto en las negociaciones bilaterales como multi- 
laterales. Allí se observa una creciente vocación de nego- 
ciar sobre acuerdos llamados de «cielos abiertos». 


Quiero agregar que este acuerdo particular se circuns- 
cribe en un acuerdo multilateral firmado por la organiza- 
ción de autoridades aeronáuticas de América Latina en 
Punta Cana, República Dominicana, donde todos acorda- 
ron los cielos abiertos entre los países de la región. 


Este acuerdo que está aterrizando posibilita la opera- 
ción entre los dos Estados, y trae como consecuencia que 
se pueda autorizar —no necesariamente debe ser así— que 
las aerolíneas de bandera o las que operen en los territo- 
rios que firman el acuerdo, puedan concurrir, en los gra- 
dos de libertad que aquí se establecen, uniendo diferentes 
puntos de ambos Estados, en este caso, los Estados Unidos 
Mexicanos y la República Oriental del Uruguay. 


Este acuerdo consta de un preámbulo, veintidós artículos 
y tres anexos. Dentro del articulado encontramos: definicio- 
nes; otorgamiento de derechos —relativos a prestar servicios 
o a sobrevolar el territorio, que es lo que comúnmente se de- 
nomina «las distintas libertades»; designación y autoriza- 
ción —donde se establece que cada parte designará las líneas 
aéreas para operar los servicios en las rutas especificadas, 
que se acuerden de conformidad-; principios que rigen la 
operación de servicios —establecidos internacionalmen- 
te—; revocación, suspensión y limitación de los derechos 
—en qué caso ocurre—; uso de las instalaciones y servicios 
e imposición de derechos aeroportuarios; oportunidades 
comerciales; impuestos y derechos aduaneros; transferen- 
cia de excedentes; facilidades a pasajeros, equipaje y car- 
ga en tránsito; reconocimiento de certificados, licencias y 
habilitaciones; investigación de accidentes; aplicación de 
leyes y reglamentos; zonas prohibidas; intercambio de in- 
formación; seguridad de la aviación; seguridad operacio- 
nal; consultas y modificaciones al convenio y sus anexos; 
modificaciones por convenio multilateral; solución de con- 
troversias; disposiciones finales, y denuncias del convenio. 


En el anexo figura el cuadro de rutas, donde aparecen 
una cantidad de cuadros de rutas con los puntos que se po- 
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drían unir, más allá de la República Oriental del Uruguay 
y de los Estados Unidos Mexicanos. 


En la sección II se habla de las líneas aéreas designa- 
das por el Gobierno del Uruguay, que tienen derecho a 
operar servicios regulares en los puntos intermedios del 
territorio de la República Oriental del Uruguay y de Méxi- 
co, y más allá, así como otras definiciones. 


Luego figuran las tarifas aplicables —en el anexo de las 
tarifas— y los vuelos no regulares de pasajeros y carga. 


El informe está escrito y contó con el apoyo unánime 
de la Comisión de Asuntos Internacionales, por cuanto 
proponemos su aprobación. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: quiero acla- 
rar que falta una frase en el numeral cuatro del anexo Il, «Ta- 
rifas», por cuanto solicitamos que se corrija por secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley con la 
corrección propuesta por el señor senador Bordaberry. 

(Se vota). 

—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Convenio sobre Transpor- 
te Aéreo, entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, República Oriental 
del Uruguay, el día 14 de agosto de 2009». 

SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 
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18) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA 
POPULAR CHINA SOBRE COOPERACIÓN Y 
ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN 
MATERIA ADUANERA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en noveno término del orden del día: 


«Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República Popular China sobre coo- 
peración y asistencia administrativa mutua en materia 
aduanera, suscrito en Beijing, República Popular Chi- 
na, el 18 de octubre de 2016. (Carp. n.* 860/2017 - rep. 
n.* 485/17)». 
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(Antecedentes). 
Carp. n.*” 860/2017 - rep. n.* 485/17 
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Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Popular China sobre Cooperación y Asistencia 
Administrativa Mutua en Materia Aduanera, suscrito en Beijing, República Popular China, 


el 18 de octubre de 2016. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 4 de julio de 
2017. 


¡We 


VIRGINIA ORTIZ 
Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 30 DIC 2016 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Artículos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Popular China sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua en Materia 
Aduanera, suscrito en Beijing el 18 de octubre de 2016. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Las Aduanas cumplen un rol fundamental en el comercio internacional. 
La cooperación entre Autoridades Aduaneras contribuyen a alcanzar objetivos 
a favor del crecimiento, enfrentando nuevos desafios relacionados con la 
facilitación del comercio y su debido equilibrio con el mantenimiento de la 
seguridad y la correcta percepción de los tributos aduaneros. 


En este sentido, es de suma importancia para las Aduanas disponer de 
información exacta y oportuna sobre las operaciones comerciales a los efectos 
de disponer las medidas de control más adecuadas y prevenir los ilícitos 
aduaneros. 


Este Acuerdo se encuentra alineado con las recomendaciones e 
instrumentos de la OMA (Organización Mundial de Aduanas) y contiene 
disposiciones que contemplan el intercambio de información previa solicitud y 
la asistencia espontánea, a través de puntos de contacto, garantizando la 
protección y confidencialidad de la información. 
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Asimismo, se busca promover la cooperación entre Administraciones 
Aduaneras, para contribuir a la modernización de sus estructuras, organización 
y métodos de trabajo, así como, brindarse asistencia técnica recíproca. 


TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 19 artículos: 


El artículo 1 refiere a las definiciones de términos empleados en el 
Acuerdo, lo que resulta relevante para saber el alcance que estos puedan 
tener. 


El artículo 2 menciona el alcance de la asistencia administrativa mutua 
y cooperación, la que se realizará de conformidad con las disposiciones legales 
y administrativas dentro de los límites de la competencia de las Autoridades 
Aduaneras. 


El artículo 3 menciona las solicitudes de asistencia mutua. Para ello se 
designarán puntos de contacto que procesarán las solicitudes de información. 
Asimismo, se plantea la forma en la que las solicitudes se realizarán. 


El artículo 4 refiere a los detalles que deberán incluir las solicitudes. 


El artículo 5 hace referencia a la ejecución de las solicitudes, las que 
para ejecutarse deberán cumplir con los requisitos pertinentes de la Autoridad 
Aduanera requirente. 


El artículo 6 establece que en ningún caso se proporcionarán datos de 
carácter personal relativos al origen racial, opiniones políticas, convicciones 
religiosas, salud u orientación sexual. 


El artículo 7 estipula la asistencia mutua espontánea cuando se 
constituyan de ilícitos aduaneros. Asimismo, cuando esto pueda implicar daños 
a intereses esenciales de cualquiera de las Partes, la otra Autoridad Aduanera 
brindará la información, siempre que sea posible, por iniciativa propia y sin 
demora. 
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El artículo 8 menciona la cooperación a fin de contribuir a la 
modernización de las estructuras Aduaneras, organización y metodología de 
trabajo. 


El artículo 9 refiere a la asistencia de ambas Partes en el desarrollo, la 
implementación y mejora de sus programas de Operador Económico 
Autorizado a fin de que tengan un nivel óptimo de compatibilidad entre sí con el 
objetivo de facilitar arreglos de reconocimiento mutuo. 


El artículo 10 menciona la asistencia técnica en asuntos aduaneros que 
podrán brindarse por mutuo acuerdo ambas Partes. En el mencionado artículo 
se enumera de la letra A a la D, de forma no taxativa, las áreas en las cuales 
se podrán asistir. 


El artículo 11 refiere a casos especiales de asistencia. 


El artículo 12 refiere a las investigaciones relativas a operaciones que 
constituyan o parezcan constituir un ilícito aduanero en el territorio aduanero de 
la Parte requirente. 


El artículo 13 estipula disposiciones para los funcionarios visitantes 
cuando estos estén presentes en el territorio aduanero de la otra Parte. 


El artículo 14 hace referencia al uso de la información y 
confidencialidad. La que deberá ser utilizada para los fines especificados en el 
presente Acuerdo y sujeto a las restricciones que haya fijado la Autoridad 
Aduanera que suministre la información. 


El artículo 15 establece excepciones a la obligación de prestar 
asistencia, si esta podría resultar perjudicial para los intereses esenciales del 
Estado, 

Por otro lado, se establece que esta negativa deberá ser notificada por 
escrito a la Autoridad Aduanera requirente. 

Asimismo, el artículo prevé en los incisos 3, 4 y 5 otros casos en los que 
se puede hacer lugar a esta excepción a la obligación de prestar asistencia. 
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El artículo 16 refiere a los costos de las solicitudes conforme al presente 
Acuerdo. 


El artículo 17 hace referencia a la implementación del Acuerdo, en el 
cual la asistencia será brindada directamente por las Autoridades Aduaneras. 


El artículo 18 refiere al ámbito territorial de aplicación, el cual será 
aplicable en el territorio aduanero de la República Popular China y el territorio 
aduanero de la República Oriental del Uruguay. 


El artículo 19 y último establece la entrada en vigor, la enmienda, 
duración, denuncia y solución de controversias del Acuerdo. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, 30 DIC 2016 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Popular China 
sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua en Materia Aduanera, 
suscrito en Beijing el 18 de octubre de 2016. 


Emb. Cancela 
o cba Exteriores 


8 de agosto de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA POPULAR CHINA SOBRE 
COOPERACIÓN Y ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA 


ADUANERA 
Aprobación 
Informe 
Al Senado: 
ANTECEDENTES. 


El Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República Popular China, tiene como finalidad promover la 
cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera, 
contribuyendo a alcanzar objetivos a favor del crecimiento, enfrentando nuevos 
desafíos relacionados con la facilitación del comercio y su debido equilibrio con 
el mantenimiento de la seguridad y la correcta percepción de los tributos 
aduaneros. En este sentido, es de suma importancia para las Aduanas 
disponer de información exacta y oportuna sobre las operaciones comerciales a 
los efectos de disponer las medidas de control más adecuadas y prevenir los 
ilícitos aduaneros. Este Acuerdo se encuentra alineado con las 
recomendaciones e instrumentos de la OMA (Organización Mundial de 
Aduanas) y contiene disposiciones que contemplan el intercambio de 
información previa solicitud y la asistencia espontánea, a través de puntos de 
contacto, garantizando la protección y confidencialidad de la información. 
Asimismo, se busca promover la cooperación entre Administraciones 
Aduaneras, para contribuir a la modernización de sus estructuras, organización 
y métodos de trabajo, así como, brindarse asistencia técnica recíproca. 


TEXTO. 

El Acuerdo consta de un Preámbulo y 19 artículos: 

Artículo 1 Definiciones. 

El artículo 2 Alcance de la asistencia administrativa mutua y cooperación. 

Artículo 3 Solicitudes de asistencia mutua. 

Artículo 4 Detalles que deberán incluir las solicitudes. 

Artículo 5 Ejecución de las solicitudes. 

Artículo 6 Establece que en ningún caso se proporcionarán datos de 
caracter personal relativos al origen racial, opiniones políticas, 
convicciones religiosas, salud u orientación sexual. 

Artículo 7 Asistencia mutua espontánea cuando se constituyan de ilícitos 

aduaneros. 
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Artículo 8 Cooperación a fin de contribuir a la modernización de las 
estructuras Aduaneras, organización y metodología de trabajo. 

Artículo 9 Asistencia de ambas Partes en el desarrollo, la implementación 
y mejora de sus programas de Operador Económico Autorizado. 

Artículo 10 Asistencia técnica en asuntos aduaneros que podrán 
brindarse por mutuo acuerdo ambas Partes. 

Artículo 11 Casos especiales de asistencia. 

Artículo 12 Investigaciones relativas a operaciones que constituyan o 
parezcan constituir un ilícito aduanero en el territorio aduanero de la 
Parte requirente. 

Artículo 13 Disposiciones para los funcionarios visitantes cuando estos 
estén presentes en el territorio aduanero de la otra Parte. 

Artículo 14 Uso de la información y confidencialidad. 

Artículo 15 establece excepciones a la obligación de prestar asistencia. 
Artículo 16 Costos de las solicitudes conforme al presente Acuerdo. 
Artículo 17 Implementación del Acuerdo, en el cual la asistencia será 
brindada directamente por las Autoridades Aduaneras. 

Artículo 18 Ámbito territorial de aplicación. 

Artículo 19 Entrada en vigor, la enmienda, duración, denuncia y solución 
de controversias del Acuerdo. 


TEXTO DEL ACUERDO. 

Artículo 1. DEFINICIONES: Establece: 1. "Legislación Aduanera" significa las 
leyes, normas y reglamentos administrativos aplicados por las autoridades 
aduaneras, que regulan la importación, exportación y tránsito de mercaderías y 
cualquier otro régimen aduanero, incluidas las disposiciones relativas a los 
derechos aduaneros, impuestos y otras cargas aplicadas o recaudados por las 
autoridades aduaneras y las relacionadas con medidas de prohibición, 
restricción y control de las mercaderías; 

2. "Autoridad Aduanera" significa en la República Oriental del Uruguay, la 
Dirección Nacional de Aduanas; y en la República Popular China, la 
Administración General de Aduanas; 

3. "Autoridad Aduanera Requirente", significa en la Autoridad Aduanera que 
recibe una solicitud de asistencia en materia aduanera; 

4. "Autoridad Aduanera Requerida", significa la Autoridad Aduanera que recibe 
una solicitud de asistencia en materia aduanera; 

5. "lícito aduanero": significa cualquier violación de la legislación aduanera 
conforme a sus legislaciones domésticas; 

6. "Persona": significa cualquier persona física o jurídica u otra entidad de 
conformidad con sus legislaciones nacionales; 

7. "Información" significa cualquier dato, esté o no procesado o analizado, y 
documentos, informes, y otras comunicaciones en cualquier formato incluido 
electrónico, o copias certificadas o autenticadas de los mismos; 

8. "Datos personales", significa cualquier dato sobre una persona física 
identificada o identificable. 
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Artículo 2. ALCANCE. En referencia a dicho extremo se estipula: 1. Las 
Partes, a través de sus Autoridades Aduaneras se brindarán asistencia 
administrativa mutua y cooperación, incluyendo el intercambio de información y 
las consultas necesarias para asegurar la correcta aplicación de la legislación 
aduanera, facilitar el comercio y prevenir, investigar y reprimir los ilícitos 
aduaneros. 

2. Toda asistencia llevada a cabo por las Partes, en virtud del presente 
Acuerdo, se realizará de conformidad con sus disposiciones legales y 
administrativas y dentro de los límites de competencia y recursos disponibles 
de su Autoridades Aduaneras. 

3. El presente Acuerdo cubre exclusivamente la asistencia administrativa mutua 
entre las Partes y no pretende afectas los acuerdos sobre asistencia jurídica 
mutua vigentes entre las Partes. Si la asistencia mutua debe ser brindada por 
otras autoridades de la Parte Requerida, la Autoridad Requerida indicará 
dichas autoridades y, en su caso, indicará el convenio o acuerdo pertinente 
aplicable. 

4. Ninguna disposición del presente Acuerdo restringirá las disposiciones sobre 
asistencia mutua o cooperación acordadas por las Partes. 

5. El presente Acuerdo no prevé la recaudación, en el territorio aduanero de la 
Parte Requerida, de derechos aduaneros, impuestos o cualquier otra carga 
incurrida en el territorio aduanero de la Parte Requirente. 


Artículo 3, SOLICITUDES DE ASISTENCIA MUTUA. En referencia a la 
debida coordinación sobre el punto: 1. Las solicitudes de asistencia bajo el 
presente Acuerdo serán comunicadas directamente entre las Autoridades 
Aduaneras de las partes. Cada Autoridad Aduanera designará puntos de 
contacto que serán responsables del procesamiento de las solicitudes de 
información. Cualquier ámbito sobre los puntos en contacto designados será 
notificado a la otra Parte sin demora. 

2. La Autoridad Aduanera Requirente podrá solicitar información que le permita 
asegurar la correcta aplicación de la legislación aduanera, incluyendo la 
información sobre las actividades que podrian dar lugar a un ilícito aduanero. 

3. Las solicitudes de asistencia en virtud del presente Acuerdo se realizarán en 
forma escrita o electrónica, y estarán acompañadas de cualquier información 
que se considere útil para la ejecución de las mismas. Cuando las 
circunstancias lo requieran, las solicitudes se podrán realizar verbalmente. 
Tales solicitudes deberán ser confirmadas lo antes posibles, ya sea por escrito 
o por medios electrónicos. 


Artículo 4. CONTENIDO DE LAS SOLICITUDES. Las solicitudes de 
asistencia deberán incluir los siguientes detalles: 

a) nombre de la Autoridad Requirente; 

b) el tema en cuestión, tipo de asistencia solicitada y las razones de la solicitud; 
c) una breve descripción del caso en consideración y las disposiciones legales 
y administrativas aplicables; 
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d) los nombres y direcciones de las personas a quienes refieren la solicitud, si 
se tiene conocimiento de los mismos; 

e) otros detalles disponibles que permitan a la Autoridad Aduanera Requerida 
cumplir con la solicitud. 


Artículo 5. EJECUCION DE LAS SOLICITUDES. 1. Las solicitudes efectuadas 
por la Autoridad Aduanera Requirente deberán cumplir los requisitos de la 
Autoridad Aduanera Requerida. La Autoridad Aduanera Requerida deberá 
comunicar por escrito a la Autoridad Aduanera Requirente la respuesta a la 
solicitud. En los casos en que la información electrónica sea insuficiente a los 
efectos legales, la Autoridad Aduanera Requerida podrá proporcionar copias de 
los documentos pertinentes, previa solicitud. 

2. Sila Autoridad Aduanera Responsable no posee la información solicitada, lo 
informará a la Autoridad Aduanera Requirente oportunamente, y brindará el 
nombre y la información de contacto de las instituciones siempre que sea 
posible. 


Artículo 6. DATOS PERSONALES. Se dispone que en ningún caso se 
proporcionarán datos de carácter personal relativos al origen racial, opiniones 
políticas, convicciones religiosas, salud u orientación sexual. 


Artículo 7. ASISTENCIA MUTUA ESPONTANEA. El artículo establece el 
siguiente compromiso a asumir por las Autoridades Aduaneras: a) brindarse 
espontáneamente toda la información que llegare a su conocimiento sobre las 
operaciones planteadas, en curso o completadas que constituyan un ilícito 
aduanero cometido en su territorio aduanero y en relación a la otra Parte. El 
informe deberá incluir información sobre el movimiento de personas, bienes o 
medios de transporte; b) brindar información relativa a la comisión de ilícitos 
aduaneros y nuevos métodos de dirección o medios para cometerlos; 

c) adjuntar a la comunicación emitida toda la documentación que apoye la 
información. 

2. En caso que pueda implicar a la economía, la salud pública, la seguridad 
pública u otros intereses esenciales de cualquiera de las Partes, la otra 
Autoridad Aduanera brindará información, siempre que sea posible, por 
iniciativa propia y sin demora. 

Artículo 8. COOPERACION. A los fines del presente Acuerdo, las Autoridades 
Aduaneras, cuando les sea requerido, brindarán toda la cooperación posible 
para contribuir a la modernización de sus estructuras, organización y 
metodología de trabajo. 


Artículo 9. PROGRAMAS DE OPERADOR ECONÓMICO AUTORIZADO. Se 
establece asimismo la posibilidad de que las Autoridades Aduaneras puedan, 
por mutuo acuerdo, brindarse asistencia en el desarrollo, implementación y 
mejora de sus programas de Operador Económico Autorizado a fin de que 
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tengan un nivel óptimo de compatibilidad entre sí, con el objetivo de facilitar 
arreglos de reconocimiento mutuo. 


Artículo 10. ASISTENCIA TÉCNICA. En este punto se dispuso que las 
Autoridades Aduaneras por mutuo acuerdo, podrán brindarse asistencia técnica 
en asuntos aduaneros incluyendo, entre otros: 

a. intercambio de información y experiencia en gestión del riesgo, auditorías 
posteriores al despacho y en el as aplicación de equipamiento de inspección y 
otras técnicas; 

b. capacitación y asistencia en el desarrollo de las especialidades técnicas de 
los funcionarios aduaneros; 

c. intercambio de expertos en materia aduanera; 

d. intercambio de información profesional, cientifica y técnica relativa a la 
legislación aduanera, regulaciones y procedimientos. 


Artículo 11. CASOS ESPECIALES DE ASISTENCIA. Se prevé que las 
Autoridades Aduaneras, por propia iniciativa o previa solicitud, se brindarán la 
siguiente información: 

a) si las mercaderías importadas en el territorio aduanero de la Parte 
Requirente han sido exportadas legalmente desde el territorio de la Parte 
Requerida; 

b) si las mercaderías exportadas desde el territorio aduanero de la Parte 
Requirente han sido importadas legalmente en el territorio de la Parte 
Requerida. 


Artículo 12. INVESTIGACIONES. 1. Si la Autoridad Aduanera de una Parte 
asi lo solicita, la Autoridad Aduanera de las otra Parte deberá iniciar todas las 
investigaciones necesarias relativas a operaciones que constituyan o parezcan 
constituir un ilícito aduanero en el territorio aduanero de la Parte Requirente. 
Deberá comunicar los resultados de estas investigaciones a la Autoridad 
Aduanera Requirente. 

2. Dichas investigaciones deberán ser llevadas a cabo conforme a la legislación 
del Estado de la Autoridad Requerida. La Autoridad Requerida deberá proceder 
como si actuase por su propia cuenta. 

3. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte podrán, en casos 
particulares, con el consentimiento de la Autoridad de la otra Parte, estar 
presentes en el territorio aduanero del Estado de ésta última, en calidad de 
asesores cuando sean investigados ilícitos aduaneros en el Estado de la 
Autoridad Aduanera Requirente. 


Articulo 13. DISPOSICIONES PARA LOS FUNCIONARIOS VISITANTES. Al 
respecto se estipula que cuando, en las circunstancias previstas en el presente 
Acuerdo, funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte estén presentes 
en el territorio aduanero de la otra Parte, deberán en todo momento ser 
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capaces de probar su investidura oficial. No deberán utilizar uniforme ni portar 
armas. 


Artículo 14. USO DE LA INFOMRACION Y CONFIDENCIALIDAD. 1. La 
información obtenida en virtud del presente Acuerdo, deberá ser utilizada 
exclusivamente para los fines especificados en el presente Acuerdo y sujeto a 
las restricciones que haya fijado la Autoridad Aduanera que suministre la 
información. 

2. Dicha información no será utilizada para otros fines, incluyendo su utilización 
como prueba, informe y testimonio en procedimientos judiciales o 
administrativos, o su transferencia a otras agencias, a menos que la Autoridad 
Aduanera que la suministre manifieste su consentimiento por escrito y sujeto a 
las restricciones que pueda imponer esta Autoridad Aduanera. 

3. La información proporcionada en virtud del presente Acuerdo deberá ser 
utilizada por funcionarios debidamente autorizados por las Autoridades 
Aduaneras. 

4. Las Autoridades serán responsables por el correcto uso de la información 
recibida, y adoptarán las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de 
las disposiciones del presente Acuerdo. 

5. Cualquier intercambio de información entre las Autoridades Aduaneras, 
cualquiera que sea el medio utilizado para ello, será considerado como 
confidencial y estará protegido por el nivel de confidencialidad y protección de 
datos establecidos por la legislación de la Parte que proporciona la información. 
6. En ausencia de regulaciones nacionales o menor nivel de protección, las 
disposiciones del presente Acuerdo deberán ser cumplidas. 


Artículo 15. EXCEPCIONES A LA OBLIGACION DE PRESTAR 
ASISTENCIA. Se establece el siguiente régimen: 1. Si la Autoridad Aduanera 
de una Parte considera que el cumplimiento de la solicitud podría ser perjudicial 
para la soberanía, seguridad, orden público o cualquier otro interés esencial del 
Estado de esa Parte, podrá rehusarse a proporcionar la asistencia solicitada en 
virtud del presente Acuerdo, total o parcialmente, o proporcionaria sujeta al 
cumplimiento de determinadas condiciones o requisitos 

2. Si la asistencia es negada, la decisión y las razones de la negativa deberán 
ser notificadas por escrito a la Autoridad Aduanera Requerida inmediatamente. 
3. Si la Autoridad Aduanera de una Parte efectuara una solicitud de asistencia 
a la que ella misma no estaría en condiciones de satisfacer, deberá señalar el 
hecho en la solicitud. En tal caso, la ejecución de dicha solicitud tendrá carácter 
discrecional para la Autoridad Aduanera Requerida. 

4. Si la Autoridad Aduanera Requerida considera que el esfuerzo demandado 
para dar cumplimiento a una solicitud es claramente desproporcionado con 
relación al beneficio percibido por la Autoridad Aduanera Requirente podrá 
rehusare a prestar la asistencia solicitada. 

5. La Autoridad Aduanera Requirente deberá considerar las cargas 
administrativas que pueden ser asumidas por la Autoridad Aduanera 
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Requerida en el cumplimiento de las solicitudes. Si las solicitudes formuladas 
por la Autoridad Aduanera Requirente superan ampliamente las realizadas por 
la Autoridad Requerida, esta última podría suspender el tratamiento de las 
solicitudes, hasta que ambas partes lleguen a un consenso sobre el número de 
solicitudes. 


Artículo 16. COSTOS. Se establece 1. Los gastos incurridos por la Autoridad 
Aduanera Requerida para el cumplimiento de las solicitudes conforme al 
presente Acuerdo deberán ser asumidos por esa Autoridad Aduanera con 
excepción de gastos relativos a testigos, expertos y traductores que no sean 
empleados gubernamentales. 

2. El reembolso de otros gastos derivados del cumplimiento del presente 
Acuerdo estará su sujeto a disposiciones específicas acordadas entre ambas 
Autoridades Aduaneras. 


Artículo 17. IMPLEMENTACION. 1. La asistencia en virtud del presente 
Acuerdo será brindada directamente por las Autoridades Aduaneras. Las 
Autoridades podrán acordar mutuamente disposiciones detalladas a esos 
efectos. 

2. Las Autoridades Aduaneras podrán acordar que sus áreas centrales y 
locales de investigación y otros servicios estén en comunicación directa entre 
sí. La comunicación directa entre las áreas locales de investigación y otros 
servicios solo podrá acordarse con el consentimiento de los Jefes de las 
autoridades aduaneras. 


Artículo 18. AMBITO TERRITORIAL DE APLICACION. El presente Acuerdo 
será aplicable en el territorio aduanero de la República Popular de China y el 
territorio de la República Oriental Uruguay. 


Artículo 19. ENTRADA EN VIGOR Y EXTINCION. Sobre el punto 1: Las 
Partes se notificarán entre sí, por escrito a través de vía diplomática, el 
cumplimiento de los requisitos internos para la entrada en vigor del presente 
Acuerdo. El presente Acuerdo entrará en vigor el trigésimo (30) días después 
de la fecha de recepción de la última notificación. 

2. El presente Acuerdo podrá ser enmendado por mutuo consentimiento escrito 
de las Partes. 

3. El presente Acuerdo tendrá duración indefinida. Sin embargo, cesará en sus 
efectos, el nonagésimo (90) día después de la fecha de recepción de la 
notificación por escrito y por vía diplomática de la denuncia por la otra Parte de 
su intención de denunciar el Acuerdo. 

4. La terminación del presente Acuerdo no afectará las actividades de 
cooperación iniciadas antes de la fecha de terminación, salvo decisión en 
contrario adoptada conjuntamente por las Partes. 
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5. No obstante la denuncia del presente Acuerdo, las Partes continuarán 
sujetas a las disposiciones de confidencialidad referidas a cualquier 
información obtenida en el marco del presente Acuerdo. 

6. Toda controversia que surgiere a la implementación o interpretación de las 
disposiciones del presente Acuerdo serán dirimidas a través de negociaciones 
directas. 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


PABLO MIERES 


MARCOS OTHEGUY 


RAFAEL PATERNAIN 
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Texto del acuerdo 


ACUERDO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA POPULAR 
CHINA SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA ADUANERA 


El Gobierno-de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Popular 
China, en ló sucesivo denominados "las Partes", 


CONSIDERANDO que la cooperación y asistencia entre las autoridades aduaneres-es un 
iristrumento útil para alcanzar diversos objetivos a fávor del crecimiento, desarrollo, 
facilitación y seguridad del comercio; 


CONSIDERANDO la importancia de garantizar la valoración precisa de los derechos 
aduaneros y otros impuestos, y de asegurar el debido cumplimiento. por parte de las 
autoridades aduaneras de las prohibiciones, restricciones y medidas de control 
relacionadas don determinadas mercaderías; 


CONSIDERANDO quo las violaciones a la legislación aduanera son perjudiciales para. la 
seguridad de las Partes y sus respectivos intereses económicos, vomerciales, fiscales, 
sociales, de salud pública y culturales; 


TENIENDO EN CUENTA las obligaciones impuestas por las convenciones 
internacionales ya aceptadas o aplicadas por las Partes; 


Han acordado lo siguiente; 
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ARTÍCULO 1 
DEFINICIONES 


A los efectos del presente Acuerdo: 


1. “Legislación Aduanera" significa las leyes, normas y reglamentos administrativos 
aplicados por las autoridades aduaneras, que regulan la importación, exportación y tránsito 
de mercaderías y cualquier otro régimen aduanero, incluidas las disposiciones relativas. a 
los derechos aduaneros, impuestos y otras cargas aplicadas o recaudados por las 
autoridades aduaneras y las relacionadas con medidas de prohibición, restricción y control 


de las mercaderías; 


2. "Autoridad Aduanera” significa en la República Oriental del Uruguay, la Dirección 
Nacional de Aduanas; y en la República Popular China, la Administración General de 


Aduanas, 


3. "Autoridad Aduanera Requirente", significa la Autoridad Aduanerá que efectúa 
una solicitud de asistencia en materia aduanera; 


4. "Autoridad Aduanera Requerida", significa la Autoridad Aduanera que recibe una 
solicitud de asístencia en materia aduanera; 


5. "lícito aduanero": significa cualquier violación de la legislación aduanerá 
conforme asus legislaciones domésticas; 


6. "Persona": significa cualquier persona física o jurídica u otra éntidad de 
conformidad con sus legislaciones nacionales; 
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7. "Información" significa cualquier dato, esté o no procesado o analizado, y 
documentos, informes, y otras comunicaciones en cualquier formato incluido el 
electrónico, o copias certificadas o autenticadas de los mismos; 


8. “Datos personales” significa cualquier dato sobre una persona física identificada o 
identíficable, 


ARTÍCULO 2 
ALCANCE 


1. Las Partes, a través de sus Autoridades Aduaneras se brindarán asistencia administrativa 
mutua y cooperación, incluyendo el intercambio de información y las consultas necesarias 
pará asegurar la correcta aplicación de la legislación aduanera, fúcilitar cl comercio y 
prevenir, investigar y reprimir los ilícitos aduaneros. 


2. Toda asistencia llevada a cabo por las Partes, en virtud del presente Acuerdo, se 
realizará de conformidad con sus disposiciones legales y administrativas y dentro de los 
límites de competencia y recursos disponibles de sus Autoridades Aduaneras. 


3. El presente Acuerda cubre exclusivamente la asisteticia administrativa mutúa entre las 
Patés, y noppretende afectar los acuerdos sobre asistenciá jurídica mutua vigentes entre las 
Partes. Si la asistencia mutua debe ser brindada por ottúis autoridades de la Parte 
Requerida, la Autoridad Aduanera Requerida indicará dichas autoridádes y, en su caso, 
indicará e] convenio o acuerdo pertinente aplicable, 
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4. Ninguna disposición del presente Acuerdo restringirá las disposiciones sobre asistencia 
mutua o cooperación acordadas por las Partes. 


5. El presente Acuerdo no prevé la recaudación, en el territorio aduanero de la Parte 
Requerida, de derechos aduaneros, impuestos o cualquier otra carga incurrida en el 
territorio aduanero de la Parte Requirente. 


ARTÍCULO 3 
SOLICITUDES DE ASISTENCIA MUTUA 


1. Las solicitudes de asistencia bajo el presente Acuerdo serán comunicadas directamente 
entre las Autoridades Aduaneras do las Partes. Cada Autoridad Aduanera designará puntos 


de contacto que serán responsables del procesamiento de las solicitudes de información. 
Cualquier cambio sobre los puntos de contacto designados será notificado a la otra Parte 
sin demora. 


2. La Autoridad Aduanera Requirente podrá solicitar información que le permita asegurar 
la correcta aplicación de la legislación aduanera, incluyendo la información sobre las 
actividades que podrían dar lugar a un ¡lícito aduanero. 


3. Las solicitudes de asistencia en virtud del presente Acuerdo se realizarán en forma 
escrita o electrónica, y estarán acompañadas de cualquier información que se considere 
útil para la ejecución de las mismas. Cuándo las circunstancias lo requieran, las solicitudes 
se podrán realizar verbalmente, Tales solicitudes deberán ser confirmadas lo antes posible, 
ya sea por escrito o por medios clectrónicos. 
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ARTICULO 4 
CONTENIDO DE LAS SOLICITUDES 


Las solicitudes de asistencia deberán incluir los siguientes detalles: 


a) nombre de la Autoridad Aduanera Requirente; 

b) el tema en cuestión, tipo de asistencia solicitada, y las razones de la solicitud; 

0) una breve descripción del caso en consideración y las disposiciones legales y 
administrativas aplicables; 

4) los nombres y direcciones de las personas a quienes refiere la solicitud, si se tiene 
conocimiento de Jos mismos; 

e) otros detalles disponibles que permitan a la Autoridad Aduanera Requerida cumplir 
con la solicitud. 


ARTÍCULO 5 
EJECUCIÓN DE LAS SOLICITUDES 


1. Las solicitudes efectuadas por la Autoridad Aduanera Requirente deberán cumplir los 
toquisitos pertinentes de la Autoridad Aduanera Requerida, La Autoridad Aduanera 
Requerida deberá comunicar por escrito a la Autoridad Aduanera Requirente la respuesta a 
la solicitud. En los casos en que la información electrónica sea insuficiefñite a los efectos 
legales, Ja, Autoridad Aduanera Requetida podrá proporcionar copias de los documentos 
pertinentes, previa solicitud. 
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2. Si la Autoridad Aduanera Requerida no poses la información solicitada, lo informará a 
la Autoridad Aduanera Requirente oportunamente, y brindará el nombre y la información 
de contacto de las instituciones pertinentes, siempre que sea posible, 


ARTÍCULO 6 
DATOS PERSONALES 


En ningún caso se proporcionarán datos de carácter personal relativos al origen racial, 
opiniones políticas, convicciones religiosas, salud u orientación sexual. 


ARTÍCULO 7 
ASISTENCIA MUTUA ESPONTANEA 


1. Las Autoridades Aduaneras se comprometen a: 

1) brindarse espontáneamente toda la información que llegare a su conocimiento sobre 
las operaciones planeadas, en curso o completadas que constituyan un ilícito aduanero 
cometido en su territorio aduanero y en relación a la otra Parte. El informe deberá 
incluir información sobre el movimiento de personas, bienes o medios de transporte. 

b) brindar información relativa a la comisión de ilícitos aduaneros y nuevos métodos de 
detección o medios para cometerlos; 

€) adjuntar a la comunicación emitida toda la documentación que apoye la información. 


2. En caso que pueda implicar daños a la economia, la salud pública, la seguridad pública 
u otros intereses esenciales de cualquiera de las Partes, la otra Autoridad Aduanera 
brindará la información, siempre que sea posible, por iniciativa propia y sin demora, 
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ARTÍCULO $ 
COOPERACIÓN 


A. los [ines del presente Acuendo, las Autoridades Aduaneras, cuando les sea requerido, 
brindarán toda la cooperación posible para contribuir a la imodemización de sus 


estructuras, organización y metodologías de trabajo. 


ARTÍCULO 9 
PROGRAMAS DE OPERADOR ECONÓMICO AUTORIZADO 


Las Aútoridades Aduaneras podrán, por mutuo acuerdo, brindarse asistencia en el 
desarrollo, la implementación y mejora de sus programas de Operador Económico 
Autorizado a fin de que tengan un nivel óptimo de compatibilidad entre:sí con el objetivo 
de facilitar arreglos de reconocimiento mutuo. 


ARTÍCULO 10 
ASISTENCIA TECNICA 


Las Autoridades Aduancras por mutuo acuerdo, podrán brindarse asistenvia técnica cn 

asuntos aduaneros incluyendo, entre otros: 

a) intercambio de información y experiencia en gestión del riesgo, auditorías posteriores 
al despacho y en la aplicación de equipamiento de inspección y otras técnicas; 

b) capacitación y asistencia en el desarrollo de las especialidades técnicas de los 
funcionarios aduaneros; 

c) intercambio de expertos en materia aduanera; 

d) intercambio de información profesional, científica y técnica relativa a la legislación 
aduanera, regulaciones y procedimientos. 
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ARTÍCULO 11 
CASOS ESPECIALES DE ASISTENCIA 


Las Autoridades Aduaneras, por propia iniciativa o previa solicitud, se brindarán la 

siguiente información: 

a) si las mercaderías importadas én el territorio aduanero de la Parte Requirente han sido 
exportadas legalmente desde el territorio de la Parte Requerida; 


b) si las mercaderías exportadas desde el territorio aduanero de la Parte Requirente han 
sido importadas legalmente en el territorio de la Parte Requerida. 


ARTÍCULO 12 
INVESTIGACIONES 


1. Si la Autoridad Aduanera de una Parte-así lo solicita, la Autoridad Aduanera de la otra 
Parte deberá iniciar todas las investigaciones necesarias relativas a operaciones que 
constituyan o parezcan cobstituir un ilícito aduanero en el territorio aduanero de la Parte 
Requirente. Deberá comunicar los resultados de estas investigaciones 4 Ja Autoridad 
Aduanera Requirente. 


2. Dichas investigaciones deberán ser llevadas a cabo conforme a la legislación del Estado 
de la Autoridad Aduanera Requerida. La Autoridad Aduanera Requerida deberá proceder 


como si actuase por su propia cuenta. 
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3. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera de una Parte podrán, en casos particulares, 
con el consentimiento de la Autoridad Aduanera de la otra Parte, estar presentes en el 
territorio aduanero del Estado de éste última, en calidad de asesores cuando sean 
investigados ilícitos aduaneros en el Estado de la Autoridad Aduanera Requirente. 


ARTÍCULO 13 
DISPOSICIONES PARA. LOS FUNCIONARIOS VISITANTES 


Cuando, en las circunstancias previstas en el presente Acuerdo, funcionarios de la 
Autoridad Aduanera de una Parte estén presentes en el territorio aduanero de la otra Parte, 
deberán en todo momento ser capaces de probar su investidura oficial No deberán utilizar 


uniforme ni portar armas. 


ARTÍCULO 14 
USO DE LA INFORMACION Y CONFIDENCIALIDAD 


1. La información obtenida en virtud del prescrito Acuerdo, deberá ser utilizada 
exclusivamente pará los fines especificados en el presente Acuerdo y sujeto a las 
restricciones que haya fijado la Autoridad Aduanera-que suministre la información. 


2. Dicha infórmación no será utilizada para otros fines, incluyendo su utilización como 
prueba, informe y testimonio en. procedimientos judiciales 6 administrativos, o su 
transferencia a. otras agencias, a menos que la Autoridad Aduinera que la suministre 
manifieste su consentimiento por escrito, y sujeto a las restricciones que pueda imponer 


esa Autoridad Aduanera. 
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3. La información proporcionada en virtud del presente Acuerdo deberá ser utilizada por 
funcionarios debidamente autorizados por las Autoridades Aduaneras. 


4. Las Autoridades Aduaneras serán responsables por el correcto uso de la información 
recibida, y adoptarán las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las 


disposiciones del presente Acuerdo. 


5. Cualquier intercambio de información entre las Autoridades Aduaneras, cualquiera que 
sea el medio utilizado para ello, será considerado como confidencial y estará protegido por 
el nivel de confidencialidad y protección de datos establecido por la legislación de la Parte 
que proporciona la información. 


6. En ausencia de regulaciones nacionales o menor nivel de protección, las disposiciones 
del presente Acuerdo deberán ser cumplidas. 


ARTÍCULO 15 
EXCEPCIONES A LA OBLIGACIÓN DE PRESTAR ASISTENCIA 


1. Si la Autoridad Aduanera de una Parte considera que el cumplimiento de la solicitud 
podría ser perjudicial para la soberanía, seguridad, orden público o cualquier otro interés 
esencial del Estado de esa Parte, podrá rehusarse £ proporcionar la asistencia;solicitada en 
virtud del presenta Acuerdo, total :o parcialmente, o proporcionarla ¿ufcta al cumplimiento 
de determinadas condiciones o requisitos. 
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2. Si la asistencia es negada, la decisión y las razones de la negativa deberán ser 


notificadas por escrito a la Autoridad Aduanera Requirente inmediatamente. 
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3. Si la Autoridad Aduanera de una Parte efectuara una solicitud de asistencia a la que ella 
misma no estaría en condiciones de satisfacer, deberá señalar el hecho en la solicitud. En 
tal caso, la ejecución de dicha solicitud tendrá carácter discrecional para la Autoridad 


Aduanera Requerida, 


4. Si la Autoridad Aduanera Requerida considera que el esfuerzo demandado para dar 
cumplimiénto a una solicitud es claramente desproporcionado con relación al beneficio 
percibido por la Autoridad Aduanera Requirente podrá rehusarse a prestar la asistencia 
solicitada, 


5. La Autoridad Aduanera Requirente deberá considerar las cargas administrativas que 
puedeo. ser asumidas por la Autoridad Aduanera Requerida on el cumplimiento de las 
solicitudes. Si las solicitudes formuladas por la Autoridad Aduanera Requirente superan 
ampliamente las pealizadas por la Autoridad Aduanera Requerida, esta última podría 
suspender el tratamiento de las solicitudes, hasta que ambas partes lleguen a un consenso 
sobre el número de solicitudes. 


ARTÍCULO 16 
COSTOS 


1. Los gastos incurridos por la Autoridad Aduanera Requerida para el cumplimiento de las 
solicitudes conforme al presente Acuerdo deberán ser asumidos por esa Autoridad 
Adianera.con exocpción de gastos relatiyos a testigos, expertos y traductores que no sean 
empleados gubernamentales. 
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2. El reembolso de otros gastos derivados del cumplimiento del presente Acuerdo estará 
sujeto a disposiciones específicas acordadas entre ambas Autoridades Aduaneras. 


ARTÍCULO 17 
IMPLEMENTACIÓN 


1. La asistencia en virtud del presente Acuerdo será brindada directamente por las 
Autoridades Aduaneras. Las Autoridades Aduaneras podrán acordar mutuamente 
disposiciones detalladas a esos efectos. 


2. Las Autoridades Aduaneras podrán acordar que sus áreas centrales y locales de 
investigación y otros servicios estén en comunicación directa entre sí, La comunigáción 


directa entre las áreas locales de investigación y otros servicios solo podrá acordarse con 
el consentimiento de los Jefes de las autoridades aduaneras. 


ARTÍCULO 18 
AMBITO TERRITORIAL DE APLICACIÓN 


El presente Acuerdo será aplicable en el territorio aduanero de la República Popular de 
China y el territorio aduanero de la República Oriental Uruguay. 
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ARTÍCULO 19 
ENTRADA EN VIGOR Y EXTINCIÓN 


l. Las Partes se notificarán entre sí, por escrito a través de vía diplomática, cel 
cumplimiento de los requisitos intemos para la entrada en vigor del presente Acuerdo. El 
presente Acuerdo entrará en vigor el trigésimo (30) día después de la fecha de recepción 
de la última notificación. 


2. El presente Acuerdo podrá ser enmendado por mutuo consentimiento escrito de las 
Pattes, 


3, El presente Acuetdo tendrá duración indéfinida. Sin embargo, cesará on sus efectos, el 
nonagésimo'(90) día después de la fecha de recepción de la notificación: por escrito y por 
vía diplomática de la denuncia por la otra Parte de su intención de denunciar el Acuerdo, 


4: La terminación del presente Acuerdo no afectará las actividades de cooperación 
iniciadas antes de la fecha de terminación, salvo decisión en contrario adoptada 


conjuntamente por las Partes. 


5. No obstante la denuncia del presente Acuerdo, les Partes continuarán sujetas a las 
disposiciones de donfidericialidad referidas a cualquier información obtenida en el marco 
del presente Acuerdo, 


6. Toda controversia que surgiere con respecto a la implementación o. interpretación de las 
disposiciones del presente Acuerdo serán dicimidas a través de negociaciones directas. 
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EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, debidamente autorizados por sus respectivos 
gobiernos fitman el presente Acuerdo. 

HECHO en Beijing, el día 18 de octubre de 2016, en duplicado, en idiomas chino, español 
e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos, En caso de divergencia de 
interpretación, el texto en inplés prevalecerá. 


SpA 


Porel Gobierrlo de 
la República Popular China 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: para no perder 
ritmo, volvimos a los acuerdos de cooperación y asistencia 
administrativa mutua en materia aduanera. 


Este acuerdo se encuentra alineado con las recomenda- 
ciones de la Organización Mundial de Aduanas y contiene 
disposiciones que contemplan el intercambio y la informa- 
ción previa solicitud, así como la asistencia espontánea a 
través de los puntos de contacto, garantizando la protec- 
ción y confidencialidad de la información. Se busca pro- 
mover la cooperación entre las administraciones aduane- 
ras. 


En el caso de la República Popular China —que nos 
ocupa— el acuerdo consta de un preámbulo y diecinueve 
artículos. 


El artículo 1 establece las definiciones; el 2, el alcan- 
ce de la asistencia administrativa mutua y la cooperación; 
el 3, las solicitudes de asistencia mutua; el 4, los detalles 
que deberán incluir las solicitudes; el 5, la ejecución; el 6 
dispone que en ningún caso se proporcionarán datos de 
carácter personal relativos al origen racial, opiniones polí- 
ticas, convicciones religiosas, salud u orientación sexual; 
el 7 estipula la asistencia mutua espontánea cuando se 
constituyan ilícitos aduaneros; el 8 menciona la coopera- 
ción a fin de contribuir a la modernización de las estruc- 
turas aduaneras, organización y metodología de trabajo; el 
9 refiere a la asistencia de ambas partes en el desarrollo, 
la implementación y mejora de sus programas de opera- 
dor económico autorizado; el 10, a la asistencia técnica 
en asuntos aduaneros que podrán brindarse por mutuo 
acuerdo entre ambas partes; el 11, a casos especiales de 
asistencia; el 12 tiene que ver con las investigaciones rela- 
tivas a Operaciones que constituyan o parezcan constituir 
un ilícito aduanero en el territorio aduanero de la parte 
requirente; el 13 estipula disposiciones para los funciona- 
rios visitantes cuando estos estén presentes en el territorio 
aduanero de la otra parte; el 14 hace referencia al uso de 
la información y confidencialidad; el 15 establece las ex- 
cepciones a la obligación de prestar asistencia; el 16 refiere 
a los costos de las solicitudes conforme a este acuerdo; el 
17, a la implementación del acuerdo, en el que la asistencia 
será brindada directamente por las autoridades aduaneras; 
el 18, al ámbito territorial de aplicación, y el artículo 19 
establece la entrada en vigor, la enmienda, la duración, la 
denuncia y la solución de controversias del acuerdo. 
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Entonces, en el mismo sentido que los otros proyectos 
de ley, la Comisión de Asuntos Internacionales, por unani- 
midad, recomienda la aprobación de este acuerdo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

220 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Popular China sobre Cooperación y Asisten- 
cia Administrativa Mutua en Materia Aduanera, suscri- 
to en Beijing, República Popular China, el 18 de octubre 
de 2016». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


19 ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
EL GOBIERNO DEL ESTADO DE ISRAEL 
SOBRE ASISTENCIA MUTUA EN CUESTIONES 
ADUANERAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en décimo término del orden del día: «Proyecto 
de ley por el que se aprueba el 4cuerdo entre el Gobier- 
no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
del Estado de Israel sobre asistencia mutua en cuestiones 
aduaneras, suscrito en Jerusalén, Estado de Israel, el 1.* de 
diciembre de 2016. (Carp. n.* 862/2017 - rep. n.* 484/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 862/2017 - rep. n.* 484/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno del Estado de Israel sobre Asistencia Mutua en Cuestiones 
Aduaneras, suscrito en Jerusalén, Estado de Israel, el 1% de diciembre de 2016. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en mii a 4 de julio de 
2017 


1 
lo 
Maa, 
VIRGINIA ORTIZ 
Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo. 06 FER 2017 


Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General, de 
conformidad con lo dispuesto por los Anticulos 85 numeral 7 y 168 numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno del Estado de 
Israel sobre Asistencia Mutua en Cuestiones Aduaneras, suscrito en el 
Jerusalén el 1 de diciembre de 2016. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Las Aduanas cumplen un rol estratégico en el actual escenario del 
comercio internacional, en especial en la facilitación del comercio 


Este Acuerdo entre Uruguay e Israel permitirá incrementar aún más las 
relaciones económicas bilaterales facilitando el intercambio comercial y las 
inversiones, teniendo en cuenta el sostenido aumento del comercio entre 
ambos paises que ha habido en los últimos años. 


El Acuerdo suscrito tiene como aspectos centrales la asistencia entre las 
Partes con el fin de garantizar la correcta aplicación de la legislación aduanera, 
la exacta determinación de los derechos aduaneros y otros impuestos sobre la 
importación y exportación de mercaderias y la correcta determinación de la 
clasificación, valoración y origen de dichas mercaderías. 
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Asimismo, a través de la cooperación entre Autoridades Aduaneras se 
contribuye a enfrentar los desafios relacionados con el mantenimiento de la 
seguridad. 


TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 16 artículos: 


El artículo 1 define los términos empleados en el Acuerdo. Esto resulta 
relevante a efectos de determinar el alcance que estos puedan tener. 


El artículo 2 establece el alcance del Acuerdo. La asistencia será 
brindada dentro del marco del presente Acuerdo y de conformidad a la 
legislación interna de la Parte Requerida. 


Asimismo, se indica que la asistencia llevada a cabo en virtud del 
Acuerdo de referencia no incluirá el arresto ni la detención de personas, ni el 
cobro o cobro coercitivo de derechos aduaneros, otros impuestos, multas u 
otros importes. 


El artículo 3 refiere a casos especiales de asistencia. Las Autoridades 
Aduaneras se brindaran mutuamente información sobre la legalidad de las 
exportaciones o importaciones provenientes de la ambas Partes 


Se prevé que las Autoridades Aduaneras, ya sea ante la solicitud o por 
iniciativa propia, se brinden vigilancia especial sobre medios de transporte, 
mercadería designada como objeto de comercio ilícito, personas sobre las que 
cabe sospecha de estar involucradas en la comisión de un ilicito aduanero, y 
sobre lugares particulares donde se hayan constituido depósitos de 
mercadería. 


También, el artículo prevé que las Partes se brinden información, cuando 
sea posible, por iniciativa propia en los casos que pudieran involucrar 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas o que pudieran causar un perjuicio 
sustancial a la economía, salud pública, seguridad o cualquier otro interés vital 
de la otra Pante. 


8 de agosto de 2017 


CÁMARA DE SENADORES 


El artículo 4 menciona la cooperación y asistencia profesional y técnica 
que se podrá brindar entre Autoridades Aduaneras. 


En este sentido, se menciona de la letra a) a la e) las áreas en las cuales 
estas se brindarán información, así como también de la letra a) a la f) se 
proponen medidas de cooperación recíprocas. 


El artículo 5 refiere a la comunicación de las solicitudes, las que se 
realizarán por escrito, con la salvedad de la urgencia de la situación, que 
admite que la solicitudes sean verbales, sin embargo, estas deberán 
confirmarse por escrito a la brevedad. Se menciona de la letra a) a la f) la 
información que las solicitudes deben incluir. 


El artículo 6 establece como se ejecutarán las solicitudes. Para ello, la 
Autoridad Aduanera requerida tomará todas las medidas razonables para 
ejecutar la solicitud dentro de un plazo razonable 


El artículo 7 refiere a la cooperación en materna de registros, 
documentos y testigos 


El artículo 8 prevé mediante solicitud, la entrega de documentos y 
notificación de todas las decisiones dentro del alcance del presente Acuerdo, 
por parte de la Autoridad Aduanera requerida, de acuerdo con su legislación 
interna, a una persona que esté residiendo o establecida en el territorio de la 
Pante requerida. 


El artículo 9 establece la posibilidad de permitir el uso adecuado de la 
entrega controlada a nivel internacional, con el fin de identificar a las personas 
involucradas en el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas u 
otras mercaderias, según el caso, y si fuera del caso iniciar las medidas legales 
en contra. 


El artículo 10 prevé las excepciones a prestar asistencia, en el caso de 
que la Parte Requerida considere que el suministro de asistencia pudiera 
perjudicar su soberanía, seguridad, orden público u otro interés nacional 
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sustancial, o involucrar la violación de un secreto comercial, industrial o 
profesional 


El artículo 11 prevé la confidencialidad en el manejo de la información 
recibida en virtud del Acuerdo de referencia, estableciendo que toda 
información u otras comunicaciones serán utilizadas para los fines 
especificados en el presente Acuerdo. 


El artículo 12 refiere a los gastos incurridos en la implementación del 
presente Acuerdo. 


El artículo 13 refiere a la aplicación territorial, el que será aplicable en 
los territorios aduaneros de las dos Partes. 


El artículo 14 establece de la letra a) a la e) las acciones para la 
implementación del Acuerdo de referencia. 


El artículo 15 estipula la solución de controversias que surjan de la 
interpretación y aplicación del presente Acuerdo, mediante consultas directas 
entre las Autoridades Aduaneras. 


Asimismo, se estipula que aquellas controversias que no puedan ser 
resueltas por las Autoridades Aduaneras se solucionarán por la vía diplomática. 


El artículo 16 y último establece la entrada en vigor, la enmienda, 
duración, y denuncia del Acuerdo. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de este tipo de 
Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta O] 


GR gr 
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Montevideo, 06 FER 2017 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno del Estado de Israel sobre 
Asistencia Mutua en Cuestiones Aduaneras, suscrito en el Jerusalén el 1 de 
diciembre de 2016. 


— 


'o intento de Relaciones Exteriores 


An -— 
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ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE ISRAEL SOBRE 
ASISTENCIA MUTUA EN CUESTIONES ADUANERAS 


Aprobación 
Informe 


Al Senado: 


ANTECEDENTES. 

Las Aduanas cumplen un rol estratégico en el actual escenario del comercio 
internacional, en especial en la facilitación del comercio. Este Acuerdo entre 
Uruguay e Israel permitirá incrementar aún más las relaciones económicas 
bilaterales facilitando el intercambio comercial y las inversiones, teniendo en 
cuenta el sostenido aumento del comercio entre ambos países que ha habido 
en los últimos años. 


El Acuerdo suscrito tiene como aspectos centrales la asistencia entre las 
Partes con el fin de garantizar la correcta aplicación de la legislación aduanera, 
la exacta determinación de los derechos aduaneros y otros impuestos sobre la 
Oimportación y exportación de mercaderías y la correcta determinación de la 
clasificación, valoración y origen de dichas mercaderías. 


Asimismo, a través de la cooperación entre Autoridades Aduaneras se 
contribuye a enfrentar los desafíos relacionados con el mantenimiento de la 
seguridad. 


TEXTO. 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 16 artículos: 
Artículo 1 define los términos empleados en el Acuerdo. 
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Artículo 2 establece el alcance del Acuerdo. 


Artículo 3 refiere a casos especiales de asistencia. 


Artículo 4 menciona la cooperación y asistencia profesional y técnica que se 
podrá brindar entre Autoridades Aduaneras. 


Artículo 5 refiere a la comunicación de las solicitudes. 


Artículo 6 establece como se ejecutarán las solicitudes. 


Artículo 7 refiere a la cooperación en materia de registros, documentos y 
testigos. 


Artículo 8 prevé mediante solicitud, la entrega de documentos y notificación de 
todas las decisiones dentro del alcance del presente Acuerdo. 


Artículo 9 establece la posibilidad de permitir el uso adecuado de la entrega 
controlada a nivel internacional, con el fin de identificar a las personas 
involucradas en el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas u 
otras mercaderías, según el caso, y si fuera del caso iniciar las medidas legales 
en contra. 


Artículo 10 prevé las excepciones a prestar asistencia. 


Artículo 11 prevé la confidencialidad en el manejo de la información recibida. 


Artículo 12 refiere a los gastos incurridos en la implementación del presente 
Acuerdo. 
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Artículo 13 refiere a la aplicación territorial, el que será aplicable en los 
territorios aduaneros de las dos Partes. 


Artículo 14 establece de la letra a) a la e) las acciones para la implementación 
del Acuerdo de referencia. 


Artículo 15 estipula la solución de controversias que surjan de la interpretación 
y aplicación del presente Acuerdo. 


Artículo 16 y último establece la entrada en vigor, la enmienda, duración, y 
denuncia del Acuerdo. 


TEXTO. 


El Artículo 1 establece DEFINICIONES 1. "Autoridades Aduaneras” serán, en el 
Estado de Israel, la Dirección Aduanera de la Autoridad Tributaria de Israel del 
Ministerio de Finanzas; y en la República Oriental del Uruguay, la Dirección 
Nacional de Aduanas; 

2. "Legislación aduanera" significará las disposiciones legales y regulatorias 
vigentes en los territorios aduaneros de las Partes, que rigen la importación, 
exportación, y tránsito de mercaderías, incluyendo entre otras, los derechos 
aduaneros, tasas y demás impuestos o prohibiciones, restricciones y otros 
controles en materia de movimiento de mercaderías a través de las fronteras 
nacionales. 


3. "Entrega controlada" significará la técnica que consiste en permitir que 
embarques ilícitos que contengan o pudieran contener estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas o sustancias que las sustituyan, u otras mercaderías 
que las Partes hubieran acordado, transiten desde, por o en los territorios 
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aduaneros de las Partes, con el conocimiento y bajo la supervisión de las 
autoridades competentes, con miras a investigar los ilícitos e identificar las 
personas involucradas en su comisión; 

4. "Información" significará, entre otros, informes, registros, documentos y 
documentación, computarizada o no, como así también copias certificadas de 
los mismos; 

5. "Ilícito" significará toda violación o tentativa de violación de la Legislación 
aduanera; 

6. "Persona" significará cualquier persona física o jurídica; 

7. "Autoridad Aduanera Requirente” es la Autoridad Aduanera que solicita 
asistencia conforme al presente Acuerdo o la que recibe dicha asistencia por 
iniciativa propia de la otra Autoridad Aduanera. 

8. "Autoridad Aduanera Requerida" es la Autoridad Aduanera que recibe una 
solicitud de asistencia conforme al presente Acuerdo o la que proporciona tal 
asistencia por su iniciativa propia. 


Respecto al ALCANCE DEL ACUERDO el Artículo 2 estipula: 

1. Las Partes se brindarán asistencia con el fin de garantizar la correcta 
aplicación de la legislación aduanera, la exacta determinación de los derechos 
aduaneros y otros impuestos sobre la importación y exportación de 
mercaderías y la correcta determinación de la clasificación, valoración y origen 
de dichas mercaderías. 

2. Asimismo las Partes se asistirán mutuamente en la prevención, 
investigación, combate y persecución de los ilícitos aduaneros. 

3. La asistencia será brindada por las Autoridades Aduaneras de las Partes 
dentro del marco del presente Acuerdo y conforme a la legislación interna de la 
Parte requerida. 

4. Las disposiciones del presente Acuerdo sólo tienen la intención de que las 
Partes se brinden asistencia mutua en cuestiones aduaneras. De ningún modo 
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otorgarán derecho alguno a ninguna persona ni física ni jurídica a obtener, 
suprimir o excluir alguna evidencia o impedir la ejecución de una solicitud. 

5. La asistencia en virtud del presente Acuerdo no incluirá el arresto ni la 
detención de personas, ni el cobro o cobro coercitivo de derechos aduaneros, 
otros impuestos, multas u otros importes. 


Artículo 3 CASOS ESPECIALES DE ASISTENCIA 1. A solicitud y conforme a 
la legislación interna de la Parte requerida, las Autoridades Aduaneras se 
brindarán mutuamente información acerca de si la mercadería exportada desde 
o importada al territorio aduanero de una de las Partes ha sido legalmente 
importada hacia o exportada desde el territorio aduanero de la otra Parte. 

La información incluirá, si así fuera solicitado, el procedimiento aduanero 
utilizado en el despacho de las mercaderías. 

2. Conforme al alcance de su competencia y de acuerdo con la legislación 
interna de la Parte requerida, la Administración Aduanera requerida, ya sea 
previa solicitud o por iniciativa propia, sujeto a la subsiguiente aprobación por 
escrito por parte de la Administración Aduanera requirente, ejercerá vigilancia 
especial sobre: 

a) medios de transporte respecto de los que se sospecha que se utilizan para 
cometer ilícitos en el territorio aduanero de la Parte requirente; 

b) mercadería que la Administración Aduanera requirente designe como que es 
sujeto de un comercio ilícito destinado al territorio aduanero de la Parte 
requirente; 

c) personas respecto de las cuales se sabe o se sospecha que están 
involucradas en la comisión de un ilícito en el territorio aduanero de la 

Parte requirente; 

d) lugares particulares donde se han construido depósitos de mercadería, 
dando razones para presumir que se utilizarán para la importación ¡legal al 
territorio aduanero de la Parte requirente. 
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3. Las Autoridades Aduaneras se brindarán, conforme a la legislación interna 
de la 

Parte requerida, cualquier información necesaria que pudiera ser útil para la 
Autoridad Aduanera requirente, respecto de actos relacionados con ilícitos 
cometidos o por cometerse dentro del territorio aduanero de la otra Parte. En 
los casos que pudieran involucrar estupefacientes y sustancias psicotrópicas o 
que pudieran causar un perjuicio sustancial a la economía, salud pública, 
seguridad o cualquier otro interés vital de la otra Parte, dicha información 
deberá suministrarse, cuando sea posible, por propia iniciativa, 


El Artículo 4 acuerda sobre la COOPERACIÓN Y ASISTENCIA 
PROFESIONAL Y TÉCNICA 1. Las Autoridades Aduaneras, ya sea por 
iniciativa propia o a solicitud, se brindarán información respecto de: 

a) acciones de cumplimiento cuya aplicación podrá ser útil para prevenir ilícitos 
y, en particular, medios especiales para combatirlos; 

b) nuevos métodos utilizados para cometer ilícitos; 

c) observaciones y hallazgos resultantes de la aplicación exitosa de nuevas 
herramientas y técnicas de cumplimiento; 

d) técnicas y métodos mejorados de procesamiento de pasajeros y carga; 

e) información sobre sus respectivas legislaciones aduaneras. 

2. Las Partes, a través de las Autoridades Aduaneras buscarán adoptar 
medidas de cooperación tendientes a, entre otros aspectos: 

a) iniciar, desarrollar o mejorar los programas de capacitación específicos para 
su personal; 

b) establecer o mantener canales de comunicación entre sus Administraciones 
Aduaneras que les permitan facilitar el intercambio de información seguro y 
rápido; 

c) facilitar la coordinación efectiva entre sus Administraciones Aduaneras, 
incluyendo el intercambio de personal, expertos y la designación de 
funcionarios de enlace; 
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d) considerar y poner a prueba nuevos equipamientos y procedimientos; 

e) simplificar y armonizar sus respectivos procedimientos aduaneros y 

f) cualquier otro asunto administrativo general que, de tanto en tanto, pudiera 
requerir una acción conjunta, 


Artículo 5 COMUNICACIÓN DE LAS SOLICITUDES 1. Las solicitudes 
conforme al presente Acuerdo se realizarán por escrito. Los documentos que 
pudieran ayudar al cumplimiento de las solicitudes se adjuntarán a las mismas 
cuando estuvieran disponibles. Cuando sea necesario, a causa de la urgencia 
de la situación, se aceptarán solicitudes verbales; las cuales, sin embargo, 
deberán confirmarse por escrito a la brevedad. 

2. Las solicitudes realizadas de acuerdo con el apartado 1 de este Artículo, 
incluirán la siguiente información: 

a) la autoridad que realiza la solicitud; 

b) la naturaleza del procedimiento; 

c) la asistencia buscada y el objeto y motivo de la solicitud; 

d) los nombres y direcciones de las personas relacionadas con la solicitud, en 
caso de conocerse; 

e) una breve descripción del tema a considerar y de los elementos legales 
relacionados; y 

f) la conexión entre la asistencia buscada y la cuestión con la que está 
relacionada. 

3. Todas las solicitudes deberán presentarse en idioma inglés 

4. Si una solicitud no cumple con los requisitos formales del apartado 2 del 
presente Artículo, se podrá solicitar que se corrija o se competente. Esto no 
debería demorar la toma de medidas precautorias de carácter inmediato, 

5. La asistencia se realizará a través de comunicaciones directas entre las 
respectivas Autoridades Aduaneras. 
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Artículo 6 En materia de EJECUCIÓN DE LAS SOLICITUDES 1. La Autoridad 
Aduanera requerida tomará todas las medidas razonables para ejecutar una 
solicitud dentro de un plazo de tiempo razonable y, si fuera necesario, iniciará 
cualquier acción necesaria para su realización. 

2. Si la Autoridad Aduanera requerida no posee la información solicitada, 
tomará todas las medidas que sean necesarias para obtenerla. Si fuera 
necesario, la Autoridad Aduanera requerida podrá ser asistida por otra 
autoridad competente de la Parte requerida para brindar la asistencia. Sin 
embargo, las contestaciones a las solicitudes sólo podrán ser realizadas por la 
Autoridad Aduanera requerida. 

3. En el caso en que la Autoridad Aduanera requerida no fuera la autoridad 
apropiada para cumplir con una solicitud, o bien transmitirá inmediatamente la 
solicitud a la autoridad competente quien actuará sobre la solicitud de acuerdo 
con sus facultades en virtud de la legislación interna de la Parte requerida, o 
bien informará a la Autoridad Aduanera requirente del procedimiento adecuado 
a seguir con respecto a dicha solicitud. 

4. Cualquiera de las Autoridades Aduaneras, a solicitud de la otra, conducirá 
cualquier investigación necesaria, incluso recibir el testimonio de peritos y 
testigos o de personas sospechosas de haber cometido un ilícito, y realizará 
verificaciones, inspecciones y averiguaciones en relación con las cuestiones a 
que hace referencia el presente Acuerdo. El resultado de dichas 
investigaciones, verificaciones, inspecciones y averiguaciones deberá 
comunicarse a la brevedad a la Autoridad Aduanera requirente. 

5. a) A solicitud, y conforme a los términos y condiciones que se establecieran, 
la Autoridad Aduanera requerida permitirá la presencia de funcionarios de la 
Autoridad Aduanera requirente en el territorio de la Parte requerida, cuando sus 
funcionarios estuvieran investigando ilícitos que fueran de interés de la 
requirente. 

Dicho permiso incluirá la presencia de los funcionarios en las investigaciones. 
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b) La presencia de funcionarios de la Administración Aduanera requirente en el 
territorio de la Parte requerida será sólo en carácter de asesor. Ninguna parte 
del referido sub apartado a) se interpretará para permitirles ejercer facultades 
legales ni de investigación otorgadas a los funcionarios de la Autoridad 
Aduanera requerida conforme a la legislación interna de la Parte requerida. 

6. Cuando los funcionarios de la Autoridad Aduanera requirente estén 
presentes en el territorio de la Parte requerida conforme al presente Acuerdo, 
deberán poder brindar, en todo momento, prueba de su identidad y serán 
responsables de cualquier ilícito que pudieran cometer. 

7. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera requirente, autorizados para 
investigar ilícitos contra la legislación aduanera, podrán solicitar que 
funcionarios de la Autoridad Aduanera requerida examinen cualquier 
información relevante, incluso libros, registros y otros documentos o medios de 
información y provean copias de éstos o brinden cualquier otra información 
vinculada con el ilícito. 

8. La Autoridad Aduanera requirente será informada, si lo solicitara, sobre el 
tiempo y lugar de las acciones que se llevarán a cabo como respuesta a una 
solicitud, para que dicha acción pueda ser coordinada. 


Artículo 7 REGISTROS, DOCUMENTOS Y TESTIGOS 1. Las Autoridades 
Aduaneras de las Partes suministrarán, a solicitud y de acuerdo con la 
legislación interna de la Parte requerida, información relacionada con el 
transporte y embarque de mercadería exhibiendo la valoración, el origen, la 
disposición y el destino de dicha mercadería. 

2. Mediante solicitud por escrito a tal fin, se autenticarán apropiadamente las 
copias de la información y demás documentación suministradas conforme al 
presente Acuerdo. 

Los originales de dicha información y otros documentos sólo se solicitarán 
cuando las copias resulten insuficientes. 
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3. El suministro de los ejemplares originales de la información y demás 
documentación conforme al presente Acuerdo no afectará ni los derechos de la 
Autoridad Aduanera requerida ni de terceras partes vinculadas. Dichos 
originales deberán devolverse a la brevedad. A solicitud, los originales 
necesarios para fines resolutorios u otros similares se devolverán sin demora. 
4. La Autoridad Aduanera requerida proveerá, junto con la información 
suministrada, todas las instrucciones necesarias para su interpretación o 
utilización. 

5. A solicitud de la Autoridad Aduanera de una Parte, la Autoridad Aduanera de 
la otra Parte, autorizará a sus funcionarios, si estos así lo consienten, para 
comparecer en calidad de testigos eh procedimientos judiciales O 
administrativos en el territorio de la Parte requirente, y a presentar los registros, 
documentos, u otros materiales o copias autenticadas de los mismos según 
fuera necesario para tales procedimientos. 

6. Dicha solicitud indicará la fecha y tipo de procedimiento, los nombres de las 
partes involucradas y la calidad en la cual se solicita que el funcionario 
testifique. 


Artículo 8 ENTREGA DE DOCUMENTOS 1. A solicitud, la Autoridad Aduanera 
requerida, de acuerdo con su legislación interna, tomará todas las medidas 
necesarias para entregar todos los documentos y notificar todas las decisiones 
dentro del alcance del presente Acuerdo, a una persona que esté residiendo o 
establecida en el territorio de la Parte requerida. 

2. La Autoridad Aduanera requerida devolverá, en la medida de lo posible, una 
prueba de entrega o notificación en el modo especificado en la solicitud. Si esto 
no es posible o si la solicitud no puede ser realizada en la manera especificada, 
la Autoridad Aduanera requirente será informada y se le comunicarán las 
razones de tal imposibilidad. 
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Artículo 9 ÉNTREGA CONTROLADA 1. Las Autoridades Aduaneras tomarán 
las medidas necesarias, dentro de sus facultades y conforme a la legislación 
interna de las Partes, incluyendo cuando sea necesario, la aprobación y la 
coordinación con las autoridades competentes, para permitir el uso adecuado 
de la entrega controlada a nivel internacional con el fin de identificar a las 
personas involucradas en el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas u otras mercaderías, según el caso, y si fuera del caso, iniciar las 
correspondientes acciones legales en su contra. 

2. Las decisiones de utilizar la entrega controlada se tomarán sobre la base de 
cada caso particular y, de ser necesario, conforme a las disposiciones o 
acuerdos que pudieran existir en relación con un caso particular. Las 
Autoridades Aduaneras podrán, de ser necesario, y siempre de conformidad 
con la legislación interna de sus respectivas Partes, tener en cuenta acuerdos 
financieros y entendimientos alcanzados. 

3. Los embarques ilícitos cuya entrega controlada se hubiera acordado y 
mediando consentimiento mutuo de las autoridades competentes, podrán ser 
interceptadas y permitirles que continúen con los estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, u otras mercaderías, según el caso, intactas o sustraídas o 
reemplazadas en todo o en parte, conforme los procedimientos y acciones 
determinados por la autoridad competente. 


En cuanto a las EXCEPCIONES A LA ASISTENCIA el Artículo 10 1. Eh los 
casos en los cuales la Parte requerida considere que el suministro de 
asistencia conforme al presente Acuerdo pudiera perjudicar su soberanía, 
seguridad, orden público u otro interés nacional sustancial, o involucrar la 
violación de un secreto comercial, industrial o profesional, se podrá negar la 
asistencia o su cumplimiento podrá estar supeditado al cumplimiento de 
determinadas condiciones o requisitos. 
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2. En el caso de que se rechazara o no se pudiera cumplir en todo o en parte 
con una solicitud, la Autoridad Aduanera requirente será informada de 
inmediato del hecho y de las razones de tal imposibilidad, 

3. Cuando la Autoridad Aduanera requirente solicitara asistencia que ella 
misma no pudiera satisfacer, este hecho será mencionado en la solicitud. El 
cumplimiento de dicha solicitud quedará a criterio de la Autoridad Aduanera 
requerida. 

4. La asistencia podrá ser postergada por la Autoridad Aduanera requerida 
cuando interfiera con investigaciones, juicios u otros procedimientos en curso. 
En tales casos, la Autoridad Aduanera requerida consultará con la Autoridad 
Aduanera Requirente la posibilidad de prestar la asistencia sujeto a los 
términos y condiciones que la Autoridad Aduanera Requerida pueda 
establecer. 


El Artículo 11 regula la CONFIDENCIALIDAD 

1. La información y demás comunicaciones recibidas conforme al presente 
Acuerdo podrán ser utilizadas solamente para los fines especificados en el 
mismo, salvo los casos en los que la Autoridad Aduanera requerida hubiera 
autorizado por escrito su uso para otros fines. 

2. Toda información u otras comunicaciones recibidas por las Autoridades 
Aduaneras de cualquiera de las Partes, conforme al presente Acuerdo, serán 
confidenciales y no deberán ser comunicadas a ninguna persona o entidad 
fuera de la Autoridad Aduanera que las recibe, excepto lo establecido en este 
Acuerdo. 

3. La información y otras comunicaciones recibidas conforme al presente 
Acuerdo podrán utilizarse en investigaciones y en procedimientos judiciales y 
administrativos, de conformidad con las respectivas legislaciones internas de 
las Partes. 

4. Las disposiciones previstas en el apartado 2 no se aplicarán en los casos de 
ilícitos relacionados con estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Tal 
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información podrá ser comunicada a otras autoridades de la Parte requirente 
que estén directamente involucradas en la lucha contra et narcotráfico. 
Además, la información sobre ilícitos relacionados con la salud pública o la 
seguridad pública o protección del medioambiente de la Parte requirente podrá 
ser remitida a la agencia estatal apropiada que trata tales materias. 

Tal información será confidencial y gozará de toda protección brindada a 
información similar con respecto a la confidencialidad y secreto acordados por 
la legislación interna del Estado de la Parte requirente. 

5. La Autoridad Aduanera requirente no usará la evidencia o la información 
obtenida conforme al presente Acuerdo, para otros propósitos que no sean los 
establecidos en la solicitud, sin el consentimiento previo por escrito de la 
Autoridad Aduanera requerida. 


Artículo12 GASTOS 1. Las Autoridades Aduaneras normalmente renunciarán al 
reembolso de los gastos incurridos en la ejecución del presente Acuerdo, con la 
excepción de los gastos de testigos, honorarios de peritos y el costo de 
intérpretes que no sean empleados del gobierno. 

2. En caso de incurrir en gastos extraordinarios para cumplir con una solicitud, 
las Autoridades Aduaneras se consultarán para determinar los términos y 
condiciones en que ha de cumplirse con la solicitud, como así la forma en que 
se solventarán los gastos. 


Se establece en el Artículo 13 el AMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIAL 
manifestándose que el presente Acuerdo se aplicará en los territorios 
aduaneros de las Partes. 


A su turno el Artículo 14 establece la IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO 
Las Autoridades Aduaneras serán responsables de la implementación del 
presente Acuerdo. Entre otras acciones deberán: 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 541-C.S. 


a) comunicarse directamente con el objeto de tratar los asuntos emergentes del 
presente Acuerdo. 

b) luego de consultarse, si ello fuera necesario, emitir cualquier directiva 
administrativa o procedimiento acordado para la implementación del presente 
Acuerdo. 

e) acordar mutuamente esforzarse por resolver cualquier problema o duda que 
pudiera surgir de la aplicación del presente Acuerdo o cualquier otro asunto 
aduanero que pudiera originarse entre las Partes. 

d) reunirse, a pedido de una de las Partes, con el objeto de debatir sobre la 
aplicación del presente Acuerdo - o cualquier otro asunto aduanero emergente 
de la relación entre ellas. 

e) Efectuar los arreglos para que sus respectivos departamentos de 
investigación estén en contacto directo. 


Para la SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS el Artículo 15 dispone: 

1. Todas las controversias resultantes de la interpretación y aplicación de las 
disposiciones del presente Acuerdo se resolverán mediante consultas directas 
entre las Autoridades Aduaneras. 

2. Las controversias que no puedan ser resultas por las Autoridades 
Aduaneras, serán resultas por la vía diplomática. 


Artículo 16 ENTRADA EN VIGOR, ENMIENDA Y FINALIZACIÓN 

1. Cada Parte notificará a la otra Parte por escrito, a través de canales 
diplomáticos, el cumplimiento de sus procedimientos legales internos 
requeridos para la entrada en vigor de este Acuerdo. El presente Acuerdo 
entrará en vigor a los treinta (30) días a partir de la fecha de la última 
notificación. 

2. Este Acuerdo podrá ser enmendado o modificado por mutuo consentimiento 
dado por escrito. Cualquier enmienda o modificación del presente Acuerdo 
deberá seguir el mismo procedimiento que el previsto para su entrada en vigor. 
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1. Las Partes acuerdan reunirse a los efectos de considerar la necesidad de 
una revisión del presente Acuerdo a pedido de una de ellas. 

2. Cualquiera de las Partes podrá poner fin al presente Acuerdo. Ello recién 
surtirá efecto seis (6) meses después que la Parte interesada en hacer uso de 
esa facultad cursó la notificación correspondiente por escrito y vía diplomática. 
Los procedimientos que se encontraren en curso al tiempo de la finalización 
deberán ser completados conforme con las previsiones de este Acuerdo. 

3. La finalización del presente Acuerdo no afectará a las disposiciones de 
confidencialidad que refiera a cualquier información obtenida en el marco del 
presente Acuerdo 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2017, 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


PABLO MIERES 


MARCOS OTHEGUY 


RAFAEL PATERNAIN 


8 de agosto de 2017 
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Texto del acuerdo 


ACUERDO 


ENTRE 


EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


Y 


EL GOBIERNO DEL ESTADO DE ISRAEL 


SOBRE ASISTENCIA MUTUA EN CUESTIONES ADUANERAS 
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El Gobierno la República Oriental del Uruguay y el Gobierno del Estado de Israel, (en 
adelante las “Partes”); 


Considerando que los ilícitos contra la legislación aduanera son perjudiciales tanto para la 
seguridad y la salud pública, así como para los intereses económicos, fiscales y 
comerciales de sus respectivos Estados: 


Considerando la importancia de garantizar la exacta determinación de los derechos 
aduaneros y otros impuestos sobre la importación y exportación de mercaderías, la 
correcta determinación de la clasificación, valoración y origen de dichas mercaderías, y la 
aplicación adecuada de las medidas de prohibición, de restricción y de control; 


Considerando que el tráfico ilicito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas constituye 
un peligro para la salud pública y para la sociedad; 


Reconociendo la necesidad de cooperación internacional en cuestiones relacionadas con 
la administración y cumplimiento de la legislación aduanera; 


Convencidos de que la acción contra los ilícitos aduaneros puede ser más efectiva a 
través de la cooperación entre sus Administraciones Aduaneras, 


Tomando en consideración la Recomendación del Consejo de Cooperación de Aduanas 
sobre Asistencia Administrativa Mutua, firmada el 5 de diciembre de 1953; 


Han acordado lo siguiente: 


Articulo 1 
DEFINICIONES 


A los efectos del presente Acuerdo: 


1. “Autoridades Aduaneras” serán, en el Estado de Israel, la Dirección Aduanera de la 
Autoridad Tributaria de Israel del Ministerio de Finanzas; y en la República Oriental 
del Uruguay, la Dirección Nacional de Aduanas; 


2. "Legislación aduanera” significará las disposiciones legales y regulatorias vigentes 
en los territorios aduaneros de las Partes, que rigen la importación, exportación, y 
tránsito de mercaderías, incluyendo entre otras, los derechos aduaneros, tasas y 
demás impuestos o prohibiciones, restricciones y otros controles en materia de 
movimiento de mercaderías a través de las fronteras nacionales. 
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"Entrega controlada" significará la técnica que consiste en permitir que embarques 
ilícitos que contengan o pudieran contener estupefacientes, sustancias psicotrópicas 
o sustancias que las sustituyan, u otras mercaderías que las Partes hubieran 
acordado, transiten desde, por o en los territorios aduaneros de las Partes, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades competentes, con miras a 
investigar los ilícitos e identificar las personas involucradas en su comisión; 
*Información" significará, entre otros, informes, registros, documentos y 
documentación, computarizada o no, como asi también copias certificadas de los 
mismos; 


“ilícito” significará toda violación o tentativa de violación de la Legislación aduanera; 
“Persona" significará cualquier persona física o jurídica; 


“Autoridad Aduanera Requirente" es la Autoridad Aduanera que solicita asistencia 
conforme al presente Acuerdo o la que recibe dicha asistencia por iniciativa propia 
de la otra Autoridad Aduanera. 


"Autoridad Aduanera Requerida" es la Autoridad Aduanera que recibe una solicitud 
de asistencia conforme al presente Acuerdo o la que proporciona tal asistencia por 
su iniciativa propia. 


Artículo 2 
ALCANCE DEL ACUERDO 


Las Partes se brindarán asistencia con el fin de garantizar la correcta aplicación de 
la legislación aduanera, la exacta determinación de los derechos aduaneros y otros 
impuestos sobre la importación y exportación de mercaderias y la correcta 
determinación de la clasificación, valoración y origen de dichas mercaderías. 


Asimismo las Partes se asistirán mutuamente en la prevención, investigación, 
combate y persecución de los ilícitos aduaneros. 


La asistencia será brindada por las Autoridades Aduaneras de las Partes dentro del 
marco del presente Acuerdo y conforme a la legislación interna de la Parte 
requerida. 


Las disposiciones del presente Acuerdo sólo tienen la intención de que las Partes se 
brinden asistencia mutua en cuestiones aduaneras. De ningún modo otorgarán 
derecho alguno a ninguna persona ni fisica ni jurídica a obtener, suprimir o excluir 
alguna evidencia o impedir la ejecución de una solicitud. 
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5. La asistencia en virtud del presente Acuerdo no incluirá el arresto ni la detención de 
personas, ni el cobro o cobro coercitivo de derechos aduaneros, otros impuestos, 
multas u otros importes. 


Artículo 3 
CASOS ESPECIALES DE ASISTENCIA 


1.  Asolicitud y conforme a la legislación interna de la Parte requerida, las Autoridades 
Aduaneras se brindarán mutuamente información acerca de si la mercadería 
exportada desde o importada al territorio aduanero de una de las Partes ha sido 
legalmente importada hacia o exportada desde el territorio aduanero de la otra Parte, 
La información incluirá, si asi fuera solicitado, el procedimiento aduanero utilizado en 
el despacho de las mercaderias. 


2. Conforme al alcance de su competencia y de acuerdo con la legislación interna de la 
Pante requerida, la Administración Aduanera requerida, ya sea previa solicitud o por 
iniciativa propia, sujeto a la subsiguiente aprobación por escrito por parte de la 
Administración Aduanera requirente, ejercerá vigilancia especial sobre: 


a) medios de transporte respecto de los que se sospecha que se utilizan 
para cometer ilicitos en el territorio aduanero de la Parte requirente; 


b) mercadería que la Administración Aduanera requirente designe como que 
es sujeto de un comercio ilícito destinado al territorio aduanero de la Parte 


requirente; 


c) personas respecto de las cuales se sabe o se sospecha que están 
involucradas en la comisión de un ilicito en el territorio aduanero de la 
Parte requirente; 


d) lugares particulares donde se han construido depósitos de mercadería, 
dando razones para presumir que se utilizarán para la importación ilegal al 
territorio aduanero de la Parte requirente. 


8 de agosto de 2017 CÁMARA DE SENADORES 547-C.S. 


3. Las Autoridades Aduaneras se brindarán, conforme a la legislación intema de la 
Parte requerida, cualquier información necesaria que pudiera ser útil para la 
Autoridad Aduanera requirente, respecto de actos relacionados con ilícitos 
cometidos o por cometerse dentro del territorio aduanero de la otra Parte. En los 
casos que pudieran involucrar estupefacientes y sustancias psicotrópicas o que 
pudieran causar un perjuicio sustancial a la economía, salud pública, seguridad o 
cualquier otro interés vital de la otra Parte, dicha información deberá suministrarse, 
cuando sea posible, por propia iniciativa. 


Artículo 4 
COOPERACIÓN Y ASISTENCIA PROFESIONAL Y TÉCNICA 


1. Las Autoridades Aduaneras, ya sea por iniciativa propia o a solicitud, se brindarán 
información respecto de: 
a) acciones de cumplimiento cuya aplicación podría ser útil para prevenir 
ilicitos y, en particular, medios especiales para combatirios; 


b) nuevos métodos utilizados para cometer ilícitos; 


c) observaciones y hallazgos resultantes de la aplicación exitosa de 
nuevas herramientas y técnicas de cumplimiento; 


d) técnicas y métodos mejorados de procesamiento de pasajeros y carga; 
e) información sobre sus respectivas legislaciones aduaneras. 


2. Las Partes, a través de las Autoridades Aduaneras buscarán adoptar medidas de 
cooperación tendientes a, entre otros aspectos: 


a) iniciar, desarrollar o mejorar los programas de capacitación específicos 
para su personal; 


b) establecer oO mantener canales de comunicación entre sus 
Administraciones Aduaneras que les permitan facilitar el intercambio de 
información seguro y rápido; 


c) facilitar la coordinación efectiva entre sus Administraciones Aduaneras, 
incluyendo el intercambio de personal, expertos y la designación de 
funcionarios de enlace; 
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considerar y poner a prueba nuevos equipamientos y procedimientos; 
simplificar y armonizar sus respectivos procedimientos aduaneros y 
cualquier otro asunto administrativo general que, de tanto en tanto, 


pudiera requerir una acción conjunta. 


Artículo 5 


COMUNICACIÓN DE LAS SOLICITUDES 


Las solicitudes conforme al presente Acuerdo se realizarán por escrito. Los 
documentos que pudieran ayudar al cumplimiento de las solicitudes se adjuntarán a 
las mismas cuando estuvieran disponibles. Cuando sea necesario, a causa de la 
urgencia de la situación, se aceptarán solicitudes verbales; las cuales, sin embargo, 
deberán confirmarse por escrito a la brevedad. 


Las solicitudes realizadas de acuerdo con el apartado 1 de este Artículo, incluirán la 
siguiente información: 


a) 
b) 
c) 


d) 


e) 


la autoridad que realiza la solicitud; 
la naturaleza del procedimiento; 
la asistencia buscada y el objeto y motivo de la solicitud; 


los nombres y direcciones de las personas relacionadas con la solicitud, 
en caso de conocerse; 


una breve descripción del tema a considerar y de los elementos legales 
relacionados; y 


la conexión entre la asistencia buscada y la cuestión con la que está 
relacionada. 
Todas las solicitudes deberán presentarse en idioma inglés 


Si una solicitud no cumple con los requisitos formales del apartado 2 del 


presente Artículo, se podrá solicitar que se corrija o se complete. Esto no 
debería demorar la toma de medidas precautorias de carácter inmediato. 
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5. 


La asistencia se realizará a través de comunicaciones directas entre las 
respectivas Autoridades Aduaneras. 


Artículo 6 
EJEC E LAS SOLICITUDES 


La Autoridad Aduanera requerida tomará todas las medidas razonables para ejecutar 
una solicitud dentro de un plazo de tiempo razonable y, si fuera necesario, iniciará 
cualquier acción necesaria para su realización. 


Si la Autoridad Aduanera requerida no posee la información solicitada, tomará todas 
las medidas que sean necesarias para obtenerla. Si fuera necesario, la Autoridad 
Aduanera requerida podrá ser asistida por otra autoridad competente de la Parte 
requerida para brindar la asistencia. Sin embargo, las contestaciones a las 
solicitudes sólo podrán ser realizadas por la Autoridad Aduanera requerida. 


En el caso en que la Autoridad Aduanera requerida no fuera la autoridad apropiada 
para cumplir con una solicitud, o bien transmitirá inmediatamente la solicitud a la 
autoridad competente quien actuará sobre la solicitud de acuerdo con sus 
facultades en virtud de la legislación interna de la Parte requerida, o bien informará a 
la Autoridad Aduanera requirente del procedimiento adecuado a seguir con respecto 
a dicha solicitud. 


Cualquiera de las Autoridades Aduaneras, a solicitud de la otra, conducirá cualquier 
investigación necesaria, incluso recibir el testimonio de peritos y testigos o de 
personas sospechosas de haber cometido un ilícito, y realizará verificaciones, 
inspecciones y averiguaciones en relación con las cuestiones a que hace referencia 
el presente Acuerdo. El resultado de dichas investigaciones, verificaciones, 
inspecciones y averiguaciones deberá comunicarse a la brevedad a la Autoridad 
Aduanera requirente. 


a) A solicitud, y conforme a los términos y condiciones que se establecieran, la 
Autoridad Aduanera requerida permitirá la presencia de funcionarios de la 
Autoridad Aduanera requirente en el territorio de la Parte requerida, cuando sus 
funcionarios estuvieran investigando ilícitos que fueran de interés de la requirente. 
Dicho permiso incluirá la presencia de los funcionarios en las investigaciones. 


b) La presencia de funcionarios de la Administración Aduanera requirente en el 
territorio de la Parte requerida será sólo en carácter de asesor. Ninguna parte del 
referido sub apartado a) se interpretará para permitirles ejercer facultades legales 
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ni de investigación otorgadas a los funcionarios de la Autoridad Aduanera 
requerida conforme a la legislación interna de la Parte requerida. 


6. Cuando los funcionarios de la Autoridad Aduanera requirente estén presentes en el 
territorio de la Parte requerida conforme al presente Acuerdo, deberán poder brindar, 
en todo momento, prueba de su identidad y serán responsables de cualquier ilícito 
que pudieran cometer. 


7. Los funcionarios de la Autoridad Aduanera requirente, autorizados para investigar 
ilícitos contra la legislación aduanera, podrán solicitar que funcionarios de la 
Autoridad Aduanera requerida examinen cualquier información relevante, incluso 
libros, registros y otros documentos o medios de información y provean copias de 
éstos o brinden cualquier otra información vinculada con el ilícito. 


8. La Autoridad Aduanera requirente será informada, si lo solicitara, sobre el tiempo y 
lugar de las acciones que se llevarán a cabo como respuesta a una solicitud, para 
que dicha acción pueda ser coordinada. 


Artículo 7 
GISTROS, DOCUMENTOS Y TESTIGOS 


1. Las Autoridades Aduaneras de las Partes suministrarán, a solicitud y de acuerdo con 
la legislación interna de la Parte requerida, información relacionada con el transporte 
y embarque de mercadería exhibiendo la valoración, el origen, la disposición y el 
destino de dicha mercadería. 


2. Mediante solicitud por escrito a tal fin, se autenticarán apropiadamente las copias de 
la información y demás documentación suministradas conforme al presente Acuerdo. 
Los originales de dicha información y otros documentos sólo se solicitarán cuando 
las copias resulten insuficientes. 


3. El suministro de los ejemplares originales de la información y demás documentación 
conforme al presente Acuerdo no afectará ni los derechos de la Autoridad Aduanera 
requerida ni de terceras partes vinculadas. Dichos originales deberán devolverse a la 
brevedad. A solicitud, los originales necesarios para fines resolutorios u otros 
similares se devolverán sin demora. 


4. La Autoridad Aduanera requerida proveerá, junto con la información suministrada, 
todas las instrucciones necesarias para su interpretación o utilización, 


5. Amsolicitud de la Autoridad Aduanera de una Parte, la Autoridad Aduanera de la otra 
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Parte, autorizará a sus funcionarios, si estos así lo consienten, para comparecer en 
calidad de testigos en procedimientos judiciales o administrativos en el territorio de la 
Parte requirente, y a presentar los registros, documentos, u otros materiales o copias 
autenticadas de los mismos según fuera necesario para tales procedimientos. 


6. Dicha solicitud indicará la fecha y tipo de procedimiento, los nombres de las partes 
involucradas y la calidad en la cual se solicita que el funcionario testifique. 


Artículo 8 


ENTREGA DE DOCUMENT: 


1.  Asolicitud, la Autoridad Aduanera requerida, de acuerdo con su legislación interna, 
tomará todas las medidas necesarias para entregar todos los documentos y notificar 
todas las decisiones dentro del alcance del presente Acuerdo, a una persona que 
esté residiendo o establecida en el territorio de la Parte requerida. 


2. La Autoridad Aduanera requerida devolverá, en la medida de lo posible, una prueba 
de entrega o notificación en el modo especificado en la solicitud. Si esto no es 
posible o si la solicitud no puede ser realizada en la manera especificada, la 
Autoridad Aduanera requirente será informada y se le comunicarán las razones de 
tal imposibilidad. 


Artículo 9 
ENTREGA CONTROLADA 


1. Las Autoridades Aduaneras tomarán las medidas necesarias, dentro de sus 
facultades y conforme a la legislación interna de las Partes, incluyendo cuando sea 
necesario, la aprobación y la coordinación con las autoridades competentes, para 
permitir el uso adecuado de la entrega controlada a nivel internacional con el fin de 
identificar a las personas involucradas en el tráfico ilicito de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas u otras mercaderías, según el caso, y si fuera del caso, 
iniciar las correspondientes acciones legales en su contra. 


2. Las decisiones de utilizar la entrega controlada se tomarán sobre la base de cada 
caso particular y, de ser necesario, conforme a las disposiciones o acuerdos que 
pudieran existir en relación con un caso particular Las Autoridades Aduaneras 
podrán, de ser necesario, y siempre de conformidad con la legislación interna de sus 
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respectivas Partes, tener en cuenta acuerdos financieros y entendimientos 
alcanzados. 


3. Los embarques ilícitos cuya entrega controlada se hubiera acordado y mediando 
consentimiento mutuo de las autoridades competentes, podrán ser interceptadas y 
permitirles que continúen con los estupefacientes y sustancias psicotrópicas, u otras 
mercaderías, según el caso, intactas o sustraidas o reemplazadas en todo o en 
parte, conforme los procedimientos y acciones determinados por la autoridad 
competente. 


Artículo 10 


EXCEPCIONES A LA ASISTENCIA 


1. En los casos en los cuales la Parte requerida considere que el suministro de 
asistencia conforme al presente Acuerdo pudiera perjudicar su soberanía, 
seguridad, orden público u otro interés nacional sustancial, o involucrar la violación 
de un secreto comercial, industrial o profesional, se podrá negar la asistencia o su 
cumplimiento podrá estar supeditado al cumplimiento de determinadas condiciones 
o requisitos, 


2. En el caso de que se rechazara o no se pudiera cumplir en todo o en parte con una 
solicitud, la Autoridad Aduanera requirente será informada de inmediato del hecho 
y de las razones de tal imposibilidad. 


3. Cuando la Autoridad Aduanera requirente solicitara asistencia que ella misma no 
pudiera satisfacer, este hecho será mencionado en la solicitud. El cumplimiento de 
dicha solicitud quedará a criterio de la Autoridad Aduanera requerida. 


4. La asistencia podrá ser postergada por la Autoridad Aduanera requerida cuando 
interfiera con investigaciones, juicios u otros procedimientos en curso. En tales 
casos, la Autoridad Aduanera requerida consultará con la Autoridad Aduanera 
Requirente la posibilidad de prestar la asistencia sujeto a los términos y 
condiciones que la Autoridad Aduanera Requerida pueda establecer. 
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Artículo 11 
CONFIDENCIALIDAD 


La información y demás comunicaciones recibidas conforme al presente Acuerdo 
podrán ser utilizadas solamente para los fines especificados en el mismo, salvo 
los casos en los que la Autoridad Aduanera requerida hubiera autorizado por 
escrito su uso para otros fines. 


Toda información u otras comunicaciones recibidas por las Autoridades 
Aduaneras de cualquiera de las Partes, conforme al presente Acuerdo, serán 
confidenciales y no deberán ser comunicadas a ninguna persona o entidad fuera 
de la Autoridad Aduanera que las recibe, excepto lo establecido en este Acuerdo. 


La información y otras comunicaciones recibidas conforme al presente Acuerdo 
podrán utilizarse en investigaciones y en procedimientos judiciales y 
administrativos, de conformidad con las respectivas legislaciones internas de las 
Partes. 


Las disposiciones previstas en el apartado 2 no se aplicarán en los casos de 
ilícitos relacionados con estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Tal 
información podrá ser comunicada a otras autoridades de la Parte requirente que 
estén directamente involucradas en la lucha contra el narcotráfico. Además, la 
información sobre ilícitos relacionados con la salud pública o la seguridad pública 
o protección del medioambiente de la Parte requirente podrá ser remitida a la 
agencia estatal apropiada que trata tales materias. 


Tal información será confidencial y gozará de toda protección brindada a 
información similar con respecto a la confidencialidad y secreto acordados por la 
legislación interna del Estado de la Parte requirente. 


La Autoridad Aduanera requirente no usará la evidencia o la información obtenida 
conforme al presente Acuerdo, para otros propósitos que no sean los establecidos 
en la solicitud, sin el consentimiento previo por escrito de la Autoridad Aduanera 
requerida. 


Artículo12 
GASTOS 


Las Autoridades Aduaneras normalmente renunciarán al reembolso de los gastos 
incurridos en la ejecución del presente Acuerdo, con la excepción de los gastos 
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de testigos, honorarios de peritos y el costo de intérpretes que no sean 
empleados del gobierno. 


2. En caso de incurrir en gastos extraordinarios para cumplir con una solicitud, las 
Autoridades Aduaneras se consultarán para determinar los términos y condiciones 
en que ha de cumplirse con la solicitud, como así la forma en que se solventarán 
los gastos. 


Artículo 13 


AMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIAL 


El presente Acuerdo se aplicará en los territorios aduaneros de las Partes. 


Artículo 14 
IMPLEMENTAC CUERDO 


Las Autoridades Aduaneras serán responsables de la implementación del presente 
Acuerdo. Entre otras acciones deberán: 


a) comunicarse directamente con el objeto de tratar los asuntos emergentes 
del presente Acuerdo. 


b) luego de consultarse, si ello fuera necesario, emitir cualquier directiva 
administrativa o procedimiento acordado para la implementación del 
presente Acuerdo. 


c) acordar mutuamente esforzarse por resolver cualquier problema o duda 
que pudiera surgir de la aplicación del presente Acuerdo o cualquier otro 
asunto aduanero que pudiera originarse entre las Partes. 


d) reunirse, a pedido de una de las Partes, con el objeto de debatir sobre la 
aplicación del presente Acuerdo o cualquier otro asunto aduanero 
emergente de la relación entre ellas. 


e) Efectuar los arreglos para que sus respectivos departamentos de investigación 
estén en contacto directo. 
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Articulo 15 
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 


1, Todas las controversias resultantes de la interpretación y aplicación de las 
disposiciones del presente Acuerdo se resolverán mediante consultas directas entre 
las Autoridades Aduaneras, 


2. Las controversias que no puedan ser resultas por las Autoridades Aduaneras, serán 
resultas por la vía diplomática. 


Artículo 16 


ENTRADA EN VIGOR, ENMIENDA Y FINALIZACIÓN 


1. Cada Parte notificará a la otra Parte por escrito, a través de canales diplomáticos, el 
cumplimiento de sus procedimientos legales internos requeridos para la entrada en 
vigor de este Acuerdo. El presente Acuerdo entrará en vigor a los treinta (30) días a 
partir de la fecha de la última notificación. 


2. Este Acuerdo podrá ser enmendado o modificado por mutuo consentimiento dado 
por escrito. Cualquier enmienda o modificación del presente Acuerdo deberá seguir 
el mismo procedimiento que el previsto para su entrada en vigor. 


1. Las Partes acuerdan reunirse a los efectos de considerar la necesidad de una 
revisión del presente Acuerdo a pedido de una de ellas. 


2. Cualquiera de las Partes podrá poner fin al presente Acuerdo. Ello recién surtirá 
efecto seis (6) meses después que la Parte interesada en hacer uso de esa facultad 
cursó la notificación correspondiente por escrito y vía diplomática. Los 
procedimientos que se encontraren en curso al tiempo de la finalización deberán ser 
completados conforme con las previsiones de este Acuerdo. 


3. La finalización del presente Acuerdo no afectará a las disposiciones de 
confidencialidad que refiera a cualquier información obtenida en el marco del 
presente Acuerdo 
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EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, estando debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos han suscripto el presente Acuerdo. 


Firmado en__ Jtí vsalén _, el día 4_ de dititmbce de 2016, que 
corresponde al día A__ de Li liw de 5777 en dos ejemplares en idiomas español, 
hebreo e inglés, siendo todos los textos igualmente idénticos. En caso de discrepancias 
en lo que respecta a la interpretación, el texto en idioma inglés prevalecerá. 


== Ss 
_— a mo 
POR EL GOBIERNO DE POR EL GOBIERNO DEL 
LA REPÚBLICA STADO DE ISRAEL 
ORIENTAL DEL 


URUGUAY 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: este es el último 
proyecto de ley de esta tanda de acuerdos que hoy tenemos 
que votar. El informe también lo hemos hecho por escrito, 
y hemos abreviado el tiempo de información a la comisión, 
pero no por ello deja de tener la importancia que merece 
cada uno de los acuerdos considerados por el pleno. 


En este caso estamos hablando del Estado de Israel. El 
acuerdo consta de un preámbulo y dieciséis artículos y, como 
ya señalé para el primer caso, en el artículo 1 hay una defi- 
nición de los términos empleados en el acuerdo; el artículo 
2 establece su alcance; el artículo 3 refiere a los casos espe- 
ciales de asistencia; el 4, a la cooperación y asistencia profe- 
sional y técnica que se podrá brindar entre autoridades adua- 
neras; el 5, a la comunicación de las solicitudes, y el artículo 
6 a cómo se ejecutarán; el 7, a la cooperación en materia de 
registros, documentos y testigos; el 8 prevé, mediante solici- 
tud, la entrega de documentos y la notificación de todas las 
decisiones dentro del alcance de este acuerdo; el 9 estable- 
ce la posibilidad de permitir el uso adecuado de la entrega 
controlada a nivel internacional con el fin de identificar a 
las personas involucradas en el tráfico ilícito de estupefa- 
cientes y sustancias psicotrópicas u otras mercaderías, según 
el caso y, si fuera pertinente, iniciar las medidas legales en 
contra; el 10 prevé las excepciones a prestar asistencia; el 11, 
la confidencialidad en el manejo de la información recibida; 
el 12 refiere a los gastos incurridos en la implementación 
de este acuerdo; el 13, a la aplicación territorial, el que será 
aplicable en los territorios aduaneros de las dos partes; el 
14 establece, de la letra a) a la e), las acciones para la im- 
plementación del acuerdo de referencia; el 15 estipula la 
solución de controversias que surjan de la interpretación y 
aplicación de este acuerdo, y el artículo 16 —y último- esta- 
blece su entrada en vigor, enmienda, duración y denuncia. 


Insisto en lo que hemos dicho a lo largo de toda la se- 
sión: el informe está escrito y cuenta con el apoyo unáni- 
me de la Comisión de Asuntos Internacionales, por lo que 
estamos sugiriendo su aprobación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno del 
Estado de Israel sobre Asistencia Mutua en Cuestiones 
Aduaneras, suscrito en Jerusalén, Estado de Israel, el 1? de 
diciembre de 2016». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 
Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


20) POSTERGACIÓN DE LOS NUMERALES 
PRIMERO Y UNDÉCIMO DEL ORDEN DEL 
DÍA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería considerar 
ahora el undécimo punto del orden del día. 


SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señor presidente: vamos a solici- 
tar que se postergue el tratamiento de este punto del orden 
del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta 
que ha hecho el señor senador De León en el sentido de 
que el numeral 11) del orden del día se postergue para una 
próxima sesión. 


(Se vota). 


21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


21) PIAL-BARRIO ARTIGAS 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en duodécimo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se desafectan de la órbita del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas varios padro- 
nes ubicados en la localidad catastral de la ciudad de Salto, 
departamento de Salto, y se afectan a la Intendencia de 
Salto con la finalidad de dar cumplimiento al PIAI-Barrio 
Artigas. (Carp. n.* 847/2017 - rep. n.* 480/17)». 
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Carp. n.* 847/2017 - rep. n.* 480/17 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 


Montevideo, 12 JUN 2017 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Sr. Raúl Sendic 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de 
dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin de reiterar igual 
gestión la que fuera realizada y archivada oportunamente 
en el año 2014. Para su consideración, se eleva el 
presente Proyecto de Ley, por el cual se desafecta del 
patrimonio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
y se afecta a la Intendencia de Salto, los Padrones Ns 
18.891, 17.854, 10.329, 10.331, 12.872 y 30.045, ubicados 
en la localidad catastral Ciudad de Salto, Departamento 
de Salto.- 


La referida Intendencia ha manifestado 
interés en la mutación dominial de los Padrones N's 
18.891, 17.854, 10.329, 10331, 12.872 y 30.045 ubicados 
en la localidad catastral Ciudad de Salto - del 
Departamento de Salto, con la finalidad de cumplir con el 
objetivo de beneficiar a familias con problemas 
habitacionales en el marco del Proyecto PIAI - Barrio 
Artigas, tramitándose las actuaciones administrativas en 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas con el 
N*2012/1/3/353. 


Los referidos bienes inmuebles 
actualmente se encuentran afectados al patrimonio del 
Estado - Ministerio de Transporte y Obras Públicas, según 
informe notarial de la Dirección Nacional de Topografía 
de la citada Secretaría de Estado y corresponden a las 
fracciones y áreas individualizadas en el plano del Ing” 


Agrim. Horacio Vega, inscripto en la Dirección General 
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del Catastro Nacional, el 29 de mayo de 1992 con el 
Número 1999, que se detallan a continuación: Padrón 
N*18.891 antes 9.847 m/a - fracción N* “56 A” con un área 
de 1.875m.c.24dm.c; Padrón N*10.331, fracciones "58 A” y 
"58 B” con un área de 876m.c.28dm.c y 76m.c.06dm.c. 
respectivamente; Padrón N*17.854 - fracción "53 A” con un 
área de 4.585m.c.46.dm.c; Padrón N*10.329 antes en mayor 
área 9.847 - fracciones “55 A” y "55 B” con un área de 
155m.c.42am.c y 7?mc.94dm.c respectivamente, Padrón N” 
12.872 - fracción “54 A” con un área de 411m.c.32dm.c. y 
Padrón N*30.045 (Padrón M/A 9.848), fracción “59 A”, área 
212m.c.98dm.c., a efectos de proceder a la mutación 
dominial de los inmuebles señalados supra, se requiere la 
sanción de una Ley Nacional como instrumento idóneo para 
disponer afectaciones y  desafectaciones de bienes 
inmuebles entre personas jurídicas estatales para 


satisfacer necesidades del servicio público. 


Al estar de acuerdo en la 
desafectación de marras por quien está en posesión del 
inmueble, en el caso el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y de acuerdo al procedimiento señalado, 
corresponde al Poder Ejecutivo propiciar el adjunto 


Proyecto de Ley. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese 


Cuerpo con su mayor consideración 


e 
e 
, - 
; 


a 
2 yam__— 


e 
a” 


da) 
. TABARÉ VÁZQUEZ 
de la 


Periodo 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*%.- Desaféctase de la órbita del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y aféctase a la Intendencia 
de Salto, a título gratuito, los bienes inmuebles, 
ubicados en zona suburbana, localidad catastral de la 
Ciudad de Salto, del Departamento de Salto, los que 
conforme al plano del Ing” Agrim. Horacio Vega, inscripto 
en la Dirección General de Catastro Nacional, el 29 de 
mayo de 1992 con el Número 1999, se individualizan y 
detallan a continuación: Padrón N*18.891 antes 9.847 m/a 
- fracción N* "56 A” con un área de 1.875m.c.24dm.c; 
Padrón N*10.331, fracciones “58 A” y “58 B” con un área 
de 876m.c.28dm.c y 76m.c.Obdm.c. respectivamente; Padrón 


N*17.854 - fracción “53 A” con un área de 
4.585m.c.46.dm.c; Padrón N*10.329 antes en mayor área 
9.847 - fracciones "55 A” y “55 B” con un área de 


155m.c.42dm.c y 7mc.94dm.c respectivamente, Padrón N” 
12.872 - fracción “54 A” con un área de 41lm.c.32dm.c y 
Padrón N* 30.045 (Padrón M/A 9.848), fracción "59 A”, 
área  212m.c.98dm.c. y con la finalidad de dar 
cumplimiento al Proyecto PIAI - Barrio Artigas en el 


objetivo de beneficiar a familias con problemas 


habitacionales nucleadas en esa zZ0na.--===============-=-- 
Artículo 2*.- Comuníquese, publíquese, etc..-—"=========- 


EA 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Gallicchio. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Señor presidente: el Poder 
Ejecutivo eleva para su consideración un proyecto de ley 
que reitera la gestión que fuera realizada y archivada en 
el año 2014. Este proyecto de ley desafecta del patrimonio 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y afecta a la 
Intendencia de Salto los padrones n.” 18891, 17854, 10329, 
10331, 12872 y 30045, ubicados en la localidad catastral de 
la ciudad de Salto. 


La referida intendencia ha manifestado interés en la 
mutación dominial de los padrones citados, ubicados en la 
ciudad de Salto, con la finalidad de cumplir con el objetivo 
de beneficiar a familias con problemas habitacionales en 
el marco del PIAI-Barrio Artigas, tramitándose las actua- 
ciones administrativas en el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


Los referidos bienes inmuebles actualmente se en- 
cuentran afectados al patrimonio del Estado —Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas—, según informe notarial 
de la Dirección Nacional de Topografía de la citada secre- 
taría de Estado, y corresponden a las fracciones y áreas 
individualizadas en el plano del ingeniero agrimensor Ho- 
racio Vega, inscripto en la Dirección Nacional de Catastro 
el 29 de mayo de 1992 con el número 1999, 


A efectos de proceder a la mutación dominial de los 
inmuebles señalados se requiere la sanción de una ley na- 
cional, como instrumento idóneo para disponer afectacio- 
nes y desafectaciones de bienes inmuebles entre personas 
jurídicas estatales para satisfacer necesidades del servicio 
público. 


El proyecto de ley que envía el Poder Ejecutivo consta 
de un solo artículo, que dice lo siguiente: «Desaféctase de 
la órbita del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
y aféctase a la Intendencia de Salto, a título gratuito, los 
bienes inmuebles, ubicados en zona suburbana, localidad 
catastral de la Ciudad de Salto, del Departamento de Salto, 
los que conforme al plano del Ing. Agrim. Horacio Vega, 
inscripto en la Dirección General de Catastro Nacional, el 
29 de mayo de 1992 con el Número 1999, se individualizan 
y detallan a continuación» —aquí se enumeran los padro- 
nes afectados— «y con la finalidad de dar cumplimiento 
al Proyecto PIAI-Barrio Artigas en el objetivo de benefi- 
ciar a familias con problemas habitacionales nucleadas en 
esa zona». 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, 
por unanimidad, se pronunció de acuerdo con la desafecta- 
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ción de marras respecto al organismo que está en posesión 
del inmueble —en este caso, el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas— y propone al Cuerpo la aprobación de 
este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Corresponde aclarar que cada vez que en el artículo 
se alude a superficies, a áreas, se utilizan las abreviaturas 
«m.c» y «dm.c» para referirse a metros cuadrados y decí- 
metros cuadrados, respectivamente; sin embargo, debe de- 
cirse «m?» o «dm?», que es la manera correcta de abreviar 
tales términos. Por lo tanto, pienso que debe corregirse 
esto y votarse el texto con la inclusión de las expresiones 
correctas, si estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: como he 
dicho ya varias veces, creo que vamos a terminar hablan- 
do con sonidos guturales. 


En el texto también se emplea la abreviatura «m/a» 
para referirse a «mayor área». Se dice: «antes 9.847 m/a», 
cuando debería decirse «Antes en mayor área 9.847». En 
fin; creo que podemos pedir a secretaría que haga las 
correcciones a las que se ha aludido, y hacer confianza 
en que dejará claramente establecidas las expresiones 
correctas. 


Todo este tipo de cosas cada día nos hace hablar peor 
y, según dicen, el que habla mal, piensa mal. 


Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo único con las correcciones 
sugeridas. 

(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


Artículo único.- Desaféctase de la órbita del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y aféctase a la Intendencia de Saito, a título gratuito, los bienes inmuebles, 
ubicados en zona suburbana, localidad catastral de la ciudad de Salto, del departamento 
de Salto, los que conforme al plano del Ing. Agrim. Horacio Vega, inscripto en la 
Dirección General del Catastro Nacional, el 29 de mayo de 1992 con el número 1.999, se 
individualizan y detallan a continuación: Padrón N* 18,891 antes mayor área 9.847 
- fracción N* “56 A” con un área de 1.875 metros cuadrados, 24 decímetros cuadrados; 
Padrón N* 10.331, fracciones “58 A" y "58 B” con un área de 876 metros cuadrados, 28 
decímetros cuadrados y 76 metros cuadrados, 06 decímetros cuadrados respectivamente; 
Padrón N* 17.854 - fracción “53 A” con un área de 4.585 metros cuadrados, 46 
decímetros cuadrados; Padrón N* 10.329 antes en mayor área 9.847 - fracciones "55 A” y 
“55 B" con un área 155 metros cuadrados, 42 decimetros cuadrados y 7 metros 
cuadrados, 94 decímetros cuadrados respectivamente; Padrón N* 12.872 - fracción “54 A" 
con un área de 411 metros cuadrados, 32 decímetros cuadrados y Padrón N” 30.045 
antes mayor área 9.848, fracción "59 A”, área de 212 metros cuadrados, 98 decímetros 
cuadrados y con la finalidad de dar cumplimiento al Proyecto PIAI - Barrio Artigas en el 
objetivo de beneficiar a familias con problemas habitacionales nucleadas en esa zona. 
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2017. 
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22) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se 


levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 13:02, presidiendo el señor Raúl 
Sendic y estando presentes los señores senadores 
Ayala, Besozzi, Bordaberry, Cardoso, De León, 
Delgado, Gallicchio, Garín, Lorier, Martínez Huelmo, 
Mujica, Otheguy, Passada, Paternain, Payssé, Pintado, 
Topolansky, Tourné y Xavier). 
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